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la fracción XXIX-P al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Se realiza el cómputo y se da fe de 17 votos aprobatorios de los Congresos de los estados de Aguascalientes, 
Baja California Sur, Campeche, Colima, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, Nuevo 
León, Puebla, Querétaro, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas. 
La Comisión Permanente declara aprobado el Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del 
artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Diario de los Debates, 24 de agosto de 2011. 
Declaratoria, 24 de agosto de 2011. 

08 

12-10-2011. 
Ejecutivo Federal. 
DECRETO por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de octubre de 2011. 
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1) 22-10-2002 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Arcelia Arredondo García (PAN). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 22 de octubre de 2002. 
 
 

La diputada Arcelia Arredondo García presenta iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona la 
fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de niños, personas con discapacidad y adultos mayores. Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales.  

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:  

Tiene la palabra la diputada Arcelia Arredondo García, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, 
para presentar una iniciativa que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, con el fin de que el Congreso de la Unión tenga facultades para expedir leyes que 
establezcan la concurrencia en materia de niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores.  

La diputada Arcelia Arredondo García:  

Gracias. Con su permiso, señora Presidenta; estimadas compañeras y compañeros legisladores; amigos de 
los medios de comunicación que siempre nos honran con su presencia y que están pendientes de los trabajos 
legislativos:  

Presento el día de hoy una iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un inciso a la fracción XXIX del 
artículo 73 de nuestra Carta Magna, en la cual se faculta al Congreso de la Unión a legislar en materia de 
niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores.  

No leeré en este momento el documento sino que me permitiré hacer algunas consideraciones generales que 
me han motivado para presentar este proyecto.  

La realidad rebasa constantemente a nuestro marco jurídico. Si bien el hombre en su afán de progreso y de 
proporcionarse a sí mismo un sinnúmero de comodidades ha impulsado la economía, desarrollado proyectos 
tecnológicos que superan la ciencia ficción, acortado distancia y desa-pareciendo fronteras, esto mismo ha 
provocado que algunos sectores humanos estén más que nunca expuestos a la violencia, al olvido y al 
desamparo.  

Las niñas y los niños ya no tienen dentro de las paredes de su casa un refugio seguro contra la delincuencia, 
ya que ésta se adentra en la intimidad de sus hogares por medio del Internet. Hay bandas de delincuencia 
organizada, ya no solamente interestatales, sino que muchas de ellas con nexos internacionales despliegan 
su astucia para atrapar en sus redes a nuestros niños, quienes caen dócilmente.  

Todos los días nos enteramos que de una familia ha sido arrebatado un menor, por eso debemos establecer 
los mecanismos que permitan que nuestras niñas y nuestros niños estén a salvo, a veces de su mismos 
familiares, quienes los victimizan impunemente.  

Las familias que tienen entre sus miembros a alguien con alguna discapacidad, ya sea física, sensorial o 
intelectual se han organizado de diferentes formas para hacer un llamado a las autoridades en busca de 
ayuda. Nosotros estamos obligados a atender estos llamados y hacer nuestras sus necesidades y a 
proporcionar dentro de nuestra competencia, lo necesario para que puedan aspirar a tener dentro de la 
sociedad una vida digna.  

Dentro de los logros más notables del progreso está el aumento de la esperanza de vida; dentro de poco el 
grupo de adultos mayores rebasará con mucho a la población económicamente activa.  
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Este sector debe estar atendido integralmente con reconocimiento a sus derechos y responsabilidades, 
educar a un adulto ya no puede considerarse como incosteable para el Estado.  

En el ramo de la salud nos encontramos que el tipo de enfermedades de la vejez es más costoso e 
incapacitante para quienes las padecen y en el ámbito laboral no podemos permitirnos cerrar las puertas de 
las oportunidades a quienes alcanzan los 40 años. Por este motivo el sistema de seguridad social de nuestro 
país se encuentra en una grave crisis económica.  

Por lo que he expuesto, la iniciativa con proyecto de decreto que presento a su consideración no pretende 
quitar las atribuciones que en el ramo familiar otorga la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos a las 
entidades que conforman nuestra Federación, según lo marca el artículo 124 sino que pretende establecer la 
concurrencia legislativa que nos permita fortalecer jurídicamente a estos sectores altamente vulnerabilizados.  

También se fundamenta en los derechos sociales de este mismo ordenamiento y en el derecho internacional.  

Al modificar la Constitución y hacer posible una legislación que establezca la coordinación entre los tres 
órdenes del gobierno, se podrá hacer frente a la necesidad de articular políticas nacionales de atención y 
protección a los derechos de las niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores y contar con 
estos ordenamientos.  

Por lo anterior expuesto y fundado, someto a la consideración de esta honorable soberanía la siguiente  

Iniciativa con proyecto de decreto.  

Unico. Se adiciona la fracción XXIX inciso k, al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para quedar como sigue:  

Expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las entidades federativas, el Instituto 
Federal y los municipios en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de niños y niñas, personas 
con discapacidad y adultos mayores.  

ARTICULO TRANSITORIO  

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Señora Presidenta, solicito se turne la presente a la Comisión de Puntos Constitucionales y se inserte 
íntegramente en el Diario de los Debates y en La Gaceta Parlamentaria el documento que en este acto 
entrego a esta Secretaría.  

Por su atención, muchas gracias.  

«Ciudadana Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.  

Compañeras y compañeros diputados: la suscrita, en uso de la facultad que me confieren los artículos 71 
fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presentó a esta soberanía para su 
estudio, análisis y dictamen correspondiente, una iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción 
XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con el fin de que el 
Congreso de la Unión expresamente tenga facultad para expedir leyes que establezcan la concurrencia del 
Gobierno Federal, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de: niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores; lo 
anterior con fundamento en la siguiente  

EXPOSICION DE MOTIVOS  
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Primero. En México se han gestado importantes transformaciones en la sociedad durante la última década, en 
buena medida por los cambios ocurridos en materia económica y demográfica.  

La apertura del comercio mundial, la liberalización de la inversión extranjera y la desregulación que fomentó la 
competencia y eliminó el proteccionismo, han ofrecido oportunidades de mejoramiento para grupos con 
determinadas características de educación, calificación laboral, edad y localización, aunque también ha 
implicado desventajas o riesgos para otros.  

Estas circunstancias, junto con los cambios demográficos, han acentuado las desigualdades sociales, 
económicas y de vulnerabilidad de diversos grupos sociales. Por ello uno de los mayores retos que enfrenta 
nuestro país es garantizar a cada habitante la igualdad de derechos y la integración social de todos los grupos 
que viven en ella, especialmente los más vulnerables.  

Segundo. La reforma a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos del 29 de 
septiembre de 2000, crea la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, integrada por representantes de los 
diferentes grupos parlamentarios que componen esta Cámara de Diputados. Su constitución se fundamentó 
en los artículos 77 fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3o. y 39 de la Ley 
Orgánica y 66 del Reglamento Interior, estos dos últimos del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos.  

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, dentro de su metodología de trabajo en su momento analizó y 
definió cuales son los grupos de mayor vulnerabilidad en nuestro país; partiendo de que "son aquellos que por 
circunstancias de pobreza, origen étnico, estado de salud, edad, género o discapacidad, se encuentran en 
una situación de mayor indefensión para hacer frente a los problemas que plantea la vida y no cuentan con los 
recursos necesarios para satisfacer sus necesidades básicas. La vulnerabilidad coloca a quien la padece en 
una situación de desventaja en el ejercicio pleno de sus derechos y libertades".1  

Y con base en los estudios realizados por el Consejo Nacional de Población, quien identifica como principales 
grupos vulnerables en México a:  

• La población rural e indígena que se encuentra afectada por la pobreza de manera alarmante.  

• Los niños de entre cero y cinco años que se encuentran inmersos también en la pobreza, con prioridad a 
aquellos que sufren desnutrición.  

• Los menores de edad que han tenido que sumarse a la población económicamente activa para ayudar a la 
sobrevivencia de su familia.  

• A las mujeres, principalmente aquellas embarazadas o en estado de lactancia, afectadas por la pobreza.  

• Los jóvenes y mujeres afectadas por el desempleo y desi-gualdad en los empleos.  

• Personas con discapacidad e indigentes y  

• Los adultos mayores (60 y más años de edad) afectados por la pobreza y que no cuentan con los beneficios 
de la seguridad social.2  

Ahora bien, dentro del nuevo esquema del derecho, el enfoque de grupos vulnerables implica reconocerles 
múltiples causas que refuerzan la vulnerabilidad como son los factores de salud, económicos, de educación, 
de discapacidad y demográficos. Como fenómeno social no basta destinar subsidios en ingreso o bienes y 
servicios para resolver el problema, sino mediante acciones integrales en múltiples áreas y niveles, sobre 
todo, con acciones legislativas que impliquen una amplia participación social.  

De acuerdo con los estudios realizados por el Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática, se 
determina cuales son los grupos vulnerables en nuestro país que presentan una problemática mayor que el 
resto de la población y que carecen de una legislación acorde a la problemática que presentan, siendo éstos: 
las niñas y los niños; las personas con discapacidad y los adultos mayores.  



4 
 

A. Niñas y niños.  

En el mes de noviembre del año 2000, el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), 
presentó a la opinión pública los resultados obtenidos del XII Censo General de Población y Vivienda 2000.  

Se señala que en México existen alrededor de 52 millones de jóvenes, adolescentes y niños; la mayoría de los 
pocos más de 19 millones de jóvenes, hombres y mujeres con edades entre 15 y 24 años, demandan una 
buena educación, salud, cultura, recreación y deporte pero, sobre todo, un fuerte impulso a la apertura de 
oportunidades económicas, incluso social y gran énfasis en los aspectos de equidad.  

Los niños y adolescentes con edades hasta de 14 años, suman poco más de 33 millones. Además de 
necesidades de salud, educación y otras, este grupo enfrenta problemas emergentes como situaciones de 
violencia y desintegración familiar, adicciones, trabajo infantil, prostitución y comercio infantil, entre otros. Un 
caso muy notable es el de "niños de la calle". Estos datos nos confirman el gran peso poblacional de los niños 
en México, sobre todo si tomamos en cuenta que para los efectos de los tratados internacionales, como son 
los casos de la Convención sobre los Derechos del Niño y el Convenio número 182 de la OIT, se considera 
como tal a toda persona menor de 18 años.  

Actualmente la sociedad mexicana está inmersa en un proceso, amplio y sostenido, de toma de conciencia en 
cuanto a la situación de vulnerabilidad que aqueja a una parte importante de la niñez en nuestro país. Este 
puede ser el primer paso hacia la solución compartida de una problemática compleja que tiende a 
reproducirse constantemente, lo que hace necesario que la lucha en contra de estos lastres sea continua y 
cada vez más intensa, más comprometida, para todos quienes participamos en este esfuerzo enfocado a 
mejorar la vida de las niñas y los niños en México.  

B. Personas con algún tipo de discapacidad.  

La discapacidad se caracteriza por excesos o insuficiencias en el desempeño de una actividad rutinaria 
normal, los cuales pueden ser temporales o permanentes, reversibles o irreversibles, progresivos o 
regresivos; ésta se clasifica principalmente en tres grupos: física, sensorial e intelectual.  

De manera recurrente se ha manejado que las personas con alguna discapacidad representan un volumen 
poblacional cercano al 10% del total, siguiendo de alguna manera los patrones promedio señalados por la 
Organización Mundial de la Salud. No obstante esta información, el INEGI ha encontrado que en México 
existen actualmente 2.2 millones de personas con algún tipo de discapacidad física o mental o con algún 
problema de salud de largo plazo que les impide realizar con plenitud algunas actividades que llevaría a cabo 
en condiciones normales.  

La vulnerabilidad de este segmento poblacional es ocasionada precisamente por la discriminación de que son 
objeto por parte de las personas convencionales. Si no existieran desigualdades, si las oportunidades de 
empleo, de educación y de acceso a los servicios de salud fueran iguales para todos, con discapacidad o no, 
entonces no habría vulnerabilidad. Las garantías de la población debieran ser iguales para todos en su 
observancia, aunque las necesidades, las modalidades de atención y la protección pudieran ser distintas en 
razón de variables simples como la edad. Así, las niñas y los niños, jóvenes y personas adultas mayores —
con alguna discapacidad o sin ella— debieran tener los mismos derechos y oportunidades que el resto de los 
mexicanos. En tanto accedemos a esa etapa, es importante que este honorable Congreso de la Unión, a 
través de medidas legislativas garantice una mejor atención, protección y sobre todo propiciar las condiciones 
de integración social para las personas con discapacidad.  

C. Adultos mayores.  

El Consejo Nacional de Población y Vivienda señala que México está inmerso en una etapa de franca 
disminución de su tasa de crecimiento demográfico, originado en un notable descenso de la fecundidad, 
ligado al avance de la medicina que ha propiciado el incremento de la perspectiva de vida a 73 años o más; 
seguido de un paulatino proceso de envejecimiento en la población, el cual seguramente se agudizará en los 
años venideros.  
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Actualmente el INEGI señala que la población de 60 años y más en México es de 6.7 millones de personas, 
representando casi el 7% del total de la población. Por lo que el hecho central a tomarse en cuenta, lo 
constituye la tendencia hacia un proceso de envejecimiento de la población mexicana, lo cual es resultado 
natural de los avances médicos y sanitarios y de las políticas públicas en la materia que, en conjunto han 
hecho que la esperanza de vida se encuentre inmersa en una tendencia hacia el crecimiento, debido también, 
a la disminución de la mortalidad.  

Los adultos mayores en nuestro país, se ubican en una situación social difícil, se puede afirmar que la 
población de estas edades es un sector esencialmente pobre que tiende a reproducir en su seno una serie de 
desventajas ante el resto de los grupos poblacionales, ocasionando que se genere una condición especial de 
vulnerabilidad; fenómeno que a corto plazo provocará una situación crítica en nuestro país.  

El creciente peso poblacional de los adultos mayores requerirá nuevas formas organizativas para solventar 
sus necesidades, lo que demandará:  

• Una cuantiosa reasignación de recursos en los sistemas de seguridad social, principalmente por el 
incremento de jubilados y pensionados;  

• La canalización de montos considerables de recursos hacia los servicios de salud, principalmente para la 
atención de enfermedades crónico-degenerativas;  

• La adecuación interna de las familias, pues en algunos casos convivirán hasta cuatro generaciones en un 
mismo espacio y  

• La elaboración de propuestas legislativas, así como planes y programas institucionales para hacerle frente a 
este fenómeno en el corto, mediano y largo plazos.  

Como podemos darnos cuenta, se requiere para dar solución a esta problemática que en poco tiempo vamos 
a enfrentar, acciones mediatas y medidas precisas para hacer frente a este proceso de envejecimiento 
demográfico.  

Los objetivos propuestos con la presentación de esta iniciativa es dar seguridad jurídica a los grupos que 
presentan una mayor vulnerabilidad, así como dar certeza jurídica al trabajo legislativo del Congreso de la 
Unión, fortaleciendo el marco jurídico federal y sentando las bases para que las entidades federativas, el 
Distrito Federal y los municipios brinden una protección integral a las niñas y niños, personas con 
discapacidad y los adultos mayores.  

Tercero. Por décadas se ha asumido con poca criticidad el desfase que evidencian algunos de nuestros 
referentes jurídicos más importantes en relación con nuestra realidad social.  

En nuestro país se ha desarrollado una variable de la tesis de las atribuciones implícitas a través de ciertas 
tesis jurisprudenciales. Bajo el influjo de estas tendencias se ha llegado a admitir que la Federación tiene 
facultades para legislar en aquellas materias que la Constitución habilita su intervención, aunque no se 
reconozca expresamente la potestad legislativa en el artículo 73 de la Carta Magna.  

La Suprema Corte de Justicia ha expuesto que “es notorio que las facultades legislativas de la Federación no 
son únicamente las consignadas de modo expreso en el artículo 73 de la Constitución, puesto que diversas 
disposiciones de la misma Carta Fundamental, se refieren a esas facultades sobre materias distintas de las 
especificadas en el mencionado precepto, en cuanto tales disposiciones imparten competencia y jurisdicción a 
la Federación”.  

Después de que nuestro país asumió en el texto del artículo 124 de la Constitución la fórmula clásica del 
federalismo dual, el articulado de la carta ha sido retocado en varias ocasiones para otorgarle al federalismo 
mexicano matices muy peculiares.  

Al respecto destaca la adopción en ciertas materias de las llamadas leyes generales o leyes marco, a partir de 
las cuales se autoriza la distribución de competencias por parte del legislador entre los distintos órdenes de 



6 
 

gobierno; tarea que antes estuvo reservada de manera exclusiva a la Federación. Tal ha sido el caso de las 
materias de educación, salud, asentamientos humanos, medio ambiente y deporte.  

Cuarto. La presente iniciativa se fundamenta en los derechos sociales regulados en nuestra Constitución y en 
el derecho internacional de los derechos humanos surgido a mediados del Siglo XX.  

Para el análisis de los derechos sociales expresados en nuestra Constitución se parte de la diferenciación 
existente con las garantías individuales. Diremos que la expresión derecho social alude a un fenómeno 
diferente: el surgimiento de una legislación que vele por los intereses específicos de sectores más débiles de 
la población. Se trata de los trabajadores, campesinos, indígenas, de las niñas y los niños, de las personas 
con discapacidad, entre otros grupos sociales. En todos estos casos se busca aminorar los efectos 
desigualitarios que el régimen capitalista genera.  

Las disposiciones que se ocupan de grupos específicos tienen otra generalidad y diferente jerarquía en el 
orden jurídico. El énfasis que se ha puesto en los derechos individuales como derechos de libertad, que 
consecuentemente requieren de un no hacer o interferir por parte del Estado y de los demás sujetos jurídicos, 
ciertamente pareciera marcar una diferencia con las garantías sociales, las cuales suponen la injerencia 
directa de la sociedad para ofrecer los apoyos que ciertas personas o grupos necesitan para su de-sarrollo.  

El derecho social debe promover y lograr el desarrollo humano con equidad y justicia, con el fin de integrar a 
la convivencia social a sectores empobrecidos, vulnerables, vulnerados y excluidos. Lo que llamamos justicia 
social es simplemente el resultado de sintonizar las estructuras sociales con los dictados del cuerpo. Pero no 
se trata de ayudar por vía asistencial o proteccionista a los que carecen de lo básico o disminuir su distancia 
económica respecto de quienes lo tienen todo, sino de generar un entorno favorable al crecimiento humano 
integral sin excluir a nadie.  

En lo que corresponde al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, tenemos que la segunda mitad del 
Siglo XX, ha planteado a la humanidad diferentes problemáticas, que evidencian a las generaciones de 
derechos hasta entonces consagradas, las cuales resultan insuficientes para garantizar la vida digna, incluso 
la vida misma del hombre. Es así, que a los derechos civiles y políticos de la primera generación y a los 
sociales, económicos y culturales de la segunda, se le añaden los derechos de solidaridad y subsidiaridad 
como una tercera generación. Estos últimos se explican en la prioridad del mantenimiento y subsistencia de 
los grupos sociales como tales.  

El principio de subsidiaridad lo encontramos en el Tratado de Maastricht de 1991 de la Unión Europea, que 
junto con los principios de la democracia, los derechos humanos y del Estado de Derecho fue consagrado 
este principio que, procediendo de la doctrina católica social, postula la descentralización bajo el punto de 
vista de la eficiencia y de solidaridad. Las entidades más pequeñas por estar más cercanas al hombre 
particular, tienen el derecho y la obligación de suministrar los subsidios necesarios y las ayudas adecuadas, 
en cuanto estén capaces. La entidad más grande solamente debe intervenir cuando no es posible garantizar 
la asistencia precisa en el nivel más bajo, es decir en un caso de indigencia particular el municipio es 
competente, cuando no existe la ayuda familiar suficiente. Cuando se trata de problemas de un alcance más 
grande, la entidad federativa es responsable y finalmente la Federación o la Unión Europea.  

Por ello es importante que exista una norma federal que recabe estos principios, establezca disposiciones 
concretas, recoja las experiencias y busque articular los esfuerzos de la población y autoridades. Resulta por 
demás importante e indispensable la realización de acciones afirmativas que promuevan un tipo de atención 
acorde a los requerimientos de los actores y los protagonistas vulnerados en sus derechos, a partir del diseño 
de puentes y apoyos especiales en detrimento de las acciones que potencialicen las diferencias y las 
desventajas.  

Del mismo modo, la adición propuesta de ninguna forma pretende imponer u otorgar facultades distintas a las 
entidades federativas ni a los municipios o limitación alguna a su autonomía, sino que tiene el propósito de 
establecer bases generales, lineamientos sobre los cuales la Federación, las entidades federativas, el Distrito 
Federal y los municipios, coadyuven con una legislación compacta y concreta de beneficio común; tampoco se 
pretende imponer un criterio centralista, por lo que corresponderá al Congreso Federal definir con toda 
precisión cuando establezca las bases generales, los ámbitos de competencia que corresponden a los 
diferentes niveles de gobierno, sobre las materias de niñas y niños, personas con discapacidad y adultos 
mayores.  
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Creemos que al facultar de manera expresa al Congreso General, sentamos las bases jurídicas para que se 
legisle sobre estas materias en todo el territorio mexicano; evitando así realizar interpretaciones erróneas al 
texto de la Constitución, al legislar con facultades que la Constitución no confiere y con el fin de evitar posibles 
conflictos competenciales innecesarios.  

La importancia que hemos asignado a la distribución de competencias y a la concurrencia y coordinación 
entre los diferentes niveles de gobierno en estas materias, tendrá su expresión práctica cuando, en su 
momento, las legislaturas de los estados, el Distrito Federal y los municipios, expidan, modifiquen y actualicen 
sus ordenamientos en las materias, a partir de bases expresamente señaladas en leyes generales expedidas 
por el Congreso de la Unión. Corresponderá, igualmente, a esta soberanía señalar y regular los casos en 
donde sólo deba participar la Federación cuando se trate de disposiciones con alcance nacional y asi mismo 
regular los demás casos que correspondan al ámbito local.  

En tal virtud, se hace necesario establecer un marco jurídico, con indiscutible sustento constitucional, que 
establezca los mecanismos idóneos y que regulen los derechos otorgados por la Constitución General y los 
tratados internacionales suscritos por México a favor de estos grupos vulnerables.  

Quinto: Con la adición planteada, se tendrán las condiciones para expedir leyes generales que reafirmen las 
bases sobre las que se construya un sistema nacional de atención y protección para los principales grupos 
vulnerables que, respetando las competencias de las instancias de gobierno, coordine el ejercicio de las 
mismas. Al modificar la Constitución y hacer posible una legislación que establezca la coordinación entre los 
tres órdenes de gobierno, se podrá hacer frente a la necesidad de articular políticas nacionales de atención y 
protección a los derechos de las niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores y contar con 
ordenamientos jurídicos que establezcan:  

1. Las normas y principios básicos conforme a los cuales se llevarán a cabo acciones coordinadas de atención 
y protección de derechos de los grupos vulnerables, entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito 
Federal y los municipios, de tal suerte que la participación de la Federación se lleve a cabo cuando la 
situación así lo requiera o afecten a más de una entidad o rebasen la capacidad de éstas o la de los 
municipios;  

2. Los mecanismos legales para llevar a cabo tales acciones;  

3. Políticas que promuevan y garanticen la participación social en la materia, así como en la elaboración, 
ejecución y evaluación de los programas inherentes y  

4. Las normas y principios para fomentar la cultura de respeto y no discriminación a los Grupos Vulnerables.  

Por último, la propuesta de adición a la fracción XXIX de una letra K del artículo 73 constitucional se considera 
una necesidad, a efecto de facultar al Congreso Federal para expedir leyes que establezcan las bases de 
coordinación en las materias de los grupos vulnerables entre los distintos órdenes de gobierno.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa 
con  

PROYECTO DE DECRETO  

Unico. Se adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue:  

“Artículo 73...  

De la I a la XXIX-J...  

Fracción XXIX-K. Expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las entidades 
federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de: 
niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores.  
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XXX...”  

ARTICULO TRANSITORIO  

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 22 de octubre de 2002.— Diputada Arcelia Arredondo García.»  

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:  

Gracias señora diputada.  

Insértese el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de los Debates. Publíquese en la Gaceta 
Parlamentaria y túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
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2) 22-04-2004 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez (PAN). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 22 de abril de 2004. 
 
 

La diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez presenta iniciativa con proyecto de decreto, que reforma 
el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto a la identidad de 
niños y niñas. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales 

ARTICULO 4º CONSTITUCIONAL 
 
El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano: 

Tiene el uso de la palabra la diputada Blanca Gámez Gutiérrez, del grupo parlamentario del Partido Acción 
Nacional, para presentar una iniciativa que reforma el artículo 4° de la Constitución General de la República.  

La diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez: 

Con su permiso, señor Presidente.  

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:  

Adelante, diputada.  

La diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez: 

La suscrita, diputada a la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamentario del 
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II y 135 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II del Reglamento Interior del 
Congreso General, someto a la consideración de esta elevada Asamblea una iniciativa con proyecto de 
decreto de reforma al artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para hacerlo 
me baso en la siguiente  

Exposición de Motivos 

La familia constituye para el ser humano su primer contacto con el fenómeno de la convivencia; como tal, la 
familia es de capital importancia para el individuo, puesto que es su primer entorno y por ende, el espacio 
primigenio para moldear al ser humano en su integridad.  

La familia es esencial en el desarrollo de las personas, pues da forma a su personalidad ulterior. Lo paradójico 
de este fenómeno, es que siendo la familia el primer contacto de gregarismo, al mismo tiempo es un factor 
definitivo para definir los rasgos propios del ser humano en su individualidad, es decir, la identidad; aquello 
que nos distingue a los seres humanos entre sí, se compone no sólo de factores externos como el nombre, la 
raza o la religión, sino también se construye a partir de sucesos y procesos que tienen lugar en el ámbito 
interno de la persona; sus lazos de afecto, su pasado más o menos estable etcétera. Como sea, la identidad 
es un aspecto trascendente en la vida del ser humano.  

Esta es una realidad insoslayable, es más, para el derecho internacional éste es un tema que cada vez cobra 
mayor rigor, incluso la Convención Sobre los Derechos del Niño, al tocar el tema de la identidad, lo situó como 
un derecho fundamental de todo ser humano y no es el de la identidad un asunto irrelevante o de menor 
importancia. Dentro de los temas que se relacionan con él se halla el de la adopción de menores en los 
ámbitos nacional e internacional, la llamada ``fecundación asistida'', el tráfico y la venta de niños y niñas, el 
secuestro internacional de menores, la explotación laboral y la explotación sexual, entre otros, 
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consideraciones que deberían bastar para atraer nuestra atención sobre el particular; empero cuya 
significación se destaca aún más si se toma en cuenta que el derecho de la identidad y lo que le implica, le es 
negado cada año aproximadamente a 40 millones de niñas y niños en todo el mundo, algo así como la tercera 
parte de todos los nacimientos y si en el planeta esto representa cerca de una tercera parte de los 
nacimientos ocurridos, debe destacarse que nada más en la región de América Latina y el Caribe, esa 
situación afecta de modo directo a más de un millón de criaturas.  

A mayor abundamiento, la exigencia de registrar a los niños y niñas, no es solamente para efectos 
estadísticos o de registro civil; la importancia de otorgarles a los recién nacidos una certificación legal de 
existencia, tiene múltiples efectos colaterales; con ese documento se formaliza plenamente el derecho al 
nombre, a una nacionalidad y por ende a la ciudadanía, además es el medio de acceso de los menores a 
programas de vacunación, a los servicios de salud y de educación.  

En este tenor, los acuerdos internacionales son muy reiterativos a este respecto; la Declaración de los 
Derechos Humanos en su artículo 16 prevé que todo ser humano tiene derecho en todas partes al 
reconocimiento de su personalidad jurídica; el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su 
artículo 24, párrafo segundo, previene textualmente que todo niño será inscrito inmediatamente después de su 
nacimiento y deberá tener un nombre; la Convención Sobre los Derechos del Niño en sus artículos 7° y 8°, 
ambos en su primer párrafo respectivamente, señala que el niño será inscrito inmediatamente después de su 
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida de lo 
posible a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos y que los estados partes se comprometen a respetar 
el derecho del niño y a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares, 
de conformidad con la ley, sin injerencias ilícitas.  

Sin que podamos en este punto no tomar en cuenta lo previsto en el artículo 22 de la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, ordenamiento federal vigente en México desde el año 2000 
que establece textualmente: ``Que el derecho a la identidad está compuesto por tener un nombre y los 
apellidos de los padres desde que nazca y a ser inscrito en el Registro Civil, tener una nacionalidad de 
acuerdo con lo establecido en la Constitución''.  

Bajo este tenor, y con relación al derecho que tienen las y los niños respecto a tener un nombre y los apellidos 
de los padres desde que nacen, es de sumo interés de la suscrita, hacer valer a través de un ordenamiento 
jurídico lo que comúnmente conocemos como paternidad responsable.  

La paternidad es el establecimiento legal de la relación de parentesco entre el padre y la niña o el niño, en el 
caso de niño nacido de padres fuera de matrimonio. Una vez que se establece la paternidad, el nombre del 
padre puede ser puesto en el acta de nacimiento y el papá tiene todos los derechos y obligaciones, en 
relación con el niño, igual a las de un padre que tiene respecto de los hijos nacidos dentro del matrimonio.  

Ahora bien, la pregunta que nos hacemos es: ¿por qué se hace necesario establecer la paternidad? La 
respuesta es simple en efecto, existen diversos factores que van desde la salud, sicológicos, emocionales, 
hasta lo económico y social.  

Lo que se dice a continuación, pretende ser un desarrollo de lo antes dicho. Por principio de cuentas, 
establecer la paternidad tiene efectos sicológicos positivos; tener lazos legales con otro individuo 
frecuentemente crea una relación muy especial, ello puede generar un sentimiento de orgullo y 
responsabilidad para el padre y puede dar al niño un alto nivel de estabilidad en su autoestima y amor propio. 
Esto es lo que podríamos llamar efecto psicológico-social en el niño y la niña, y ¿por qué no decirlo?, también 
responsabilidad en el padre.  

El niño y la niña al ir creciendo no sólo conocen a sus padres, también pueden conocer a sus abuelos y a 
otros miembros de la familia del padre. La familia del papá puede dar apoyo al niño, tal como cuidados, ropa, 
comida y el sentimiento de pertenencia a su familia. Asimismo aprendemos más acerca de asuntos 
hereditarios y enfermedades genéticamente transmitidas, al tener acceso a la historia médica de su papá y de 
la familia paterna, lo que viene a ser muy importante para el ser humano.  

Con la paternidad, además, cuando una niña o niño está viviendo solamente con uno de sus padres, el otro 
padre puede ser requerido para contribuir económicamente al sostenimiento de su desarrollo integral.  
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Conviene destacar que en algunas ocasiones, los padres tal vez no desean reconocer al hijo o la hija, es 
decir, establecer la paternidad, porque el papá en ese momento no tiene ingresos, todos conocemos algún 
caso en que el padre se desliga de la paternidad, por el simple hecho de adquirir las obligaciones económicas, 
con independencia de que el padre posiblemente tenga dinero en un futuro, queremos resaltar que en este 
caso se pierde de vista que la relación de padre a hijo no obedece únicamente a una cuestión económica, 
sino que va mucho más allá.  

Tal y como se dijo en otra parte, esta relación comprende lo que llamamos, efecto sicológico-social que viene 
traduciéndose en una fortaleza mental, moral, espiritual y social de la niña y el niño, ya que les permite tener 
confianza y seguridad en sí mismos.  

Muchas veces cuando un padre está manteniendo al niño, se piensa que no se quiere legalizar la paternidad, 
ya que es común decir que no es necesario hacerlo, puesto que se le está pagando su manutención, pero el 
problema sobreviene cuando el padre deja de dar alimentos, pues no existirán medios legales para obligarlo a 
cumplir con los pagos.  

En este orden de ideas, a fin de cumplimentar las normas internacionales, se busca crear un instrumento 
jurídico que garantice de manera efectiva la protección de uno de los derechos fundamentales de las niñas y 
los niños del país, ellos no pidieron nacer, pero son quienes pagarán las culpas de quienes queriéndolos o no, 
los trajeron al mundo.  

Es a partir de tal situación, que a muchos de las niñas y niños, se les ha negado uno de sus derechos 
fundamentales, siendo éste, como ya se dijo, el derecho a la identidad.  

Compañeras y compañeros diputados: por último, quiero anticipadamente solicitar su apoyo para que la 
presente iniciativa pueda cristalizarse y podamos otorgarle a nuestras niñas y niños de México una vida física 
y jurídica a plenitud.  

Muchas gracias, señor Presidente.  

«Iniciativa que reforma el articulo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de 
la diputada Blanca Gámez Gutiérrez, del grupo parlamentario del PAN  

La suscrita, diputada a la LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamentario del 
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 135 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General, somete a la consideración de esta elevada Asamblea, una iniciativa 
con proyecto de decreto de reforma al artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
para hacerlo, se basa en la siguiente  

Exposición de Motivos 

I.- La familia constituye para el ser humano su primer contacto con el fenómeno de la convivencia. Como tal, 
la familia es de capital importancia para el individuo puesto que es su primer entorno y, por ende, el espacio 
primigenio para moldear al ser humano en su integridad; la familia es esencial en el desarrollo de las personas 
pues da forma a su personalidad ulterior. Lo paradójico de este fenómeno es que siendo la familia el primer 
contacto de gregarismo, al mismo tiempo es un factor definitivo para definir los rasgos propios del ser humano 
en su individualidad. Es decir, la identidad, aquello que nos distingue a los seres humanos entre sí, se 
compone no sólo de factores externos como el nombre, la raza o la religión; sino también se construye a partir 
de sucesos y procesos que tienen lugar en el ámbito interno de la persona: sus lazos de afecto, un pasado 
más o menos estable, etcétera. Como sea, la identidad es un aspecto trascendente en la vida del ser humano.  

Esta es una realidad insoslayable, es más, para el derecho internacional éste es un tema que cada vez cobra 
mayor vigor; e incluso, la Convención sobre los Derechos del Niño, al tocar el tema de la identidad, lo sitúa 
como un derecho fundamental de todo ser humano (artículos siete y ocho).  

Y no es el de la identidad un asunto irrelevante o de menor importancia; dentro de los temas que se 
relacionan con él, se hallan el de la adopción de menores en los ámbitos nacional e internacional, la llamada 
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``fecundación asistida'', el tráfico y la venta de niños y niñas; el secuestro internacional de menores, la 
explotación laboral y la explotación sexual, entre otros más. Consideraciones que deberían bastar para atraer 
nuestra atención sobre el particular, empero, cuya significación se destaca aún más si se toma en cuenta que 
el ``derecho a la identidad'' -y lo que él implica- le es negado cada año aproximadamente a 40 millones de 
niños en todo el mundo; algo así como la tercera parte de todos los nacimientos. Y si en el planeta esto 
representa cerca de una tercera parte de los nacimientos ocurridos, debe destacarse que, nada más en la 
región de la América Latina y el Caribe, esa situación afecta de modo directo a más de un millón de criaturas.  

A mayor abundamiento, la exigencia de registrar a los niños y niñas no es solamente para efectos estadísticos 
o de registro civil; la importancia de otorgarles a los recién nacidos una ``certificación'' legal de existencia tiene 
múltiples efectos colaterales: con ese documento se formaliza plenamente el derecho al nombre, a una 
nacionalidad y, por ende, a la ciudadanía; además, es el medio de acceso de los menores a programas de 
vacunación, a los servicios de salud y de educación.  

En ese tenor, los acuerdos internacionales son muy reiterativos a ese respecto; la Declaración de los 
Derechos Humanos, en su artículo 16 prevé que ``Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica''; el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su 
artículo 24, párrafo 2, previene textualmente que ``Todo niño será inscrito inmediatamente después de su 
nacimiento y deberá tener un nombre''; la Convención Sobre los Derechos del Niño, en sus artículos 7 y 8, 
ambos en su primer párrafo, respectivamente, que ``El niño será inscrito inmediatamente después de su 
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad, y en la medida de lo 
posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos''; y que: ``Los Estados parte se comprometen a 
respetar el derecho del niño y a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones 
familiares, de conformidad con la ley, sin injerencias ilícitas''.  

Sin que podamos en este punto, no tomar en cuenta lo previsto en el artículo 22 de la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, ordenamiento federal vigente en México desde 21 año 2000, 
que establece textualmente: ``El derecho a la identidad está compuesto por.  

A. Tener un nombre y los apellidos de los padres desde que nazca y a ser inscrito en el Registro Civil.  

B. Tener una nacionalidad, de acuerdo con lo establecido en la Constitución.  

C. Conocer su filiación y su origen, salvo en los casos que las leyes lo prohíban.  

D. Pertenecer a un grupo cultural y compartir con sus integrantes costumbres, religión, idioma o lengua, sin 
que esto pueda ser entendido como razón para contrariar ninguno de sus derechos.  

A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el derecho a su identidad, las normas de 
cada entidad federativa podrán disponer lo necesario para que la madre y el padre los registren, sin distinción 
en virtud de las circunstancias de su nacimiento''.  

Con lo anterior, esperamos haber dado razones suficientes para explicar nuestro interés; así como la 
necesidad de que se complemente a la mayor brevedad posible, la legislación vigente sobre este tema; 
garantizándose por todos los medios legales a nuestro alcance, lo que la citada Convención Sobre los 
Derechos del Niño previene: preservar la identidad del niño, incluidos ``el nombre y las relaciones familiares''.  

II.- En este sentido, creemos que no son suficientes las disposiciones normativas que específicamente aluden 
a la identidad, contenidas en el ya transcrito numeral 22 de la ley citada; de hecho, en iniciativa aparte se 
propone una reforma a este numeral con objeto de establecer un marco normativo conforme al cual, el 
derecho de los menores a tener un nombre y los apellidos, sea garantizado plenamente; incluso, cuando los 
padres pretendan no hacerse responsables. En cuyo caso, a través de la aplicación de exámenes altamente 
confiables, útiles para demostrar el vínculo de la filiación, será posible determinar la paternidad y con ello, 
aplicar el régimen jurídico inherente a la relación filial y todas sus consecuencias.  

III.- Debe de tomarse en consideración que una iniciativa de este tipo impacta en la legislación civil ordinaria 
vigente en la mayoría de las entidades federativas del país; de hecho, porque se estima que la actual es 
materia que compete regular a los estados, es que se impulsa una iniciativa de reformas a la Constitución que 
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obligue al legislador ordinario a hacer las adecuaciones pertinentes; las que deben contemplar, entre otras, las 
previsiones que se apuntan y detallan a continuación, dado que constituyen el entorno de la reforma que nos 
ocupa:  

1.- Rectificación o modificación de las actas del Registro Civil. Dado que la mayoría de los códigos civiles del 
país prevén que: ``La rectificación o modificación de un acta de estado civil, no puede hacerse sino ante el 
Poder Judicial y en virtud de sentencia de éste, salvo el reconocimiento que voluntariamente haga un padre 
de su hijo, el cual se sujetará a las prescripciones de este código''; es que debe tenerse cuidado de prever que 
al registro del nacimiento de un menor habido fuera de matrimonio puede comparece solamente uno de lo 
progenitores y en este caso se procederá conforme a las reglas previstas en la legislación civil aplicable, 
misma que por lo general contiene una relación de hipótesis diversas; no obstante, puede ocurrir que el 
progenitor que comparece decida indicar el nombre de la presunta madre o padre, según corresponda, en ese 
caso, se deberá tener por iniciado el procedimiento respectivo tendiente a acreditar la paternidad.  

Y de ser así, es decir, que el progenitor que compareció al Registro desea señalar a otra persona con el 
mismo carácter, deberá procederse a levantar un acta provisional; misma que estará en vigor hasta en tanto 
se resuelve en definitiva sobre la filiación del menor; prevención que hace posible no contravenir el mandato 
relativo a la modificación o corrección de un instrumento público como es un acta de nacimiento, por autoridad 
distinta de la judicial; esta ``temporalidad'' permite que sea la autoridad a cuyo cargo está la encomienda 
original (la autoridad administrativa), la que haga las adecuaciones correspondientes. Complementándose con 
una previsión adicional relativa a la salvaguarda de los derechos del progenitor presunto pues tiene expedita 
la vía judicial para reclamar dicha declaración administrativa.  

2.- Reconocimiento de un hijo nacido fuera de matrimonio. En atención a que: ``El reconocimiento de un hijo 
nacido fuera de matrimonio, deberá hacerse de alguno de los modos siguientes:  

I.- En la partida de nacimiento, ante el oficial del Registro Civil;  

II.- Por acta especial ante el mismo oficial;  

III.- Por escritura pública;  

IV.- Por testamento;  

V.- Por confesión judicial directa y expresa''.  

Es claro que podría estimarse que dicha normatividad riñe con la materia que nos ocupa o cuando menos se 
altera su alcance dispositivo; no ocurre tal si se advierte que los anteriores, son actos cuyo origen se 
encuentra en la libre voluntad del manifestante, y en los casos de controversias sobre paternidad, su 
presupuesto lógico, precisamente, en la negativa de reconocer la filiación de un menor.  

3.- Revelar en el nombre de la persona con quien un menor fue habido. A este respecto, la legislación civil 
ordinaria comúnmente previene que: ``Cuando el padre o la madre reconozcan separadamente a un hijo no 
podrán revelar en el acto del reconocimiento el nombre de la persona con quien fue habido, ni exponer 
ninguna circunstancia por donde aquélla pueda ser identificada. Las palabras que contengan la revelación, se 
testarán de oficio, de modo que queden absolutamente ilegibles''. En la especie, es claro que existe una 
contradicción entre este dispositivo y el inicio de un procedimiento tendiente a acreditar la personalidad; de tal 
modo, que al adoptar las previsiones relativas alas pruebas genéticas, deberán derogarse los preceptos 
equivalentes o bien adecuarlos para establecer excepciones.  

4.- Investigación de la paternidad. A este respecto, la legislación civil previene por lo regular que: ``La 
investigación de la paternidad de los hijos nacidos fuera de matrimonio, está permitida:  

I. En los casos de rapto, estupro o violación, cuando la época del delito coincida con la de la concepción;  

II. Cuando el hijo se encuentre en posesión de estado de hijo del presunto padre;  
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III. Cuando el hijo haya sido concebido durante el tiempo en que la madre habitaba bajo el mismo techo con el 
pretendido padre, viviendo maritalmente;  

IV. Cuando el hijo tenga a su favor un principio de prueba contra el pretendido padre''.  

En la especie, si bien las disposiciones contenidas en este artículo parecieran limitar los supuestos en los 
cuales la investigación de la paternidad es válida, no menos cierto es que una ley del mismo rango puede 
ampliar la gama de supuestos; así, si la legislación ordinaria civil establece este listado como exclusivo, el 
legislador ordinario, mediante la expedición de un acto creador de situaciones jurídicas generales, puede 
modificarlo o adicionarlo.  

5.- Derechos de los descendientes. La legislación civil ordinaria frecuentemente contempla, como derechos de 
los descendientes, entre otros:  

``I. A llevar el apellido del que lo reconoce;  

II. A ser alimentado por éste;  

III. A percibir la porción hereditaria y los alimentos que fije la ley''.  

Estos son precisamente los derechos inherentes a la condición de hija o hijo, según sea el caso; y estos 
derechos mínimos fundamentales de la niña o el niño, deben preservarse a toda costa; de ahí que la 
propuesta legislativa que nos ocupa, sea coherente con ese entorno legal.  

IV.- Por lo que hace a las reformas contenidas en el proyecto de decreto contenido en esta iniciativa, se 
propone la modificación del artículo 4 de la Constitución federal, en sus párrafos sexto y séptimo, para 
agregar, dentro de los derechos de los niños y niñas, el de la identidad; y en el segundo párrafo, la mención 
relativa a que será obligación de los ascendientes, tutores y custodios, la preservar los derechos a que alude 
el párrafo anterior (alimentación, salud, educación y sano esparcimiento).  

En lo conducente, párrafos 6 y 7 del citado artículo 4, actualmente se prevé que: ``Los niños y las niñas tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos''.  

La propuesta se sustituye en este párrafo séptimo la expresión ``deber'' por la de ``obligación'' por estimar que 
es más enfática y que como tal, atendiendo a la terminología legal, concretamente a la bilateralidad de la 
norma jurídica, expresa mejor el grado de responsabilidad que los sujetos a quienes va dirigida. Además, se 
agrega a la previsión vigente de que el Estado proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de 
la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos, la de que también deberá proveer lo necesario para lograr la 
plena identidad de niños y niñas. Con lo anterior, se pretende que las legislaturas locales emprendan las 
medidas necesarias para establecer en sus respectivas legislaciones, las normas legales que constriñan a los 
progenitores a someterse a las pruebas idóneas para acreditar la paternidad, entre ellas, obviamente, las 
comparativas de material genético, dada su fiabilidad.  

V.- Por lo anteriormente expuesto y con los fundamentos jurídicos expresados en el proemio, nos permitimos 
poner a la consideración de esta elevada representación, la siguiente iniciativa de decreto de reforma al 
artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente propuesta de  

Decreto 

ARTICULO UNICO. Se reforma el sexto párrafo del artículo 4 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 4.- ... 
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Los niños y las niñas tienen derecho a una identidad, así como a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para lograr la plena identidad de niños y niñas y propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el 
ejercicio pleno de sus derechos.  

...  

Artículos Transitorios 

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en Diario 
Oficial de la Federación, salvo lo previsto en el siguiente artículo.  

Artículo Segundo.- Los estados deberán adecuar sus constituciones y leyes conforme a lo dispuesto en este 
decreto a más tardar en un año a partir de su entrada en vigor. En su caso, el Congreso de la Unión deberá 
realizar las adecuaciones a las leyes federales dentro del mismo lapso.  

En tanto se realizan las adecuaciones a que se refiere el párrafo anterior, se continuarán aplicando las 
disposiciones vigentes.  

A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el derecho a su identidad, las normas de 
cada entidad federativa dispondrán lo necesario para que la madre y el padre respectivos, obligatoriamente 
los reconozcan y registren, sin distinción en virtud de las circunstancias de su nacimiento.  

ARTICULOS TRANSITORIOS 

Unico.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en Diario Oficial de la 
Federación, salvo lo previsto en el siguiente artículo.  

Palacio Legislativo.--- San Lázaro, a 22 de abril de 2004.--- Dip. Blanca Gámez Gutiérrez (rúbrica).»  

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:  

Gracias, diputada Blanca Gámez Gutiérrez.  

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Puntos Constitucionales e insértese íntegra en el Diario de los 
Debates. 
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3) 21-09-2004 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por el Diputado Homero Ríos Murrieta (PAN). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 21 de septiembre de 2004. 
 
 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL 

El diputado Homero Ríos Murrieta presenta iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona la 
fracción XXIX - K al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
relación con políticas de atención y protección a los derechos de las niñas, niños, personas con 
discapacidad y adultos mayores. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene la palabra el señor diputado Homero Ríos Murrieta, 
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar una iniciativa que adiciona la fracción 
XXIX, inciso K), al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para articular 
políticas de atención y protección a los derechos de las niñas, niños, personas con discapacidad y adultos 
mayores.  

El diputado Homero Ríos Murrieta: Con su venia, señor Presidente.  

En uso de la facultad que me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, presento a esta soberanía para estudio, análisis y, en su oportunidad, la 
aprobación correspondiente a la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX, inciso K), del 
artículo 73 constitucional, con el fin de que el Congreso de la Unión tenga facultades para expedir leyes que 
establezcan la concurrencia tanto del Gobierno Federal, las entidades federativas, el Distrito Federal y los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de niños y niñas, personas con 
discapacidad y adultos mayores. 

En términos del artículo 94, cuarto párrafo, del Reglamento del Gobierno Interior del Congreso de la Unión de 
los Estados Unidos Mexicanos, que establece que los dictámenes que las comisiones produzcan sobre 
asuntos que no llegue a conocer la Legislatura que lo recibió, quedarán a disposición de la siguiente 
Legislatura con el carácter de proyectos. Y considerando que en la pasada Legislatura se presentó iniciativa 
en esta materia me permito retomar dicha inquietud como proyecto de trabajo por considerarla el suscrito 
como una necesidad fundamental para que diputadas y diputados integrantes del Congreso de la Unión 
cumplan con los segmentos más débiles de la nación, que son los grupos vulnerables, otorgando las leyes 
que permitan proteger su pleno desarrollo.  

Se estima que en la actualidad la población mexicana reúne más de 104.2 millones de habitantes, por lo que 
México se ubica en el undécimo lugar entre los países más poblados del mundo. 

Ante esta situación, las estructuras de gobierno están obligadas a proporcionar los servicios que los 
mexicanos y la población requieren en su futuro. 

Lamentablemente uno de estos sectores mayormente impactados por los problemas que afectan a la 
sociedad, son el caso de las personas vulnerables, que son aquellos que por su característica de edad, sexo, 
estado civil, origen étnico, nivel educativo, situación de riesgo, condiciones especialmente difíciles o de 
desigualdad, requiere de un esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia por 
encontrarse en desventaja ante el resto de la sociedad. 

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población, se encuentran en situación vulnerable 4 de 10 hogares 
mexicanos, destacando la emergencia y súperposición de diferentes tipos de vulnerabilidad, incluidas las de 
origen sociodemográfico, éstas están contribuyendo a atrapar a grupos, hogares y personas en una situación 
de pobreza y a gestar las condiciones para reproducirlas de una generación a otra, lamentablemente. 
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Por ejemplo, ellos son los hogares encabezados por mujeres que cuentan entre sus miembros con menores 
condescendientes de 15 años; los hogares por adolescentes y jóvenes, alrededor de medio millón de 
unidades domésticas cuentan con muy escasos recursos y los hogares formados únicamente por adultos 
mayores, alrededor de 650 mil hogares viven con ingresos muy reducidos, entre otros segmentos que se 
encuentran en situación apremiante y viven una sensación creciente de riesgo, inseguridad e indefensión. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, establece que la política social será un eje articulador de los 
objetivos y programas de gobierno, ya que su obligación será la de atender prioritariamente y sin distinción, a 
toda persona que por su condición de pobreza o su situación de vulnerabilidad, así lo requiera. 

De esta forma destacar toda forma de discriminación o exclusión para promover la integración y el desarrollo 
pleno de cada persona con respecto a la diversidad, tomando como principio rector, la dignidad de los 
individuos y el ejercicio pleno de sus derechos. 

Dentro del nuevo esquema del derecho, el enfoque de grupos vulnerables implica reconocerles múltiples 
causas que refuerzan la vulnerabilidad como son los factores de salud, económicos, de educación, de 
discapacidad y demográficos. 

Como fenómeno social no basta destinar subsidios en ingresos o bienes y servicios para resolver el problema, 
sino mediante acciones integrales, en múltiples áreas y niveles, sobre todo con acciones legislativas que 
implican una amplia participación social. 

Los niños y las niñas de México actualmente, mientras la esperanza de vida se incrementa, se denota una 
disminución en su fecundidad y la población del país se concentra principalmente en ese sector entre los 18 y 
los 34 años.  

Ello incide indirectamente en las demandas que en materia de salud y educación se generen, así como en las 
problemáticas en torno a abuso, maltrato y explotación que se genera y limitan y condicionan el pleno 
desarrollo individual y colectivo de las niñas, niños y adolescentes de México. 

No obstante un punto vulnerable al respecto lo constituye el que de acuerdo con estimaciones del Programa 
Oportunidades, más del 40 por ciento de las niñas y niños menores de 5 años, viven en los hogares de bajos 
ingresos, lo que equivale a establecer en condiciones de pobreza extremadamente. 

También las personas con algún tipo de discapacidad. La discapacidad se caracteriza por exceso o 
insuficiencias en el desempeño de una actividad rutinaria normal, las cuales pueden ser temporales o 
permanentes, reversibles o irreversibles, progresivos o regresivos.  

Esta se clasifica principalmente en tres grupos: discapacidad física; sensorial e intelectual. 

Adultos Mayores.  

Se conoce como el nuevo orden internacional de integración de la población, dado que este fenómeno se 
presenta en todo el mundo. En México hay más de 7 millones de personas de 60 años y cada año se agregan 
200 mil personas.  

Ello implica directamente a la atención a la salud, el empleo, la protección social y, por ende, el crecimiento 
económico en este sector. 

Como podemos darnos cuenta, con la presentación de esta iniciativa es dar confianza y seguridad jurídica a 
los grupos que presentan una mayor vulnerabilidad, así como dar persuasión jurídica al trabajo federal y 
sentando las bases para que las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios brinden una 
protección integral a las niñas, a los niños, a las personas con discapacidad y por supuesto a nuestros adultos 
mayores.  

El derecho social debe promover y lograr el desarrollo humano con equidad y justicia, con el fin de integrar a 
la convivencia social a sectores empobrecidos, vulnerables y excluidos. Pero no se trata de ayudar por las 
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vías asistencial o proteccionista a los que carecen de lo básico o disminuir su distancia económica respecto 
de quienes lo tienen todo sino de generar un entorno favorable al crecimiento humano integral sin excluir a 
nadie. 

Estoy seguro que al otorgar facultades de manera expresa al Congreso General sentamos las bases jurídicas 
para que se constituya sobre materias en torno al territorio mexicano, evitando así realizar interpretaciones 
erróneas al texto de la Constitución, al legislar con facultades que la Constitución no nos confiere y con el fin 
de evitar posibles conflictos de competencia innecesarios. 

Es por eso que se hace necesario establecer un marco jurídico con indiscutible sustento constitucional que 
establezca los mecanismos idóneos y que regule los derechos otorgados por la Constitución General y los 
tratados internacionales suscritos por México a favor de estos grupos vulnerables. 

Por último, la propuesta que adiciona la fracción XXIX del inciso K) del artículo 73 constitucional se consideró 
necesidad a efecto de facultar al Congreso Federal a expedir leyes que establezcan las bases de coordinación 
en las materias de grupos vulnerables entre los distintos órdenes de gobierno. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la consideración la siguiente iniciativa con proyecto de  

Decreto 

Unico. Se adiciona la fracción XXIX inciso K) al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 73, fracción XXIX, inciso K) Expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las 
entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios en el ámbito de sus respectivas competencias en 
materia de niños y niñas, personas con discapacidad y adultos mayores. 

Transitorio  

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

También, Presidente, le solicito que el texto íntegro de esta iniciativa sea incluido en la Gaceta Parlamentaria, 
así como en el Diario de los Debates. 

«Iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para articular políticas de atención y protección a los derechos de las 
niñas, niños, personas con discapacidad y adultos mayores, a cargo del diputado Homero Ríos Murrieta, del 
grupo parlamentario del PAN.  

En uso de la facultad que me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, presento a esta soberanía para estudio, análisis y en su oportunidad la 
aprobación correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de que el Congreso de la Unión 
tenga facultades para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las entidades 
federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores, con base en la siguiente  

Exposición de Motivos  

En términos del artículo 94 IV párrafo del Reglamento del Gobierno Interior del Congreso de la Unión de los 
Estados Unidos Méxicanos, que establece que ``Los dictámenes que las Comisiones produzcan, sobre 
asuntos que no llegue a conocer la legislatura que los recibió, quedarán a disposición de la siguiente 
Legislatura, con el carácter de proyectos''; y considerando que en la pasada legislatura se presentó iniciativa 
en esta materia me permite retomar dicha inquietud como proyecto de trabajo, por considerarla el suscrito 
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como una necesidad fundamental para que los diputados integrantes del Congreso de la Unión, cumplan con 
los sectores más débiles de la sociedad mexicana, los denominados grupos vulnerables, otorgando las leyes 
que permitan proteger su pleno desarrollo.  

Se estima que en la actualidad la población mexicana reúne mas de 104.2 millones de habitantes, por lo que 
México se ubica en el undécimo lugar entre los países más poblados del mundo. Ante esta situación, las 
estructuras de gobierno están obligadas a proporcionar los servicios que los mexicanos y la población 
requieren en el futuro.  

Lamentablemente unos de los sectores mayormente impactado por los diversos problemas que afectan a la 
sociedad son el caso de las personas vulnerables que son aquellos que por su características de edad, sexo, 
estado civil, origen étnico, nivel educativo, situación de riesgo, condiciones especialmente difíciles o de 
desigualdad; requiere de un esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia, por 
encontrarse en desventaja con el resto de la sociedad.  

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (Conapo) se encuentran en situación vulnerable cuatro de 
diez hogares mexicanos, destacando la emergencia y superposición de diferentes tipos de vulnerabilidad, 
incluidas las de origen sociodemográfico, éstas están contribuyendo a atrapar a grupos, hogares y personas 
en una situación de pobreza y a gestar las condiciones para reproducirlas de una generación a otra. Ejemplo 
de ello son los hogares encabezados por mujeres que cuentan entre sus miembros con menores 
dependientes de 15 años de edad (alrededor de 1.2 millones de unidades dómesticas carecen de ingresos 
suficientes); los hogares por adolescentes y jóvenes (alrededor de medio millón de unidades domésticas 
cuentan con muy escasos recursos) y los hogares formados únicamente por adultos mayores (alrededor de 
650 mil hogares viven con ingresos muy reducidos), entre otros segmentos que se encuentran en situación 
apremiante y viven una sensación creciente de riesgo, inseguridad e indefensión.  

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 establece que la Política Social será un eje articulador de los 
objetivos y programas de gobierno ya que su obligación será la de atender prioritariamente y sin distinción a 
toda persona que por su condición de pobreza o su situación de vulnerabilidad, así lo requiera. De esta forma, 
descartar toda forma de discriminación o exclusión para promover la integración y el desarrollo pleno de cada 
persona con respecto a la diversidad, tomando como principio rector la dignidad de los individuos y el ejercicio 
pleno de sus derechos.  

Dentro del nuevo esquema del derecho, el enfoque de grupos vulnerables implica reconocerles múltiples 
causas que refuerzan la vulnerabilidad como son los factores de salud, económicos, de educación, de 
discapacidad y demográficos. Como fenómeno social no basta destinar subsidios en ingresos o bienes y 
servicios para resolver el problema, sino mediante acciones integrales en múltiples áreas y niveles, sobre 
todo, con acciones legislativas que implican una amplia participación social.  

De acuerdo con los estudios realizados por el Instituto Nacional de Estadísticas Geografía, e Informática, se 
determina cuales son los grupos vulnerables en nuestro país que presentan una problemática mayor que el 
resto de la población y que carecen de una legislación acorde a la problemática que presentan, siendo éstos: 
las niñas y los niños, las personas con discapacidad y los adultos mayores.  

I. Niñas y niños 

Actualmente, mientras la esperanza de vida se incrementa (75 años), se denota una disminución de la 
fecundidad (2.4 hijos por mujer) y la población del país se concentra principalmente en este sector (44.5 por 
ciento son menores de 18 años y 33.4 por ciento tiene entre cero y 14 años de edad). Ello incide directamente 
en las demandas que en materia de salud y educación se generen, así como en las problemáticas en torno a 
abuso, maltrato y explotación se generan y que limitan y condicionan el pleno desarrollo individual y colectivo 
de las niñas, niños y adolescentes.  

No obstante, un punto vulnerable al respecto lo constituye el que, de acuerdo con estimaciones del programa 
Oportunidades, mas del 40 por ciento de las niñas y niños menores de 5 años viven n los hogares del primer 
cuartil de ingreso, lo que equivale a estar en condiciones de pobreza prácticamente extrema.  

Una de las problemáticas especiales que afecta a este grupo vulnerable es, sin lugar a dudas, la pornografía y 
prostitución infantil de la que, de acuerdo con la UNICEF, México ocupa el 5° lugar a nivel mundial en esta 
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cuestión. Por ello y a fin de sensibilizar a la sociedad en el conocimiento de la explotación sexual de menores 
y fomentar una participación activa primordialmente en el aspecto de la denuncia, a través del Programa 
Prevención, Atención y Erradicación de la Explotación Sexual de Menores, sé continúa realizando la Campaña 
Abre los ojos, pero no cierres la boca, la cual enfatiza en la denuncia. A partir de octubre de 2002, se han 
recibido 103,313 llamadas con las que se iniciaron 96 constancias de hechos.  

De hecho, actualmente se encuentra en la Cámara de Senadores la iniciativa que regula la pornografía infantil 
en Internet.  

Otra problemática sin duda es el trabajo infantil ya que presenta dificultades para dimensionarlo, y es que este 
trabajo se realiza generalmente sin reconocimiento social y jurídico por lo que ese convierte en mano de obra 
barata y, por supuesto, sin acceso a la protección laboral y social del Estado. Empero, al igual que en las 
demás problemáticas, la coordinación entre las diferentes secretarías del Ejecutivo federal, a través de la 
focalización de los grupos vulnerables, ha permitido implementar eficazmente políticas transversales que den 
prontas soluciones a las demandas de los grupos vulnerables.  

Este puede ser el primer paso hacia la solución compartida de una problemática compleja que tiende a 
reproducirse constantemente, lo que hace necesario que la lucha en contra de estos lastres sea continua y 
cada vez más intensa, mas comprometida, por todos quienes participamos en este esfuerzo enfocado a 
mejorar la vida de las niñas y los niños en México.  

II. Personas con algún tipo de discapacidad 

La discapacidad se caracteriza por exceso o insuficiencias en el desempeño de una actividad rutinaria normal, 
los cuales pueden ser temporales o permanentes, reversibles o irreversibles, progresivos o regresivos, ésta se 
clasifica principalmente en tres grupos: física, sensorial e intelectual.  

De acuerdo con el INEGI, 2.3 por ciento de la población posee alguna discapacidad, sin embargo, según la 
Organización Mundial de la Salud, se trata de más del 9 por ciento de la población. La problemática de este 
grupo se refleja en el hecho de que sólo 45 por ciento de la población con discapacidad tenía 
derechohabiencia a servicios de salud; sabían leer y escribir 67 por ciento de los mayores de 15; de las 
personas de 6 a 29 años, 34.5 por ciento asistían a la escuela; el promedio de escolaridad alcanzando para la 
población de 15 años y más fue de 3.8 años y participaban en actividades económicas 25 de cada 100 
personas de 12 años y más con alguna discapacidad.  

La vulnerabilidad de este segmento poblacional es ocasionada precisamente por la discriminación de que son 
objeto por parte de las personas convencionales. Si no existiera desigualdad, si las oportunidades de empleo, 
de educación y de acceso a los servicios de salud fueran iguales para todos con discapacidad o no, entonces 
no habría vulnerabilidad. Las garantías de la población deberían ser iguales para todos en su observancia, 
aunque las necesidades, las modalidades de atención y la protección pudieran ser distintas en razón de 
variable simple como la edad. Así, las niñas y los niños, jóvenes y personas adultas mayores, con alguna 
discapacidad o sin ella, deberían tener los mismos derechos y oportunidades que el resto de los mexicanos. 
En tanto accedemos a esta etapa, es importante que este H. Congreso de la Unión, a través de medidas 
legislativas garantice una mejor atención protección y sobre todo proporcionar las condiciones de integración 
social para las personas con discapacidad.  

III. Adultos mayores 

Se conoce como el ``nuevo orden internacional de integración de la población'', dado que este fenómeno se 
presenta en todo el mundo. En México hay más de 7 millones de personas mayores de sesenta años y cada 
año se agregan 200 mil personas. Ello impacta directamente a la atención a la salud, el empleo, la protección 
social y, por ende al crecimiento económico.  

El reto consiste en el mejoramiento integral de su calidad de vida y a ello están dedicados los programas 
federales, que deben ser instrumentados a estados y municipios. Por ello, con la finalidad de homologar los 
programas de atención a este grupo vulnerable, el 25 de julio de 2002 se publicó la Ley de los Derechos de 
las Personas Adultas Mayores que confiere al Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (Inapam) la 
rectoría de la política nacional a favor de las personas de 60 años y más.  
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En nuestro país los adultos mayores se encuentran en una situación social muy delicada, ya que estas 
personas desprenden una gran desventaja ante el resto de los grupos poblacionales, llevándolos así a una 
condición especial de vulnerabilidad, fenómeno que a corto plazo provocara una situación crítica a nuestro 
país.  

Como podemos darnos cuenta con la presentación de esta iniciativa es dar confianza y seguridad jurídica a 
los grupos que presentan una mayor vulnerabilidad, así como dar persuasión jurídica al trabajo federal y 
sentando las bases para que las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios brinden una 
protección integral a las niñas y niños, personas con discapacidad y los adultos mayores.  

El derecho social debe promover y lograr el desarrollo humano con equidad y justicia, con el fin de integrar a 
la convivencia social a sectores empobrecidos, vulnerables, vulnerados y excluidos. Pero no se trata ayudar 
por vías asistencial o proteccionista a los que carecen de lo básico o disminuir su distancia económica 
respecto de quienes lo tienen todo, sino de generar un entorno favorable al crecimiento humano integral sin 
excluir a nadie.  

Estoy seguro de que al otorgar facultades de manera expresa al Congreso General, sentamos las bases 
jurídicas para que se constituya sobre materias en todo el territorio mexicano; evitando así realizar 
interpretaciones erróneas al texto de la Constitución, al legislar con facultades que la constitución no confiere 
y con el fin de evitar posibles conflictos competencia les innecesarios.  

Es por eso que se hace necesario establecer un marco jurídico, con indiscutible sustento constitucional, que 
establezca los mecanismos idóneos y que regulen los derechos otorgados por la Constitución General y los 
tratados internacionales suscritos por México a favor de estos grupos vulnerables.  

Por último, la propuesta que adiciona la fracción XXIX de una letra K del artículo 73 constitucional se 
considera una necesidad, a efecto de facultar al Congreso federal para expedir leyes que establezcan las 
bases de coordinación en las materias de los grupos vulnerables entre los distintos órdenes de gobierno.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración la siguiente  

Iniciativa con Proyecto de Decreto 

Único.- Se adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 73.-  

De la I. a la XXIX-J. ...  

Fracción XXIX-K.- Expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las entidades 
federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de: 
niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores.  

XXX.- ... 

Artículo Transitorio  

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2004. --- Dip. Homero Ríos Murrieta (rúbrica).»  

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Ya está publicado en la Gaceta, pero como usted lo 
solicita, insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates. 
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Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.  
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4) 01-03-2005 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que adiciona el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por el Diputado Quintín Vázquez García (PRI). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 1 de marzo de 2005. 
 
 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL 

El diputado Quintín Vázquez García presenta iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona el 
artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a la seguridad 
integral que se les debe brindar a las niñas, niños y adolescentes. Se turna a la Comisión de 
Puntos Constitucionales 

 
El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene la palabra el señor diputado Quintín Vázquez 
García, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, para presentar iniciativa que reforma 
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
El diputado Quintín Vázquez García: Con su venia, compañero diputado Presidente. El suscrito, diputado 
federal por el distrito IX electoral, con cabecera en Guadalajara, Jalisco, integrante del grupo parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional en la LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de 
la facultad otorgada por la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y de conformidad con lo previsto en los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General, expone ante el Pleno de esta honorable Cámara de Diputados la 
presente iniciativa de decreto, que adiciona el párrafo sexto del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, relativa a la seguridad integral que se debe brindar a los niños, a las niñas y a los 
adolescentes, de conformidad con la siguiente exposición de motivos: 

Actualmente, gran número de niños, niñas y adolescentes es objeto de explotación en cualquiera de sus 
modalidades, como lo es la laboral, sexual y social, lo que pone en riesgo su seguridad, su salud y desarrollo 
físico. 

El UNICEF señala que en México se encuentran las peores formas de trabajo infantil. Por mencionar algunos 
ejemplos, tenemos a los niños obreros que trabajan en los molinos de arena sílica, en la industria metal-
mecánica y en las maquiladoras de exportación o en las fábricas de talco y chupones, donde laboran por 
turnos día, tarde y noche, y donde se exponen a agentes químicos, polvos y altas temperaturas. 

También es cierto que muchos de los niños, niñas y adolescentes trabajan para ayudar a la economía familiar, 
ya que muchos viven en condiciones de extrema pobreza y su necesidad es tal, que no les importa efectuar 
las peores tareas, o bien, ser objeto de la explotación por parte de los patrones; o bien, trabajan a petición de 
los padres o tutores, quienes se quedan con la mayor parte del salario de los menores. Y en algunos de los 
casos, el salario de éstos se ha convertido en el principal ingreso de muchas familias. 

Aunado a lo anterior y según datos del propio UNICEF, se indica que en México 400 mil menores acompañan 
a sus padres como jornaleros agrícolas, emigrando a los estados del norte del país. Por lo que hace a la 
explotación sexual, explotación sexual comercial y a la pornografía infantil, ésta cada día aumenta entre los 
menores. Según datos vertidos por el UNICEF y el DIF, se estima que aproximadamente más de 16 mil niños, 
niñas y adolescentes son víctimas de la explotación sexual en cualquiera de sus modalidades, situación que 
se da en las grandes ciudades, ciudades fronterizas y principalmente en los destinos turísticos del país. 

Existe gran número de causas que hace que los niños y las niñas sean vulnerables a la explotación sexual. 
Entre éstas podemos mencionar las relacionadas con la pobreza hasta las que se originan en el seno de la 
familia. 
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Con relación a las consecuencias, pensamos que todo tipo de explotación sexual es una grave violación de 
los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes, ya que se afectan no sólo su autoestima y su sentido 
de pertenencia y de identidad, sino también su proyecto de vida, por lo que es importante rescatar la 
esperanza de los afectados al proporcionarles una oportunidad para salir de su problema a través de 
proporcionarles mejores sistemas de vida y de una gran difusión para que conozcan sus derechos y que nadie 
pueda violentar. 

El tema de la infancia ha sido prioritario para el Gobierno Federal, ya que éste se señaló en el Plan Nacional 
de Desa-rrollo 2001-1006, pero aunque se han implementado diversos programas de apoyo a la niñez, éstos 
no han dado los resultados esperados y día a día se observa que la explotación de menores en sus diversas 
modalidades se sigue dando, por lo que es importante que a partir de nuestra Carta Magna se otorgue esa 
seguridad integral que requieren los niños, niñas y adolescentes para que se respeten sus derechos humanos 
básicos y así tengan una vida digna y de sano esparcimiento. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la consideración del honorable Congreso de la Unión la 
presente iniciativa de decreto por el que se adiciona el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación, seguridad integral y sano esparcimiento para su desarrollo. 

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión de los Estados Unidos Mexicanos, en el mes de febrero de 2005. 

Muchas gracias. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.--- Cámara de Diputados.--- LIX Legislatura.  

Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del 
diputado Quintín Vázquez García, del grupo parlamentario del PRI  

El suscrito diputado federal por el distrito 9 electoral con cabecera en Guadalajara, Jalisco, Quintín Vázquez 
García, integrante del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la Quincuagésima 
Novena Legislatura del H. Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad otorgada por la fracción II del 
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con lo previsto en 
los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso General, expone 
ante el Pleno de esta H. Cámara de Diputados la presente iniciativa de decreto que adiciona el párrafo sexto 
del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativa a la seguridad integral 
que se les debe brindar a los niños, a las niñas y adolescentes, de conformidad con la siguiente  

Exposición de Motivos 

Actualmente un gran número de niños, niñas y adolescentes, son objeto de explotación en cualquiera de sus 
modalidades como lo es: la laboral, sexual, social, etcétera. Lo que pone en riesgo su seguridad, su salud y 
desarrollo físico.  

La UNICEF, señala que en México ``se encuentran las peores formas de trabajo infantil, por mencionar 
algunos ejemplos, tenemos a los niños obreros que trabajan en los molinos de arena sílica, en la industria 
metalmecánica y en las maquiladoras de exportación o en las fábricas de talco y chupones, donde laboran por 
turnos (día, tarde y noche) y donde se exponen a agentes químicos, polvos y altas temperaturas...''  

También es cierto que muchos de las niñas, niños y adolescentes, trabajan para ayudar a la economía familiar 
ya que muchos viven en condiciones de extrema pobreza y su necesidad es tal que no les importa efectuar las 
peores tareas o bien ser objeto de la explotación por parte de los patrones, o bien trabajan a petición de los 
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padres o tutores, quienes se quedan con la mayor parte del salario de los menores y en algunos de los casos 
el salario de estos menores se ha convertido en el principal ingreso de muchas familias.  

Aunado a lo anterior y según datos de la propia UNICEF, indica `` En México 400 mil menores acompañan a 
sus padres como jornaleros agrícolas emigrando a los estados del norte del país...''  

Por lo que hace a la explotación sexual, la explotación sexual comercial y a la pornografía infantil, esta cada 
día aumenta entre los menores y según datos vertidos por la UNICEF y el DIF, se estima que 
aproximadamente mas de 16 mil niños, niñas y adolescentes, son víctimas de la explotación sexual en 
cualquiera de sus modalidades, situación ésta que se da en las grandes ciudades, ciudades fronterizas y en 
los destinos turísticos del país, existe un gran numero de causas que hace que los niños y las niñas sean 
vulnerables a la explotación sexual, entre éstos podemos mencionar los relacionados con la pobreza, hasta 
los que se originan en el seno de la familia. Con relación a las consecuencias, pensamos que todo tipo de 
explotación sexual es una grave violación a los derechos humanos de los niños, las niñas y adolescentes. Ya 
que se afecta su autoestima, su sentido de pertenencia y de identidad, sino también su proyecto de vida. Por 
lo que es importante rescatar la esperanza de los afectados al proporcionarles una oportunidad para salir de 
su problema. A través de proporcionarles mejores sistemas de vida y de una gran difusión para que conozcan 
sus derechos y que nadie puede violentar.  

El tema de la infancia ha sido prioritario para el Gobierno Federal, ya que éste se señaló en el Plan Nacional 
de Desarrollo 2001-2006, pero aunque se han implementado diversos programas de apoyo a la niñez, éstos 
no han dado los resultados esperados, y día a día, se observa que la explotación de menores en sus diversas 
modalidades se sigue dando. Por lo que es importante que a partir de nuestra Carta Magna, se dé esa 
seguridad integral que requieren los niños, las niñas y adolescentes, para que se respeten sus derechos 
humanos básicos de los menores. Y así tengan una vida digna y de sano esparcimiento.  

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a la consideración del H. Congreso de la Unión, la 
presente iniciativa de:  

Decreto por el que se adiciona el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

ARTICULO 4o. ... 

...  

...  

...  

...  

Los niños, las niñas y los adolescentes, tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación, seguridad integral y sano esparcimiento para su desarrollo integral.  

Transitorio 

Único.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la H. Cámara de Diputados del honorable Congreso de 
la Unión de los Estados Unidos Mexicanos en el mes de febrero de dos mil cinco.--- Dip. Quintín Vázquez 
García (rúbrica).»  

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gracias a usted, diputado Quintín Vázquez. Túrnese a 
la Comisión de Puntos Constitucionales. 
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5) 06-04-2006 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Evelia Sandoval Urbán (PAN). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 6 de abril de 2006. 
 
 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL 

Se recibe de la diputada Evelia Sandoval Urbán, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer los 
límites de edad entre las y los niños y las y los adolescentes. Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales 

La Presidenta diputada María Marcela González Salas y Petricioli: Esta Presidencia recibió de la diputada 
Evelia Sandoval Urbán iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.--- 
Cámara de Diputados.--- LIX Legislatura.  

Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de 
la diputada Evelia Sandoval Urbán, del grupo parlamentario del PAN  

La que suscribe, Evelia Sandoval Urbán, diputada federal por el distrito 13 del estado de Jalisco en la LIX 
Legislatura de la Cámara de Diputados del H. Congreso General, con fundamento en los artículos 70 y 71, 
fracción II, de la Constitución Política; y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ocurre a presentar ante el Pleno de la Cámara de 
Diputados iniciativa que reforma el artículo 4o. constitucional, en sus párrafos sexto, séptimo y octavo, para 
incorporar a las y los adolescentes como un sector de la población específico y establecer los límites de edad 
entre las y los niños y las y los adolescentes, en los términos de la siguiente  

Exposición de Motivos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los derechos de las niñas y los niños, en 
el párrafo sexto del artículo 4o. En dicho artículo se garantizan los derechos de las niñas y los niños a la 
educación, a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento con 
el fin de propiciar su desarrollo integral.  

El artículo 4o. constitucional da origen a la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, donde se estipula cómo deben participar las instituciones, públicas y privadas, los familiares, 
los padres y demás involucrados en crear un entorno favorable que propicie el pleno desarrollo de las niñas, 
los niños y los adolescentes.  

Sin embargo, en nuestra Constitución los adolescentes no están incluidos; por tanto, tampoco reconocidos 
como un grupo poblacional con necesidades específicas. La Constitución no los ampara en este periodo; 
permanecen perdidos entre que ya no son niños, pero tampoco son adultos, lo cual nos debe preocupar y 
ocupar.  

Los organismos internacionales, como la Organización de las Naciones Unidas, a través del UNICEF, han 
establecido parámetros que nos permiten identificar los rangos de edad de una persona hasta que alcanza la 
edad adulta y goza de los derechos de ser un ciudadano. Según estos criterios, se consideran niños los 
individuos que tienen entre 1 y 12 años, mientras que la adolescencia se ubica en el rango de los 12 a los 18 
años. Esta diferenciación es importante, ya que permite hacer una clasificación más adecuada y que se 
traduce en el diseño de mejores políticas públicas dirigidas a las niñas, los niños y los adolescentes.  
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El propio concepto de adolescencia encierra parte de su explicación: una persona que tiene entre 12 y 18 
años ``adolece''; por tanto, es de suma importancia atender de manera especial sus necesidades y no 
sumarle, además, la falta de atención, la ausencia de una orientación adecuada, permitiéndole encontrar 
alternativas que le permitan desarrollarse sanamente.  

Los adolescentes representan uno de los segmentos poblacionales más importantes, su cuantía le permite 
ubicarse en el segundo lugar sólo después del segmento poblacional de los jóvenes de 25 a 35 años, así lo 
indica el último censo poblacional.  

Cuando se habla del futuro de nuestro país, la gran mayoría de nosotros volteamos a mirar a todos los niños y 
niñas del país, pero no nos preocupamos por nuestros adolescentes, cuando menos no como tal, sino que 
simplemente los metemos en el catálogo de menores de edad, sin diferenciar sus necesidades específicas. La 
adolescencia es la etapa de la vida más difícil de cualquier persona, los conflictos más importantes que se 
enfrentan en esta edad es la búsqueda de un lugar en la familia y la sociedad, el adolescente está en un 
proceso de formación de su identidad, la cual determinará su futuro como adulto.  

Los adolescentes requieren un trato diferenciado respecto a la niñez y a los adultos, pero se ha descuidado y 
sólo se han dado esfuerzos de manera aislada. Es momento de reconocer que los adolescentes son parte del 
futuro de nuestro país, pero también que forman parte de nuestro presente.  

La descomposición social que ahora vivimos es consecuencia, en parte, de una adolescencia previa que no 
encontró alternativas suficientes ni adecuadas a sus problemáticas.  

Es necesario, desde luego, hablar de la educación, de la salud, de la sexualidad, de la recreación y de la 
cultura de las y los adolescentes para instrumentar políticas públicas específicas, que les permitan gozar de 
los beneficios y las prerrogativas que les corresponden.  

Para ello, es menester que los adolescentes sean reconocidos en la Ley Fundamental y diferenciados como 
un sector específico de la población con requerimientos concretos.  

Por lo anteriormente expuesto y con los fundamentos jurídicos expresados en el proemio, me permito poner a 
la consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa de decreto que adiciona y reforma la ley en 
comento, como se señala a continuación: Se reforma el articulo 4o. constitucional, en sus párrafos sexto, 
séptimo y octavo, al tenor de la siguiente propuesta de  

Decreto 

Único. Se modifica el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
quedar como sigue: 

Artículo 4. ...  

...  

...  

...  

...  

Los niños, las niñas y las y los adolescentes tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación, y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Se considera como niño o 
niña a toda aquella persona desde el momento de su nacimiento y hasta los once años de edad, en tanto que 
aquellos individuos que se ubiquen entre los doce y los diecisiete años se les considerará adolescentes.  
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Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y las y los adolescentes y el ejercicio pleno de sus 
derechos.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 
de la niñez y las y los adolescentes. 

Artículos Transitorios 

Único. Este decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de abril de 2006.--- Dip. Evelia Sandoval Urbán (rúbrica).» 

La Presidenta diputada María Marcela González Salas y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Puntos 
Constitucionales. 
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6) 21-11-2006 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto, por el que reforma y adiciona los artículos 4o. y 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por el Diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (Alternativa). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 21 de noviembre de 2006. 
 
 
 
ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

El diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo presenta iniciativa con proyecto de decreto, por 
el que reforma y adiciona los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de derechos de las niñas y los niños. Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal: Tiene la palabra el diputado Eduardo Sergio de la 
Torre Jaramillo, del grupo parlamentario de Alternativa, para presentar iniciativa que reforma y adiciona los 
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo: Con el permiso de la Presidencia: hoy aparece 
publicada en la Gaceta Parlamentaria, en el tercer anexo, la propuesta de iniciativa que presentamos ante 
este Pleno el día de hoy. En primera instancia quiero comentar que es una iniciativa que busca legislar para 
las próximas generaciones; es decir, no solamente una visión prospectiva del trabajo legislativo --que es el 
que tenemos que realizar desde mi punto de vista--, sino también ir ubicando el rol que el Congreso de la 
Unión tiene que jugar en estos momentos y en particular la Cámara de Diputados. 

Dentro del artículo 73, en sus 30 fracciones, no existe una fracción en particular que legisle sobre las niñas y 
los niños de este país. La inquietud de un servidor proviene de que el Estado mexicano ha signado tratados, 
declaraciones para defender y apoyar a la niñez desde 1989, ratificados por el Senado de la República en 
1990; sin embargo, existe un vacío constitucional que nos impide a los diputados federales poder legislar 
sobre este tema en específico; esto, desde nuestro punto de vista, como las niñas y los niños son un grupo 
vulnerable en este país --más allá de las cifras que puedan dar todas nuestras instituciones sociales en el 
país--, la Comisión del Niño de la ONU, desde 1996, ha realizado observaciones al Estado mexicano en sus 
incumplimientos, en sus fallas, no solamente en los acuerdos, sino también ha sugerido realizar 
modificaciones a la Constitución y a las leyes secundarias de este país. 

Sin embargo, es importante para nosotros, y esto de acuerdo al último libro del diputado Rodríguez Prats, del 
que me voy a permitir realizar una cita; dice el diputado Rodríguez Prats: ``El escenario de los retos para 
construir un Congreso útil sería incompleto si no se consideran las repercusiones de la globalización''. Tiene 
toda la razón el diputado Rodríguez Prats. No solamente en una visión económica de la globalización, sino 
también en la vertiente del rostro humano de la globalización, que es la defensa de los derechos humanos y, 
en particular, de los derechos humanos de las niñas y de los niños. 

Partiendo de este hilo conductor del diputado Rodríguez Prats sobre la utilidad del Congreso puedo decir --
junto con el filósofo y jurista Luigi Ferrajoli-- que el primer problema por enfrentar dentro del debate entre el 
derecho y la democracia, sobre el garantismo o este paradigma constitucional --del cual ha desarrollado 
largas tesis Luigi Ferrajoli-- está la separación entre el deber ser externo o ético político y el ser de los 
sistemas jurídicos en su conjunto; es decir, entre derecho y moral, entre justicia y validez; entre legitimación 
externa y legitimación interna. Sin embargo, siguiendo a Ferrajoli, la democracia constitucional que tenemos 
que instrumentar en este país estaría constituida por cuatro dimensiones: la dimensión política, la dimensión 
civil, la dimensión liberal y la dimensión social, fundamentalmente. 

Por eso --sigo citando a Ferrajoli-- la Constitución misma, en cuanto a pacto de convivencia, mediante el cual 
se estipula la igualdad en derechos fundamentales y, por tanto, la igual identidad y dignidad de cada uno de 
sus miembros como persona y como ciudadano, en este contexto de la teoría jurídica y la teoría política va 
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insertada esta iniciativa. Por supuesto tiene un sólido sustento teórico y responde a una necesidad de 
satisfacción de los derechos humanos de las niñas y de los niños. En estricto sentido jurídico y moral, 
podríamos afirmar que en la sociedad los únicos privilegiados deben ser las niñas y los niños. La humanidad 
debe al niño lo mejor que puede darle. 

Es así como nosotros, no solamente rescatando la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los derechos del 
niño --reconocida en la Declaración Universal de los Derechos Humanos-- estamos proponiendo en la 
presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo VI del artículo 4o. y se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73, 
ambas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo Primero. Se reforma el párrafo VI del artículo 4o. constitucional, para quedar en los siguientes 
términos: 

Artículo 4o. ``El Estado garantizará en todo momento el interés superior de las niñas y los niños, los cuales 
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento 
para su desarrollo regional''. 

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción XXIX-N al artículo 73 constitucional, para quedar en los siguientes 
términos: 

Artículo 73. ``El Congreso tiene facultad para expedir leyes en materia de derechos de las niñas y los niños, 
atendiendo en todo momento el interés superior de éstos últimos''. Es cuanto, señora Presidenta. 

«Iniciativa que reforma el párrafo sexto del artículo 4o. y adiciona una fracción al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, del 
Grupo Parlamentario de Alternativa 

El suscrito, diputado federal de la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Alternativa Socialdemócrata y Campesina, con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 71, fracción II, 72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción 
II, 56 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
somete a la consideración de este honorable Pleno la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que 
se reforma el párrafo sexto del artículo 4o. y se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73, ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Conforme a los artículos 50, 70, párrafos I y II, y 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la función más importante que compete al Poder Legislativo es la elaboración de las leyes, 
con sus características de generalidad, abstracción e impersonalidad que, en lo señalado específicamente en 
el artículo 73 constitucional, atiende básicamente lo concedido al Congreso de la Unión como facultad para 
legislar en todas las materias esenciales al desarrollo y progreso de nuestro país, el cual atiende a las bases 
del derecho consagradas en la propia Constitución. 

Dicha facultad, que se establece en el artículo 73, se refiere a la competencia federal expresa y limitada del 
Congreso de la Unión que otorga a las entidades federativas facultad para legislar en todas las materias que 
la Constitución no reserva a favor del Poder Legislativo federal. 

A lo largo de sus 30 fracciones, el artículo 73 establece facultades legislativas, de interés prioritario para la 
nación, entre las que no observamos la facultad expresa de legislar en materia de los derechos de las niñas, 
los niños y los adolescentes. Al plasmar en nuestra Carta Magna la relevancia que tienen los derechos de la 
niñez mexicana, se evita que el tema quede supeditado a la exigencia en el cumplimiento de los derechos de 
otros grupos o sectores sociales. 

En el ámbito internacional, el tema de la protección de la niñez ha sido motivo de preocupación y estudio 
desde hace varios años, ya que la gravedad de los problemas que enfrentan los menores se ha agudizado 
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considerablemente, sobre todo en los países con mayor desigualdad social, de los que, lamentablemente, 
nuestro país no está excluido. Dicha situación ha dado origen a diversas convenciones y tratados 
multilaterales, a los que México se ha adherido como Estado parte y que tienen que ver con la defensa de los 
derechos humanos de las niñas y de los niños; entre ellos, la Convención de los Derechos de la Infancia, de 
1989, ratificada por el Senado de la República el 19 de junio de 1990, y la Cumbre Mundial en favor de la 
Infancia de 1990. 

De acuerdo con el artículo 133 de la Constitución, todo tratado celebrado por México y ratificado por el 
Senado es ley suprema del país y obliga al mismo a observar en su legislación nacional los principios 
plasmados en dicho instrumento internacional, entre los que se encuentran el artículo 3o., numeral 1, de la 
Convención de los Derechos de la Infancia, que dispone expresamente: ``En todas las medidas concernientes 
a los niños, que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que atenderá será el interés superior 
del niño''. 

El interés superior del niño debe entenderse como el conjunto de acciones y procesos tendentes a garantizar 
un desarrollo integral y una vida digna, así como las condiciones materiales y afectivas que le permitan vivir 
plenamente, alcanzando el máximo de bienestar posible. Para atender dicho interés en forma debida, es 
necesario que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorgue facultades al Poder 
Legislativo federal para abordar y legislar sobre el tema. 

El Comité de los Derechos del Niño de la ONU, como organismo encargado de evaluar los informes 
presentados por los gobiernos acerca de las medidas tomadas para garantizar los derechos consagrados en 
la convención, y el progreso alcanzado en el goce de tales derechos, ha presentado múltiples 
recomendaciones respectivas al Estado mexicano, las que no han sido observadas del todo. 

Entre éstas, vale la pena señalar las emitidas al segundo informe mexicano del 10 de noviembre de 1999, en 
la cual el comité exhorta a nuestro país a emprender una reforma legislativa para introducir en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos los principios de no discriminación y del interés superior del niño, 
señalado en los artículos 2 y 3 de la Convención de los Derechos de la Infancia. Ello obliga legal y 
moralmente a reformar el artículo 73 para otorgar al Legislativo federal facultades en la materia. 

De nuevo, en junio de 2006, en el examen del tercer informe del gobierno mexicano, el Comité de los 
Derechos del Niño ``lamenta que no se hayan abordado suficientemente algunas de las recomendaciones'' 
que hizo, y le preocupa que ``en la legislación y las políticas nacionales no se preste la debida atención al 
principio del interés superior del niño''. Estos señalamientos, tristemente, ponen en entredicho la voluntad y el 
grado de compromiso de nuestro país en el combate de este mal. De acuerdo con cifras del UNICEF y del 
DIF, más de 16 mil niños mexicanos son víctimas de abuso y explotación sexual. Por si esto fuera poco, la 
violencia intrafamiliar afecta principalmente a los niños. 

Plasmar específicamente el interés superior de las niñas y los niños en el marco jurídico constitucional 
coadyuvaría y obligaría a que los ordenamientos, y aún más las políticas públicas nacionales, reconozcan de 
manera integral y plena los derechos de las niñas y los niños del país. De esa forma, no sólo se garantiza la 
protección de un sector vulnerable de la sociedad mexicana sino que se contribuye al cumplimiento de las 
obligaciones contraídas por México a nivel internacional. 

Es necesario insistir para que dicha facultad del Congreso sea suficiente, y pueda incidir favorablemente en la 
situación de vulnerabilidad que padecen miles de niños en nuestra sociedad, con efectividad de medios y 
técnicas jurídicas que garanticen y hagan efectivo el ejercicio de sus derechos, basado en el principio de 
legalidad. 

Por lo anterior, presento la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo sexto del artículo 4o. y se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73, 
ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo Primero. Se reforma el párrafo sexto del artículo 4o. constitucional, para quedar en los siguientes 
términos: 
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Artículo 4o.... 

... 

... 

... 

... 

El Estado garantizará en todo momento el interés superior de las niñas y los niños, los cuales tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. 

... 

... 

Artículo Segundo.Se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73 constitucional, para quedar en los 
siguientes términos: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XXIX-M. ... 

XXIX-N. Para expedir leyes en materia de derechos de las niñas y los niños, atendiendo en todo 
momento el interés superior de estos últimos. 

... 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Dado en el salón de sesiones, a los 21 días del mes de noviembre de 2006.--- Diputado Eduardo Sergio de la 
Torre Jaramillo (rúbrica).» 

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Puntos 
Constitucionales. 
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7) 12-04-2007 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto, que reforma y adiciona los artículos 2, 3, 4, 25, 26 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Aleida Alavez Ruiz (PRD). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 12 de abril de 2007. 
 
 
 
ARTICULOS 2, 3, 4, 25, 26 Y 73 CONSTITUCIONALES 

La diputada Aleida Alavez Ruiz presenta iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y adiciona 
los artículos 2, 3, 4, 25, 26 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia alimentaria. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales 

ARTICULOS 2o., 3o., 4o., 25, 26 Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Arnoldo Ochoa González: Se concede el uso de la tribuna a la diputada Aleida 
Alavez Ruiz, del grupo parlamentario del PRD, para presentar iniciativa que reforma y adiciona los artículos 
2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La diputada Aleida Alavez Ruiz:Con su venia, Presidente. Compañeras y compañeros diputados. El tema de 
alimentación es uno que requiere de especial atención en nuestro marco constitucional visto como un proceso 
y no por temáticas aisladas como comúnmente se le ha considerado. 

Durante la pasada legislatura se avanzó en establecer la garantía del derecho a la alimentación de manera 
aislada, pero a tal grado que ha significado un ir y venir entre ambas cámaras del Congreso, como si ese 
derecho no fuera socialmente indispensable tanto para su garantía como para su significado en el contexto del 
desarrollo nacional. 

La base de la alimentación está en el campo como un proceso cultural, significado de la sedentarización 
humana y del uso tecnológico derivado del conocimiento sobre la utilización de especies que les eran más 
adecuadas para el desarrollo colectivo. 

Actualmente, la alimentación implica aspectos de nutrición, de reconocimiento de valores culturales, y 
principalmente, del logro de la soberanía alimentaria que toda nación requiere para su desarrollo. 

El grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática consciente de la necesidad de reformar 
nuestro marco jurídico vigente se dio a la tarea de convocar a especialistas de diversa índole en la materia, 
así como la nutrida participación de la sociedad civil interesada en este tema, coincidiendo en la urgente 
necesidad de garantizar en nuestra Constitución los diversos aspectos relacionados con el proceso 
alimentario. 

En primera instancia se parte del hecho que la alimentación es el primer contacto que todo ser humano tiene 
al momento de nacer. El primer contacto físico es con nuestra madre al requerirle alimento y en tal sentido se 
transforma en una garantía constitucional sine qua non. 

Con el reconocimiento constitucional de este derecho significa tomarlo como fuente de identidad y de vida y 
protegerlo como patrimonio, permitiéndonos interpretar la tradición, construir una cierta relación con la historia 
y el territorio y acrecentar el sentimiento de pertenencia con identidad propia. 

México tiene una amplia variedad de cultivos que se utilizan en la alimentación base que son alrededor de 
232, de los cuales 53 son especies nativas, hecho que hace de nuestras cocinas la utilización de ingredientes 
muy por encima del ámbito mundial, ya que 90 por ciento de los alimentos se basan solamente en 20 cultivos. 
De ahí que los recursos genéticos son una auténtica fuente de diversidad de resistencia a condiciones 
adversas y de nuevas alternativas de alimentos. 
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Es innegable el hecho que esta gran diversidad ha sido construida por nuestras comunidades rurales, en 
particular por las comunidades indígenas que han sabido transformar a través del tiempo los frutos de la tierra. 

Preocupan las cifras y problemas derivados de la última encuesta nacional de nutrición 2006. De este ejercicio 
se destaca como problema la desnutrición por anemia, por deficiencia de hierro y de zinc, así como los 
problemas por enfermedades por exceso en la dieta. 

En el sur del país el problema es alarmante, ya que los índices de desnutrición van disminuyendo porque la 
población infantil menor de cinco años va muriendo por esta causa. Esta misma inercia se incrementa en 
mayores de 70 años, lo cual significa que se debe enfatizar en políticas urgentes para atender la población 
infantil y a nuestros adultos mayores no sólo en las grandes ciudades, sino en el ámbito rural y localidades 
medias y pequeñas. 

Destaca el hecho que siendo el Estado de México, Guerrero, Veracruz, Oaxaca, Puebla y Chiapas estados 
con mayor número de habitantes y necesariamente de electores, son los estados con mayor índice de 
desnutrición. De ahí que es urgente ---por lo que a nosotros nos toca--- dotar de garantías y marcos jurídicos 
necesarios para enfrentar este flagelo, ya que es inconcebible que los de mayor votación para su 
representación en el Congreso, sean los estados con mayor problemática nutricional. 

Los problemas de salud relacionados con la mala alimentación van incrementándose; con sólo señalar que 10 
por ciento de prevalencia de diabetes en mayores de 20 años es una situación muy grave, porque representa 
65 amputaciones de miembros inferiores al año; 12 mil casos de ceguera, 28 mil de insuficiencia renal que 
requieren 100 acciones de diálisis peritoneal; 50 mil defunciones al año por esta causa, 210 mil nuevos casos 
por año de diabetes y por si fuera poco, 25 por ciento de mayores de 65 años tiene esta enfermedad. 
Además, dentro del grupo de mayores de 20 años, 55 por ciento tienen sobrepeso u obesidad. Si vamos a esa 
misma trayectoria, 80 por ciento de mayores de 40 años tienen esta situación. 

Aunque no quiera aceptarse, el modo de producción imperante y los modelos económicos instaurados para 
darle cabida están produciendo ésta alarmante situación, ya que dejan a la libre fuerza del mercado la 
producción de alimentos con una proliferación de franquicias alimentarias con productos que han hecho a la 
sociedad más consumista y caracterizada por la obesidad de sus ciudadanos. La estadounidense, símbolo 
transnacional al que deben sujetarse el resto de las sociedades del mundo. 

La protección de la infancia en los centros educativos en cuanto a su alimentación es verdaderamente 
alarmante. Las escuelas se convierten en generadoras de obesos, como se puede imaginar, ya que de ahí la 
necesidad de legislar para proteger a los menores ante prácticas que promueven alimentos y dietas no 
saludables. Asimismo, la participación de infantes en anuncios publicitarios que sólo benefician los bolsillos de 
los padres y potencializa a las industrias que sus jugosas ganancias no debieran permitirse. 

Las prácticas en los hogares sobre bases alimentarias se están agudizando, dada la costumbre a la que no 
debiera acostumbrarse como consumir jugos y mermeladas y todo lo enlatado, frente a lo saludable que 
representa pelar una fruta y manifestarlo en sus diversas formas de consumo, por sólo citar un ejemplo. 

La base alimentaria mexicana es por demás conocida, pero carece de reconocimiento constitucional. El maíz 
es, por antonomasia, el cultivo originario y diverso a lo largo del territorio nacional. Sus productos son 
socialmente necesarios para el desarrollo humano, aunado a él está el frijol, el chile, la calabaza, el amaranto, 
el nopal, el jitomate y el aguacate. 

La alimentación también debe ser tratada como un acto biológico, de satisfacción y de convivencia social. Se 
trata de asumir a la alimentación como algo importante. La soberanía alimentaria no es más que la capacidad 
de los mexicanos de tener la alimentación que le conviene culturalmente, desde el punto de vista de la salud, 
de lo económico, y no la que nos imponen, sino decidir lo que queremos. Se trata de tener una orientación 
alimentaria adecuada. 

En función de lo anteriormente señalado existen suficientes razones para modificar nuestro marco 
constitucional para reconocer la importancia de una alimentación adecuada vista como un proceso que tiene 
que ver con la producción de alimentos, con la protección de la niñez mexicana, con el reconocimiento de los 
valores culturales, sustentada por nuestros pueblos y comunidades indígenas, con disminuir los efectos de la 
acentuada mala alimentación generada por el modo de producción imperante, con reconocer nuestro 
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patrimonio alimentario a nivel nacional antes de solicitarlo ante la comunidad mundial, con garantizar y 
reconocer los productos necesarios para el desarrollo de nuestra población en garantizar el maíz y otros 
productos base, no sólo como patrimonio nacional, sino como base de nuestra soberanía alimentaria. 

En consecuencia, y con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de los artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

(...) 

Solicito que se integre el texto al Diario de los Debates, completo. Firman esta iniciativa los diferentes 
integrantes del grupo parlamentario del PRD. Es cuanto, diputado Presidente. 

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Aleida Alavez Ruiz , del Grupo Parlamentario del PRD 

Aleida Alavez Ruiz , diputada federal de la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión e integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la 
consideración del Pleno iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a los 
artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la 
siguiente 

Exposición de Motivos 

El tema de la alimentación requiere especial atención en nuestro marco constitucional, ausente en el ideario 
del Constituyente del 17, ya que sólo se preocupó por una de sus fases, no menos importantes, la producción 
social del campo. 

No obstante, la alimentación, en los umbrales del siglo XXI, debe verse como un proceso y no por temáticas 
aisladas como comúnmente se le ha considerado. 

Durante la pasada legislatura se avanzó en establecer la garantía del derecho a la alimentación de manera 
aislada, a tal grado que ha significado un ir y venir entre ambas Cámaras del Congreso de la Unión, como si 
este derecho no fuera socialmente indispensable tanto para su garantía como derecho individual como para 
su significado en el contexto del desarrollo nacional. 

La base está en el campo como un proceso cultural, significado de la sedentarización humana y el uso 
tecnológico derivado del conocimiento humano sobre la utilización de especies que le eran más adecuadas 
para el desarrollo colectivo. 

Actualmente, la alimentación implica aspectos de nutrición, de reconocimiento de valores culturales y, 
principalmente, del logro de la soberanía alimentaria que toda nación requiere para su desarrollo. 

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, consciente de la necesidad de reformar 
nuestro marco jurídico vigente, se dio a la tarea de convocar a especialistas de diversa índole en la materia, 
así como la nutrida participación de la sociedad civil interesada en el tema: coincidieron en la urgente 
necesidad de garantizar en nuestra Constitución los diversos aspectos relacionados con el proceso 
alimentario. 

En primera instancia se parte del hecho de que la alimentación es el primer contacto que todo ser humano 
tiene al momento de nacer. El primer contacto físico es con nuestra madre, al requerirle alimento; y en tal 
sentido, se transforma en una garantía constitucional sine qua non. 
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El reconocimiento constitucional de este derecho significa tomarlo como fuente de identidad y de vida, y 
protegerlo como patrimonio, permitiéndonos interpretar la tradición, construir una cierta relación con la historia 
y el territorio, y acrecentar el sentimiento de pertenencia con identidad propia. 

México tiene amplia variedad de cultivos que se utilizan en la alimentación base, que son alrededor de 232 
cultivos, de los cuales 53 son especies nativas, hecho que hace de nuestras cocinas la utilización de 
ingredientes muy por encima del ámbito mundial, ya que 90 por ciento de los alimentos se basan solamente 
en 20 cultivos; de ahí que los recursos filogenéticos sean una auténtica fuente de diversidad, de resistencia a 
condiciones adversas y de nuevas alternativas de alimentos. 

Es innegable el hecho de que esta gran diversidad citogenética ha sido construida por nuestras comunidades 
rurales, en particular por nuestras comunidades indígenas, que han sabido transformar a través del tiempo los 
frutos de la tierra. 

Preocupan también las cifras y los problemas derivados de la última Encuesta Nacional de Nutrición de 2006. 
De este ejercicio se destacan como problemas la desnutrición por anemia, por deficiencia de hierro y de zinc, 
así como los problemas por enfermedades por exceso en la dieta. En el sur del país, el problema es 
alarmante, ya que los índices de desnutrición van disminuyendo porque la población infantil menor de cinco 
años va muriendo por esa causa. La misma inercia se incrementa en mayores de 70 años. Eso significa que 
se debe enfatizar en políticas urgentes para atender a la población infantil y de nuestros adultos mayores no 
sólo en las grandes ciudades sino en el ámbito rural y localidades medias y pequeñas. 

Destaca el hecho de que siendo el estado de México, Guerrero, Veracruz, Oaxaca, Puebla y Chiapas las 
entidades de mayor número de habitantes y necesariamente de electores, sean las de mayor índice de 
desnutrición. De ahí que sea urgente, por lo que a nosotros toca, dotar de garantías y marcos jurídicos 
necesarios para enfrentar este flagelo, ya que es inconcebible que los de mayor votación para su 
representación en el Congreso sean los estados con mayor problemática nutricional. 

Los problemas de salud relacionados con la mala alimentación van incrementándose. Con sólo señalar que 10 
por ciento de prevalencia de diabetes en mayores de 20 años es una situación muy grave porque representa 
65 amputaciones de miembros inferiores al año, 12 mil casos de ceguera, 28 mil de insuficiencia renal que 
requieren 100 acciones de diálisis peritoneal, 50 mil defunciones al año por esta causa, 210 mil nuevos casos 
por año de diabetes, y por si fuera poco, 25 por ciento de mayores de 65 años tiene esta enfermedad. 

Además, dentro del grupo de mayores de 20 años, 55 por ciento tiene sobrepeso u obesidad y si vamos en 
esa misma trayectoria, 80 por ciento de los mayores de 40 años tiene esta situación. 

Aunque no quiera aceptarse, el modo de producción imperante y los modelos económicos instaurados para 
darle cabida están produciendo esta alarmante situación porque al dejar a las libres fuerzas del mercado la 
producción de alimentos y ante la proliferación de franquicias alimentarias con productos que han hecho a la 
sociedad más consumista y caracterizada por la obesidad de sus ciudadanos, la estadounidense, símbolo 
transnacional al que debe sujetarse el resto de las sociedades del mundo. 

La protección de la infancia en los centros educativos, en cuanto a su alimentación, es verdaderamente 
alarmante. Ahora resulta que las escuelas son un lugar generador de obesos como se pueda imaginar; las 
cooperativas escolares han desaparecido para permitir la entrada de vendedores ambulantes, expendedores 
de refrescos y bebidas dulces que potencian las enfermedades ante la regulación interna en los centros 
educativos que prohíben correr, jugar a la pelota en los descansos y por si esto no fuera poco, no existen 
bebederos con agua potable. De ahí la necesidad de legislar para proteger a los menores ante prácticas que 
promuevan alimentos y dietas no saludables. La anemia infantil está disminuyendo el desarrollo de nuestros 
infantes. Incluso, es alarmante que en la comunidad médica nacional no haya conciencia del problema de la 
anemia. 

La participación de infantes en anuncios publicitarios, que sólo beneficia los bolsillos de sus padres en menor 
medida pero que potencia las industrias en sus jugosas ganancias, no debería permitirse. En la Unión 
Europea esa práctica está por demás prohibida. 
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Las prácticas en los hogares sobre bases alimenticias se están agudizando, dada la costumbre a lo que no 
deberían acostumbrarse, como consumir jugos y mermeladas y todo lo enlatado frente a lo saludable que 
representa pelar una fruta y manifestarla en sus diversas formas de consumo. 

La base alimenticia mexicana es por demás conocida, pero carece de reconocimiento constitucional. El maíz 
es, por antonomasia, el cultivo originario y diverso a lo largo del territorio nacional. Sus productos son 
socialmente necesarios para el desarrollo humano. Aunado a él está el frijol, el chile, la calabaza, el amaranto, 
el jitomate y el aguacate. 

La alimentación también debe ser tratada como un acto biológico, de satisfacción y de convivencia social; se 
trata de evitar asumir la alimentación como algo importante y no como un acto que se realiza en juntas o 
perder el tiempo en preparar alimentos porque ahí está la industria para manipularnos. Esto es inaceptable 
para una sociedad que ha sido ejemplo alimentario para el mundo entero. 

La soberanía alimentaria no es más que la capacidad de los mexicanos de tener alimentación que le conviene 
culturalmente, desde el punto de vista de la salud, de lo económico y no la que nos imponen sino decidir lo 
que queremos. Se trata de tener una orientación alimentaria adecuada. 

En función de lo anterior, existen suficientes razones para modificar nuestro marco constitucional para 
reconocer la importancia de una alimentación adecuada vista como todo un proceso que tiene que ver con la 
producción de alimentos, con la protección de la niñez mexicana, con el reconocimiento de los valores 
culturales sustentada por nuestros pueblos y comunidades indígenas, con disminuir los efectos de una 
acentuada mala alimentación generada por el modo de producción imperante, con reconocer nuestro 
patrimonio alimentario a nivel nacional antes de solicitarlo ante la comunidad mundial, con garantizar y 
reconocer los productos necesarios para el desarrollo de nuestra población, en garantizar el maíz y otros 
productos base no sólo como patrimonio nacional sino como base de nuestra soberanía alimentaria. 

En consecuencia y con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del Pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a los artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Primero. Se reforma la fracción IV del apartado A del artículo 2o., para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ... 

IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos, cocinas tradicionales y cultivos y productos 
agropecuarios que son base de su alimentación, y todos los elementos que constituyan su cultura e 
identidad, incluida la propiedad intelectual del conocimiento tradicional que tienen sobre los recursos 
biológicos y su material genético; 

Segundo. Se reforma la fracción II, inciso b), del artículo 3o., para quedar como sigue: 

Artículo 3o. ... 

... 

I. y II. ... a) ... 

b) Será nacional, en cuanto --sin hostilidades ni exclusivismos-- atenderá a la comprensión de nuestros 
problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independencia política, al 
aseguramiento de nuestra independencia económica, al reconocimiento y defensa del patrimonio y 
riqueza alimentaria, cocinas tradicionales, cultivos y otras especies alimenticias, al fomento de la 
educación culinaria, y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura. 
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c) ... 

III. a VIII. ... 

Tercero. Se reforma el párrafo sexto y se adiciona un último párrafo al artículo 4o., para quedar como sigue: 

Artículo 4o.... 

... 

... 

... 

... 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación y nutrición 
adecuada que evite en todo momento el consumo de alimentos que puedan producirles enfermedades 
crónicas, degenerativas u otras análogas; de salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Queda prohibida la utilización de menores en anuncios publicitarios como medio para 
garantizar su integridad. Los alimentos que se comercialicen en los centros educativos deberán ser 
saludables libres de grasas trans y azúcares. 

... 

... 

Todo individuo tiene derecho a disfrutar de una alimentación suficiente en calidad y cantidad, que 
promueva una adecuada nutrición. La ley que para tal efecto expida el Congreso General establecerá 
la concurrencia entre los gobiernos federal, estatales, municipales y del Distrito Federal y la 
concertación con los sectores social y privado, a fin de alcanzar tal objetivo. 

Cuarto. Se adiciona un último párrafo al artículo 25, para quedar como sigue: 

Artículo 25. ... 

El maíz, junto con el frijol, chile, calabaza, aguacate, jitomate, nopal, amaranto y cacao, y sus 
productos derivados, constituyen la base alimenticia de la dieta del mexicano. Su protección, 
producción y salvaguardia son objeto de interés social, utilidad pública y soberanía alimentaria, y 
constituyen una garantía para que todo individuo tenga derecho de acceso a estos productos 
socialmente necesarios y representa la base del desarrollo nacional. Las leyes, políticas y los tratados 
internacionales garantizarán este derecho. 

Quinto. Se adicionan dos últimos párrafos al apartado A del artículo 26, para quedar como sigue: 

Artículo 26. A. ... 

... 

... 

... 

La planeación democrática que defina el Estado garantizará la soberanía alimentaria basada en los productos 
que son socialmente necesarios de los mexicanos para la alimentación, nutrición y valores culturales. 
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El Estado garantizará el reconocimiento y defensa del patrimonio y riqueza alimentaria a través de las cocinas 
tradicionales. La ley establecerá la concurrencia entre los órdenes de gobierno para la protección, desarrollo y 
defensa de este patrimonio. 

B. ... 

Sexto. Se adiciona la fracción XXIX-N al artículo 73, para quedar como sigue: 

Artículo 73. ... 

XXIX-N. Para regular el acceso, distribución y conservación, en beneficio social, de los recursos 
genéticos para la agricultura y alimentación, y los recursos biológicos y su material genético que 
reconozca la propiedad intelectual del conocimiento tradicional que sobre ellos tienen las 
comunidades y pueblos indígenas y rurales; el fomento de los productos orgánicos, así como para 
garantizar la soberanía y seguridad alimentarias.Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá aprobar las leyes o reformas de leyes vigentes para regular las 
materias que este decreto establece en un plazo de 180 días a partir de la publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Tercero. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, a 10 de abril de 2007.--- Diputada Aleida Alavez Ruiz 
(rúbrica).» 

El Presidente diputado Arnoldo Ochoa González: Gracias, diputada.Túrnese a la Comisión de Puntos 
Constitucionalese insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates como lo ha solicitado la diputada 
Aleida Alavez. 
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8) 13-12-2007 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Patricia Obdulia Castillo Romero (Convergencia). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de noviembre de 2007. 

 

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA PATRICIA CASTILLO ROMERO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DE CONVERGENCIA  

Patricia Obdulia Castillo Romero, diputada federal por el Grupo Parlamentario de Convergencia de la LX 
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 
fracciones II y III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción II, 56 y 62 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; presento ante 
el Pleno de la honorable Cámara de Diputados, proyecto de modificación y adición al artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente  

Exposición de Motivos  

La Convención sobre los derechos de los niños.  

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.  

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el 
progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad.  

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona tiene todos los derechos y 
libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.  

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas proclamaron que la 
infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales.  

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y 
el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia 
necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad.  

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno 
de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión,  

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad y ser 
educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un 
espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad…  

Esta iniciativa de adición constitucional tiene como finalidad la defensa de los derechos de los niños. A través 
de una exhaustiva investigación de las necesidades que más preocupan en este rubro a la sociedad, se 
realiza la presente iniciativa con el objeto de combatir la injusticia, y ampliar nuevas voces con el objeto de 
crear una sociedad justa para el sano desarrollo psicológico, emocional y físico de los niños.  
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Si bien es cierto que los derechos de la infancia han sido protegidos a través de un amplio catálogo de 
instrumentos internacionales, también es cierto que los esfuerzos no han sido suficientes para obtener el 
resultado deseado, que es la aniquilación de los peligros a los que se enfrentan unos de los grupos de 
particular vulnerabilidad. Por este motivo en las líneas del presente se manifestará la importancia del actuar 
de la sociedad a través del legislativo con el objeto de asegurar el sano desarrollo de sus miembros más 
jóvenes.  

¿Quién es un niño?  

La definición de "niño" propuesta por la CDN comprende a todos los seres humanos menores de 18 años, 
excepto en los casos en que la legislación nacional pertinente haya adelantado la mayoría de edad. Sin 
embargo, la Convención destaca que la proclamación de una mayoría de edad anterior a los 18 años debe 
estar en conformidad con el espíritu de la Convención y sus principios fundamentales y no debe usarse, por 
tanto, para menoscabar los derechos del niño.  

Uno de los derechos que más se defienden en los instrumentos internacionales son los derechos de 
protección, estos derechos son esenciales para preservar a los niños y adolescentes de toda forma de 
abuso, abandono y explotación (por ejemplo, atención especial a los niños refugiados; protección contra la 
implicación en conflictos armados, trabajo infantil, explotación sexual, tortura y drogadicción).  

En México las estadísticas son alarmantes, el país es considerado como destino para el turismo sexual y las 
cifras estimadas lo corroboran: de 1998 al año 2000, entre 16 mil y 20 mil niñas y niños menores de 18 años 
fueron explotados sexualmente. Así lo indica el Informe Global de Monitoreo de las acciones en contra de la 
explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes, elaborado por Ecpat Internacional.  

Como consecuencia de lo anterior se ha incrementado el aumento de las organizaciones y pornografía en 
contra de la infancia, así como del tráfico y la trata de personas que afecta los derechos humanos de los 
niños, por ello es importante protegerlo y propiciar un entorno de seguridad jurídica y de sano desarrollo de las 
generaciones futuras.  

Por lo que resulta de vital importancia, que los poderes de la Unión trabajen en armonía y de manera 
transversal para dar certidumbre respecto a la protección de las victimas de esta atrofia social.  

En este orden de ideas, es importante modificar el artículo 4o. constitucional con el objeto de prevenir y 
combatir –eficazmente– la pornografía infantil, el lenocinio, la trata de niños y todos aquellos que deriven de 
delitos de tipo sexual elevando a rango constitucional este derecho en un acto de justicia para los niños y 
niñas.  

Dentro de los acuerdos y consultas para reformar el artículo cuarto constitucional, con el objeto de darle 
mayor fuerza social a los derechos de la infancia, se reconocen algunos de los contenidos de los tratados 
internacionales respecto de la infancia, por tanto son altamente perfectibles y progresivos los derechos, 
libertades y prerrogativas derivadas de su contenido.  

Actualmente el artículo 4o. constitucional contiene temas fundamentales como son los siguientes:  

a) La igualdad del varón y la mujer ante la ley, la protección legal de la familia y la planificación 
familiar.  
b) El derecho a la protección de la salud.  
c) El derecho familiar a la vivienda.  
d) El derecho al medioambiente.  
e) Los derechos de las niñas y los niños.  
f) Las personas con discapacidad. 

Para los efectos del legislativo nos concentraremos en los derechos de los niños, pero antes reflexionaremos 
sobre los ideales y los sueños del Congreso Constituyente de 1916-1917, que condensa a parte de sus nobles 
principios la interiorización nacional de los tratados de los derechos humanos internacionales reconocidos por 
México, por ello, es que en esta nueva oportunidad histórica de acuerdos democráticos, necesarios para el 
sano y buen funcionamiento del país, es importante sentar las bases para un México nuevo, más humano y 
protector que haga realidad las conquistas sociales de la Revolución de 1917 y en el que todos, 
independientemente del partido, ideología, credo o color estemos de acuerdo, por tanto reflexionemos en los 
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siguientes planteamientos a fin de enriquecer el adecuado funcionamiento de las instituciones republicanas 
que nos caracterizan.  

Por lo visto en:  

El Protocolo completo de la ONU, sobre la trata de personas.  
La Convención sobre los derechos de los niños.  
El Código Penal Federal en sus artículos 200 al 207.  

El Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía.  

a) Los derechos de las niñas y los niños. 
Tradicionalmente los estudios e informes sobre los derechos de la infancia se han sustentado en indicadores 
relacionados con pobreza, desnutrición y educación, sin considerar la importancia de factores de alto riesgo y 
oportunidades como son los riesgos en cada una de las etapas de su vida como ejemplo de esto tenemos: la 
violencia, la pornografía, el lenocinio, la trata de menores y el turismo sexual. La proporción de jóvenes que no 
estudian o trabajan son factores que afectan directamente a lo largo de su vida a niños, niñas y adolescentes. 
Las autoridades en México deben tomar en cuenta estos dos componentes, es decir los indicadores sobre 
supervivencia y los que tienen que ver con factores de riesgo y oportunidades, lo que nos permitiría dar un 
panorama más amplio de la situación de los derechos de la infancia en el país, así como su vulnerabilidad 
ante los factores internos y externos del núcleo familiar, como son: el abandono, la explotación y la 
mendicidad.  

Según datos de INEGI los niños y niñas representan el 39.7 por ciento de la población mexicana. Las tres 
entidades con mayor proporción de población infantil son:  

Guerrero (45.7 por ciento); Chiapas (44.8 por ciento); y Oaxaca (44.5 por ciento).  

Las tres con menor proporción son el Distrito Federal (31.5 por ciento); Nuevo León (35.4 por ciento); y Baja 
California (35.6 por ciento).  

Desde una posición global de los estados respecto a la condiciones de vida de los menores, las conclusiones 
que aquí se presentan es que Nuevo León es el estado que presenta las mejores condiciones de vida para su 
población infantil, seguido del Distrito Federal, Baja California y Aguascalientes. En contraste, los estados de 
Oaxaca, Veracruz, Guerrero, Chihuahua y Quintana Roo son las entidades en donde la población infantil es 
más vulnerable. Además es importante mencionar que el 12.6 por ciento de los niños y niñas menores de 
quince años en el país son indígenas, y seis estados concentran más de la cuarta parte de su población, por 
lo anterior se deben adoptar todas las medidas necesarias para proteger los derechos de los niños indígenas 
y para el disfrute pleno de sus derechos consagrados en la legislación nacional, aún frente a los usos y 
costumbres que se presentan en la raíces de la sociedad. En este punto los derechos de cada niño han de ser 
garantizados sin discriminación de ningún tipo, con independencia de la raza, color, sexo, lengua, religión, 
opiniones políticas o de otro tipo, país o etnia de origen, extracción social, propiedad, discapacidad, 
nacimiento u otra circunstancia del niño, sus padres o su tutor legal.  

De lo anterior, se desprende la idea de que durante muchos años más el país seguirá siendo de niños, niñas y 
jóvenes. Tomando en cuenta que el proceso de transformación demográfica se inició hace alrededor de tres 
décadas, de tal manera que entrando en materia los fines de la presente iniciativa abarcan básicamente 3 
puntos fundamentales:  

• Prevenir y combatir la pornografía infantil, lenocinio, la trata de niños y todos aquellos que deriven 
de delitos de tipo sexual.  
• Proteger y ayudar a las victimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos humanos y;  
• Promover la cooperación entre los estados para su sano desarrollo y lograr estos fines. 

Para comprender mejor la problemática que el país ha estado vivenciando sobre todo los últimos años en 
cuanto a los delitos sexuales mencionados en párrafos anteriores, es necesario examinar la raíz del problema, 
por lo que la hipótesis de los factores que influyen a que el menor caiga en cualquiera de los supuestos 
mencionados son variados: en primer lugar muchos de estos niños se salen de sus casas en busca de una 
calidad de vida familiar que en su casa no encuentran ya sea por que existe la violencia intrafamiliar hacia la 
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madre y muchos de ellos fueron abusados sexualmente antes de los 12 años. Son abusados y agredidos 
verbalmente en sus casas, sin dejar a un lado el abuso físico.  

Otra causa son los peligros que implican los centros de convivencia o control de reunión donde tienen acceso 
a drogas y quedan expuestos a las redes de la delincuencia organizada, en conclusión todos estos factores de 
riesgo operan en contra de su seguridad como persona sexual y jurídica.  

Resumiendo lo anterior las principales causas de la pornografía infantil, el lenocinio, la trata de niños y los 
demás que se encuentren relacionados con el tema son cuando la persona ha sido violada, ha tenido 
necesidades económicas, maltrato, carencias afectivas, son huérfanos o bien han sufrido presión de otras 
personas así como también la falta de autoestima.  

En relación a lo anterior y como dato estadístico, la población infantil en México enfrenta serios problemas de 
pobreza ya que 17.9 millones de niños y niñas menores de 17 años viven en pobreza patrimonial y 6.9 
millones en pobreza alimentaría.  

Casi el 15 por ciento de la población económicamente activa ocupada entre 12 y 17 años de edad trabaja más 
de 48 horas de jornada laboral y 42 por ciento de la población en ese mismo grupo trabaja sin remuneración.  

Como parte del fortalecimiento de la ley, es necesario además, que la ley actual establezca los elementos 
normativos para la generación de políticas públicas específicas para poblaciones particulares como lo son los 
niños y niñas víctimas de la explotación sexual comercial.  

En este sentido debemos tener en cuenta una serie de datos obtenidos de los tratados internacionales de los 
niños y niñas:  

a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los procedimientos de forma que se 
reconozcan sus necesidades especiales, incluidas las necesidades especiales para declarar como 
testigos.  

b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el alcance, las fechas y la marcha de las 
actuaciones y la resolución de la causa;  

c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, necesidades y preocupaciones de los 
niños víctimas en las actuaciones en que se vean afectados sus intereses personales, de una 
manera compatible con las normas procesales de la legislación nacional.  

d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a los niños víctimas.  

e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños víctimas, esta medida deberá aplicarse 
incluso en los medios de comunicación y adoptar medidas de conformidad con la legislación nacional 
para evitar la divulgación de información que pueda conducir a la identificación de esas víctimas.  

f) Velar por la seguridad de los niños víctimas, así como por la de sus familias y los testigos a su 
favor, frente a intimidaciones y represalias.  

g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de las 
resoluciones o decretos por los que se conceda reparación a los niños víctimas. 

De lo anterior se desprenden diversas ideas como la de regenerar a niveles estatal, municipal y federal, el 
tejido social y de instituciones que permitan detectar con prontitud aquellas zonas, situaciones y grupos de 
población que son especialmente susceptibles, como el consumo de niñas y niños como mercancías sexuales 
y evitar que quiénes presentan un perfil que los convierten en víctimas potenciales, terminen por ser 
insertados en el ciclo de explotación sexual y comercial. En este nivel, la legislación debe dar origen a 
estructuras locales de vigilancia, monitoreo y defensa de los derechos de la infancia.  
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El combate a las redes de delincuencia organizada vinculadas a la explotación sexual comercial de la infancia, 
minimizando el carácter comercial de este problema, supone desatender justamente las líneas de acción que 
son necesarias para estudiar una perspectiva multidisciplinaría del fenómeno, dentro de las cuales se 
encuentra la criminológico-policíaca, de manera tal que las diversas instancias implicadas en el combate a los 
delitos asociados infiltren, desmantelen, persigan, procesen y sancionen adecuadamente a quiénes utilizan a 
los niños como mercancías sexuales a través de la cual buscan incrementar sus ganancias.  

En este sentido, los estudios más recientes muestran la importancia de brindar tratos diferenciados a las 
diversas conductas delictivas asociadas a este problema: lenones explotadores, productores, intermediarios, 
clientes o consumidores.  

Si bien es cierto que existe una ley federal en esta materia, tendría que establecer los principios normativos 
para afectar los ordenamientos administrativos que determinan los ineficientes, obsoletos y discriminatorios 
procesos de procuración de justicia, y que vuelven a victimizar a niñas y niños en dentro de las instancias ante 
las cuales se ven sometidas, de tal manera que de lo expuesto en el presente ocurso surge la necesidad de 
elevar a rango constitucional la esfera jurídica de la infancia en los aspectos mencionados.  

Por lo antes expuesto y fundado, someto a la consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con 
anteproyecto de  

Decreto que adiciona un párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Mexicanos  

Artículo Único. Se adicionan un párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Mexicanos, 
para quedar como siguen:  

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la 
familia.  

I. y IV. …  

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado 
proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 
derechos.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 
de la niñez.  

El Congreso de la Unión y las legislaturas estatales, así como autoridades administrativas y 
judiciales, sean federales, estatales o municipales, tomará las medidas necesarias para 
garantizar la supervivencia de los niños y las niñas, los protegerá de toda forma de utilización 
sexual que ponga en riesgo su sano desarrollo mental y su integridad física, asimismo el 
Estado tendrá la obligación de salvaguardar sus derechos humanos y concederá la debida 
protección legal y asistencia física y psicológica, para el mejoramiento de las condiciones de 
vida de los menores. 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2007.  

Diputada Patricia Castillo Romero (rúbrica)  
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9) 03-04-2008 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Mónica Arriola (Nueva Alianza). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 3 de abril de 2008. 
 
 
 
ARTICULO 4 CONSTITUCIONAL  

Se recibió de la diputada Mónica Arriola iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 
4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales. 

ARTICULO 4 CONSTITUCIONAL 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado : Se recibió de la diputada Mónica Arriola, del Grupo 
Parlamentario de Nueva Alianza, iniciativa que reforma el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz : «Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Grupo 
Parlamentario de Nueva Alianza  

Mónica Arriola, diputada federal de la LX Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Nueva Alianza, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita que se turne a la Comisión 
de Puntos Constitucionales, para dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados de la 
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos  

Generar condiciones para mejorar la capacidad individual y colectiva de la población, en particular las de los 
grupos más marginados y vulnerables, continúa siendo uno de los grandes retos en el país. Para garantizar la 
gobernabilidad en México, debemos considerar la instauración de programas de desarrollo social y humano 
orientados a la atención de las demandas sociales más urgentes. En ese sentido, uno de los grupos que más 
atención requiere es el de los niños. 

La Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1989 y ratificada por todos los países, excepto dos, es el tratado de derechos humanos que más apoyo ha 
recibido en la historia, y representa un consenso mundial sobre los atributos de la infancia. En el tratado 
quedó establecido el principio del interés superior del niño al cual se refiere, y el conjunto de acciones y 
procesos tendentes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así como condiciones materiales y 
afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar. 

Por medio de la convención, los Estados parte se comprometieron a adoptar medidas administrativas, 
legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos ahí reconocidos. Ello supone un compromiso 
de los gobiernos, en cooperación con los demás actores de la sociedad, para asegurar el cumplimiento de una 
amplia gama de derechos infantiles, incluidos los de supervivencia, protección, desarrollo y participación. 

Desde su aprobación ha habido notables avances en el cumplimiento de los derechos de los niños, y un 
reconocimiento creciente de la necesidad de crear un entorno protector que los defienda contra la explotación, 
el abuso y la violencia. Sin embargo, resulta preocupante constatar que en países como el nuestro algunos de 
esos adelantos se encuentran en peligro de retroceder o varios derechos todavía no se pueden cumplir. 
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Millones de niños no pueden disfrutar de sus derechos debido a que carecen de por lo menos uno o más de 
los bienes y servicios básicos necesarios para sobrevivir, crecer y desarrollarse. 

El futuro de cualquier sociedad o conglomerado humano son los niños. ``El crecimiento de las sociedades 
depende en gran medida de la capacidad de desarrollar a quienes actualmente se encuentran en esta etapa 
de la vida de la humanidad. Desde esta perspectiva, dicha prioridad no es producto de la bondad de la 
sociedad adulta o de los sistemas de gobierno, sino que constituye un elemento básico para la preservación y 
el mejoramiento de la raza humana''. 1  

Por ello, mientras haya niños que sufran por los conflictos entre los adultos, que sean explotados sexualmente 
o que trabajen en lugares inapropiados, que no asistan a la escuela o no tengan la oportunidad de terminarla, 
que no reciban atención de calidad en salud, o que carezcan del cariño y cuidado de los adultos, la sociedad y 
las autoridades no estarán cumpliendo el interés superior de la niñez. 

La explotación laboral y sexual, la violencia familiar, el hambre, la utilización de niños en trabajos que sólo los 
adultos pueden realizar, como en los casos de Hidalgo y Chiapas, donde la mano de obra es 
preponderantemente infantil, por ser barata, derivan de la falta de acceso a los servicios básicos de educación 
y de salud, pero sobre todo nos muestran el abandono en que se encuentra la niñez mexicana. Faltan muchas 
cosas por hacer, pero uno de los pasos más importantes es que las instituciones encargadas de procurarles 
bienestar y justicia cumplan sus obligaciones. 

Los diagnósticos son claros; es tiempo de acciones y de respuestas. Por ello, el Grupo Parlamentario de 
Nueva Alianza propone la presente iniciativa con proyecto de decreto, para que en los tres niveles de gobierno 
se implanten políticas públicas de bienestar, solidaridad y seguridad sociales, así como de desarrollo integral, 
material, económico, social, cultural y político a fin de proteger a los niños del país. 

Se necesita la concurrencia de los tres niveles de gobierno; es decir, que estén estrechamente vinculados la 
federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios para lograrlo. 

Los derechos de los niños se encuentran consagrados en el artículo 4o. de la norma suprema, de donde se 
desprende que tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades más apremiantes, como alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento; todos en conjunto harán posible el desarrollo integral de la niñez. 

Como en toda relación jurídica, hay derechos y obligaciones. En la ley se encuentra establecido que es 
obligación de los ascendientes, tutores y custodios preservar o hacer posible el cumplimiento de esos 
derechos. Sin embargo, éstos también se encuentran inscritos en la parte dogmática de la Constitución; es 
decir, en el capítulo de las garantías individuales, y por su naturaleza, corresponden al Estado mexicano el 
cumplimiento y la observación de éstos, que en la especie se traduce en proveer lo necesario para propiciar el 
ejercicio pleno de los derechos de la niñez, así como otorgar las facilidades necesarias a los particulares para 
que coadyuven al cumplimiento de tales derechos. 

Si del precepto constitucional que se comenta se desprende que los particulares coadyuvarán a la 
preservación de esos derechos, entonces la obligación primaria y directa de conservación, defensa, 
protección, resguardo o salvaguarda de ellos es única y exclusiva del Estado, personificado en el gobierno. 

Por ello, la iniciativa que hoy se pone a consideración de esta soberanía encierra el espíritu de aplicar vía 
constitucional a la federación, al Distrito Federal, a los estados y a los municipios la obligación de implantar 
políticas públicas tendentes a lograr que los niños mexicanos tengan un desarrollo óptimo e integral. 

En este sentido, no sólo el dispositivo constitucional permite afirmar lo anterior, sino también el criterio 
sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en materia Civil del Primer Circuito inscrito en la clave I.3o.C., 
número 589 C, en el amparo directo 442/2006, de fecha 21 de septiembre de 2006, otorgado por unanimidad 
de votos: 

Alimentos. Forma en que el Estado mexicano debe acatar su obligación establecida en el artículo 4o. 
constitucional. Conforme a los tres últimos párrafos del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 
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Esa obligación... queda a los ascendientes, tutores y custodios el deber de preservar ese derecho. Asimismo, 
el Estado queda obligado a cumplir ese encargo constitucional, que se traduce en una prestación de hacer; 
esto es, proveer lo necesario para propiciar el ejercicio pleno de los derechos de la niñez, así como otorgar 
facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de tales derechos. Los anteriores 
elementos, gobernado como sujeto activo, Estado como sujeto pasivo, y prestación, son característicos de un 
derecho público subjetivo; sin embargo, el Constituyente Permanente mexicano, autor de la reforma que 
introdujo en el texto constitucional la disposición de que se trata, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de 7 de abril de 2000, asignó también a los ascendientes, tutores y ``custodios'', así como a los 
particulares, en general, el deber de preservar los derechos y de coadyuvar a su cumplimiento, 
respectivamente. Con ello, a la par del derecho público subjetivo, se creó un sistema sui géneris de 
corresponsabilidad del Estado y de los particulares. Empero, de ningún modo se relevó al primero de sus 
obligaciones por esa alteración de la forma ortodoxa de regulación del plexo de derechos a nivel 
constitucional, que suele basarse en relaciones verticales, es decir, entre gobierno y gobernados, y no 
horizontales, entre gobernados y gobernados. 
Los sujetos tutelados y el contenido de la prestación a cargo del Estado denotan la naturaleza del derecho 
fundamental de que se trata; a saber: un derecho perteneciente, en origen, a los clásicos derechos civiles o de 
primera generación, entre los que se encuentran los relativos a la vida y la libertad --bienes jurídicos tutelados 
a través de la referencia a los alimentos y la salud, a la educación y al esparcimiento, respectivamente--, que 
ha evolucionado a ser un derecho social o de segunda generación, dado que se concede a los seres humanos 
en tanto que forman parte de un grupo social determinado, o sea, los niños, y exige de la organización 
estadual una intervención activa para realizarlo. No sólo el dispositivo constitucional permite afirmar lo 
anterior, sino también los dictámenes de las Cámaras de origen y revisora, esto es, el Senado y la Cámara de 
Diputados, respectivamente, correspondientes a la modificación del precepto para lograr su actual redacción, 
así como otros textos jurídicos de inferior jerarquía normativa que, por disposición de la propia ley 
fundamental, son de observancia obligatoria, como la Convención sobre los Derechos del Niño, acuerdo 
multilateral considerado en la reforma constitucional de referencia, la Ley para la Protección de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes, en el ámbito federal, y la Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el 
Distrito Federal, de ámbito local. Conforme a las normas precedentes, el derecho de los niños establecido en 
el artículo 4o. constitucional tiene una caracterización de derecho público subjetivo de segunda generación, 
social y programático, dado que tiene delimitados a los sujetos pasivo (Estado) y activo (niños), así como a la 
prestación que el primero debe realizar, pero a diferencia de los clásicos derechos civiles fundamentales que, 
por lo general, exigen un hacer o no hacer del obligado, en el caso de que se trata éste debe efectuar una 
serie de tareas necesarias para dar vigencia sociológica a las facultades ya que, en caso contrario, se 
convierten en meros enunciados carentes de aplicación práctica. Ello es así porque el derecho de que se trata 
requiere prestaciones positivas, de dar o de hacer, por parte del Estado como sujeto pasivo, en tanto busca 
satisfacer necesidades de los niños cuyo logro no siempre está al alcance de los recursos individuales de los 
responsables primarios de su manutención, es decir, los progenitores y, por ende, precisa de políticas de 
bienestar, de solidaridad y seguridad sociales, así como de un desarrollo integral (material, económico, social, 
cultural y político), ya que la dignidad de los seres humanos tutelados, elemento sine qua non de las tres 
generaciones de derechos conocidas, requiere condiciones de vida sociopolítica y personal a las que el 
Estado debe propender, ayudar y estimular con eficacia, a fin de suministrar condiciones de acceso al goce 
del derecho fundamental de los niños. Tal es la forma en que el Estado mexicano tiene que acatar su 
obligación constitucionalmente establecida de proveer ``lo necesario para propiciar el respeto de la dignidad 
de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos'', y no sólo mediante la emisión de leyes que detallen los 
derechos, como las antes invocadas, las que también destacan, diversas obligaciones estatales. 
Tercer Tribunal Colegiado en materia Civil del Primer Circuito. Clave I.3o.C, número 589 C. Amparo directo 
442/2006, 21 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl 
Alfaro Telpalo. Tipo: Tesis aislada. 

El espectro geográfico del país impide que la federación cumpla el mandamiento prescrito en el artículo 4o. de 
la Carta Política. Por ello hacer expresa y extensiva esa obligación a los estados y a los municipios tiende el 
puente para llegar a las poblaciones y comunidades más alejadas del país, que generalmente son las que 
viven en extrema pobreza y marginación. 

Así, nos sumamos a la tesis de que los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades básicas, 
como alimentación, salud, educación y sano esparcimiento, para su desarrollo integral. 

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de esta honorable asamblea la presente iniciativa con 
proyecto de 



4 
 

Decreto por el que se reforma el párrafo séptimo del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos  

Único. Se reforma el párrafo séptimo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. El varón y... 

Toda persona... 

Toda persona tiene... 

Toda persona... 

Toda familia... 

Los niños y las niñas... 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto de la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. Para ello 
deberá implantar políticas públicas de bienestar, solidaridad y seguridad sociales, así como de 
desarrollo integral, material, económico, cultural y político. La federación, el Distrito Federal, los 
estados y los municipios las efectuarán en el ámbito de su competencia.  

El Estado otorgará... 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente el de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Las legislaturas de los estados y del Distrito Federal adecuarán sus leyes en los términos de esta 
disposición dentro de los 90 días a la fecha de entrada en vigor de este decreto. 

Nota: 1 Gerardo Sauri. ``Los ámbitos que contempla'', en Propuesta de Ley de Niñas, Niños y Adolescentes, 
México, 1998.  
Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de marzo de 2008.--- Diputada Mónica Arriola (rúbrica).» 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado : Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
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10) 24-04-2008 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por Diputados de los Grupos Parlamentarios del PRD, PRI, PT, Convergencia, Alternativa y 
Nueva Alianza. 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 24 de abril de 2008. 
 
 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL 

Se recibe de diputados de diversos grupos parlamentarios iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
derechos de niñas, niños y adolescentes. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado : Se recibió iniciativa que reforma el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, suscrita por diputados de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la Revolución 
Democrática, Revolucionario Institucional, del Trabajo y Convergencia, Alternativa y Nueva Alianza. 

La Secretaria diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez : «Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, suscrita por diputados de los Grupos Parlamentarios del PRD, del PRI, del PT, de 
Convergencia, de Alternativa y de Nueva Alianza  

Con fundamento en el artículo 11 de la Ley para la Reforma del Estado y conforme a los lineamientos legales 
correspondientes, el Grupo de Garantías Sociales somete a la consideración del Pleno de la Cámara de 
Diputados la presente iniciativa con proyecto de decreto aprobada por consenso, que reforma y adiciona el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos  

El 2 de septiembre de 1990 entró en vigor la Convención de los Derechos del Niño la cual fue ratificada por 
México el 21 de septiembre de ese mismo año. Y no fue sino hasta el año 2000, --10 años después--, que se 
recogió en el texto constitucional el mandato de dicho tratado internacional mediante la reforma al artículo 
4o..Con ésta modificación se estableció que los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral y se dispuso 
que los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos y que el Estado dará 
las facilidades correspondientes para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez. También, el 29 de mayo 
del año 2000 se promulgó en el país la Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes que se fundamenta en el párrafo sexto del artículo 4o. constitucional y tiene por objeto 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la tutela y el respeto de los derechos fundamentales reconocidos en 
la Constitución. 

Sin embargo, aun cuando estas modificaciones constituyen un avance en la garantía de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes, es necesario completar el cambio iniciado por la reforma a través de la 
incorporación en la Constitución de otros principios recogidos en los instrumentos internacionales, así como 
de la especificación de ciertas obligaciones del Estado y los particulares. Por ello la presente iniciativa tiene 
como fin complementar estos derechos para que se reconozcan y se garanticen. 

Una de las grandes transformaciones introducidas por la Convención y que se debe incorporar en nuestra 
Carta Magna consiste precisamente en reconocer al niño y al adolescente como titulares de derecho propio y 
no como simple receptores de obligaciones atribuidas a los padres. 
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Lo anterior no significa de modo alguno negar los derechos de los padres y de la familia vinculados a la 
filiación, sino simplemente reconocer que se trata de ámbitos separados y que, sobretodo, no implica un poder 
discrecional y arbitrario de los padres sobre los hijos menores de edad. 

Las niñas, niños y adolescentes han sido usualmente excluidos de la titularidad de ciertos derechos 
especialmente relacionados con las libertades. Así se requiere incorporar expresamente ciertos criterios de 
interpretación y establecer la obligación de regular su ejercicio, siempre atenidos al texto constitucional y a los 
tratados internacionales. 

El ejercicio de los derechos durante la infancia y adolescencia se inscriben en el proceso de especificación 
que han tenido los derechos humanos como producto de su evolución histórica. Sin embargo, a diferencia de 
los derechos específicos de otros grupos en situación de vulnerabilidad, los derechos de los niños no pueden 
interpretarse como mecanismos de acciones afirmativas o medidas de discriminación inversa. Esto quiere 
decir que, mientras que para otros colectivos ciertos derechos particulares son medios para conseguir la 
igualdad real, en virtud de que sus miembros han sido tradicionalmente discriminados, y son en este sentido 
temporales hasta en tanto se consiga el objetivo, los derechos de los niños tienen una aspiración de 
permanencia debido a que la condición de desarrollo en la que se encuentra la persona durante esta etapa de 
la vida requiere de condiciones estables de garantía en el acceso a ciertos bienes. La singularidad de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes tiene entonces que ser plasmada constitucionalmente. 

Además de lograr el reconocimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes a nivel constitucional, 
con esta iniciativa de reforma se busca garantizar el derecho de éstos de expresar libremente su opinión y 
contribuir con ello en la toma de decisiones. 

En el país existen múltiples factores que pueden limitar el ejercicio de estos derechos, lo cual lesiona, en 
ocasiones su integridad física y mental. En amplios sectores de la sociedad no existe un conocimiento pleno 
sobre los derechos de la infancia y de la adolescencia y suele darse en ellos situaciones de violación a éstos. 

La práctica de valores como el diálogo, (la libre expresión), el respeto y la tolerancia en el interior de la familia 
es una condición indispensable para permitir que se cumplan los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 
Se trata de fomentar actitudes y comportamientos que están al alcance de todos, y que pueden convertirse en 
herramientas para mejorar la convivencia familiar y social. 

Para contribuir a superar estos rezagos se requiere del concurso decidido y permanente del gobierno y de la 
sociedad, de tal forma que se garantice el pleno ejercicio de los derechos de la infancia, se eviten fenómenos 
como el maltrato, el abuso y el abandono, se proteja y apoye el pleno crecimiento de las niñas, niños y 
adolescentes y se aliente en las familias y en la sociedad en general, el respeto de estos derechos. 

En atención a la novedad de la materia y a la especificidad de los derechos, se requiere determinar 
claramente en la Constitución los principios rectores que deberán guiar cualquier actuación de la autoridad en 
lo referente a la regulación y aplicación de estos derechos. 

Por ello la iniciativa también propone establecer en la Constitución que las leyes, instituciones y políticas 
relacionadas con la infancia y adolescencia tendrán como principios rectores la no discriminación y el interés 
superior del menor y del adolescente. 

El origen esta dado por la Convención de los Derechos del Niño, la cual establece que ``en todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño''. 

La Convención ha tenido una recepción favorable por parte de los países desde su origen, tanto es así que la 
firmaron 61 Estados con la ratificación de 20 países en 1990. En alusión a ello la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos convocada por la ONU reunida en Viena en 1993 ha expresado una suerte de directriz en 
los siguientes términos ``...la efectiva aplicación de la Convención por los Estados parte, mediante la adopción 
de todas las medidas legislativas, administrativas o de otro tipo necesarias, y la asignación del máximo posible 
de recursos disponibles. La no discriminación y el interés superior del niño, deben ser considerados 
primordiales en todas las actividades que conciernan a la infancia, teniendo debidamente en cuenta la opinión 
de los propios interesados''. 
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Para algunos autores la denominación ``interés superior del menor'' aparece por primera vez en Preámbulo de 
la Convención de La Haya de 1980 (best interest of the children). 

Grosman señala que ``es un principio de contenido indeterminado sujeto a la comprensión y extensión propios 
de la sociedad y momentos históricos, constituye un instrumento técnico que otorga poderes a los jueces, 
quienes deben apreciar tal interés en concreto, de acuerdo con las circunstancias del caso'' luego explica que 
el mismo debe ``constituirse en pauta de decisión ante un conflicto de intereses y criterio para la intervención 
institucional destinada a proteger al niño''. En caso de conflicto frente al presunto interés de un adulto, debe 
priorizarse el del niño. Agrega que más allá de la subjetividad del termino ``interés superior del menor'' este se 
presenta como ``el reconocimiento del menor como persona, la aceptación de sus necesidades y la defensa 
de los derechos de quien no puede ejercerlos por si mismo''. Por último, a la hora de hacer valoraciones hay 
que asociar el ``interés superior'' con sus derechos fundamentales. 

Bidart Campos enseña que cuando la Convención habla de una consideración primordial hacia el ``interés 
superior del niño'', ``descubrimos en esta pauta una orientación que no es un simple consejo o una mera 
recomendación, sino una norma jurídica con fuerza normativa para tener aplicación en cuanto ámbito deba 
funcionar eficazmente: al legislar, al administrar, al juzgar y, a la vez, en el área de las relaciones entre 
particulares''. 

Como conclusión el ``interés superior'' contemplaría 2 aspectos uno por parte del Estado a fin de proveer los 
medios necesarios para el desarrollo pleno de la niñez, adecuando las instituciones y la legislación con base 
en los principios de la Convención y, por el otro, la de escuchar a los menores a fin de que sean ``sujeto 
prevalente de derechos'' y no como objetos de un sistema jurídico pensado sólo en la exclusiva finalidad del 
adulto. 

El ``interés superior del niño'' se plantea como un ``estandard jurídico'' a tener en cuenta a la hora de legislar y 
de juzgar que, como vimos a través de la jurisprudencia, habrá de ser diferente en cada caso. 

Conforme a lo anterior el texto legal propuesto recoge los criterios establecidos por el comité de los Derechos 
del niño y la elaboración de la doctrina en los últimos años, con el fin de reducir el margen de discrecionalidad 
en la actuación pública y privada, garantizando a la niña, niño y adolescente el derecho fundamental a la 
seguridad jurídica. 

En el actual momento del desarrollo de las políticas dirigidas a las niñas, niños y adolescentes estamos 
ingresando a una etapa ``garantista'', en la cual las instituciones sociales, públicas y privadas, deben velar 
porque estos derechos que ya son reconocidos como derechos humanos para todas y todos, sean respetados 
y tengan una vigencia plena y cotidiana. 

Finalmente en atención a las anteriores consideraciones, una reforma en materia de derechos humanos no 
puede excluir a los miembros del grupo infancia y adolescencia, que aún no alcanzan la condición de 
ciudadanos ni la capacidad plena para el ejercicio libre de sus derechos, pero a los que su condición de 
personas convierte en titulares de derechos humanos. Las niñas, los niños y los adolescentes están excluidos 
de los mecanismos de democracia formal y por ello la responsabilidad de reconocer y garantizar sus derechos 
es apremiante. Sin dejar de reconocer los logros obtenidos en los últimos años, es necesario dar un paso más 
en la incorporación plena de los tratados internacionales y la elaboración teórica, lo que colocará a México a la 
vanguardia en la materia. 

Por las anteriores consideraciones se somete a la consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos  

Artículo Único. Se adiciona una palabra al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en los términos siguientes: 

Artículo 4o. ... 

... 
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... 

Los niños, niñas y adolescentes son titulares de todos los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado mexicano, tienen derecho 
a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral, así como a una vida libre de violencia. 

Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a expresar libremente su opinión y a contribuir en la toma 
de decisiones en los asuntos que le conciernan.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de los niños, niñas y adolescentes, en el ejercicio pleno de 
sus derechos. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 
niñez. 

Las leyes, instituciones y políticas relacionadas con la infancia y adolescencia tendrán como 
principios rectores la no discriminación y el interés superior del menor y del adolescente.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. El Poder Legislativo federal, las legislaturas de las entidades federativas y la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal contarán con un plazo de 90 días para adecuar la legislación secundaria a las 
disposiciones del presente decreto. 

Tercero. Se deroga toda disposición que se oponga en todo o en parte al presente decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2008.--- Diputados: Pablo Arreola Ortega, Rosario Ortiz 
Magallón , Holly Matus Toledo , Elsa Conde Rodríguez, Irma Piñeyro Arias , Martha Tagle Martínez , Itzcóatl 
Tonatiuh Bravo Padilla , Carlos Rojas Gutiérrez , Irene Aragón Castillo (rúbricas).» 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado : Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.  
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11) 30-04-2008 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Irene Aragón Castillo (PRD). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de abril de 2008. 

 

Que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
cargo de la diputada Irene Aragón Castillo, del Grupo Parlamentario del PRD  

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, la que suscribe, 
diputada Irene Aragón Castillo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática 
en la Cámara de Diputados en al LX Legislatura, presenta ante esta soberanía iniciativa que contiene proyecto 
del decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
con el fin de elevar a rango constitucional los derechos de las niñas, niños y adolescentes al tenor de la 
siguiente: 

Exposición de Motivos  

A diferencia de los adultos, en el caso de las niñas, niños y adolescentes, es claro que la responsabilidad de 
su conducta e incluso de su adecuada formación, recae parcialmente en ellos y en los adultos bajo cuya tutela 
se encuentran; ya que el Estado tienen también la obligación de proporcionar al menor, ya sea a través de la 
familia o de las instituciones sociales, la satisfacción de sus necesidades básicas en lo que concierne a 
cultura, educación, esparcimiento, salud, seguridad y vivienda, es decir aquellos satisfactores que le 
garanticen una vida digna. 

De tal modo que la no actuación del Estado lo coloca en una situación responsabilidad por omisión que 
genera graves consecuencias, como agravar las condiciones de desigualdad e indefensión de este sector 
poblacional. 

Sin duda, la niñez y adolescencia son etapas determinantes en la vida de las personas, en ellas se forman las 
normas y valores que posteriormente definirán su personalidad como adulto y la manera de relacionarse en 
sociedad. Es durante estas etapas de formación que los niños, niñas y adolescentes representan un sector 
vulnerable, susceptible de ser víctima de violencia, agresiones y abusos en diversos ámbitos de su vida; por 
ello requieren una atención especial que garantice el libre desarrollo de su personalidad. 

En México un importante número de niñas, niños y adolescentes vive en situación de desprotección, se 
vulneran y violan con frecuencia sus derechos humanos, sufren en la mayoría de los casos explotación 
laboral, trabajan como jornaleros agrícolas, son víctimas de trata o explotación sexual, violencia y maltrato o 
son discriminados por sufrir enfermedades como el VIH/sida. 

Según datos del INEGI de 2002, uno de cada seis niñas y niños de entre 6 y 14 años es víctima de trabajo 
infantil; y en las comunidades indígenas esta cifra llega a ser hasta de 36 por ciento, siendo las entidades de 
mayor incidencia Chiapas, Campeche, Puebla y Veracruz.  

Cada año, alrededor de 300 mil niñas y niños abandonan sus comunidades de origen para emigrar con sus 
familias a otras entidades del país en búsqueda de trabajo e ingreso. 

Un estudio publicado por el Unicef en el año 2000, muestra que la explotación sexual infantil de la que son 
víctima muchos niños en nuestro país, no sólo se encuentra presente en toda la República Mexicana sino que 
va en aumento y su expresión más visible se localiza en las principales áreas urbanas, así como en las zonas 
turísticas y fronterizas. A este respecto, aunque no existen estadísticas actualizadas se estima que para ese 
año, se encontraban en esta situación más de 16 mil niñas, niños y adolescentes. 
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Otro caso igualmente preocupante es el de las niñas, niños y adolescentes emigrantes, sobre todo aquellos 
que hacen esta travesía solos y que al intentar cruzar la frontera hacia EU enfrentan violaciones graves de sus 
derechos, pues sufren trata y explotación sexual. 

Aunado a estos grupos se encuentra el de los niños, niñas y adolescentes víctimas de la violencia, ya sea 
familiar, escolar o comunitaria. 

Actualmente se sabe que gran parte de la violencia ejercida contra ellos permanece oculta por diversas 
razones, una de estas y quizá la principal, es el miedo a denunciar los episodios de violencia que se sufren, 
esta violencia abarca desde la desatención, hasta el abuso sexual, el homicidio u otras formas de violencia. A 
este respecto las estadísticas son muy elevadas: en el año 2002 el sistema de salud reportó más de 19 mil 
menores de 14 años con lesiones ocasionadas por violencia, entre 2002 y 2004, el Sistema Nacional DIF 
atendió alrededor de 70 casos de maltrato infantil diariamente. 

Otro grupo importante lo conforman los niños víctimas de desprotección que no son registrados en los 
juzgados civiles, ya sea por marginación o por negligencia. Finalmente se hallan los niños, niñas y 
adolescentes infectados con VIH, cifra que en 2003 llegaba a 11 mil 700 casos. 

En este contexto, observamos que las leyes en nuestro país ubicaban a niños, niñas y adolescentes como 
objetos de tutela y no sujetos de derecho y, al ser vistos de esta forma se les restringía hacer efectivas 
algunas de las garantías que les otorga la Constitución, además de todos los derechos que se desprenden de 
los tratados de los que México forma parte y entre los que se encuentran: la Declaración de Ginebra sobre los 
Derechos del Niño (1924); la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre (1948); la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948); el Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1950); la Declaración de los Derechos del niño 
(1959; la Carta Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos (1981); la Convención sobre los Derechos 
del Niño (1989) y la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño (1990). 

En fechas más recientes, la Declaración de Estocolmo contra la explotación sexual infantil con fines 
comerciales (1996); el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente 
mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada 
transnacional (2000); el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la 
venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (2002); el Compromiso Mundial 
de Yokohama (2001), incluyendo la Sesión Especial de Naciones Unidas a Favor de la Infancia, celebrada en 
Nueva York, en mayo de 2002. 

El Convenio número 5 de la OIT, por el que se fija la edad mínima de admisión de los niños a los trabajos 
industriales (1919); el Convenio 6 de la OIT, referente al trabajo nocturno de los niños en la industria (1919); el 
Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Niños (1921), el Convenio 29 de la OIT, 
relativo al trabajo forzoso u obligatorio (1930), el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena (1950). El Convenio 138 de la OIT, (1973); La Convención Interamericana 
sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores. 

Si bien, en la legislación penal nacional y en los instrumentos internacionales que México ha suscrito durante 
el siglo XX y a principios del XXI, se observa una preocupación por el interés superior de la niñez, todavía 
existen un gran trecho por recorrer pues las acciones emprendidas no han sido suficiente y así lo demuestran 
las cifras. Los niños, niñas y adolescentes continúan siendo uno de los sectores más vulnerables de la 
sociedad, sobre quienes persisten los abusos y atropellos impunes, ello debido a que todavía existen 
importantes vacíos legales que no permiten garantizar el ejercicio pleno de sus derechos. 

Cabe precisar que aún cuando en el año 2000 se recoge en el texto constitucional el mandato de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, signado por México en 1990, es necesario complementar esta 
reforma mediante la incorporación en el artículo 4o. constitucional de otros principios superiores contemplados 
en instrumentos internacionales, que representan obligaciones específicas para el Estado y un marco más 
amplio de protección para este grupo vulnerable. 

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona el artículo 4o. de de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  
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Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 4o. de la Constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la 
familia. 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el 
espaciamiento de sus hijos. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en 
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y 
apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. 

Los niños, niñas y adolescentes son titulares de todos los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los instrumentos internacionales. Las leyes, instituciones y políticas relacionas con la 
infancia y adolescencia tendrán como principios rectores el interés superior del niño y adolescente, la 
autonomía progresiva, el derecho a la supervivencia y el desarrollo integral y el principio de prioridad. Todas 
las decisiones de cualquiera de los niveles de gobierno y de los distintos poderes estarán orientadas por estos 
principios.  

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Palacio Legislativo, a 29 de abril de 2008. 

Diputada Irene Aragón Castillo (rúbrica) 
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12) 30-04-2008 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Martha Hilda González Calderón (PRI). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 22 de abril de 2008. 
 
 

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA HILDA GONZÁLEZ CALDERÓN, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PRI  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y 55 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados la presente 
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los párrafos sexto, séptimo y octavo, para definir expresamente la calidad de 
niñez y de adolescencia, conforme a la siguiente  

Exposición de Motivos  

Niño, desde el punto de vista de su desarrollo biológico, psicológico y social, es la denominación utilizada para 
toda criatura humana que no ha alcanzado la pubertad.  

Los derechos de la infancia son los que poseen los niños y los adolescentes durante el periodo de edad que la 
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes señala: niñas y niños son las 
personas de hasta 12 años incompletos, y adolescentes los que tienen entre 12 años cumplidos y 18 
incumplidos. Sus derechos son inalienables, irrenunciables, innatos e imprescindibles para el desarrollo de 
una buena infancia que permita el sano crecimiento físico, mental y emocional de los menores.  

Es muy probable que para los niños de hoy resulte más difícil labrarse un futuro decoroso y una vida digna, en 
la que se hagan sentir los beneficios de la cultura y el desarrollo. Esta circunstancia amerita poner en marcha 
toda la capacidad de la sociedad para superar retos y revertir asignaturas pendientes con uno de los 
segmentos más desprotegidos de México, pues para nadie es novedoso el deterioro de los niveles 
nutricionales o la reaparición de enfermedades epidémicas entre los infantes. De igual forma, podemos decir 
que las oportunidades de educación y empleo se han estrechado entre la población en general, pero en los 
niños repercuten con mayor intensidad la marginación y la pobreza.  

Ante esta problemática social tan sensible –y no reciente–, la necesidad de instaurar medidas encaminadas a 
tutelar los derechos de los menores se ha dado a través de un proceso evolutivo a escala mundial, cuyos 
inicios datan de la segunda década del siglo pasado, pues ya desde 1919 la Sociedad de las Naciones creó el 
Comité de Protección de la Infancia. Más adelante, en 1923 se formuló la Declaración de los Derechos del 
Niño, o Declaración de Ginebra.  

Cuatro años más tarde, en 1927, se dio en el continente americano uno de los primeros esfuerzos 
internacionales en favor de los derechos del niño, a través del acta de fundación del Instituto Interamericano 
del Niño, suscrita por 10 países. En 1934 se refrendó la Declaración de Ginebra. Ésta volvió a ser tomada en 
cuenta por el Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas, que recomienda su 
contenido. De esa forma, para 1946 se apreció en el ámbito internacional un movimiento encaminado a la 
creación del Fondo Internacional de Emergencia de las Naciones Unidas para la Infancia.  

Dos años más tarde, en 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó la Declaración 
Internacional de los Derechos Humanos, en la cual se consideran de manera implícita los derechos de niños y 
de adolescentes.  

Para 1959, la Declaración de los Derechos del Niño es adoptada por unanimidad, sin tener obligatoriedad en 
su cumplimiento por los Estados. Veinte años más tarde, en 1979, se celebró el Año Internacional del Niño y 
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se conmemoraron al mismo tiempo los 20 años de la Declaración de los Derechos del Niño. Una década más 
tarde, en 1989, la Convención sobre los Derechos del Niño fue adoptada por la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas, quedando abierta para la firma y ratificación de los Estados. Este 
importante instrumento internacional fue signado por México; la convención fue aprobada por la Cámara de 
Senadores del honorable Congreso de la Unión el 19 de junio de 1990.  

La vigencia en México de la Convención sobre los Derechos del Niño se enmarca por diversos antecedentes 
que dan cuenta del interés institucional sobre el tema, tanto desde la perspectiva de las políticas públicas 
como desde la vertiente legislativa formada con el paso del tiempo para dar respaldo legal a la protección de 
los derechos de niños y de adolescentes. En este sentido, y de manera sucinta, se destacan algunos 
esfuerzos importantes, como el programa Gota de Leche, instaurado en 1929, con el propósito central de 
aportar ayuda alimentaria a una parte del segmento infantil más necesitado de la población mexicana. Con 
posterioridad, en el ámbito de la administración pública, se dieron otros programas que tomaron cuerpo 
institucional a través de organismos como el Instituto Nacional de Protección a la Infancia, el Instituto 
Mexicano de Asistencia a la Niñez y el Instituto Mexicano de Protección a la Infancia y la Familia. Estas 
experiencias institucionales sucesivas dieron origen, en 1977, a un organismo más amplio, funcionalmente 
hablando, en la entidad denominada "Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia" (DIF).  

La asistencia social de los menores en México ha evolucionado de manera paulatina a lo largo de su historia, 
desde una perspectiva predominantemente caritativo-beneficiaria, hacia el enfoque más actual que tutela 
primordialmente los derechos de un sector social antes que atender una condición individual determinada, 
teniendo como sustento para este enfoque la visión de la protección integral.  

El marco jurídico que rige la protección de los derechos se ha diversificado a lo largo del tiempo, 
sustentándose en diversos ordenamientos y disposiciones, como los casos de las garantías constitucionales 
en favor de la infancia, que se contienen –expresa o implícitamente–, por ejemplo, en los artículos 1o., 3o., 
4o., 16 y 18 de la Carta Magna, así como en las disposiciones orgánicas que se desprenden de los artículos –
también constitucionales– 30, 31, 34, 73, 89, 103, 107, 121, 123 y 130.  

Con relación a lo anterior y para los efectos de la presente iniciativa, es importante destacar el hecho y 
contenido de las reformas y adiciones del artículo 4o. constitucional, mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 7 de abril de 2000, dando lugar al texto actual que, a la letra señala en los párrafos 
sexto, séptimo y octavo:  

Artículo 4o. …  

…  

…  

…  

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado 
proveerá lo necesario para propiciar el respeto de la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 
derechos.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 
de la niñez. 

Cabe destacar que, contrariamente a lo registrado en ordenamientos jurídicos de periodos anteriores, se hace 
en este caso la mención diferenciada de "niños y niñas". Esta circunstancia obedece, ateniéndonos a lo 
discutido en el proceso legislativo de la reforma y adiciones en comento, a las diferencias culturales de 
carácter marginal que existen en el entorno social; distinguir entre niños y niñas coadyuva, en la intención del 
legislador, a disminuir las limitaciones a la igualdad de oportunidades entre los géneros. Esta argumentación 
encontró eco durante el proceso y se reflejó en el texto aprobado para los citados últimos párrafos del artículo 
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4o. constitucional, sin menoscabo del contenido de la también mencionada Convención sobre los Derechos 
del Niño, que se refiere en general y a la vez en singular al sujeto central de dicho instrumento.  

Siguiendo igual razonamiento, se aprecia que la decisión legislativa de considerar en el ordenamiento que se 
fundamenta en el párrafo sexto del artículo 4o. Constitucional, con el título de "Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes", se sustenta en la necesidad de diferenciar la condición de niña y 
de niño de la de adolescente, en razón de las distintas condiciones de desarrollo biopsicosocial que presenta 
el individuo en esas dos etapas de la vida: niñez y adolescencia, si bien tanto niñas y niños como 
adolescentes –por razón de sus rangos de edad– se ven comprendidos en el instrumento internacional 
invocado en el párrafo anterior, por lo que podemos concluir que no lo contravienen. En otras palabras, la 
inclusión del término "adolescentes" en la ley antes mencionada coadyuvaría a una mejor tutela de los 
derechos entre la población objetivo.  

Por lo anterior, se ha considerado la conveniencia legislativa de dar congruencia terminológica a los 
principales instrumentos jurídicos mexicanos a favor de la niñez y la adolescencia, en virtud de que esta 
distinción no se contrapone sino que complementa el contenido de uno de los principales instrumentos 
internacionales aprobados por México, la Convención sobre los Derechos del Niño.  

Por lo anterior se busca mediante la presente iniciativa que el artículo 4o. constitucional y la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes compartan los mismos términos, y sentido tutelar 
integral, por lo que proponemos que se reforme el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los párrafos sexto, séptimo y octavo, para establecer los términos diferenciados de 
niñas, niños y adolescentes, pues ello representa una perspectiva más completa y mejor tutela del bien 
jurídico que se refleja en tales ordenamientos.  

Con base en lo expuesto, me permito presentar ante la honorable Cámara de Diputados el proyecto de 
decreto mediante el cual se proponen reformas del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los párrafos sexto, séptimo y octavo, en los siguientes términos:  

Decreto  

Único. Se reforma artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los párrafos 
sexto, séptimo y octavo, para quedar como sigue:  

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. …  

…  

…  

…  

Las niñas, los niños y los adolescentes tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto de la dignidad de la niñez y la adolescencia, y el ejercicio pleno de sus 
derechos.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 
niñez y la adolescencia.  

Transitorios  

Primero. Quedará sin efecto cualquier disposición que se oponga al presente ordenamiento.  
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Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Tercero. La reglamentación y normatividad en la materia deberán adecuarse en un plazo no mayor de 90 
días, a partir de su publicación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de abril de 2008.  

Diputada Martha Hilda González Calderón (rúbrica)  
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13) 30-04-2009 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
Presentada por el Diputado Fidel Antuña Batista (PAN). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 21 de abril de 2009. 
 
 

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO FIDEL ANTUÑA BATISTA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PAN 

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, diputado a la LX Legislatura del 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, concordantes con el diverso 55, fracción II, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se permite 
presentar, para su análisis y dictamen, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman 
los párrafos sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El presente proyecto legislativo versa en la primacía del Estado en hacer congruente la legislación mexicana 
con los diversos instrumentos jurídicos que México ha suscrito y ratificado en el orden internacional y otros 
que propiamente ha diseñado para proteger a la niñez y a la adolescencia de tal manera que se acceda a 
garantizar el respeto a los derechos y garantías individuales de los menores de edad y jóvenes adolescentes, 
pues son ellos los que como actores de la sociedad, constituyen el recurso más importante para la 
preservación de la misma, contribuir a su progreso mediante la generación y afronta de los cambios con base 
a la innovación y evolución social, así como para el desarrollo económico del país y del resto de las naciones. 

Es por ello que, tomando en cuenta lo establecido en el artículo 4o. constitucional refiere en sus párrafos 
cuarto, sexto, séptimo y octavo que a la letra dice: 

"Artículo 4o. El varón y la mujer… 

… 

… 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 

... 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado 
proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 
derechos. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 
de la niñez." 

Debemos preguntarnos ¿hasta cuando un individuo es niño o niña?, toda vez que en nuestra Carta Magna se 
describe en la fracción I del artículo 34 que son los 18 años, el periodo de vida donde el mexicano alcanza la 
mayoría de edad, pues se infiere que a esa edad ya cuenta con la capacidad de razonamiento y madurez para 
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el ejercicio de los derechos electorales y políticos, y así lo faculta como ciudadano mexicano con derechos y 
prerrogativas. 

En razón de lo anterior se desprende que de los 0 a los 18 años el menor de edad se encuentra en la etapa 
de la niñez; sin embargo en el periodo de tiempo referido existe una etapa del ser humano donde se definen 
muchas de las características de lo que será cuándo éste alcance su edad joven o adulta, la cual se le ha 
denomina adolescencia. 

Para reconocer la importancia de ambas etapas, de acuerdo a estudios diversos realizados por disciplinas 
tales como la medicina, psicología, sociología, biología, etcétera, se ha determinado que la trayectoria positiva 
de vida del individuo o en su caso la proyección de los elementos de su destrucción o decadencia, radica 
tanto en la niñez como en la adolescencia. De ahí que hoy debemos tener presente que en el México actual 
por los constantes cambios culturales, dogmáticos, políticos, económicos y biopsicosociales derivados de la 
globalización, la niñez y la adolescencia son periodos donde el ser humano presenta su estabilidad a nivel 
psicológico-afectiva y, los cambios acelerados que lo transforman en adulto (en algunos casos más temprano 
que en otros) como son los cambios biológicos, de tipo cognitivo, psicosexual y social respectivamente. 

Sin embargo es importante destacar que estos cambios se manifiestan en el adolescente en diversas formas, 
grados, orientaciones, etc. toda vez que en cuanto a los cambios biológicos se distinguen su crecimiento y la 
formación de sus cuerpos, la maduración física y sexual, el peso, el logro de la capacidad de reproducción sin 
plena conciencia de lo que representa y las consecuencias que les puede traer, entre otros; respecto a la 
parte cognitiva, se define su forma de pensar que primero se encuentra dirigida por los responsables de su 
custodia y luego por personas externas a su núcleo familiar, cuando inician su proceso de socialización con la 
reflexión comparada de su inteligencia y el procesamiento de la información para entender y manipular 
conceptos abstractos, especular acerca de las posibles alternativas que tienen para razonar y actuar y, que 
manifiestan en el individuo la impresión de sentirse constantemente observado y criticado, o bien, diferente y 
único pensando que nada negativo le puede suceder. En relación con el factor psicosexual se muestran 
rasgos sobre el autoconcepto, la autoestima, el género y la identidad que comienza en la niñez a través de la 
experimentación de dependencia con los padres y que con el despertar de la conciencia se transforma con 
una cierta dependencia de sí mismo con el objeto de encontrar su identidad personal. Por lo que hace al factor 
social, el niño y el adolescente tienden a asimilar cuan complejo es su desarrollo social iniciándose con la 
toma de decisiones a nivel personal y de gusto para posteriormente enfocarse a formular su juicio moral 
dentro de las diferentes esferas en las que se desenvuelve para así formar su carácter, valores, creencias y la 
conducta por adoptar, es decir, pasando de una relación de necesidad parenteral a la búsqueda de 
comprensión, afecto, confianza, intimidad y comunicación con una relativa independencia, pero siempre 
dirigidas a integrarse a la sociedad y conseguir su autonomía. 

Lo anterior nos deja advertir la importancia de la adolescencia que al curso de los cambios biológicos en 
conjunción con los de tipo cognitivo, psicosexual y social, permiten al individuo iniciar de manera progresiva 
con su proceso de asimilación de su entorno, de sus responsabilidades y obligaciones, de la factibilidad y 
orientación de su desarrollo, así como la forma en que logrará sus metas y objetivos, respetando su actuación 
en todas sus esferas, como ser social. 

Bajo estas percepciones debemos entender que tanto la niñez como la adolescencia son igualmente 
significativas para determinar el desenvolvimiento de los ciudadanos, es por tanto que organismos no 
gubernamentales como la Organización de las Naciones Unidas y sus Estados miembros, como lo es México, 
se han comprometido a asegurar el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del 
hombre, particularmente los de la población infantil y adolescente, diseñando y acordando instrumentos 
jurídicos que impulsan diversas acciones y actividades tendientes a identificar el periodo de vida en que el ser 
humano se encuentra más vulnerable, es decir ¿cuándo cursan su niñez y, cuándo su adolescencia?, así 
como también el procurar la defensa de sus derechos y garantías individuales; por lo que tras arduas 
Convenciones y jornadas de trabajo conjunto entre intelectuales médicos, juristas, líderes de gobierno y 
sociedad en general entre otros, se han logrado suscribir y ratificar en el orden internacional y nacional para 
proteger a la niñez y a la adolescencia, instrumentos tales como la Convención sobre los Derechos del Niño; 
el protocolo facultativo en relación con los principios generales de la Convención sobre los Derechos del Niño; 
el Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía; y en el ámbito nacional la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; los cuales tienen por finalidad que la adolescencia y la niñez 
cuenten con un marco jurídico que salvaguarde su protección en entornos de crecimiento, supervivencia y 
desarrollo sanos, armoniosos y plenos, con ambientes familiar y social de respeto a las garantías y derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que son 



3 
 

congruentes con los artículos 4, 15 y 19 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

Lo anterior para además coincidir que son niñas y niños las personas de hasta 12 años incompletos, y 
adolescentes los que tienen entre 12 años cumplidos y 18 años incumplidos, referencia que ha sido dispuesta 
en el artículo 2 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, concordante con 
el diverso 1 de la Convención sobre los Derechos de la Niñez. 

Por lo que con el objeto observar irrestrictamente lo dispuesto en el artículo 4o. constitucional, se debe 
advertir que es substancial plasmar en nuestra Constitución la figura del adolescente; toda vez que así se 
hará congruente la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en relación con lo 
establecido en su artículo 1o. que señala: 

"Artículo 1. La presente ley se fundamenta en el párrafo sexto del artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de orden público, interés social y de observancia 
general en toda la República Mexicana y tiene por objeto garantizar a niñas, niños y adolescentes la tutela y el 
respeto de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución. 

"La federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios en el ámbito de su competencia, 
podrán expedir las normas legales y tomarán las medidas administrativas necesarias a efecto de dar 
cumplimiento a esta ley." 

Por lo anterior, me permito someter a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente 
proyecto de 

Decreto 

Único. Se reforman los párrafos sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estos Unidos Mexicanos, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la 
familia. 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el 
espaciamiento de sus hijos. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en 
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y 
apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

Los niños, las niñas y adolescentestienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y de la adolescencia y, el ejercicio pleno de sus 
derechos. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 
niñez y la adolescencia. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a 21 de abril de 2009. 

Diputado Fidel Antuña Batista (rúbrica) 
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14) 22-07-2009 
Comisión Permanente. 
INICIATIVA con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 3, 4 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Claudia Lilia Cruz Santiago (PRD). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 22 de julio de 2009. 
 
 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS 
ARTICULOS 3, 4 Y 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 
(Presentada por la C. Diputada Claudia Lilia Cruz Santiago, del grupo parlamentario del PRD) 
 
- Se da cuenta con la iniciativa y se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de 
Diputados. 

 

 “La suscrita, Diputada Federal Claudia Lilia Cruz Santiago, integrante del grupo parlamentario del Partido de 
la Revolución Democrática de la LX Legislatura, con fundamento en lo establecido en los artículos 71, fracción 
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de la 
Honorable Asamblea proyecto de Decreto por el que se reforma y adicionan los artículos 3, 4 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La problemática que existe en nuestro país, trastoca diversos aspectos en la vida de niñas, niños y 
adolescentes. De acuerdo con datos del INEGI, en México durante el año 2007 había 29 millones de niños y 
niñas de 5 a 17 años de edad laborando. Theresa Kilbane del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
(UNICEF), reconoce que en nuestro país existen 3.3 millones de niñas y niños de entre 6 y 14 años que 
realizan diversas labores. 

Por su parte, la Red de Organizaciones trabajando para la Eliminación de la Explotación Sexual Comercial de 
Niños, Niñas y Adolescentes (ECPAT, por sus siglas en inglés), México es el segundo país en el mundo con 
mayor producción de pornografía infantil y de explotación sexual de niñas, niños y adolescentes, a través de 
Internet, ocupa el 3er. lugar en la lista de delitos cibernéticos en el país. Y entre 5 mil y 80 mil menores de 
edad, son explotados sexualmente en las principales ciudades o municipios del país. Además, esta misma 
organización internacional refiere que México es visto a nivel mundial como destino de turismo sexual, la cual 
afecta a los grandes centros turísticos del país como Tijuana, Cancún y Acapulco, entre otros. 

Aproximadamente el 29% de los menores de edad del país han sufrido abandono, 23% maltrato físico y 21% 
maltrato emocional. Además de ser el puente internacional para el tráfico de menores de edad entre 
Latinoamérica y Estados Unidos,porque los traficantes encuentran en nuestro país todas las facilidades para 
cometer el delito de trata de personas. México está catalogado por la Organización de las Naciones Unidas y 
otros organismos internacionales, como un país de origen, tránsito y destino de víctimas de la trata 

En el mes de abril del presente año, fueron detenidos en el Distrito Federal una red de pederastas que se 
dedicaban a la producción y distribución de pornografía a través de Internet, en esta red se encuentran 
involucrados un sacerdote residente en Xalapa,Veracruzy un servidor público de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores. Asimismo tenemos que de acuerdo con reportes del DIF Nacional, 17 mil menores de edad son 
explotados sexualmente en el país y el tráfico de infantes entre México y Estados Unidos supera los 250 mil 
casos. 

Uno de los hechos más lamentables en los días recientes, ha sido la muerte de 48 niños ha consecuencia del 
incendio ocurrido el día 5 de junio del presente año, en una guardería subrogada por el Instituto Mexicano del 
Seguro Social en el Estado de Sonora, en cuyo espacio no existían las condiciones de seguridad necesarias 
para su adecuado funcionamiento en beneficio de su población. Pero además, la estructura del inmueble, 
carecía de condiciones apropiadas para un desempeño óptimo. Este hecho lamentable, ha demostrado que la 
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Administración Pública en México, en sus distintos niveles de gobierno, han dado prioridad a intereses 
políticos, económicos y de nepotismo y corrupción por encima del Interés Superior de Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

Ante estos hechos, queda demostrado que en México nuestra infancia se encuentra en grave riesgo. Es por 
ello que es ineludible, la necesidad de que toda la sociedad asuma, de manera conjunta y coordinada, la 
responsabilidad que nos corresponde para brindar y garantizar la protección plena de nuestras niñas, niños y 
adolescentes. 

En este sentido, resulta preciso recordar que México ha ratificado diversos instrumentos internacionales en 
materia de derechos humanos y relacionados con los derechos de las y los infantes. Al respecto, la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos señala que la convivencia humana debe darse en el marco 
del respeto y observancia de los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona y 
en la igualdad de los derechos entre mujeres y hombres. Además de que proclama, de manera clara y 
contundente que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales. 

En 1959 la comunidad internacional dispuso la creación del primer instrumento consagrado exclusivamente a 
los derechos de la infancia: la Declaración de los Derechos del Niño, en la cual se reafirma que la humanidad 
debe reconocer a la niñez sus derechos, y que el Interés Superior de las niñas, niños y adolescentes debe 
inspirar a quienes tienen responsabilidades al respecto. 

El concepto Derechos de la Niñez, debe entenderse en su sentido más amplio, en virtud de que implica el: 
“Conjunto de derechos humanos que deben ser aplicados y dirigidos a niños y niñas, en función de los 
cuidados y asistencia especiales que requieren para lograr un crecimiento y desarrollo adecuados dentro de 
un ambiente de bienestar familiar y social”. 

Por su parte, en la Declaración de los Derechos del Niño se ha definido que el niño, por su falta de madurez 
física y mental, tiene derecho a cuidados y asistencias especiales, incluso la debida protección legal. En esta 
declaración se alude al Principio del Interés Superior de la infancia, refiriendo que:  

El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensando todo ello por 
la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma 
saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la 
consideración fundamental a que se atenderá será el Interés Superior del Niño.  

Posteriormente, en 1989 se aprueba un instrumento sin precedentes que adquiere el mayor número de países 
adherentes en la historia de las Naciones Unidas: la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN). 

La CDN contiene una serie de principios que deberán ser rigurosamente observados en la adecuación y 
armonización de la legislación nacional. Estos principios corresponden a proposiciones que describen 
derechos como el de igualdad, autonomía y protección efectiva. Tal es el caso del Principio del Interés 
Superior de la Infancia. 

Ahora bien, nuestro país suscribió la CDN desde 1990, lo cual significa que sus disposiciones forman parte del 
derecho positivo mexicano; sin embargo, el Comité encargado de vigilar el cumplimiento de la CDN ha 
insistido en su preocupación por la falta de eficacia en las medidas adoptadas por el Estado Mexicano para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en este ordenamiento internacional. 

La doctrina de la protección integral de los derechos de la infancia es el sustento teórico-jurídico de la CDN. 
Esta doctrina concreta jurídicamente, en el ámbito internacional, un nuevo modelo de la relación de la niñez 
con el derecho, con el Estado y con sus progenitores, permitiendo que los derechos de la niñez prevalezcan 
sobre otros intereses, más aún si entran en conflicto. 

Esta doctrina concibe a todas las niñas, niños y adolescentes como sujetos de derechos, estableciendo de 
manera explícita las obligaciones que adquieren los Estados Partes de la CDN para incorporar en sus 
legislaciones la visión y contenido de dicha Convención, a través del ejercicio y promoción de las políticas 
públicas, resaltando la obligación que tienen para garantizar la supervivencia y desarrollo del infante. 
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Señalando además que las madres y los padres, son garantes del ejercicio y disfrute pleno de los derechos de 
la infancia. Al respecto, considero importante precisar el artículo 3 de la CDN que a la letra dice: 

Artículo 3  

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el Interés Superior del Niño.  

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios 
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 
responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas 
adecuadas.  

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del 
cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, 
especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación 
con la existencia de una supervisión adecuada. 

La doctrina de la “Protección Integral de los Derechos de la Infancia”, parte del reconocimiento de que los 
niños y las niñas son sujetos de derechos y responsabilidades, señalando que se debe prohibir y sancionar el 
abuso de poder en su contra, proteger sus diferencias y reconocerles como personas. Esta doctrina establece 
una amplia gama de derechos individuales y colectivos de los que goza la niñez, transformándose la visión del 
menor de edad como objeto de la compasión-represión, a la de infancia-adolescencia, reconociéndola como 
seres humanos titulares de derechos exigibles al Estado, en amplia consideración a su carácter de personas 
en desarrollo. 

El Estado mexicano al ratificar la Convención de los Derechos del Niño, tiene la obligación permanente de 
armonizar su legislación interna. Por lo que concientes de que en México las niñas, niños y adolescentes aún 
se encuentran en grave situación de vulnerabilidad, resulta indispensable realizar reformas que aminoren 
estos efectos y que tengan como objetivo principal, erradicar las condiciones de vulnerabilidad que afectan su 
sano desarrollo. 

En consideración a que los derechos de niñas, niños y adolescentes de nuestro país, aún se encuentran 
limitados, resulta indispensable que todos los entes de gobierno, de manera conjunta y coordinada, 
garanticemos irrestrictamente el cabal respeto y cumplimiento a sus derechos, en aras a lo estipulado en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificado por nuestro Estado, de cuyo instrumento 
destacamos el artículo 19 que dispone: 

Artículo 19. Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por 
parte de su familia, de la sociedad y del Estado.  

Nuestros infantes, al ser sujetos de derecho y en atención a sus condiciones de vulnerabilidad, deben ser 
prioridad en todo momento y bajo cualquier circunstancia, esto con el propósito de que estén en posibilidades 
reales de desarrollar sus capacidades de manera sana y adecuada.  

Por otra parte, el artículo 73 constitucional establece facultades legislativas de interés prioritario para la 
nación, entre las que no se observa la facultad expresa de legislar en materia de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes. Por lo tanto, resulta necesario plasmar en nuestra Carta Magna la relevancia que tienen 
los derechos de la niñez mexicana, en todos los sentidos. 

En tal sentido, como Congreso de la Unión debemos realizar y aprobar las reformas que sean necesarias para 
proporcionarles a las niñas, niños y adolescentes, las herramientas indispensables que les brinden una 
protección y defensa a sus derechos, atendiendo al principio del Interés Superior de la Infancia, ampliamente 
reconocido a nivel internacional.  
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Lo anterior, tiene como propósito legislar en beneficio de nuestras niñas, niños y adolescentes de toda la 
República Mexicana, para que vivan y crezcan en condiciones materiales y afectivas que le permitan vivir 
plenamente, alcanzando el máximo de bienestar posible. 

Por lo que corresponde al tema de la educación, el estudio de “La Violencia y el Maltrato Infantil en México” 
realizado por el Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género (CEAMEG), 
refiere que la niñez es un periodo fundamental para la vida de cualquier mujer u hombre, por lo que en esta 
etapa cada ser humano adquiere aquellos elementos que formarán su personalidad y que le permitirá hacer 
frente a la vida en sociedad. 

Asimismo, no debemos perder de vista que el respeto a los derechos humanos debe fomentarse desde 
temprana edad, por lo tanto se propone que la educación básica que imparta el Estado, se incluya el respeto a 
los derechos humanos, cuya realización permitirá aminorar el problema de violencia y maltrato infantil en 
nuestro país. Es por ello que resulta indispensable incorporar en el artículo 3º constitucional, el respeto por los 
derechos humanos, en virtud de que está modificación permitirá que los derechos humanos sean 
considerados como un elemento importante en la educación y, con ello, educar a las y los alumnos respecto a 
sus derechos humanos. 

Bajo este tenor, se requieren reformas a los artículos 3, 4 y 73 de nuestra Carta Magna, con el propósito de 
abonar en el camino de la armonización legislativa en pro de los derechos de la infancia mexicana, de 
conformidad con lo ordenado en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño; en la 
Declaración de los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959 y 
reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (de manera particular en lo dispuesto en los artículos 23 y 24); en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (de manera especial, en el artículo 10), así como en los demás 
estatutos e instrumentos emitidos por los organismos especializados internacionales que han expuesto interés 
en procurar el bienestar de las niñas, niños y adolescentes, en todos sus aspectos.  

Sumado a lo anterior, también tenemos las ratificaciones que México ha realizado al Convenio No. 182 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre las peores formas de trabajo infantil, el Protocolo Facultativo de 
la Convención de los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de 
niños en la pornografía. Y en 2003, ratificó el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de 
Personas, especialmente Mujeres y Niños.  

Por otra parte, en la Cumbre Mundial en favor de la Infancia, México asumió un compromiso vinculante para 
brindar un futuro mejor a todas y todos los infantes. Y en el ámbito interamericano, México firmó en 1995 la 
Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores, cuyo ordenamiento ratificó en 1996.  

El Interés Superior de la Niña, Niño y Adolescentes implica que para lograr el bienestar del infante, el 
Estado deba intervenir a través de un interés legítimo para que dentro de las instituciones públicas y 
privadas que brinden servicios de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas, 
órganos legislativos de los distintos ordenes y niveles de gobierno, consideren como prioridad el 
"Interés Superior de la Niña, Niño y Adolescente”. Para dar cumplimiento a lo anterior, se deberá tomar 
como un estándar jurídico a la hora de legislar y de juzgar, la aplicación de acciones y medidas que 
favorezcan a las y los infantes. 

En la opinión consultiva número OC-17/2002 emitida el 28 de agosto de 2002, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, refiere que la expresión Interés Superior del Niño comprende que el desarrollo de 
éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser criterios rectores para la elaboración de normas y 
la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño.  

Considero que el Interés Superior del Infante debe fundarse en los principios de la democracia, la 
igualdad, la no discriminación, la paz y la justicia social así como la universalidad, indivisibilidad, 
interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos, incluyendo su derecho al desarrollo. 
Siendo entonces dicho interés, el principio rector que debe guiar tanto a las autoridades como a la sociedad, 
en la adopción y aplicación de acciones que permitan hacer efectivas las garantías y derechos fundamentales 
reconocidos en nuestra Constitución Política, con el propósito de que a todas las niñas, niños y adolescentes 
les sean respetados sus derechos.  
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Es así como tenemos que el principio de Interés Superior de la Niña, Niño y Adolescente se refiere al: 
“Conjunto de acciones y procesos que tienden a garantizar un desarrollo integral y vida digna, 
plasmadas en condiciones materiales y efectivas que permitan a los infantes vivir plenamente y 
alcanzar el máximo bienestar posible”. 

Para ello, se requiere que la sociedad y el gobierno, realicen el máximo esfuerzo posible para construir 
condiciones favorables, con el propósito de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. 

Lo anterior implica la obligación para que, independientemente de las coyunturas políticas, sociales y 
económicas, a la infancia se le asignen todos los recursos posibles que garanticen su sano desarrollo. 

El Mtro. Érick Gómez Tagle ha señalado que tanto las instancias públicas como privadas, es decir, sociedad y 
gobierno tenemos la irrenunciable obligación de cuidar la integridad física, la salud mental, la libertad sexual y 
el adecuado desarrollo de todas las niñas, niños y adolescentes. Por tanto, sus garantías individuales y 
derechos humanos, tienen que estar por encima de cualquier interés económico o político.  

En este mismo orden de ideas, las resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia no sólo tienen 
efectos sobre las partes que intervienen en los asuntos de su conocimiento, sino de sus fallos y los criterios en 
que se sustentan, constituyen una fuente de derecho sin llegar a crear jurisprudencia; esto es, cinco criterios 
iguales y consecutivos forman jurisprudencia, misma que obliga a todos los órganos jurisdiccionales del país a 
aplicar la ley con este criterio.  

En este mismo sentido, los Maestros Rabel De Pina y Rafael De Pina Vara, en su Diccionario de Derecho 
destacan que una de las fuentes del derecho en México, lo constituyen los criterios jurisprudenciales de la 
SCJN al ser piezas fundamentales en el funcionamiento del sistema de justicia en nuestro país. 

De lo antes expuesto, los pronunciamientos que el Poder Judicial Federal ha emanado en torno al Interés 
Superior de la Infancia, atendiendo a los derechos y garantías que le asisten; por ende, todos los órganos 
jurisdiccionales, autoridades e instituciones que tengan que intervenir a lo largo del procedimiento penal 
respectivo, deberán observar los derechos fundamentales y garantías individuales con los que cuenta el 
niño.Para efecto de ilustrar lo anterior, citó las siguientes tesis jurisprudenciales: 

Registro número 172003  
Localización: Novena época  
Instancia: Primera Sala  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXVI, julio de 2007  
Página: 265  
Tesis: Primera CXLI/2007  
Tesis Aislada  
Materia: Civil 

Interés superior del niño. Su concepto. En términos de los artículos 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por México y 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los tribunales deben atender primordialmente al 
interés superior del niño, en todas las medidas que tomen concernientes a éstos, concepto interpretado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia aceptó el Estado mexicano el 16 de 
diciembre de 1998 al ratificar la Convención Interamericana de Derechos Humanos) de la siguiente manera: la 
expresión "interés superior del niño" implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus 
derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la 
aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño. 

Amparo directo en revisión número 908/2006. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez 
Reyes.  

Registro número 179166  
Localización: Novena época  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXI, febrero de 2005  
Página: 1798  
Tesis: II.3o.C.13 K  
Tesis aislada  
Materia: Común 

Suspensión. No procede contra la resolución que determina la guarda y custodia de los menores, 
salvo que concurran condiciones especiales y que de no concederse se perjudique el interés superior 
del niño. Conforme en lo dispuesto en el artículo 124, fracción III, de la Ley de Amparo, se deduce que la 
teleología de la suspensión descansa en impedir que con el acto reclamado se causen o puedan causar 
perjuicios de difícil reparación, y para concederla el juez de amparo puede calificar y estimar la existencia del 
orden público con relación a una ley. Así, el artículo 4o. de la Carta Magna consagra el interés superior del 
niño, el cual también está previsto en la Convención de los Derechos del Niño, en la Ley para la Protección de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así como en algunas legislaciones que rigen los derechos de 
los menores en los estados de la federación, este principio es concebido como la institución a través de 
la cual se procura el desarrollo pleno e integral del infante proporcionándole los cuidados y asistencia 
necesarios para lograrlo. 

De tal manera que para decretar la medida suspensional debe atenderse al principio aludido y a las leyes que 
lo regulan, pues ambos aspectos atañen al interés social y al orden público y, por tanto, la resolución que 
determina sobre la guarda y custodia de los menores podría ser o no susceptible de suspenderse, dado que 
tal situación se presume generada al amparo de ese principio rector en cuya observancia está interesada la 
sociedad; de ahí que para resolver sobre la medida que nos ocupa, el juzgador de amparo deberá atender a 
las condiciones específicas de cada caso en particular vigilando, sobre todo, que se respete el principio de 
interés superior del niño, en concordancia con los requisitos que para la suspensión establece la Ley de 
Amparo.  

Tercer Tribunal Colegiado en materia Civil del Segundo Circuito. Incidente de suspensión (revisión) 18/2003. 
28 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Felipe Alfredo Fuentes Barrera. Secretario: José 
Fernando García Quiroz.  

Registro número 183787  
Localización: Novena época  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XVIII, julio de 2003  
Página: 1153  
Tesis: II.3o.C.55 C  
Tesis aislada  
Materia: Civil 

Menores, testimonio en los juicios de controversia del orden familiar. Su recepción y desahogo no 
están sujetos a las formalidades que rigen la prueba testimonial, porque se trata de un elemento de 
convicción que debe ser apreciado libremente para decidir con base en el interés superior del niño. En 
los juicios de controversia del orden familiar en los que interviene un niño o una niña no es prudente someterlo 
a responder un interrogatorio de prueba testimonial con las formalidades estrictas que dicha prueba requiere, 
pues precisamente por su corta edad, no está en condiciones de expresar sus conocimientos en relación con 
las cuestiones debatidas, atendiendo al principio contenido en el artículo 12 de la Convención de los Derechos 
del Niño que establece que los Estados parte garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio, el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten; de manera 
que es necesario que su opinión sea escuchada libremente, a fin de que el juzgador tenga bases para 
determinar si la convivencia del niño o niña con determinada persona puede lesionar su interés superior. De 
ahí que será el prudente arbitrio del director del proceso el que sirva de guía para establecer el mecanismo del 
interrogatorio y su contenido, para lograr que se cumpla cabalmente y de modo objetivo con la tutela especial 
del infante y el compromiso de dirimir la contienda relativa bajo el principio rector del interés superior 
del niño, pues las partes deben sujetar sus propios derechos procesales a la observancia de este alto 
principio, máxime que éste cobra mayor relevancia en el sentido de que no sería deseable someter al infante 
a una estructura formal o rígida de un interrogatorio que pudiera ocasionarle perturbación.  
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Tercer Tribunal Colegiado en materia Civil del Segundo Circuito. Amparo directo número 765/2002. 4 de 
febrero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Felipe Alfredo Fuentes Barrera. Secretaria: Cristina García 
Acuautla.  

Registro número 169457  
Localización: Novena época  
Instancia: Pleno  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXVII, junio de 2008  
Página: 712  
Tesis: P. XLV/2008  
Tesis aislada  
Materia: Constitucional 

Menores de 18 años. El análisis de una regulación respecto de ellos debe hacerse atendiendo al 
interés superior y a la prioridad de la infancia. De la interpretación del artículo 4o., sexto párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, reglamentaria de aquel precepto, y con la Convención sobre los 
Derechos del Niño, se advierte que el principio del interés superior de la infancia junto con el derecho de 
prioridad implican que las políticas, acciones y toma de decisiones del Estado relacionadas con los 
menores de 18 años deben buscar el beneficio directo del infante y del adolescente a quienes van 
dirigidas, y que las instituciones de bienestar social, públicas y privadas, los tribunales, las 
autoridades administrativas y los órganos legislativos, al actuar en sus respectivos ámbitos, otorguen 
prioridad a los temas relacionados con dichos menores.De ahí que para el análisis de la 
constitucionalidad de una regulación respecto de menores de 18 años sea prioritario, en un ejercicio 
de ponderación, el reconocimiento de dichos principios. 

Acción de inconstitucionalidad 11/2005. Procurador General de la República. 8 de noviembre de 2007. 
Mayoría de seis votos. Ausentes: Genaro David Góngora Pimentel y José Ramón Cossío Díaz. Disidentes: 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura García Velasco.  

El tribunal pleno, el 12 de mayo en curso, aprobó con el número XLV/2008 la tesis aislada que antecede. 
México, Distrito Federal, a 12 de mayo de 2008. Registro número 169457. Novena época, pleno. Gaceta 
XXVII, junio de 2008, página 712.  

Localización: Novena época  
Instancia: Pleno  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXVIII, septiembre de 2008  
Página: 616  
Tesis: P. /J. 78/2008  
Jurisprudencia  
Materia: Constitucional, penal 

Sistema integral de justicia para adolescentes. Alcance del principio del interés superior del menor, 
conforme lo establecido en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En relación con el tema de los derechos de las personas privadas de la libertad, se parte de la premisa de que 
se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad, que impone especiales deberes al Estado, de ahí 
que en el caso de los menores esa vulnerabilidad se hace más patente, dadas sus características físicas y 
psicológicas, lo que constituye un hecho que necesita ser asumido por los órganos encargados, tanto de la 
creación de normas, como de la procuración y administración de justicia. En ese contexto, el principio del 
interés superior del menor implica que la actuación de las instituciones, tribunales y autoridades 
encargadas de la aplicación del sistema penal para adolescentes, deba orientarse hacia lo que resulte 
más benéfico y conveniente para el pleno desarrollo de su persona y sus capacidades. Por tanto, la 
protección al interés superior de los menores supone que en todo lo relativo a éstos, las medidas especiales 
impliquen mayores derechos que los reconocidos a las demás personas, esto es, habrán de protegerse, con 
un cuidado especial, los derechos de los menores, sin que esto signifique adoptar medidas de protección 
tutelar. Además, si bien es cierto que las autoridades encargadas del sistema integral deben maximizar la 
esfera de derechos de los menores, también lo es que deben tomar en cuenta sus límites, uno de los cuales lo 
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constituyen los derechos de las demás personas y de la sociedad misma, razón por la cual se establece, en 
los ordenamientos penales, mediante los diversos tipos que se prevén, una serie de bienes jurídicos tutelados 
que no pueden ser transgredidos, so pena de aplicar las sanciones correspondientes; de ahí que bajo la 
óptica de asunción plena de responsabilidad es susceptible de ser corregida mediante la aplicación de 
medidas sancionadoras de tipo educativo que tiendan a la readaptación.  

Acción de inconstitucionalidad número 37/2006. Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí. 
22 de noviembre de 2007. Unanimidad de diez votos. Ausente y ponente: Mariano Azuela Güitrón; en su 
ausencia se hizo cargo del asunto Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José Antonio Abel Aguilar 
Sánchez, Rosalía Argumosa López, Jaime Flores Cruz, Miriam Flores Aguilar, María Amparo Hernández 
Chong Cuy, Miguel Enrique Sánchez Frías y Laura García Velasco.  

El tribunal pleno, el 18 de agosto en curso, aprobó con el número 78/2008 la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a 18 de agosto de 2008. 

Por lo antes expuesto me permito someter a la consideración de esta Honorable Soberanía, la presente 
iniciativa con proyecto de decreto que permitirá que en la educación básica se imparta una educación de 
respeto a los derechos humanos; elevar a rango constitucional el reconocimiento al interés superior de la 
infancia, en respeto a los derechos de las niñas, niños y adolescentes y, por otro lado, establecer en la Carta 
Magna que las leyes, instituciones y políticas relacionadas con esta población, tendrán como principio el 
Interés Superior de la Infancia. 

Decreto por el que se reforman el segundo párrafo del artículo 3º, los párrafos sexto, séptimo y octavo, 
además de adicionarse un párrafo noveno, recorriéndose el actual párrafo noveno para constituirse 
como décimo del artículo 4º, así como la fracción XXIX-Pdelartículo 73, todos de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo Primero.- Se reforma el párrafo segundo del artículo 3o. constitucional, quedando en los términos 
siguientes:  

Artículo 3o… 

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano 
y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la 
independencia y en la justicia, asícomo en el respeto a los derechos humanos. 

…  

Artículo Segundo.- Se reforma el párrafo sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. constitucional, además de 
adicionarse un párrafo noveno, recorriéndose el actual párrafo noveno para constituirse como décimo, 
quedando en los términos siguientes:  

Artículo 4o… 

… 

… 

… 

… 

El Interés Superior de la Infancia debe entenderse como el principio rector mediante el cual el Estado 
se obliga a garantizar la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo pleno e integral, con el propósito de fomentar sus capacidades, 
bienestar, cuidado y asistencia necesaria para respetar su dignidad y el ejercicio efectivo de sus 
derechos.Este principio, también deberá ser respetado por los particulares. 
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Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos humanos, 
teniendo como obligación que sus políticas, acciones y toma de decisiones, en los distintos niveles y 
ordenes de gobierno, busquen el beneficio directo de las niñas, niños y adolescentes a quien van 
dirigidas. 

El Estado deberá otorgar facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 
humanos de la niñez. Por tanto,las instituciones de bienestar social, públicas y privadas, los tribunales, 
las autoridades administrativas y los órganos legislativos, en la actuación de sus atribuciones y 
funciones, deberán otorgar prioridad a los intereses de las niñas, niños y adolescentes, además de 
aplicar medidas especiales que impliquen mayores y mejores beneficios a su favor. 

Asimismo, la actuación de las instituciones, tribunales y autoridades deberá orientarse hacia lo que 
resulte más benéfico y conveniente para las niñas, niños y adolescentes en cualquier momento. 

… 

Artículo Tercero.- Se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 constitucional para quedar como sigue:  

Artículo 73.-… 

I. a XXIX-O… 

XXIX-P.-Para expedir leyes en materia de derechos de las niñas, niños y adolescentes que 
salvaguarden, protejan y garanticen el interés superior de las niñas, niños y adolescentes, con el 
propósito de establecer las bases sobre las cuales la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, coordinarán sus acciones para dar cumplimiento a este principio. Asimismo, establecerán 
los mecanismos de participación de los sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines 
previstos en esta materia y que se encuentran contemplados en el artículo 4o. de esta Constitución. 

XXX.-… 

TRANSITORIOS 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo.- Los Estados y el Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán realizar las 
adecuaciones que correspondan a sus Constituciones locales así como a su legislación secundaria, en un 
plazo máximo de dos meses contados a partir del inicio de la vigencia de este Decreto. 

Tercero.- Se deroga toda disposición que se oponga en todo o en parte al presente Decreto. 

Salón de sesiones de la H. Comisión Permanente, a 22 de julio de 2009. 

Atentamente 

Dip. Fed. Claudia Lilia Cruz Santiago”. 
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15) 13-10-2009 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada María de Jesús Aguirre Maldonado (PRI). 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 13 de octubre de 2009. 
 
 
 
ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL  

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado presenta iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
derechos de las niñas y de los niños. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña : Tiene la palabra la diputada María de Jesús 
Aguirre Maldonado, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado : Con su venia, diputado Presidente. Compañeras 
diputadas y compañeros diputados, pese al abanico de temas en los cuales el Congreso está facultado para 
dictar leyes, hay un gran tema pendiente y urgente: el de los derechos de la infancia...  

Incluir este tema en el artículo 73 constitucional tiene una importancia que radica en diversos factores que a 
continuación expongo. 

México ha tenido una actuación internacional muy relevante, a lo largo de las dos últimas décadas, que se 
refleja en la firma y ratificación de un buen número de instrumentos internacionales de derechos humanos. 

Adicionalmente, ha acudido y participado en varias conferencias, cumbres y foros internacionales en la 
materia, y ha aceptado la labor de evaluación y supervisión de diversos comités internacionales de vigilancia 
de estos derechos y del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. 

En este contexto los derechos de la infancia han tenido, para el actuar internacional de México, un lugar 
destacado que conlleva obligaciones claras y precisas de armonizar la legislación interna del país en 
consonancia con los compromisos internacionales que México ha asumido en esta actitud cada vez más 
comprometida y participativa en el tema. 

En este orden de ideas, respecto a la infancia, el Comité de los Derechos del Niño, órgano de vigilancia de la 
aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, de la cual México forma parte desde 1990 y que el 
próximo 20 de noviembre celebra 20 años de existencia, ha presentado diversas recomendaciones al Estado 
mexicano en relación con el lento avance de la plena garantía y observancia de los derechos de la infancia 
contenidos en esta convención. 

Vale la pena retomar las recomendaciones emitidas por el comité, con motivo del segundo informe mexicano, 
del 10 de noviembre de 1999, en las cuales el comité exhorta a nuestro país a emprender una reforma 
legislativa para introducir en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos los principios de no 
discriminación y de interés superior del niño, lo cual nos marca una primera pauta para adicionar el artículo 
73, para otorgar al Poder Legislativo federal facultades expresas en la materia. 

Así pues, es fundamental que entre las facultades del Congreso de la Unión tengamos la de expedir leyes 
sobre derechos de la infancia, a fin de dar cabal cumplimiento a las responsabilidades que el gobierno 
mexicano ha asumido con la comunidad internacional. 
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Otra razón para adicionar este artículo es de orden interno. Actualmente en México 38 por ciento de la 
población es menor de 18 años; es decir, son niñas, niños y adolescentes, esto es casi 40 millones de 
personas. Pese a esta destacada cifra, México se encuentra entre los países del mundo con los más bajos 
niveles de calidad de vida para la niñez, particularmente en materia de salud, alimentación, educación y 
maltrato infantil. 

Lo anterior, de acuerdo con el estudio Haciendo lo mejor por los niños, realizado hace un par de meses por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), el cual coloca a México como uno de 
los países peor posicionados en materia de apoyo a la niñez, conclusión a la que se arribó tras el análisis de 
seis indicadores para la definición de bienestar infantil: bienestar material; vivienda y entorno; bienestar 
educativo; salud y seguridad; conductas de riesgo; y calidad de vida escolar. En todos ellos México se sitúa 
entre los lugares 26 y 30 de los países de la OCDE. 

¿De qué nos hablan estos datos? Esto nos muestra la gran urgencia de fortalecer el marco jurídico aplicable a 
las niñas y los niños mexicanos. Es inaplazable la necesidad de que el Congreso cuente con más y mejores 
herramientas para realizar su labor legislativa de cara a las necesidades de la infancia, siendo la adición al 
artículo 73 constitucional una condición susceptible de dotarnos de estas herramientas, a fin de que todas las 
fracciones parlamentarias estemos en posibilidad de sumar esfuerzos para involucrarnos en un permanente 
monitoreo, evaluación, seguimiento y creación de mejores leyes que protejan a la niñez mexicana. 

Los problemas que aquejan a la infancia requieren de soluciones diversas, en las que las leyes juegan un 
papel muy importante, que debe complementarse con políticas públicas inteligentes y sensibles, que 
conformen una estructura de protección y garantía de los derechos de la infancia que México ha reconocido y 
se encuentra obligado a garantizar. 

Decreto por el que se adiciona la fracción XXIX, inciso p), al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Único. Se adiciona la fracción XXIX, inciso p), al artículo 73 constitucional, para quedar en los siguientes 
términos: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

Fracción XXIX. 

p) Para expedir leyes en materia de derechos de las niñas y los niños de forma que se garanticen, protejan y 
salvaguarden estos derechos, contenidos en los tratados de derechos humanos y de la infancia, ratificados 
por el Estado mexicano. 

Transitorios. Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Y segundo ---que me parece bastante importante---. Que las entidades federativas y el Distrito Federal, en sus 
ámbitos de competencia, deberán adecuar sus constituciones locales, así como su legislación secundaria con 
el presente decreto en un plazo máximo de seis meses. 

Compañeras diputadas y compañeros diputados, lo que nosotros hagamos hoy por nuestros niños, nuestros 
niños nos lo darán mañana. Muchas gracias. 

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de 
la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado , del Grupo Parlamentario del PRI 

La suscrita, diputada federal María de Jesús Aguirre Maldonado , integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional a la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
con fundamento en lo establecido en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de la Honorable Asamblea el proyecto de decreto por el 
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que se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos  

El artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece las facultades del 
Congreso de la Unión, así como las materias sobre las cuales éste puede expedir leyes. El constituyente y, 
más tarde --a través de diversas reformas-- el legislador, incluyeron en este artículo diversos temas de interés 
e importancia generales para las y los mexicanos. Así, encontramos en el citado artículo la facultad para 
legislar en áreas tan diversas como cultura, deporte, planeación nacional del desarrollo económico y social, 
regulación de la inversión, extranjera, transferencia de tecnología, turismo, seguridad nacional, protección de 
datos personales, sociedades cooperativas, por señalar sólo algunas. 

Pese al gran abanico de temas en los cuales el Congreso está facultado para dictar leyes, hay un gran tema 
pendiente y urgente: el de los derechos de la infancia. Incluir este tema en el artículo 73 constitucional tiene 
una importancia que radica en diversos factores que a continuación expongo: 

1. México ha tenido una actuación internacional muy relevante a lo largo de las dos últimas décadas que se 
refleja en la firma y ratificación de un buen número de instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Adicionalmente, ha acudido y participado en varias conferencias, cumbres y foros internacionales en la 
materia, y ha aceptado la labor de evaluación y supervisión de diversos comités internacionales de vigilancia 
de estos derechos y del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. 

En este contexto, los derechos de la infancia han tenido, para el actuar internacional de México, un lugar 
destacado que conlleva obligaciones claras y precisas de armonizar la legislación interna del país en 
consonancia con los compromisos internacionales que México ha asumido en esta actitud cada vez más 
comprometida y participativa en el tema.  

Recordemos que la armonización legislativa es el puente que comunica el orden jurídico nacional con el 
internacional, mediante la reforma, adición, derogación o abrogación de leyes nacionales que sean 
incompatibles con los tratados ratificados por el Estado mexicano o que no tutelen y garanticen plenamente 
las disposiciones de éstos, permitiéndose así que el derecho internacional de los derechos humanos sea 
aplicable para todas las mexicanas y todos los mexicanos. 

En este orden de ideas, con respecto a la infancia, el Comité de los Derechos del Niño, órgano de vigilancia 
de la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño de la cual México forma parte desde 1990, y 
que el próximo 20 de noviembre celebra 20 años de existencia, ha presentado diversas recomendaciones al 
Estado mexicano, en relación con el lento avance de plena garantía y observancia de los derechos de la 
infancia contenidos en la convención. Vale la pena retomar las recomendaciones emitidas por el comité con 
motivo del segundo informe mexicano del 10 de noviembre de 1999, en las cuales el comité exhorta a nuestro 
país a emprender una reforma legislativa para introducir en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos los principios de no discriminación y de interés superior del niño, lo cual nos marca una primera 
pauta para adicionar el artículo 73 para otorgar al Poder Legislativo federal facultades expresas en la materia. 

Nuevamente, en junio de 2006, tras analizar el tercer informe del gobierno mexicano, el Comité de los 
Derechos del Niño señala que no se han abordado suficientemente algunas de las recomendaciones que 
realizó en 1999, y manifiesta su preocupación de que en la legislación y las políticas nacionales no se preste 
la debida atención al principio del interés superior del niño. 

Así pues, es fundamental que entre las facultades del Congreso de la Unión, tengamos la de expedir leyes 
sobre derechos de la infancia, a fin de dar cabal cumplimiento a las responsabilidades que el gobierno 
mexicano ha asumido con la comunidad internacional. 

2. La segunda razón para adicionar el artículo 73 es de orden interno. Actualmente en México el 38 por ciento 
de la población es menor de 18 años, es decir, son niñas, niños y adolescentes. Esto es casi 40 millones de 
personas. Pese a esta destacada cifra, México se encuentra entre los países del mundo con los más bajos 
niveles de calidad de vida para la niñez, particularmente en materia de salud, alimentación, educación y 
maltrato infantil. Lo anterior de acuerdo con el estudio Haciendo lo mejor por los niños, realizado hace un par 
de meses por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), en el cual coloca a 
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México como uno de los países peor posicionados en materia de apoyo a la niñez, conclusión a la que arribó 
tras el análisis de seis indicadores para la definición de bienestar infantil: bienestar material; vivienda y 
entorno; bienestar educativo; salud y seguridad; conductas riesgos; y calidad de vida escolar. En todos ellos 
México se sitúa entre los lugares 26 y 30 de los países de la OCDE. 

Por otra parte, para nadie es secreto que a la niñez mexicana la asolan otros problemas, además de los 
señalados, tales como la explotación sexual, la trata, el trabajo infantil, la marginación grave de la niñez 
indígena, etc. Permítanme detenerme un momento en el tema de la explotación sexual infantil, con unos 
breves datos que dan cuenta de la magnitud del problema: de acuerdo con la red de organizaciones 
Trabajando para la Eliminación de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes, México 
es el segundo país en el mundo con mayor producción de pornografía infantil y de explotación sexual de 
niñas, niños y adolescentes. No se conocen cifras exactas, por la naturaleza del delito, pero entre 5 mil y 80 
mil menores de edad son explotados sexualmente en diversas ciudades, siendo los sitios turísticos aquellos 
con mayor incidencia de estas conductas, razón por la cual, tristemente, nuestro país es visto por pederastas 
de todo el mundo como un paraíso para el turismo sexual con personas menores de edad. Igualmente sigue 
sucediendo con la trata de infantes, tema en el cual México no ha logrado dejar de ser país de origen, tránsito 
y destino de personas que son víctimas de la trata, especialmente las mujeres y las y los niños. 

¿De qué nos hablan estos datos? Compañeras y compañeros diputados, esto nos evidencia la gran urgencia 
de fortalecer el marco jurídico aplicable a las niñas y niños mexicanos. Es inaplazable la necesidad de que el 
Congreso cuente con más y mejores herramientas para realizar su labor legislativa de cara a las necesidades 
de la infancia, siendo la adición al artículo 73 constitucional una condición susceptible de dotarnos de estas 
herramientas, a fin de que todas las fracciones parlamentarias estemos en posibilidad de sumar esfuerzos, 
para involucrarnos en un permanente monitoreo, evaluación, seguimiento y creación de mejores leyes que 
protejan a la niñez mexicana. Los problemas que aquejan a la infancia requieren de soluciones diversas, 
donde las leyes juegan un papel de primer orden, que se debe complementar con políticas públicas 
inteligentes y sensibles, que conformen una estructura de protección y garantía de los derechos de la infancia 
que México ha reconocido y se encuentra obligado a garantizar. 

Decreto por el que se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos  

Único. Se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 constitucional, para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XXIX-O. ... 
XXIX-P. Para expedir leyes en materia de derechos de las niñas y los niños, de forma que se 
garanticen, protejan y salvaguarden estos derechos, contenidos en los tratados de derechos humanos 
y de la infancia, ratificados por el Estado mexicano.  
Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo: Las entidades federativas y el Distrito Federal, en sus ámbitos de competencia, deberán adecuar 
sus Constituciones locales así como su legislación secundaria en consonancia con el presente decreto, en un 
plazo máximo de seis meses, a partir del inicio de la vigencia de este decreto.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2009.--- Diputada María de Jesús Aguirre 
Maldonado (rúbrica).» 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña : Gracias, diputada.Túrnese a la Comisión de 
Puntos Constitucionales. 
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16) 09-02-2010 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma los artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Yolanda de la Torre Valdez (PRI). 
Se turnó a la Comisión de de Puntos Constitucionales, con opinión de la Comisión de Atención a Grupos 
Vulnerables. 
Diario de los Debates, 9 de febrero de 2010. 
 
 
 
ARTICULOS 4o. Y 31 CONSTITUCIONALES  

La diputada Yolanda de la Torre Valdez presenta iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de garantizar 
el principio del interés superior de la niñez, particularmente en lo referido al cuidado y protección 
de de sus hijos por lo que los padres o tutores deberán velar por el adecuado cumplimiento de los 
derechos de sus hijos a la salud, a la adecuada nutrición y alimentación, a la educación, a un 
medio ambiente sano y al libre desarrollo de su personalidad. Se turna a la Comisión de de Puntos 
Constitucionales, con opinión de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables 

ARTICULOS 4o. Y 31 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:Tiene la palabra la diputada Yolanda de la Torre 
Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La diputada Yolanda de la Torre Valdez:Con su permiso, señor presidente. Honorable asamblea, México es 
todavía, lamentablemente, un país inapropiado para los niños. Hay un alto grado de incumplimiento de sus 
derechos y la agenda de la niñez no ha terminado de convertirse en un eje de política pública integral para los 
gobiernos en todos sus órdenes y niveles. 

Resulta paradójico que aun con el desarrollo tecnológico y los avances médicos que hay en nuestro país 
tengamos todavía tasas de mortalidad infantil demasiado elevadas, pues son cuatro veces más altas que las 
registradas en España y casi tres veces superiores a la tasa que hay en un país como Cuba. 

Es inaceptable desde cualquier perspectiva que miles de niñas y niños vivan la violencia, así como tratos 
crueles y degradantes. Aun cuando no tenemos indicadores precisos sobre el tema hay estimaciones que nos 
dicen que en México al menos 100 mil niñas y niños viven cada año alguna de las formas de abuso 
señaladas. 

Cada año mueren en México más de 34 mil niñas y niños antes de cumplir los 5 años y, según los datos del 
Inegi, el 10 por ciento de estas muertes se debe a deficiencias nutricionales, anemias o enfermedades 
infecciosas. 

La magnitud de estos datos debe llevarnos a una movilización nacional para garantizar plenamente los 
derechos de la niñez mexicana y por ello resulta inaceptable que en pleno siglo XXI nuestro país no haya 
plasmado en su Carta Magna el principio de interés superior de la niñez. 

Esta deficiencia de nuestro marco jurídico no sólo nos sitúa como un país que no ha cumplido plenamente con 
los acuerdos de la Convención de los Derechos del Niño, sino sobre todo como un país que no ha asumido 
plenamente las prioridades y principios más elementales en materia de protección de los derechos de los 
niños. 

Carecer de esta protección, de este principio, implica que los gobiernos puedan evadir el cumplimiento de los 
derechos de la niñez bajo argumentos administrativos o financieros, por lo que es urgente modificar nuestro 
texto constitucional a fin de que todos los gobiernos tengan el mandato expreso de proteger de manera 
prioritaria los derechos de la infancia. 
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La iniciativa que se presenta reforma y adiciona el artículo 4o. constitucional estableciendo como una 
responsabilidad del Estado el cumplimiento del interés superior de la niñez, adicionando un párrafo en el que 
se establece que será responsabilidad de los gobiernos, de las entidades y de los municipios en el ámbito de 
sus atribuciones y facultades el cumplimiento del mismo. 

Otra de las virtudes de esta iniciativa consiste en modificar el artículo 31 de nuestra Carta Magna, a fin de 
adecuar las responsabilidades asignadas a los padres de familia a la realidad y contexto actual. Una de ellas 
debería ser la de velar adecuadamente por el cumplimiento pleno e integral de los derechos de sus hijos. 

Con respecto a este artículo 31 de la Constitución vale la pena señalar que además se propone adicionar una 
fracción con la intención de hacer una responsabilidad de los padres el fomento de los valores de la 
tolerancia, la diversidad y la democracia, en el entendido de que la viabilidad democrática de nuestra nación 
depende de la formación integral de ciudadanos responsables y esto debe iniciar desde la formación en el 
hogar. 

Esta propuesta recupera las visiones y análisis de expertos en la materia y también asume los compromisos 
establecidos en el foro que se realizó el pasado 19 de noviembre de 2009 en este recinto legislativo, a 20 
años de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

En este evento en el que asistieron invitados de honor como la licenciada Margarita Zavala, así como los 
gobernadores de Morelos y de Durango, se hizo hincapié de manera unánime en la necesidad de reformar 
nuestra Carta Magna para establecer en forma explícita el principio: interés superior de la nación. 

Estoy convencida de que el texto propuesto no sólo da cabal cumplimiento a las recomendaciones emitidas al 
Estado mexicano por el Comité de Derecho del Alto Comisionado de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño, sino que además enriquece nuestra vocación de protección a la niñez con la reforma y adición que 
se plantea al artículo 31 constitucional. 

Quiero pedir a esta honorable asamblea que dado que en nuestro país siguen incumpliéndose los derechos 
del niño, en particular de las niñas y de los niños más vulnerables, nos comprometamos a que esta iniciativa 
sea analizada y dictaminada en este periodo ordinario de sesiones. 

De hecho, le pido y le ruego que así conste en el Diario de los Debates, que esta honorable asamblea solicite 
que esta iniciativa sea analizada y dictaminada mediante el método de trabajo de Conferencia con nuestra 
colegisladora, a fin de que a más tardar el 30 de abril de este año el Congreso mexicano dé cumplimiento a 
uno de los saldos jurídicos más importantes que tenemos en materia de derechos humanos. Es cuanto. Por 
su atención, muchas gracias. 

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
cargo de la diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI 

La que suscribe, diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional, en nombre de las integrantes del grupo parlamentario en la LXI Legislatura del honorable 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, a fin de garantizar el principio del interés superior de la niñez, al tenor de la 
siguiente 

Exposición de Motivos 

De acuerdo con lo establecido por la Convención sobre los Derechos del Niño, se han venido estableciendo a 
nivel internacional una serie de instrumentos jurídicos para resguardar aquellos derechos que dicha 
convención establece como iguales e inalienables para todos los miembros de la familia humana. 

Asimismo en esta convención se ha ponderado la promoción del progreso social y la elevación del nivel de 
vida dentro de un concepto amplio de libertad. Todo esto en el contexto del reconocimiento que se ha dado a 
niñas, niños y adolescentes como sujetos plenos de derechos. 
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En el artículo 3o. de la convención sobre los derechos del niño se estipula que en todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial es que se atenderá 
siempre en primer lugar el interés superior del niño. 

Es importante revisar la historia jurídica mexicana, por la cual el tema del interés superior del niño se ha 
venido ajustando a la tradición paternalista/autoritaria y no ha podido esclarecerse ni en materia legislativa ni 
en materia judicial. De acuerdo con el esquema paternalista-autoritario, el legislador, el juez o la autoridad 
legislativa “constituía” o “realizaba” el interés superior del niño como un acto potestativo, que derivaba de su 
investidura o su potestad y no de los derechos de los afectados. En este contexto el interés superior del niño 
sólo funciona a manera de fundamento per se en el que se basan las autoridades para tomar una decisión o 
determinación “correcta”. 

En este sentido el interés superior del niño no desempeña un papel primordial al que deban estar sujetas 
todas las discusiones, deliberaciones y disposiciones que surjan a partir de un hecho o acto jurídico 
determinado. El niño, en este sentido, se encuentra desprovisto de otras orientaciones jurídicas. 

Aunado a esto, el interés superior del niño se encuentra reducido a una especie de “recomendación” que 
funciona sólo como un valor efímero sin consecuencias concretas y sin ninguna garantía de ser realizable. 

A pesar de que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece garantías específicas para 
la protección de los derechos de la niñez mexicana, cuyo texto dice a la letra: 

“Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación 
y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

“Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. 

“El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 
niñez.” 

Como puede verse, nuestro texto constitucional ha avanzado sustantivamente en una visión garantista con 
respecto a los derechos de la niñez mexicana; sin embargo, el principio del interés superior de la niñez no ha 
quedado explícitamente plasmado en nuestra Carta Magna, incumpliendo con ello los acuerdos asociados a la 
Convención de los Derechos del Niño, en los cuales se establece que los Estados parte armonizarán sus 
marcos constitucionales y legales con los principios de la convención. 

Con la reforma propuesta, México cumpliría cabalmente con sus responsabilidades asumidas ante la 
comunidad internacional, pero lo más importante es que daría un paso adelante en la protección de los 
derechos de uno de los grupos de población en mayores circunstancias de vulnerabilidad social. 

Esta iniciativa busca además fortalecer el contenido de nuestra Carta Magna en lo relativo al conjunto de 
derechos sociales, pues establecer de manera explícita el principio del interés superior de la niñez, obligaría a 
todas las autoridades del Estado a que en toda decisión o política, se tome en consideración siempre a los 
niños primero. 

La aprobación de esta reforma, permitirá además fortalecer las capacidades del Estado mexicano para revertir 
las oprobiosas condiciones de desigualdad, pobreza, marginación, vulnerabilidad e inseguridad que enfrentan 
millones de niñas, niños y adolescentes en el país. 

Así, al obligar explícitamente al Estado y a sus instituciones a proteger siempre primero a los niños, no habría 
argumento posible para postergar, bajo ningún argumento, el diseño de políticas, programas y acciones 
dirigidos a la plena garantía de los derechos de las niñas y los niños. 

La urgencia de actuar en este sentido se evidencia a través de las cifras que reporta el Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Información (INEGI). En su boletín con motivo del Día del Niño, emitido el 30 de abril 
de 2009, se destaca que en 2006, aproximadamente 7 de cada 100 niños nacidos vivos en México pesaron 
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menos de 2,500 gramos al nacer. De manera específica, Baja California Sur (0.5 por ciento), Colima (0.6 por 
ciento), Campeche y Nayarit (0.7 por ciento) son las entidades con el menor porcentaje de nacidos vivos con 
bajo peso; en contraste, las entidades donde se observan los mayores porcentajes de bajo peso al nacer son 
el Distrito Federal (13.9 por ciento), estado de México (11.5 por ciento) y Jalisco (6.2 por ciento), además de la 
existencia de severos rezagos en entidades del sur y del centro del país, tales como Chiapas, Puebla, 
Veracruz, Michoacán y Guanajuato. 

En materia educativa los rezagos persistentes son de suma gravedad. De acuerdo con los datos del módulo 
de trabajo infantil de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2007 (ENOE), en México había en ese año 
más de 3.1 millones de menores de 17 años que estaban privados de su derecho a la educación; y los 
resultados de las pruebas de rendimiento escolar muestran lo impostergable que es llevar a cabo nuevas 
medidas que, sin el sustento de la protección de interés superior de la niñez, pueden seguir postergándose en 
aras de atender prioritariamente otros temas de la agenda nacional. 

Es muy grave que en México haya aún casi 6 millones de analfabetas y que en 2008, el 2.5 por ciento de los 
niños de 8 a 14 años no sabe leer ni escribir, según los datos del segundo Informe de Gobierno del Ejecutivo 
federal. 

Adicionalmente, las desigualdades en materia de protección de los derechos de los niños son abismales, 
sobre todo si se piensa en las diferencias que persisten entre las zonas urbanas y las rurales. Así, según los 
datos de la Secretaría de Educación Pública (SEP), en localidades de menos de 2 mil 500 habitantes, la 
proporción de la población de 8 a 14 años que no sabe leer ni escribir prácticamente se duplica, con relación 
al promedio nacional, ya que cinco de cada 100 niños se encuentran en dicha situación. 

Indicadores educativos, ciclo escolar 2007-2008 

Fuente: SEP. Sistema educativo nacional: principales cifras, 2007-2008. 

Otra realidad inaceptable respecto al incumplimiento de los derechos de los niños es la presencia masiva del 
trabajo infantil. De acuerdo con el citado módulo de trabajo infantil 2007 de la ENOE, en ese año había 29.2 
millones de niños de 5 a 17 años, cifra que representa 27.5 por ciento de la población total del país; 50.5 por 
ciento eran niños y 49.5 por ciento, niñas. 

De esa cantidad, 3.7 millones de niñas y niños entre los 8 y los 17 años trabajaban en alguna actividad, ya 
sea remunerada o no remunerada. De acuerdo con el tipo de actividades que realizaron en la semana de 
referencia, 52.8 por ciento realizaron quehaceres domésticos en su hogar y estudiaron, 28.8 por ciento sólo 
estudiaron, y 5.1 por ciento combinaron el trabajo económico con los quehaceres domésticos y el estudio. 

Los niños de 5 a 17 años que realizaron alguna actividad económica durante la semana de referencia fueron 
3.6 millones; de los cuales, 66.9 por ciento son niños y 33.1 por ciento niñas. De acuerdo con la edad, 30.5 
por ciento tienen entre 5 y 13 años y el resto (69.5 por ciento) entre 14 y 17 años. 

Del total de niños ocupados, 1.5 millones no asisten a la escuela (41.5 por ciento), 70.7 por ciento son niños y 
29.3 por ciento, niñas. La tasa de ocupación en las actividades económicas ascendió a 12.5 por ciento, 
porcentaje que en los niños fue de 16.6 por ciento y en las niñas de 8.3 por ciento. 

En las áreas más urbanizadas (100 mil y más habitantes) se sitúa 30.6 por ciento del total de niños ocupados; 
en contraste, la mayoría (69.4 por ciento) radica en localidades con menos de 100 mil habitantes 
desempeñándose en su mayoría como jornaleros agrícolas. 

En materia de violencia contra las niñas y los niños, México tiene un saldo de enormes magnitudes. De 
acuerdo con el informe del secretario general de la ONU sobre la violencia contra los niños, el nuestro es uno 
de los países con mayores tasas de muertes infantiles accidentales y violentas, con tasas crecientes de 
homicidios y suicidios entre la población adolescente. 

Una de las preocupaciones fundamentales en estas materias es la insuficiencia y la mala calidad de las 
estadísticas oficiales. Por lo que el establecimiento del principio del interés superior de la niñez obligaría 
incluso a los órganos que tienen autonomía técnica o de gestión, tales como el Consejo Nacional de 
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Población, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social o el propio INEGI, a diseñar 
construir sistemas de indicadores eficientes para conocer y determinar el estado que guarda el cumplimiento 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en México. 

En materia de salud, en México persisten altas tasas de mortalidad infantil por causas prevenibles, tales como 
las enfermedades diarreicas, las enfermedades intestinales infecciosas y las enfermedades respiratorias 
agudas. 

Al respecto, vale la pena destacar que los índices de los derechos de la niñez mexicana, construidos por la 
Unicef-México, muestran que en materia de salud, una niña o niño que nace en Chiapas o Guerrero tiene tres 
veces más probabilidades de morir antes de cumplir los cinco años que una niña o niño que nace en el Distrito 
Federal o en Nuevo León. 

En efecto, es una verdadera vergüenza nacional que el hecho de ser indígena o nacer con algún tipo de 
discapacidad, sea un determinante para estar en mayor riesgo de morir por falta de atención médica 
adecuada, acceso a medicamentos o a condiciones de higiene y saneamiento al interior de los hogares. 

Ante todos estos datos, vale la pena advertir que no reflejan aún los efectos de la crisis económica que inició 
en 2008, lo que permite asumir que la gravedad de estos temas pudo haberse agudizado y que las 
condiciones de desigualdad, pobreza y vulnerabilidad ya se agravaron para las niñas y niños de México. 

Vale la pena señalar además, que ya ha habido importantes esfuerzos en esta materia; ya en 2004, la 
entonces senadora de la república, Yolanda Eugenia González Hernández, había presentado una iniciativa de 
reforma en el mismo sentido que la que aquí se plantea. 

Asimismo, numerosas organizaciones de la sociedad civil han hecho hincapié, una y otra vez, en la 
importancia de incorporar a la Constitución este principio. 

Más aún, el pasado 19 de noviembre de 2009, esta legislatura llevó a cabo un foro nacional sobre los 
derechos de la niñez, en el que, con la presencia de la licenciada Margarita Zavala, de los gobernadores de 
Durango y de Morelos, así como de los coordinadores de todos los grupos parlamentarios, se dieron a 
conocer algunas de las conclusiones y resolutivos de los foros organizados por la Presidencia de la República 
en materia de derechos de los niños. 

Una de las principales propuestas ahí presentadas fue precisamente la de la necesidad de elevar a rango 
constitucional el principio del interés superior de la niñez. 

Finalmente, debe decirse que esta reforma rescata, además de la iniciativa presentada en 2004 en el Senado 
de la República, una propuesta para reformar y actualizar el artículo 31 de nuestra Carta Magna, a fin de 
adecuar las responsabilidades asignadas a los padres de familia, a la realidad y contexto actual. 

Sin duda alguna, el cumplimiento de los derechos de los niños recae por un lado en las instituciones del 
Estado, pero, sobre todo, lo hace en los progenitores, quienes son los principales responsables de velar 
porque el cumplimiento de los derechos de sus hijos tenga plena vigencia. 

En esa lógica, y en el marco de un Estado democrático de derecho, es fundamental que nuestra Carta Magna 
establezca de manera explícita la necesidad de que todos los mexicanos contribuyamos a generar un régimen 
de gobierno plural, abierto y garante de todas las libertades. 

En ese sentido, el fortalecimiento de la democracia pasa necesariamente por la educación y formación de 
nuestras niñas, niños y adolescentes en ambientes en los que el diálogo y el respeto mutuo sean los criterios 
elementales para la convivencia y el desarrollo social ampliado. 

De acuerdo con el diagnóstico presentado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, La 
democracia en América Latina; la Encuesta Nacional de Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 2008; y 
muchos otros documentos, en México hay una deficiente cultura democrática y no se ha logrado que se 
asuma de manera generalizada los valores y principios que cimientan a todo régimen plenamente 
democrático. 
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Por ello, se considera de enorme relevancia establecer como una de las principales responsabilidades de los 
mexicanos, inculcar en sus hijos, o niñas y niños bajo cuidado y resguardo, los principios que nos dan 
cohesión y posibilidad de convivencia armónica y solidaria. 

Así, con base en los argumentos expuestos, las integrantes del Grupo Parlamentario del PRI en la Cámara de 
Diputados presentamos ante esta honorable asamblea, para análisis y, en su caso, aprobación, la presente 
iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Artículo Primero. Se reforma y adiciona el párrafo séptimo del artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; se adiciona un párrafo 8o.; y se elimina el párrafo noveno para 
integrarlo al párrafo séptimo para quedar como sigue:  

Artículo 4o.La nación mexicana... 

El varón y la mujer... 

Toda persona tiene derecho... 

Toda persona tiene derecho... 

Toda persona tiene derecho... 

Toda familia tiene derecho... 

El Estado mexicano protegerá mediante todas las capacidades y recursos a su alcance el interés suprior de la 
niñez, garantizando de manera plena su derecho a tener identidad; a tener un nombre; a la adecuada salud y 
nutrición; a la educación; a vivir en un medio ambiente sano; a vivir libre de todo tipo de violencia, abuso o 
maltrato; al libre desa-rrollo de su personalidad; a no ser explotado; y a gozar de todas las demás 
prerrogativas y derechos que esta Constitución les otorga. El Estado promoverá y otorgará facilidades a los 
particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de los niños. 

Los gobiernos de las entidades de la república y de los municipios están obligados a cumplir, en el ámbito de 
sus responsabilidades y atribuciones, con lo establecido en el párrafo anterior. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos. 

Artículo Segundo. Se reforma y adiciona la fracción primera del artículo 31 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y se adiciona una fracción segunda, recorriéndose en su orden las 
subsecuentes, para quedar como sigue:  

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos 

I. Proteger y hacer cumplir el principio del interés superior de la niñez, en los términos establecidos en el 
artículo 4o. de esta Constitución, particularmente en lo referido al cuidado y protección de de sus hijos; 
prioritariamente los padres o tutores deberán velar por el adecuado cumplimiento de los derechos de sus hijos 
a la salud, a la adecuada nutrición y alimentación, a la educación, a un medio ambiente sano y al libre 
desarrollo de su personalidad. 

II. Los padres o tutores tienen la responsabilidad de fomentar en sus hijos o niños en custodia y resguardo, en 
el marco de las libertades que esta Constitución garantiza, los valores de la tolerancia, diversidad, equidad y 
todas aquellas acciones tendientes al fortalecimiento de la democracia y la vida en igualdad. 

III. Asistir en los días y horas... 
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IV. Alistarse y servir en... 

V. Contribuir a los gastos... 

Notas:  

1 Estadísticas a propósito del Día del Niño. Datos nacionales, Inegi 2009. Página 4. 

2 Íbid, página 5. 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de febrero de 2010.— Diputados: 
Yolanda de la Torre Valdez, Ana Estela Durán Rico, Laura Elena Estrada Rodríguez, Silvia Esther Pérez 
Ceballos, Rosalina Mazari Espín (rúbricas).» 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:Muchas gracias, diputada Yolanda de la Torre 
Valdez. Tal como lo solicita insértese en el Diario de los Debates, y háganse las tareas correspondientes con 
la colegisladora. Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales, con opinión de la Comisión de 
Atención a Grupos Vulnerables. 

Se pide a la Secretaría que instruya el cierre del sistema electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de 
diputadas y de diputados asistentes. 

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: ¿Falta algún diputado... 

La diputada Rosalina Mazari Espín(desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:Permítame, diputada secretaria. Sí, diputada 
Rosalina. 

La diputada Rosalina Mazari Espín(desde la curul): Diputado presidente, para preguntar a la diputada 
Yolanda si me permite adherirme a su iniciativa. 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:¿Está usted de acuerdo, diputada Yolanda de la 
Torre, en que se adhiera nuestra compañera diputada? 

La diputada Yolanda de la Torre Valdez:Sí, acepto con gusto. 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:Acepta la diputada Yolanda de la Torre. Así que 
todas aquellas legisladoras y aquellos legisladores que deseen suscribirlo favor de pasar a la Secretaría para 
el trámite conducente. 
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17) 22-04-2010 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Presentada por la Diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (PAN). 
Se turnó a la Comisión de de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 22 de abril de 2010. 
 
 
 
ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL  

Se recibió de la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
fin de facultar al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de paternidad responsable y 
alimentos, que tengan por objeto determinar las competencias y uniformar las disposiciones 
aplicables en el territorio nacional, que deberán ser observadas por la federación, el Distrito 
Federal y los estados, a efecto de garantizar el interés superior de la infancia. Se turna a la 
Comisión de Puntos Constitucionales 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña: Se recibió de la diputada Augusta Díaz de Rivera 
Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa Mejía:«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Augusta Díaz de Rivera 
Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN 

La que suscribe, diputada a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión por el Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitución 
Política y en el artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos somete a consideración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto, 
que adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
fin de facultar al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de paternidad responsable y alimentos, 
que tengan por objeto determinar las competencias y uniformar las disposiciones aplicables en el territorio 
nacional, que deberán ser observadas por la federación, el Distrito Federal y los estados, a efecto de 
garantizar el interés superior de la infancia, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Los alimentos y la filiación forman, entre otros, derechos reconocidos a la infancia, los que se encuentran 
plasmados en instrumentos jurídicos nacionales e internacionales vinculantes para el Estado mexicano. 

Los alimentos forman una categoría conceptual y legal que engloba las necesidades que, en el caso de los 
niños, deben ser satisfechas para posibilitar el desarrollo de sus potencialidades. Su regulación se encuentra 
plasmada en los Códigos Civiles de las entidades federativas y en el federal. 

La figura jurídica de “filiación” forma parte del derecho de familia, y es determinada por la secuela del 
parentesco en línea ascendente o descendente de una persona o por voluntad declarada (Ávalos, 2005:2), y 
constituye un acto natural que produce efectos jurídicos. Para Rojina Villegas, esta figura representa un 
estado jurídico; es decir, una situación permanente que el derecho reconoce por virtud del hecho jurídico de la 
procreación, por mantener vínculos constantes entre el padre o la madre y el hijo (Villegas, 1980: 591). 

Con relación a los derechos de filiación y alimentación, es necesario recalcar la gama de responsabilidades 
que se entrelazan para su cumplimiento. Por un lado, hay el reclamo privado, nacido de las normas civiles y, 
por otro, una exigencia social que dimana de normas de orden público. 
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Sin embargo, la legislación civil en el tema de alimentos, el reconocimiento de la paternidad y, en general, los 
derechos civiles, por ser un tema reservado a los Estados abre la posibilidad de que haya tantas maneras de 
regular esta rama del derecho como legislaciones estatales, lo que complica en muchos de los casos los 
trámites que se realizan respecto al derecho familiar. 

El tema de los alimentos de los hijos constituye un aspecto crucial, ya que los niños requieren asistencia 
inmediata destinada a satisfacer sus necesidades apremiantes, las que por cierto no pueden esperar el 
transcurso de un proceso judicial de reconocimiento de la paternidad, por efectivo que éste sea. 

No contar con esta certeza de protección jurídica de los derechos de la infancia y de la madre constituye una 
forma de violencia que debe ser erradicada como un imperativo del Estado y de la sociedad. 

Para el caso de los hijos no reconocidos por el padre, como consecuencia directa de haber nacido fuera del 
matrimonio según la legislación civil vigente, la insuficiencia alimenticia no es la única pérdida que sufre el 
niño, en espera de una resolución judicial o un acto de voluntad paternal: además, el abandono o la ausencia 
de estímulos provocan la pérdida del potencial de desarrollo; es decir, no sólo se trata de desnutrición sino 
que el desentendimiento del padre constituye un elemento que contribuye a colocar al niño en un situación de 
exclusión social que conduce al empobrecimiento evolutivo (Müller, 1991: 56). 

Al mismo tiempo, la renuencia del padre a satisfacer las necesidades del hijo, dentro de sus posibilidades 
económicas, perjudica de manera directa el derecho de la madre a la igualdad de oportunidades para su 
desarrollo personal porque se ve obligada a hacer un esfuerzo multiplicado para criar a los hijos, con jornadas 
laborales extensas y asumiendo la responsabilidad del padre. 

Esta búsqueda de recursos para suplir la irresponsabilidad paterna daña doblemente al niño, pues a las 
carencias en la subsistencia se suma la privación del cuidado materno, con el riesgo de quedar expuesto a 
contingencias peligrosas. 

En algunos casos, el marco jurídico nacional vigente en materia de alimentos y reconocimiento de la filiación 
se vulneran los derechos de la mujer y los de la infancia. Es decir, la construcción conjunta de los derechos de 
las mujeres, y de los niños y de los adolescentes se observa de manera transparente en el problema 
alimentario. 

El artículo 73 constitucional establece las facultades del Congreso de la Unión y las materias sobre las cuales 
éste puede expedir leyes. Ha sido un catálogo de temas que evidencian los intereses de los legisladores, y el 
tema del interés superior de la infancia y el reconocimiento de la paternidad no pueden ser la excepción. 

Pese al gran abanico de temas en los cuales el Congreso de la Unión está facultado para dictar leyes, el de 
los derechos de la infancia sigue siendo uno de los que menos trabajo legislativo ha procesado, aun cuando 
los niños merecen una preocupación extrema por las condiciones de abandono en que muchas veces se 
encuentran, incluso desde el momento de nacer, por no ser reconocidos por los padres. 

La inclusión de este tema en el artículo 73 constitucional tiene gran importancia: abrirá la puerta legislativa 
para que puedan ser aprobadas iniciativas de ley en materia de paternidad responsable, alimentos y 
adopción, que tienen como único objetivo el reconocimiento y la exigibilidad de los derechos de la infancia, 
compromisos que también el Estado mexicano tiene hacia el exterior por haber ratificado instrumentos 
jurídicos internacionales en la materia. 

Es de suma importancia adicionar el artículo 73, pues los derechos de los niños mexicanos no pueden 
seguirse postergando y aplazando, ya que sus temas y sus derechos son los derechos de todos los 
mexicanos. 

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Único. Se adiciona la fracción XXIX-P del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con la finalidad de facultar al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de paternidad 
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responsable y alimentos, que tengan por objeto determinar las competencias y uniformar las disposiciones 
aplicables en el territorio nacional, que deberán ser observadas por la federación, el Distrito Federal y los 
estados, a efecto de garantizar el interés superior de la infancia, para quedar como sigue: 

Artículo 73.El Congreso tiene facultad 

I. a XXIX-O. ... 

XXIX-P. Para expedir leyes en materia de paternidad responsable y alimentos, que tengan por objeto 
determinar las competencias y uniformar las disposiciones aplicables en el territorio nacional, que 
deberán ser observadas por la federación, el Distrito Federal y los estados, a fin de garantizar el 
interés superior de la infancia.  

XXX. ... 

Transitorios 

Primero.La presente reforma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo.El Congreso de la Unión deberá expedir las leyes que den cumplimiento al presente mandato 
constitucional en un plazo máximo de un año, contado a partir de la entrada en vigor de esta reforma. 

Tercero.Las disposiciones en materia de paternidad responsable y alimentos en los estados y el Distrito 
Federal continuarán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expide la ley respectiva. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de abril de 2010.—Diputada Augusta Valentina Díaz de 
Rivera (rúbrica).» 

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña: Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales.  
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12-10-2010 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto por el que se reforman los 
párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular de los artículos no reservados, con 393 votos en pro, 0 en contra y 
0 abstenciones. 
Se turnó a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 12 de octubre de 2010. 
Discusión y votación, 12 de octubre de 2010. 
 
 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto 
por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-
P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El siguiente punto del día es la discusión del dictamen 
con proyecto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en 
votación económica, si se le dispensa la lectura. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia se pregunta a la 
asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lectura. Las diputadas y los diputados que estén por la 
afirmativa favor de manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

«Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se reforman los 
párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 40 y 45 numeral 
6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 38 y 40 de 
las Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y Comités de la Cámara de Diputados, somete a 
consideración de esta soberanía el siguiente dictamen 

I. Antecedentes legislativos  

1. El 22 de octubre de 2002 la diputada Arcelia Arredondo García, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio 
y elaboración del dictamen correspondiente. 

2. El 22 de abril de 2004, la diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio 
y elaboración del dictamen correspondiente. 
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3. El 21 de septiembre de 2004, el diputado Homero Ríos Murrieta, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio 
y elaboración del dictamen correspondiente. 

4. El 1 de marzo de 2005, el diputado Quintín Vázquez García, del Partido Revolucionario Institucional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para 
su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

5. El 6 de abril de 2006, la diputada Evelia Sandoval Urbán, del Partido Revolucionario Institucional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del 
dictamen correspondiente. 

6. El 21 de noviembre de 2006, el diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, del Partido Alternativa 
Socialdemócrata y Campesina, presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los 
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

7. El 12 de abril de 2007, la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Partido de la Revolución Democrática, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos 
Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

8. El 13 de diciembre de 2007, la diputada Patricia Castillo Romero, del Partido de Convergencia, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del 
dictamen correspondiente. 

9. El 3 de abril de 2008, la diputada Mónica Arriola, del Partido de Nueva Alianza, presentó iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen 
correspondiente. 

10. El 24 de abril de 2008, diputados de los Grupos Parlamentarios del PRD, del PRI, del PT, de 
Convergencia, de Alternativa y de Nueva Alianza presentaron iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 
adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

11. El 30 de abril de 2008, la diputada Irene Aragón Castillo, del Partido de la Revolución Democrática, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio 
y elaboración del dictamen correspondiente. 

12. El mismo 30 de abril de 2008, la diputada Martha Hilda González Calderón, del Partido Revolucionario 
Institucional, presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su 
estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

13. El 30 de abril de 2009, el diputado Fidel Antuña Batista, del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa 
con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para 
su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

14. El 22 de julio de 2009, la diputada Claudia Lilia Cruz Santiago, del Partido de la Revolución Democrática, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona a los artículos 3o., 4o. y 73 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a esta Comisión de Puntos 
Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

15. El 13 de octubre de 2009, la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revolucionario 
Institucional, presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a esta Comisión de Puntos 
Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

16. El 9 de febrero de 2010, la diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Partido Revolucionario Institucional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el párrafo séptimo, se adiciona un párrafo 
8o. y se elimina el párrafo noveno para integrarlo al párrafo séptimo del artículo 4o.; y se reforma y adiciona la 
fracción primera del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue 
turnada a esta Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen 
correspondiente. 

17. El 22 de abril de 2010, la diputada Augusta Valentina Díaz Rivera Hernández, del Partido Acción Nacional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; la cual fue turnada a esta Comisión de Puntos Constitucionales, 
para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

18. En sesión de 6 de octubre de 2010, el Pleno de la Comisión de Puntos Constitucionales acordó dictaminar 
únicamente los artículos 4 y 73 Constitucionales, y dejar para posteriores sesiones la discusión de los 
artículos 2o., 3o., 25, 26 y 31 propuestos en las iniciativas presentadas en las Legislaturas anteriores y en la 
LXI Legislatura. 

II. Materias de las iniciativas  

La iniciativa presentada por la diputada Arcelia Arredondo, propone la adición de la fracción XXIX-K al artículo 
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de que sea facultad Congreso 
de la Unión, legislar en materia de grupos vulnerables y dictar políticas en protección de las niñas y los niños. 

La iniciativa presenta por la diputada Blanca A. Gámez Gutiérrez, propone que sea modificado el artículo 4o. 
Constitucional, en su párrafo sexto, para agregar dentro de los derechos de los niños y niñas, el de su 
identidad y en el segundo párrafo la mención relativa a que será obligación de los ascendientes, tutores y 
custodios, la de preservar los derechos de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento. 

La iniciativa presentada por el diputado Homero Ríos Murrieta, propone la adición de una fracción XXIX-K al 
artículo 73 constitucional, en el sentido de facultar al Congreso de la Unión, para expedir leyes que 
establezcan las bases de coordinación en las materias de los grupos vulnerables entre los distintos órdenes 
de gobierno, en materia de: niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayores. 

La iniciativa presentada por el diputado Quintín Vázquez García, propone reformar el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al exponer que a pesar de que se han implementado 
diversos programas de apoyo a la niñez, éstos no han dado los resultados necesarios; por lo que es 
importante que a partir de nuestra Carta Magna, se dé una seguridad integral que requieren los niños, las 
niñas y adolescentes, para que se respeten sus derechos humanos básicos y tengan una vida digna y un 
sano esparcimiento. 

La iniciativa planteada por la diputada Evelia Sandoval Urbán, propone la reforma del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de instrumentar políticas públicas 
específicas para los adolescentes; por lo cual es menester que los mismos sean reconocidos en la Ley 
Fundamental y diferenciarlos como un sector específico de la población con requerimientos concretos. 

La iniciativa planteada por el diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, propone la reforma y adición de 
los artículos 4o. y 73 constitucionales, en el sentido de plasmar específicamente el interés superior de las 
niñas y los niños en el marco jurídico constitucional, para coadyuvar y obligar a los ordenamientos y aún más 
a las políticas públicas nacionales, para que reconozcan de manera integral y plena los derechos de las niñas 
y los niños del país; de esta forma no sólo se garantizaría la protección de un sector vulnerable de la sociedad 



4 
 

mexicana si no que se contribuye al cumplimiento de las obligaciones contraídas por México a nivel 
internacional. 

La iniciativa presentada por la diputada Aleida Alavez Ruiz, propone la reforma y adición de los artículos 2o., 
3o., 4o., 25, 26 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de reconocer 
la importancia de una alimentación adecuada vista como todo un proceso que tiene que ver con la producción 
de alimentos, con la protección de la niñez mexicana, con el reconocimiento de los valores culturales 
sustentada por nuestros pueblos y comunidades indígenas, con disminuir los efectos de una acentuada mala 
alimentación generada por el modo de producción inoperante, con reconocer nuestro patrimonio alimentario a 
nivel nacional antes de solicitarlo ante la comunidad mundial. 

La iniciativa presentada por la diputada Patricia Castillo Romero, propone la reforma del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de establecer los principios normativos 
para afectar los ordenamientos administrativos que determinan los ineficientes, obsoletos y discriminatorios 
procesos de procuración de justicia, y que vuelven a victimizar a niñas y niños dentro de las instancias entre 
las cuales se ven sometidas, de tal manera surge la necesidad de elevar a rango constitucional la esfera 
jurídica de la infancia. 

La iniciativa presentada por la diputada Mónica Arriola Gordillo, propone la reforma del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de implantar políticas públicas de 
bienestar, solidaridad y seguridad sociales, así como de desarrollo integral, material, económico, cultural y 
político, con respecto de la dignidad de la niñez y el ejercicio de sus derechos. 

En la iniciativa presentada por diversos Grupos Parlamentarios del PRD, del PRI, del PT, de Convergencia, de 
Alternativa y de Nueva Alianza; se propone la reforma del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de reformar los derechos humanos, motivados en que no se puede 
excluir del ejercicio libre de sus derechos a los miembros del infancia y adolescencia. 

La iniciativa presentada por la diputada Irene Aragón Castillo, del Partido de la Revolución Democrática, 
propone incorporar en el artículo 4o. Constitucional los principios superiores contemplados en instrumentos 
internacionales respecto al interés superior de la niñez, que representan obligaciones específicas para el 
Estado y un marco más amplio de protección para este grupo vulnerable. 

La iniciativa presentada por la diputada Martha Hilda González Calderón, del Partido Revolucionario 
Institucional, propone la reforma del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en el sentido de dar congruencia terminológica a los principales instrumentos jurídicos mexicanos a favor de la 
niñez y la adolescencia, en virtud, de que esta distinción no se contrapone, si no que complementa el 
contenido de uno de los principales instrumentos internacionales aprobados por México, la Convención sobre 
los Derechos del Niño. 

La iniciativa presentada por el diputado Fidel Antuña Batista, propone la reforma al artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de plasmar en nuestra Constitución la figura 
del adolescente; toda vez que así se hará congruente la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes. 

La iniciativa presentada por la diputada Claudia Lilia Cruz Santiago, propone la reforma y adición de los 
artículos 3o., 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de realizar y 
aprobar las reformas que sean necesarias para proporcionarles a niñas, niños y adolescentes herramientas 
indispensables que les brinden una protección y defensa de sus derechos, atendiendo al principio de interés 
superior de la infancia. 

La iniciativa presentada por la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, propone la adición de la fracción 
XXIX-P al artículo 73 constitucional, en el sentido de expedir leyes en materia de derechos de las niñas y los 
niños, de forma que garanticen, protejan y salvaguarden sus derechos. 

La iniciativa presentada por la diputada Yolanda de la Torre Valdez, propone la reforma de los artículos 4o. y 
31 constitucionales, en el sentido de que para llevar a cabo el fortalecimiento de la democracia, 
necesariamente pasa por la educación y formación de nuestros niñas, niños y adolescentes, en ambientes en 
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los que el diálogo y el respeto mutuo sean los criterios elementales para la convivencia y el desarrollo social 
ampliado. 

La iniciativa presentada por la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, propone la inclusión de 
los derechos de la infancia en el artículo 73 constitucional, con la finalidad de expedir leyes en materia de 
paternidad responsable y alimentos, a fin de garantizar el interés superior de la infancia. 

Todas las iniciativas antes mencionadas son coincidentes en el sentido de reformar la Constitución, para 
efecto de que se establezca a rango constitucional el interés superior del menor, cada iniciativa propone en 
diversos sentidos, tal regulación. 

Es por ello, que visto lo expresado en las iniciativas antes enunciadas y después de haber realizado un 
exhaustivo análisis de todas ellas, esta Comisión Dictaminadora se pronuncia en base a los siguientes: 

III. Considerandos  

Los miembros de la comisión han resuelto tomar como base para el presente dictamen las iniciativas con 
fechas 9 de febrero y 22 de abril, ambas de 2010, aclarando que las demás iniciativas señaladas en el 
apartado de antecedentes legislativos, sirvieron de referente para enriquecer el presente dictamen, 
circunstancia que se puede advertir en los argumentos expresados en el mismo. 

En lo general  

No pasa por alto la importancia y la relevancia que representa emitir un dictamen, respecto a la esfera jurídica 
de los menores, máxime que constituyen la base generacional y de población para el Estado mexicano. 

Los principales antecedentes en materia de derechos de los niños son: Declaración de Ginebra de 1924 sobre 
los Derechos del Niño; Declaración de los Derechos del Niño; Declaración Universal de Derechos Humanos; 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y demás estatutos e instrumentos emitidos por los organismos especializados internacionales que 
han expuesto interés en procurar el bienestar de las niñas, niños y adolescentes, en todos sus aspectos. 

Los instrumentos internacionales que ha suscrito México en materia de derechos humanos y relacionados con 
los derechos de los infantes, son: 

• Declaración Universal de los Derechos Humanos, del 10 de diciembre de 1948. 

• Convención internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Menores, del 30 de septiembre de 
1921. 

• Protocolo que modifica el Convenio para la Represión para la Trata de Mujeres y Niños, del 30 de 
septiembre de 1921, firmado el 12 de noviembre de 1947. 

• Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a la participación de niños en 
conflictos armados. 

• Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de los niños relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. 

• Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena y protocolo 
Final, del 21 de marzo de 1950. 

• “Convención sobre los Derechos del Niño, del 20 de noviembre de 1989”. 
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• “Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los niños, con 
particular referencia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e 
internacional”. 

Lo anterior, implica la obligación para que independientemente de las coyunturas políticas, sociales y 
económicas, se le asignen a la infancia todos los recursos posibles que garanticen su sano desarrollo. 

Concepto niño  

Tanto en la doctrina como en la práctica, se han ligado estrechamente las etapas de la infancia y la 
adolescencia del ser humano, por estar comprobado científicamente que en esta última el individuo aún 
necesita de la protección del Estado. 

Desde el punto de vista internacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificado por México e1 21 
de septiembre de 1990 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, establece: 
“Artículo 1, Para los efectos de la presenta Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de 
dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría 
de edad.” 

El Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, define la palabra 
menor: del latín minos natus,que se refiere al menor de edad o al pupilo, la cual proviene del latín pupus 
que significa niño.  

Esto es, que para efectos del presente dictamen y como espíritu de la reforma, se entenderá como niño a todo 
menor de 18 años. 

Compromisos Internacionales  

Nuestro país suscribió la Convención sobre los Derechos de los Niños en 1990, en la que el Estado mexicano, 
asume la obligación permanente de armonizar su derecho interno con tal instrumento internacional. 

En consideración a que los derechos de niñas, niños y adolescentes de nuestro país aún se encuentran 
limitados, resulta indispensable que todos los órganos de gobierno, realicen los actos tendientes a dar cabal 
respeto y cumplimiento a sus derechos. 

La Declaración de los Derechos del Niño ha sostenido que el menor, requiere de cuidados y asistencias 
especiales, tal como se expresa en su artículo 3o., numeral 1, que a la letra señala: 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”.  

De tal precepto, salta a la vista el principio del interés superior del niño, entendiéndolo como un conjunto de 
acciones y procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así como las condiciones 
materiales y afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo de bienestar posible. 

Tal principio, ha sido definido por diversos doctrinarios, entre ellos; Miguel Cillero, que considera al interés 
superior como una garantía a la que los niños tienen derecho, con fines muy particulares como lo son: 

• Ayudar a que las interpretaciones jurídicas reconozcan el carácter integral de los derechos del niño. 

• Obligar a que las políticas públicas den prioridad a los derechos de la niñez. 

• Permitir que los derechos de la niñez prevalezcan sobre otros intereses, sobre todo si entran en conflicto con 
aquellos. 
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• Orientar a que tanto los padres como el Estado en general, en sus funciones que les son relativas, tengan 
como objeto la protección y desarrollo de la autonomía del niño en el ejercicio de sus derechos y que sus 
facultades se encuentran limitadas, justamente, por esta función u objetivo. 

Así, el interés superior del niño, indica que las sociedades y gobiernos deben de realizar el máximo esfuerzo 
posible para construir condiciones favorables a fin de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. 

Adicionalmente la noción del interés superior del niño o niña implica, que el crecimiento de las sociedades 
depende en gran medida de la capacidad de desarrollar a quienes actualmente se encuentran en esta etapa 
de la vida. Desde esta perspectiva, dicha prioridad no es producto de la bondad de la sociedad adulta o de los 
sistemas de gobierno, sino que constituye un elemento básico para la preservación y mejoramiento de la 
sociedad. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha expresado la interpretación al concepto en comento, mediante 
tesis aislada, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVI, Página: 265, Novena 
Época, Instancia: Primera Sala (No. registro 172003), que a la letra dice: 

Interés superior del niño (concepto) 

En términos de los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, los tribunales deben atender primordialmente al interés superior del niño, en todas las 
medidas que tomen concernientes a éstos, concepto interpretado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (cuya competencia aceptó el Estado mexicano el 16 de diciembre de 1998 al ratificar la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos) de la siguiente manera: la expresión “interés superior del niño” 
implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como 
criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos 
a la vida del niño.  

Ahora bien ante la problemática social, que ha afectado el desarrollo de las niñas y de los niños, con 
fenómenos como: explotación sexual y comercial, abandono, maltrato físico, maltrato emocional, entre otros; 
surgió la necesidad de instaurar medidas encaminadas a tutelar y proteger los derechos de los menores. 

El derecho de los menores se entiende como una rama de la ciencia jurídica que regula las relaciones del ser 
humano durante las fases de su dinámico desenvolvimiento personal, en las que aún su personalidad ha de 
protegerse, así como las realidades que, en el medio social, inciden en este proceso de desarrollo personal. 

En este sentido, la función del Derecho de Menores, es constituir el instrumento por el que se pueda 
materializar el principio de justicia en los ámbitos que infieren en el ambiente de los menores. En otras 
palabras, tiene como función trascendental la de asegurar y amparar el desarrollo integral del proceso 
evolutivo de la personalidad del menor. 

El ejercicio del derecho del menor, debe de ir destinado a todos, sin realizar distinciones, pero bajo la premisa 
de que deben ser destinados en atención a las necesidades de cada sector poblacional, sumiendo como 
parámetros de cumplimiento las características socioeconómicas y culturales. 

En México se han dado avances trascendentales en materia del interés superior de la niñez, derivado de los 
instrumentos jurídicos internacionales, que nuestro Estado ha suscrito; entre éstos avances tenemos diversas 
reformas que se han llevado a cabo a nuestra Carta Magna, particularmente en los artículos que se precisan a 
continuación: 

• La reforma al artículo 1o. constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 14 de 
agosto de 2001, en el que se prohíbe toda discriminación motivada por origen étnico o Nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, entre otras. 

• La reforma al artículo 2o., apartado B fracciones III y VIII Constitucional, publicada en el DOF el 14 de agosto 
de 2001, en el sentido de dar apoyo a la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en 
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especial para la población infantil, así como la protección a los migrantes de los pueblos indígenas mediante 
programas especiales de educación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes. 

• La reforma al artículo 3o. Constitucional, publicada en el DOF el 12 de noviembre de 2002, referente a la 
educación básica obligatoria, preescolar, primaria y secundaria. 

• La reforma al artículo 4o. Constitucional, publicada en el DOF el 7 de abril de 2000, donde se contempla 
otros derechos como son: alimentación, salud, educación, sano esparcimiento para su desarrollo integral, 
respeto a su dignidad y ejercicio pleno de los derechos de los niños. 

• Por último, la reforma al artículo 123 Constitucional, publicada en el DOF 31 de diciembre de 1974, en el 
sentido de quedar prohibidas las labores insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo otro 
trabajo después de las diez de la noche, de los menores de 16 años, y queda prohibida la utilización del 
trabajo de los menores de 14 años, y que los mayores de esta edad y menores de 16 tendrán como jornada 
máxima la de seis horas. En cuanto al trabajo extraordinario, los menores de 16 años no serán admitidos en 
esta clase de trabajos. 

Es de especial importancia mencionar las iniciativas presentadas por las diputadas Irene Aragón Castillo y 
Claudia Cruz Santiago, las cuales proponen que se plasme en la Carta Magna: “Los niños, niñas y 
adolescentes son titulares de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los instrumentos 
internacionales ratificados por el Estado mexicano”. Lo anterior se trae a cuenta para efecto de robustecer el 
presente dictamen, quedando de manifiesto que el carácter de derechos humanos pretendido para los niños 
ya se cumple en espíritu con la presente reforma, debido a que el Estado debe cumplir con los tratados 
internacionales incluyendo los de derechos humanos. 

Ante tales antecedentes, es evidente que el espíritu del Constituyente Permanente ha sido en todo momento 
proteger y velar por los derechos de las niñas y los niños. 

Legislación Mexicana  

En cumplimiento al convenio internacional se ha emitido la Ley Federal para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000, 
conjuntamente las entidades federativas cuentas con su cuerpo normativo en materia de protección de la 
niñez, y que a continuación se enuncian: 

Además de existir diversos organismos públicos que protegen los derechos en estudio, se han creado 
diversas instituciones públicas como lo son: 

En lo particular  

Es evidente que el principio del interés superior de los niños no debe quedar relegado a las normas 
secundarias, ya que con esta reforma el principio en estudio se erigirá como punto de partida para las normas 
secundarias en la materia. 

Esta comisión dictaminadora considera que no obstante la existencia de los ordenamientos secundarios antes 
señalados y de las instituciones precisadas, es necesaria la reforma constitucional, ya que en la mayoría de 
las enunciadas no contemplan sanciones a su inobservancia y adicionalmente en atención a las obligaciones 
internacionales asumidas por el Estado Mexicano, siendo oportuno traer a cuenta la tesis de jurisprudencia 
con registro número 172650, XXV, Abril de 2007, Tesis: P. IX/2007: 

Tratados internacionales. Son parte integrante de la Ley Suprema de la Unión y se ubican 
jerárquicamente por encima de las leyes generales, federales y locales. Interpretación del artículo 133 
constitucional.  

La interpretación sistemática del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
permite identificar la existencia de un orden jurídico superior, de carácter nacional, integrado por la 
Constitución Federal, los tratados internacionales y las leyes generales. Asimismo, a partir de dicha 
interpretación, armonizada con los principios de derecho internacional dispersos en el texto constitucional, así 
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como con las normas y premisas fundamentales de esa rama del derecho, se concluye que los tratados 
internacionales se ubican jerárquicamente abajo de la Constitución federal y por encima de las leyes 
generales, federales y locales, en la medida en que el Estado mexicano al suscribirlos, de conformidad con lo 
dispuesto en la Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y Organizaciones 
Internacionales o entre Organizaciones Internacionales y, además, atendiendo al principio fundamental 
de derecho internacional consuetudinario “pacta sunt servanda”, contrae libremente obligaciones 
frente a la comunidad internacional que no pueden ser desconocidas invocando normas de derecho 
interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás, una responsabilidad de carácter internacional.  

Es por ello que la presente reforma constitucional, no solo se coloca como un avance a la regulación de los 
derechos de los niños, sino que se estaría cumpliendo con lo preceptuado en los diversos documentos 
jurídicos de carácter externo, a los cuales no podemos sustraernos, ya que podría suponer una mala imagen 
en la comunidad internacional, máxime que en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, México asumió un 
compromiso vinculante para brindar un futuro mejor a todos los infantes mediante la incorporación de tales 
principios al derecho interno. 

Además, la reforma constitucional produciría como efecto, la liberación de dicho principio para que sea 
oponible a cualquier autoridad y en cualquier materia, ya sea administrativa o jurisdiccional, mediante la 
verdadera garantía que es el juicio de amparo. 

Con ello se dará pausa al reconocimiento de diversos derechos que son inherentes como; el derecho a la 
identidad; a tener un nombre; a la adecuada salud y nutrición; a la educación; a vivir en un medio ambiente 
sano; a vivir libre de todo tipo de violencia, abuso o maltrato; al libre desarrollo de su personalidad; a no ser 
explotado; y a gozar de todas las demás prerrogativas y derechos que esta Constitución les otorga. 

Bajo este tenor, esta Comisión considera la procedencia de reforma al artículo 4o. de nuestra Carta Magna, 
con el propósito de abonar el camino de la armonización legislativa en favor de los derechos de la infancia 
mexicana. 

Esta comisión considera que la expresión relativa a la obligación de los padres para velar por el interés 
superior de los menores no debe de ser plasmada, en el artículo 4o., toda vez que dicho precepto resulta ser 
garantía individual y que por naturaleza jurídica sólo son oponibles al Estado, entendiéndose por ello que el 
único obligado a cumplirla es el Estado mismo. 

Por lo que toca a la reforma del artículo 73 Constitucional, en cuanto a que sea facultad del Congreso de la 
Unión el poder legislar en esta materia, esta Comisión dictaminadora considera la pertinencia de tal reforma, 
siempre y cuando se otorgue una concurrencia de materia para que las entidades federativas y el Distrito 
Federal puedan legislar en el ámbito de su competencia, con la participación de los Municipios, ello en 
atención a una correcta distribución de facultades. 

Por lo expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales somete a la consideración de la honorable Cámara 
de Diputados, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o.; se adiciona la fracción 
XXIX-P al artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o.; se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; para quedar como sigue: 

Artículo 4o. ... 

... 

... 

... 
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... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos y 
principios. 

... 

... 

Artículo 73. ... 

I. a la XXIX-O .... 

XXIX-P.Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de niñas, niños, adolescentes, velando 
en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los Tratados Internacionales de la 
materia, de los que México sea parte. 

XXX. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Notas:  

1 Datos consultados de la página www.derechosinfancia.org.mx/Derechos/conv_3.htm, el día 12 de agosto de 
2010. 

2 José Luis Soberanis Fernández. Manual para la calificación de hechos violatorios de los derechos humanos, 
Editorial Porrúa, México. P. 378. 

3 Dato consultado en la página www.unicef.org/mexico/spanish/mx_ resources_textocdn.pdf, el día 12 de 
agosto de 2010. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2010. 

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados:Juventino Castro y Castro (rúbrica), presidente; 
Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de la Torre 
(rúbrica), Francisco Saracho Navarro, Gustavo González Hernández (rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas 
(rúbrica), Guillermo Cueva Sada, Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), secretarios; José Luis Jaime 
Correa, Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), Morelos Jaime Carlos Canseco Gómez (rúbrica), Fermín Gerardo 
Alvarado Arroyo (rúbrica), Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica), Emilio Chuayffet Chemor (rúbrica), 
Fernando Ferreira Olivares (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica), Rafael Rodríguez González, 
José Ricardo López Pescador (rúbrica), Miguel Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Guadalupe Pérez 
Domínguez (rúbrica), Rolando Rodrigo Zapata Bello (rúbrica), Héctor Guevara Ramírez (rúbrica), Justino 
Eugenio Arraiga Rojas (rúbrica), Víctor Alejandro Balderas Vaquera (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba, 
Óscar Martín Arce Paniagua, Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Camilo Ramírez Puente, Agustín Torres Ibarrola 
(rúbrica).» 
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12-10-2010 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto por el que se reforman los 
párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular de los artículos no reservados, con 393 votos en pro, 0 en contra y 
0 abstenciones. 
Se turnó a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 12 de octubre de 2010. 
Discusión y votación, 12 de octubre de 2010. 
 
 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto 
por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-
P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Fundamenta el dictamen a nombre de la Comisión, el diputado Reginaldo Rivera de la Torre 
Desde su curul el diputado Ariel Gómez León se adhiere al diputado Rivera de la Torre 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

A discusión del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto por el que 
se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, intervienen los diputados: 

Yolanda de la Torre Valdez 
Claudia Edith Anaya Mota 
Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández 
Jaime Fernando Cárdenas Gracia 
Gerardo del Mazo Morales 
Juan Carlos Natale López 
María de Jesús Aguirre Maldonado 
Se considera suficientemente discutido y es aprobado en lo general y en lo particular con los artículos no 
impugnados 
A discusión en lo particular presenta propuesta la diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero 
Se acepta la modificación propuesta 
Desde su curul el diputado Víctor Humberto Benítez Treviño realiza comentarios 
 

RECESO 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

Se reanuda la sesión y es aprobado el artículo reservado con la modificación aceptada 
Se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y 
séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Pasa a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El siguiente punto del día es la discusión del dictamen 
con proyecto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en 
votación económica, si se le dispensa la lectura. 
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El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia se pregunta a la 
asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lectura. Las diputadas y los diputados que estén por la 
afirmativa favor de manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

«Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se reforman los 
párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: En consecuencia está a discusión en lo general. Y por 
la Comisión de Puntos Constitucionales para fundamentar el dictamen en términos del artículo 108 del 
Reglamento para el Gobierno Interior tiene la palabra el diputado Reginaldo Rivera de la Torre. Tiene la 
palabra, señor diputado, hasta por 5 minutos. 

El diputado Reginaldo Rivera de la Torre:Con su permiso, señor presidente. Señoras legisladoras y 
señores legisladores, México atraviesa en estos momentos por tres problemas severos: una crisis económica 
sin fin, la falta de empleos dignos para gran parte de la población, una guerra indescifrable en la que nadie 
sabe quién está ganando.  

Afortunadamente la Cámara de Diputados es el espacio idóneo para discutir estos y otros graves problemas 
nacionales que afectan a las familias mexicanas, especialmente a los niños como la parte más vulnerable de 
la población. 

La realidad social nos muestra que niñas y niños mexicanos enfrentan complejos fenómenos relacionados con 
la explotación sexual y comercial, abandono, maltrato físico y emocional, entre otros. Por ello ha llegado el 
tiempo de instaurar medidas legales que protejan los derechos de los menores. 

Nuestro país suscribió la Convención sobre los Derechos de los Niños en 1990. En ella el Estado mexicano 
asumió la obligación permanente de armonizar su derecho interno con dicho instrumento internacional. 

Tal vez los derechos de los niños, las niñas y adolescentes mexicanos aún se encuentran limitados. Resulta 
indispensable que todos los órganos de gobierno ajusten sus actos para respetar y cumplir tales derechos. 

La Declaración de los Derechos del Niño ha sostenido que el menor requiere de cuidados y asistencia 
especial. Así lo expresa su artículo 3o., numeral uno, que a la letra dice: en todas las medidas concernientes a 
los niños, que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, a su consideración primordial, será que atiendan el interés superior 
de la infancia. 

De tal precepto salta a la vista el principio de interés superior del niño, principio que se entiende como un 
conjunto de acciones y procesos pendientes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, precepto que 
también se refiere a las condiciones materiales y afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el 
máximo de bienestar posible. 

Bajo este tenor la Comisión de Puntos Constitucionales considera procedente la reforma al artículo 4o., de 
nuestra Carta Magna, con el propósito de abonar al camino y a la armonización legislativa a favor de los 
derechos de la infancia mexicana. 

Esta Comisión considera que la expresión relativa a la obligación de los padres de velar por el interés superior 
de los menores debe quedar plasmada en el artículo 4o. constitucional. 

Dicho precepto es una garantía constitucional cuya naturaleza jurídica la hace oponible al Estado, es decir, el 
obligado a cumplirla es el Estado mismo. 

Por lo que toca a la reforma al artículo 73 constitucional, en cuanto a establecer como facultad del Congreso 
de la Unión la de legislar en esta materia, la Comisión dictaminadora considera pertinente tal reforma, claro, 
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siempre y cuando se establezca la concurrencia en la materia para las entidades federativas y el Distrito 
Federal, para que puedan legislar en el ámbito de su competencia, otorgando la debida participación a los 
municipios. 

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Puntos Constitucionales somete a la consideración de esta 
honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de decreto. 

Artículo 4, párrafos sexto y séptimo. En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y se cumplirá 
con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las 
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo integral. Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de 
preservar y hacer cumplir estos derechos y principios. 

Artículo 73 constitucional. Son facultades del Congreso: fracción XXIX: expedir las leyes que establezcan la 
concurrencia de la federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios en el ámbito de sus respectivas 
competencias en materia de niñas, niños, adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de 
los mismos y cumpliendo con los tratados internacionales de la materia de los que México sea parte. 

Compañeras diputadas y compañeros diputados, este dictamen fue aprobado en la Comisión de Puntos 
Constitucionales por unanimidad de votos de todas las fracciones parlamentarias. Es por ello que 
respetuosamente les solicito aprobemos la iniciativa del interés superior de la infancia, porque nuestras 
nuevas generaciones de niños y niñas no nos pueden esperar sin que se reconozcan sus derechos. Es 
cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, señor diputado. Diputado, con qué 
objeto. 

El diputado Ariel Gómez León(desde la curul): Para preguntarle al señor diputado si me permite adherirme a 
su propuesta, ya que es muy parecida a la que hemos enviado hace unos días, señor presidente.  

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El diputado está fundamentando un dictamen, pero 
entiendo que no tendrá inconveniente en asumir que usted comparte sus mismas ideas. 

Diputado Cárdenas, está usted inscrito. Muchas gracias, diputado Gómez. Muchas gracias, diputado 
Cárdenas. 

Vamos a saludar a los invitados del diputado Salvador Caro Cabrera que son líderes sociales de los distritos 
XI federal y XII del estado de Jalisco. Muchas gracias por acompañarnos, estimados amigos. 

Asimismo, saludamos a integrantes de la Fundación Roberto Plan Inchausti, invitados por el diputado Luis 
Felipe Eguía Pérez. 

También nos han visitado alumnos del Colegio de Bachilleres de la comunidad de Xuchitlán, municipio de San 
Salvador, Hidalgo, invitados por la diputada Paula Hernández Olmos. Invitados por el diputado Martín 
Vázquez tuvimos a diversos ciudadanos de Ecatepec, estado de México. 

Saludamos con mucho gusto a invitados de todos los diputados de Nayarit, a diputados locales y presidentes 
municipales de esta entidad federativa. Muchas gracias por acompañarnos el día de hoy. 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Perdón. Estamos registrando en este momento los 
posicionamientos de los grupos parlamentarios. Le correspondería en primer término a la diputada Anaya 
Mota y después a la diputada Yolanda de la Torre. Pero si ellas no tienen ningún inconveniente lo haríamos 
en sentido inverso. 

Tiene el uso de la palabra la diputada Yolanda de la Torre. 
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La diputada Yolanda de la Torre Valdez:Con su permiso, señor presidente. Compañeras diputadas y 
compañeros diputados, una flor escasa en el jardín de la vida es la gratitud. Por eso quiero iniciar 
reconociendo a las y los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales por la sensibilidad que han 
tenido para ponerse de acuerdo en estas cosas que son importantes y trascendentes para los niños y las 
niñas de este país.  

A don Juventino Castro y Castro, no sólo es usted un referente para los estudiantes y estudiosos del derecho, 
ha sido un gran representante de la Suprema Corte de Justicia y hoy es un digno legislador. A don Juventino 
mi gratitud. Muchas gracias. 

A mi querido amigo y compañero don Emilio Chuayffet, por su acompañamiento, orientación, por el 
compromiso que tiene con la infancia, muchísimas gracias. Pero también a todos los integrantes de la 
Comisión, quiero agradecerles, el diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas, y además a usted, diputado, 
agradecerle su interés para que esto pase de manera rápida y eficiente. Muchas gracias, diputado. 

A Reginaldo Rivera de la Torre, a Norberto Sánchez Nazario, a Jaime Cárdenas Gracia y a Guillermo Cueva 
Sada, en ustedes, de verdad, mi más profunda gratitud hacia su sensibilidad a aprobar este dictamen. De 
verdad que hoy siento una profunda emoción. Hoy, después de un año, siento que he hecho algo como 
legisladora y eso no tengo con qué agradecérselos. 

El artículo 3o. de la Convención sobre los Derechos del Niño estipula que en todas las medidas concernientes 
a los niños, que tomen las instituciones públicas o privadas, de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos deben tener una consideración primordial que se atenderá siempre: 
el interés superior de la infancia. 

Nuestro texto constitucional ha avanzado sustantivamente en una visión garantista, respecto de los derechos 
de la niñez mexicana. Sin embargo, el principio de interés superior de la niñez no había quedado 
explícitamente plasmado en nuestra Carta Magna incumpliendo, con ello, los acuerdos asociados a la 
Convención de los Derechos del Niño. 

Con la reforma propuesta México cumplirá cabalmente con sus responsabilidades asumidas ante la 
comunidad internacional, pero lo más importante es que daría un paso adelante en la protección de los 
derechos de uno de los grupos de mayor circunstancia de vulnerabilidad social. 

La aprobación de esta reforma permitirá, además, fortalecer las capacidades del Estado mexicano para 
revertir las oprobiosas condiciones de desigualdad, pobreza, marginación, vulnerabilidad e inseguridad que 
enfrentan millones de niñas, niños y adolescentes en este país. 

Con esta reforma explícitamente el Estado y sus instituciones protegerán siempre, primero a los niños. Y no 
habrá argumento posible para postergar el diseño de políticas públicas, programas y acciones dirigidos a la 
plena garantía de los derechos de las niñas y de los niños. 

Compañeras diputadas y compañeros diputados, quiero reconocer aquí el trabajo de dos diputadas que 
también presentaron iniciativas para modificar el artículo 73 de la Constitución y agregar una fracción y que 
ello es de la mayor trascendencia, porque en la concurrencia con los estados del Congreso de la Unión 
podremos como diputados y diputadas avanzar y generar un piso mínimo, básico de derechos a los niños que 
con la concurrencia de los estados, lo que determine el Congreso de la Unión cuando en materia de 
legislación de niños se trate, no podremos ir un paso atrás, pero todos los pasos adelante que quieran las 
legislaturas de los estados serán importantes. 

Tenemos la gran oportunidad de generar un piso mínimo de derechos para cumplir los derechos y 
garantizárselos a los niños. Por eso quiero reconocer a la diputada Augusta Valentina su participación para 
que hoy lleguemos a esta profunda reforma y reconocer también a la diputada María de Jesús Aguirre, 
también su gran participación para que hoy podamos ofrecerle esto a las niñas y a los niños. 

Me siento muy orgullosa y les voy a decir sólo unos aspectos de por qué es importante que aprobemos esta 
reforma: 
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En 2006, 7 de cada 100 niños nacidos vivos en México pesaban menos de 2.5 kilogramos. En 2007 había 
más de 3.1 millones de niños de 17 años privados de su derecho a la educación. 

En México, más de 3.5 millones de niños jornaleros agrícolas están sin ejercer su derecho a la educación y a 
la salud. Un millón y medio de niños en este país no tienen acta de nacimiento, lo que significa que están en la 
nada jurídica. 

De 20 a 45 mil niños... 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Diputada, le vamos a dar un minuto para concluir... 

La diputada Yolanda de la Torre Valdez:Termino, señor presidente, gracias. De 20 mil a 45 mil niños son 
susceptibles de robo. Los niños de nuestro país son altamente violentados, por eso les pido su voto a favor 
porque hoy vamos a dar un paso importante. Es cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, distinguida diputada. 

Escucharemos ahora la intervención de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, por el Partido de la Revolución 
Democrática. Les recuerdo a los señores diputados que estamos en la discusión en lo general, para la que se 
han inscrito la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, don Jaime Cárdenas Gracia, Gerardo 
del Mazo Morales y para hablar en pro del dictamen la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, después 
de cuya intervención preguntaremos si está suficientemente discutido. 

La diputada Claudia Edith Anaya Mota:Gracias. Con su permiso, ciudadano presidente. Quien suscribe, la 
diputada federal Claudia Edith Anaya Mota y los integrantes a nombre, más bien, del Grupo Parlamentario de 
la Revolución Democrática, sometemos a la consideración de esta soberanía la presente reserva, por un 
cambio que tiene que ver más con cuestión de redacción.  

Hemos expresado nuestra voluntad a favor de que nuestra Carta Magna adicione a las garantías individuales 
el principio del interés superior de la niñez. Tenemos la convicción de que el pacto contenido en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se suman las aspiraciones de todos y todas 
las mexicanas, contenga este principio que desde 1989 nuestro país admitió incluir en su legislación al ratificar 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 

La redacción que proponemos es congruente con la Convención sobre los Derechos del Niño, ya que ésta 
antepone la responsabilidad del Estado mexicano en su compromiso adquirido hace 20 años. 

Al aceptar las obligaciones de la Convención mediante la ratificación o la adhesión, los gobiernos nacionales 
se han comprometido a proteger y a asegurar los derechos de la infancia y han aceptado que se les considere 
responsabilidades de este compromiso ante la comunidad internacional. 

Los Estados parte de la Convención están obligados a estipular y llevar a cabo todas las medidas y políticas 
necesarias para proteger el interés superior del niño. 

Nuestra reserva no es en contra del proyecto de decreto ni para denostar la propuesta aprobada en la 
Comisión de Puntos Constitucionales que preside mi compañero de bancada y muy respetado, don Juventino 
Castro y Castro. 

Nuestra propuesta es para fortalecer el marco jurídico en materia de la infancia y adolescencia nacional, por lo 
que proponemos que el artículo 4 del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales que contiene el 
proyecto de decreto por el cual se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adicionan otras 
fracciones para que quede como sigue: 

El Estado dispondrá de todos los medios a su alcance a fin de garantizar la aplicación del principio del interés 
superior de la niñez en el diseño, ejecución, supervisión y evaluación de sus políticas públicas. 
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Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendentes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos y 
principios. 

Sería ésa la propuesta del Grupo Parlamentario del PRD, de cambio de redacción, pero sobre todo 
respetando el trabajo que han realizado todos los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales para 
que los niños y las niñas de México tengan sus derechos salvaguardados en nuestra Carga Magna. Sería 
cuanto, ciudadano presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, señora diputada. Nos podrá informar 
la comisión si es de aceptarse la propuesta que ha hecho la diputada y seguiremos con el trámite normal. 

Tiene la palabra la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández para posicionar en lo general por el 
Partido de Acción Nacional. 

La diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández:Con su permiso, diputado presidente. 
Compañeras diputadas y compañeros diputados.  

El día de hoy se ponen a su consideración dos importantes reformas a nuestra Constitución, reformas que no 
quedarán sólo en el papel sino que cambiarán la vida de millones de infantes en nuestro país. 

Niñas y niños que están en estos momentos en sus casas, en la escuela o en la calle y que esperan que sus 
representantes, lejos de protagonizar disputas, a veces estériles, o de dejar correr largas sesiones donde los 
acuerdos no llegan, escuchen su voz débil, llegada desde abajo pero potente en razones. 

Niñas y niños que hoy tienen hambre, no van a la escuela, no tienen un padre, no juegan, no ríen, sufren de 
violencia, abuso o maltrato, o son explotados o tienen que trabajar. 

El Partido Acción Nacional nació hace 71 años, por el reclamo ciudadano de los derechos fundamentales, 
derechos que no sólo son prerrogativa de los adultos sino de la infancia, que es nuestro futuro. 

Hoy, la reforma al 4o constitucional para incorporar el concepto del interés superior de la infancia y el artículo 
73 para facultar al Congreso de la Unión para legislar en la materia representan, sin duda alguna, el avance 
más importante en nuestra legislación en el tema de la infancia. 

Aún cuando nuestro país ha firmado tratados internacionales que lo obligan a armonizar las leyes mexicanas 
y, en efecto, existe la Ley para la Protección de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, y nuestro 
país cuenta también con instituciones dedicadas a la protección de la infancia, sin las reformas 
constitucionales que hoy se proponen a esta asamblea, esta ley no es más que un catálogo de buenos 
deseos, porque no obstante la existencia de los ordenamientos antes señalados y de las instituciones 
precisadas, es necesaria la reforma constitucional, ya que no contemplan sanciones a su inobservancia. 

Es por ello que la presente reforma constitucional no sólo se coloca como un avance a la regulación de los 
derechos de los niños sino que estaría cumpliendo con lo preceptuado en los diversos documentos jurídicos 
de carácter externo, a los cuales no podemos sustraernos. 

Aunado a esto, la reforma al artículo 4o. constitucional produciría como efecto la liberación de dicho principio 
del interés superior de la infancia, para que sea oponible a cualquier autoridad y en cualquier materia, ya sea 
administrativa o jurisdiccional mediante la verdadera garantía que es el juicio de amparo. 

Con ello se dará pauta al reconocimiento de diversos derechos que son inherentes, como el derecho a la 
identidad, a tener un nombre, a la adecuada salud y nutrición, a la educación, a vivir en un medio ambiente 
sano, a vivir libre de todo tipo de violencia, abuso y maltrato, al libre desarrollo de su personalidad, a no ser 
explotado y a gozar de todas las demás prerrogativas y derechos que la Constitución les otorga. 
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Por lo que toca a la reforma al artículo 73 constitucional, sería facultad del Congreso de la Unión legislar en 
esta materia, otorgando una concurrencia de materia para que las entidades federativas y el Distrito Federal 
puedan legislar en el ámbito de su competencia, con la participación de los municipios. Ello en atención a una 
correcta distribución de facultades. 

Pese al gran abanico de temas en los cuales el Congreso de la Unión está facultado para dictar leyes, el tema 
de los derechos de la infancia sigue siendo uno de los que menos trabajo legislativo ha procesado, aun y 
cuando las niñas y los niños merecen una preocupación extrema por las condiciones de abandono en las que 
muchas veces se encuentran, incluso desde el momento de nacer. 

Para el caso de los hijos e hijas no reconocidos por su padre, como consecuencia directa de haber nacido 
fuera del matrimonio, según la legislación vigente, la insuficiencia alimentaria no es la única pérdida que sufre 
el niño, en espera de una resolución judicial o de un acto de la voluntad paterna sino que además el abandono 
o la ausencia de estímulos provocan la pérdida del potencial de desarrollo. Es decir, no sólo se trata de 
desnutrición sino que el desentendimiento de un padre constituye un elemento que contribuye a colocar al 
infante en una situación de exclusión social que conduce al empobrecimiento evolutivo. 

Los alimentos, al igual que la filiación conforman, entre otros, derechos reconocidos a la infancia, mismos que 
se encuentran plasmados en instrumentos jurídicos nacionales, así como el instrumento de carácter 
internacional vinculante por el Estado mexicano. 

Con relación a los derechos de filiación y alimentación, es necesario recalcar la gama de responsabilidades 
que se entrelazan para su cumplimiento. Sin embargo, la legislación civil en el tema de alimentos, 
reconocimiento de la paternidad y en general de los derechos civiles, al ser un tema reservado a los Estados 
abre la posibilidad de que existan tantas maneras de regular esta rama del derecho como legislaciones 
estatales existen, complicando en muchos de los casos trámites que se realizan respecto del derecho familiar. 

Es por eso que la inclusión de estos temas al artículo 73 constitucional tiene una gran importancia, pues abrirá 
la puerta legislativa para que puedan ser aprobadas la ley en materia de paternidad responsable, alimentos y 
adopción, entre otros, con el único y objetivo principal de reconocer la exigibilidad de los derechos de la 
infancia. 

Compañeras diputadas y compañeros diputados, a nombre de mi partido, el Partido Acción Nacional, les pido 
el voto a favor de estas importantes reformas en nuestra Carta Magna. Hagamos del día de hoy el día en que 
demostremos a nuestras hijas, a nuestros hijos, que no hay nada más importante para nosotros que su 
bienestar y que estamos dispuestos a hacer lo que sea necesario para heredar a México la infancia fuerte, 
bien alimentada, segura y protegida que lo hará más grande, más próspero y más feliz. Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, diputada Díaz de Rivera Hernández. 
Tiene la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gracia. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia:Gracias, presidente. Compañeras diputadas, compañeros 
diputados, en esta iniciativa jugaron un papel, y en este dictamen también las compañeras diputadas, la 
compañera Yolanda de la Torre, la compañera Claudia Edith Anaya, la compañera Díaz de Rivera entre otras 
diputadas muy destacadas de esta Cámara, jugaron un papel fundamental insistiéndonos en la Comisión de 
Puntos Constitucionales a favor del dictamen de un buen número de iniciativas que se habían presentado en 
esta Cámara.  

También quiero destacar, desde luego, la participación de la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado. 
Todas ellas trabajaron insistentemente con nosotros para aprobar este dictamen. Por eso me da mucho gusto, 
éste es de los dictámenes que nos unen a todos, es una causa desde luego extraordinaria, es la causa del 
presente y es la causa del futuro. 

Yo quisiera simplemente decir que la parte medular... Hay dos partes medulares en esta reforma desde el 
punto de vista jurídico: la primera es la introducción del principio constitucional del interés superior de la niñez. 
Este principio, como decía hace un momento la diputada Días de Rivera, va a servir para informar, para 
orientar no solamente al legislador cuando se aprueben las leyes secundarias sino a la administración pública 
para definir políticas públicas que salvaguarden este interés superior de la niñez; y, desde luego, en materia 
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jurisdiccional, para que todos los jueces de cualquier área o ámbito del derecho se orienten por el principio del 
interés a salvaguardar el principio del interés superior de la niñez. 

Pero yo agregaría de manera respetuosa lo que aquí se ha dicho, que no solamente respecto de los tres 
poderes públicos sino que aun en los órganos constitucionales autónomos o cualquier entidad de interés 
público de este país, están obligado a salvaguardar y a mirar por el interés superior de la niñez. 

Esta reforma tiene ese mérito. Esta reforma consagra un principio jurídico que, como sabemos los diputados y 
las diputadas, es una norma de carácter abierto. Es decir, como dice un teórico del derecho, Robert Alexy, es 
un mandato de optimización. Es una norma que estamos obligados a realizar en la mayor medida posible, a 
maximizar este principio para favorecer a la niñez y a los jóvenes de nuestro país. 

El otro asunto muy importante de esta reforma tiene que ver con que se modifica el artículo 73 de la 
Constitución para que el Congreso expida una ley general. Es decir, una ley en donde tendrán competencia la 
federación, los estados y los municipios. 

Aquí los legisladores debemos ser muy celosos y salvaguardar el Estado federal –el federalismo— como no lo 
hicimos. No quiero recordar otro debate pasado de la semana anterior, cuando la ley que se aprobó, 
Reglamentaria de la Fracción XXI del 73, no salvaguardó el federalismo. 

Aquí tenemos que repartir en la ley secundaria, de manera muy conveniente, las competencias de la 
federación, de los estados y de los municipios. Es otro mérito de este dictamen. 

El tercer mérito, que yo diría es el mérito garantista, la idea es que nos convoca esta reforma constitucional a 
que aprobemos la legislación secundaria, la ley general que he mencionado para garantizar plenamente en la 
mayor medida posible los derechos de las niñas, de los niños, de las jóvenes y de los jóvenes de este país. 

Yo simplemente quiero decir —sé que esto puede ser anticlimático pero me atrevo a decirlo— que la 
redacción que propone la diputada Claudia Edith Anaya me parece una redacción más garantista. Ojalá que 
cuando se vote en lo particular la reserva que ella hizo vayamos con la reserva de la diputada Claudia Edith 
Anaya Mota. 

Pero en lo general, mi grupo parlamentario está totalmente a favor de este dictamen y reconocemos sobre 
todo la labor de las compañeras legisladoras y desde luego, el trabajo de los legisladores como don Juventino 
Castro, que apoyó desde un principio este dictamen sin ningún tipo de obstáculo o de reserva al mismo. Pero 
en el voto, en la reserva, yo estaría de acuerdo con la propuesta garantista que nos hace nuestra compañera 
Claudia Edith Anaya Mota. Por su atención, muchas gracias, compañeros. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado 
Gerardo del Mazo Morales. 

El diputado Gerardo del Mazo Morales:Con su permiso, señor presidente. Compañeras legisladoras y 
compañeros legisladores, la diversidad de los rezagos y retos emergentes que las niñas, los niños y los 
adolescentes mexicanos enfrentan en esferas como la salud, educación y protección integral, hacen necesaria 
la obligación del Estado de analizar y evaluar las políticas públicas de protección hasta hoy implementadas, 
con el fin de hacer un diagnóstico y visualizar los desafíos que tenemos por delante.  

La discusión de este dictamen por el que se obliga al Estado mexicano a que en todas las decisiones y 
actuaciones que tome se cumpla con el principio del interés superior de la niñez y por medio del cual se 
faculta al Congreso de la Unión para expedir leyes en las que se determinen las obligaciones expresas de los 
tres órdenes de gobierno, es un avance legislativo innegable a propósito del 20 aniversario del inicio de la 
vigencia de la Convención sobre los Derechos del Niño en nuestro país. México ratificó este instrumento 
internacional en septiembre de 1990, la Convención sobre los Derechos del Niño, y asumió su compromiso 
vinculante que lo obliga a adoptar, entre otras, las medidas legislativas necesarias para propiciar el respeto a 
la dignidad de la niñez y el pleno ejercicio de sus derechos. 

A dos décadas del inicio de este camino y a pesar de los avances, las instituciones del Estado mexicano 
tienen aún grandes pendientes e importantes oportunidades para garantizar el ejercicio pleno de los derechos 
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humanos, de los casi 40 millones de niñas y niños mexicanos que aún padecen rezagos derivados 
primordialmente de la pobreza y enfrentan al mismo tiempo problemas emergentes vinculados a la salud, 
educación y seguridad. 

Las y los integrantes del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza compartimos el criterio de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que cualquier violación de derechos humanos resulte 
especialmente grave cuando se trata de un niño. 

Por ello la atención, el cuidado y la educación revisten una importancia crucial, ya que ellos y ellas son 
quienes determinan el futuro desarrollo económico y social del país. 

Estamos en un panorama en el que la promoción de los derechos y la prevención de riesgos y situaciones de 
peligro son la única apuesta posible para asegurar que la niñez tenga acceso a una adecuada calidad de vida. 

No basta con señalar de manera retórica que hemos cambiado nuestra visión. La revolución de la protección 
integral de la niñez, como sujeto de derecho, tiene que vivirse efectivamente en las sociedades, en las 
instituciones, en nosotros y en los propios niños y niñas. 

Por ello el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, como promovente de esta reforma, apoya este dictamen en 
sus términos con el fin de seguir garantizando el pleno ejercicio de sus derechos, así como el máximo 
desarrollo de su potencial humano y social. Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Juan 
Carlos Natale López, por el Partido Verde Ecologista de México. 

El diputado Juan Carlos Natale López:Con su permiso, señor presidente. Diputadas y diputados, quiero 
comentarles que en el Congreso de la Unión efectivamente sí hay temas en los que los diputados federales 
nos ponemos de acuerdo y éste es uno de ellos.  

En el Partido Verde temas como éste, consideramos que son superiores a los del interés nacional, son 
prioritarios para el desarrollo del país y para la evolución y consolidación de las próximas generaciones. 

En el Partido Verde siempre nos hemos preocupado por fomentar la protección y el cuidado de los niños, por 
fomentar su desarrollo, por fomentar su educación y su cultura, así como la de los jóvenes. 

El Partido Verde es un partido prominentemente integrado por jóvenes que pensamos como ellos y actuamos 
como tales. 

Nosotros, aparte de lo mencionado, siempre hemos impulsado iniciativas de temas de juventud, de educación, 
como los bonos educativos de inglés y computación que sin duda generan una aportación a la cultura y a la 
educación de los jóvenes de nuestro país. 

Hemos aportado temas en la seguridad de los jóvenes y niños como endurecer las penas a los delincuentes y 
asesinos. 

En el Partido Verde siempre velamos principalmente por nuestra causa, por la cual estamos aquí 
primordialmente, que es la ecología y el medio ambiente, y hemos hecho propuestas como que la materia de 
ecología y medio ambiente y equidad y género sean impartidas desde el kínder. 

Ésas son las propuestas que el Partido Verde ha hecho para el desarrollo y consolidación de la cultura de los 
jóvenes y los niños. 

En el Partido Verde sí aportamos, en el Partido Verde sí apoyamos y sí estamos de acuerdo para fortalecer, 
siempre y cuando sea viable, como en esta ocasión, a los niños y jóvenes de México. Muchas gracias. 
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, señor diputado. La última intervención en 
esta discusión en lo general le corresponde a la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado para hablar en 
pro del dictamen. 

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado:Muchas gracias, diputado presidente. Compañeras 
diputadas y compañeros diputados, hoy el Poder Legislativo otorga un gran reconocimiento a la niñez 
mexicana y hoy también en esta Cámara de Diputados tenemos visitantes distinguidos. Yo observo desde 
aquí niños y niñas que nos visitan y que nos da mucho gusto que estén hoy aquí siendo testigos de la 
aprobación de este dictamen en estas diferentes iniciativas que se han presentado en legislaturas desde la 
LVIII, LIX, LX y LXI.  

Muchas compañeras diputadas y compañeros diputados de todos los grupos parlamentarios han hecho del 
tema de la niñez su bandera, su trabajo. Han participado de manera importante en diferentes comisiones 
donde hemos aprobado algunos temas que están relacionados con la niñez. 

Este dictamen es una acción fundamental en aras de velar por el cumplimiento y ampliación de los derechos 
que tutelan el interés superior de la infancia, hecho que sin duda marca un precedente en nuestra legislación. 

Los derechos de la infancia han tenido para el actuar internacional de México un lugar destacado que conlleva 
obligaciones claras y precisas de armonizar la legislación interna del país en consonancia con los 
compromisos internacionales que México ha asumido en esta actitud cada vez más comprometida y 
participativa en el tema. 

Instrumentos como la Convención de los Derechos del Niño de 1989 son un claro ejemplo del desarrollo del 
derecho internacional y de la concepción de los derechos humanos, de la cual nuestro país ha sido su firme 
promotor. 

Sin embargo, tenemos que reconocer que aún hacen falta acciones que garanticen su cumplimiento. Un claro 
ejemplo de ello lo encontramos cuando el Comité de los Derechos del Niño, órgano de vigilancia de la 
aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño ha presentado diversas recomendaciones al Estado 
mexicano con relación al lento avance de la plena garantía y observancia de los derechos de la infancia 
contenidos en la convención. 

Incluso vale la pena retomar las recomendaciones emitidas por el Comité con motivo del Segundo Informe 
mexicano, del 10 de noviembre de 1999, en las cuales se exhorta a nuestro país a emprender una reforma 
legislativa para introducir a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos los principios de no 
discriminación y de interés superior de la infancia, lo cual nos marca una primera pauta para adicionar el 
artículo 73 para otorgar al Poder Legislativo federal facultades expresas en la materia. Asimismo, al artículo 
4o. constitucional. 

Esta reforma nos permite cumplir con lo establecido en la Convención, sobre todo cuando estipula en su 
artículo 4o. que los Estados parte adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole 
para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicha Convención. 

La legislación, y sobre todo la Constitución, deben tener todos los elementos posibles para proteger al 38 por 
ciento de la población. Ese 38 por ciento, compañeros diputados y compañeras diputadas, son nuestros niños 
y nuestras niñas. Darles a ellos su libertad, su integridad, su educación, su salud, su desarrollo, su patrimonio, 
su situación familiar y muchos otros temas en que debemos nosotros velar. 

Esta Legislatura realmente se ha distinguido por sacar adelante los temas de la niñez. Puntos de acuerdo que 
se han presentado y que se han aprobado incluso por la Junta de Coordinación Política, y que hoy tenemos 
gracias a la aprobación de la Junta de Coordinación Política y de este pleno, tenemos una Comisión Especial 
de la Niñez. 

Hoy también en esta Cámara hemos aprobado el proteger a las niñas y a los niños que están ahí, en esos 
centros de readaptación social en donde se encuentran internas sus madres. Muchos otros han sido los temas 
que nos han unido en esta Legislatura en torno a la niñez. 
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Hoy los invito a que aprobemos este dictamen y agradezco a todos los integrantes de la Comisión de Puntos 
Constitucionales por haber aprobado en esa Comisión todas estas iniciativas que estaban desde el 2002 ahí 
esperando ser tomadas en cuenta, esperando ser aprobadas por los diputados y las diputadas. 

Seguirá el proceso legislativo pero nosotros tenemos el firme compromiso de seguir trabajando a favor de 
nuestras niñas y de nuestros niños mexicanos. Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias a usted, señora diputada. 

Como ya lo ha dicho la diputada Aguirre, les damos la más cordial bienvenida a los alumnos de primaria, 
secundaria y al personal docente de la escuela particular Superación, del estado de Morelos, invitados por la 
diputada federal Rosalina Mazari Espín. Muchas gracias amigos, por acompañarnos hoy. 

También están con nosotros alumnos de la Universidad Stanford, de Cuautla, Morelos, de la Facultad de 
Derecho, invitados por el diputado Jesús Giles Sánchez. Muchas gracias por estar con nosotros esta tarde. 

Consulte la Secretaría si se encuentra suficientemente discutido en lo general el dictamen. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y 
los diputados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la 
negativa favor de manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Se encuentra, por tanto, suficientemente discutido. Y 
para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General se pregunta a 
la asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo en lo particular. 

Esta Presidencia informa que se ha reservado para la discusión en lo particular el artículo 4o., reserva que ha 
hecho la diputada Claudia Edith Anaya Mota. Se pide, por tanto, a la Secretaría, abra el sistema electrónico 
por 10 minutos para proceder a la votación en lo general y en lo particular de los artículos no impugnados. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico, hasta por 10 minutos, para proceder 
a la votación en lo general y en lo particular de los artículos no impugnados del proyecto de decreto. 

(Votación) 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Si falta alguna diputada o diputado por emitir su voto, 
háganlo, está abierto el tablero electrónico. 

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su voto? Vamos a proceder a cerrar el tablero electrónico. 

Ciérrese el tablero electrónico. De viva voz: 

El diputado Víctor Roberto Silva Chacón(desde la curul): A favor. 

La diputada Paula Angélica Hernández Olmos(desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Señor presidente tenemos 393 votos a favor, 0 
abstenciones y 0 en contra. 

Presidencia del diputado Amador Monroy Estrada 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Aprobados en lo general y en lo particular por 
unanimidad, los artículos no impugnados.  
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Fue aprobado por mayoría calificada, perdón. 

Esta Presidencia informa que se ha reservado para la discusión en lo particular el artículo 4o. 

En consecuencia, tiene el uso de la palabra la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Partido de la 
Revolución Democrática. Pasa en lugar de la diputada Claudia Edith Anaya Mota la diputada Teresa 
Incháustegui. 

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero:Buenas tardes, compañeras y compañeros, para 
proponer la adición en el sexto párrafo de la iniciativa en donde se señala que el Estado dispondrá de todos 
los medios a su alcance para garantizar la aplicación del principio del interés superior de la niñez en el diseño, 
ejecución, supervisión y evaluación de las políticas.  

Nuestra propuesta es adicionar en el sexto párrafo las siguientes líneas: este principio —el interés superior de 
la infancia— deberá guiar el diseño, ejecución, supervisión y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 

La razón de esta adición es reforzar el garantismo, que ya se está planteando en el artículo 6o., pero desde 
una perspectiva instrumental de políticas públicas, porque lo que nos ocurre con mucha frecuencia, 
compañeras y compañeros, es que las política y los recursos que se destinan a diferentes rubros 
generalmente no se evalúan y, por tanto, la mayor parte de los recursos no atienden efectivamente los 
problemas que hay que atender. 

En este caso, de esta manera pensamos, se refuerza ese garantismo de manera que siempre sea evaluada la 
política y siempre se esté cuidando que el diseño efectivamente corresponda al principio de interés superior 
de la infancia. 

Ésa es en realidad una adición que fortalece el principio pero desde una perspectiva instrumental. Es cuanto, 
señor presidente. Gracias. 

«Propuesta de una adición al párrafo sexto del artículo 4o. constitucional de la diputada Teresa del Carmen 
Incháustegui Romero. 

Artículo 4o. En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas 
dirigidas a la niñez. 

(Rúbrica).» 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gracias a usted, diputada. Consulte la Secretaría a la 
asamblea si se admite a discusión la modificación propuesta por la diputada Teresa Incháustegui. 

Solicito a la asamblea un minuto de tolerancia, toda vez que estamos analizando la propuesta de la 
compañera diputada Teresa Incháustegui. 

Se encuentran en este recinto estudiantes del Conalep, del Oro, estado de México, invitados por el diputado 
Emilio Chuayffet Chemor. Les damos la más cordial bienvenida. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Artículo 4o. En todas las decisiones y actuaciones 
del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena 
sus derechos. 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 
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El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Consulte la Secretaría a la asamblea si se admite a 
discusión la modificación propuesta. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si se admite a discusión la propuesta de modificación presentada por la 
diputada Incháustegui. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo. 
Quienes estén por la negativa favor de manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: En todo caso, está a discusión. No habiendo oradores, 
consulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modificación propuesta. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si se acepta la propuesta presentada por la diputada Incháustegui. 
Diputadas y diputados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor 
de manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Aceptada la propuesta. 

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido el artículo 40. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido el artículo 4o. Las diputadas y 
los diputados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de 
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Suficientemente discutido. 

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por 5 minutos para proceder a la votación del artículo 
4o. 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño(desde la curul): Señor presidente. 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: ¿Con qué objeto, diputado Benítez Treviño? Sonido a la 
curul del diputado Benítez Treviño, por favor. 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño(desde la curul): Para precisar, señor presidente, que hay una 
confusión en la asamblea. ¿La diputada Inchaustegui presentó su propuesta por escrito, como establece la 
ley? Y que la lean por favor.  

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sí, ya le dio lectura. La presentó por escrito y le dio 
lectura. Pero instruimos a la Secretaría para que nuevamente le dé lectura, por favor. 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño(desde la curul): Señor presidente. 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sonido a la curul del diputado Benítez Treviño, por favor. 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño(desde la curul): En consecuencia, señor presidente, le 
pedimos cinco minutos para consensuarlo con las bancadas. 

RECESO 

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada(a las 13:55 horas): Se acepta la propuesta del diputado 
Benítez Treviño y se declara un receso de cinco minutos. 
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(Receso) 

Presidencia del diputado Jorge Carlos Ramírez Marín 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (a las 13:58 horas): Se reanuda la sesión. 

Pido a la Secretaría se sirva dar lectura nuevamente a la proposición aceptada por la asamblea, sobre el 
artículo 4o. reservado. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Artículo 4o. En todas las decisiones y actuaciones 
del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena 
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Se adiciona: este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas dirigidas a la niñez. Es cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Correcto, señor secretario. Se pide a la Secretaría 
abra el sistema electrónico, por 5 minutos, para proceder a la votación del artículo 4o. del proyecto de decreto 
reservado, en los términos de la proposición leída por la Secretaría. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema hasta por 5 minutos para proceder a la votación 
nominal del artículo 4o. 

(Votación) 

Sigue abierto el sistema electrónico. Se va a proceder a cerrar el tablero electrónico. Adelante, diputados está 
abierto todavía el sistema. Está abierto el sistema electrónico, señores diputados. ¿Falta algún diputada o 
diputada por emitir su voto? Ciérrese el tablero electrónico. De viva voz: 

El diputado Víctor Roberto Silva Chacón(desde la curul): A favor. 

El diputado Víctor Manuel Báez Ceja(desde la curul): A favor. 

El diputado Julio César Godoy Toscano(desde la curul): A favor. 

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul): A favor. 

El diputado Vidal Llerenas Morales(desde la curul): A favor. 

El diputado José Adán Ignacio Rubí Salazar (desde la curul): A favor. 

La diputada Daniela Nadal Riquelme(desde la curul): A favor. 

El diputado Fermín Montes Cavazos(desde la curul): A favor... 

El diputado Cruz López Aguilar(desde la curul): A favor. 

El diputado Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh(desde la curul): A favor. 

El diputado Julio Castellanos Ramírez(desde la curul): A favor. 
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El diputado Gastón Luken Garza(desde la curul): A favor. 

El diputado Liev Vladimir Ramos Cárdenas(desde la curul): A favor. 

El diputado César Mancillas Amador(desde la curul): A favor. 

El diputado José Antonio Aysa Bernat(desde la curul): A favor. 

La diputada María de la Paz Quiñones Cornejo(desde la curul): A favor. 

El diputado Francisco Lauro Rojas San Román(desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: Señor presidente, tenemos 376 votos a favor, 0 en 
contra y 1 abstención. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Aprobado el artículo 4o. reservado por 376 votos. 
Aprobado por mayoría calificada.  

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y 
séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX P al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.  
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14-10-2010 
Cámara de Senadores. 
MINUTA con proyecto de decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4º y se 
adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios Legislativos. 
Diario de los Debates, 14 de octubre de 2010. 
 
 
 
Minuta proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4º y se 
adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

- La C. Secretaria Sosa Govea: Se recibió de la Cámara de Diputados una minuta proyecto de Decreto por el 
que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

“PODER LEGISLATIVO FEDERAL 
CAMARA DE DIPUTADOS 

MESA DIRECTIVA 
LXI LEGISLATURA 
OFICIO NO.: D.G.P.L 61-II-8-550 
EXP. 994 

SECRETARIOS DE LA 
H. CAMARA DE SENADORES 
PRESENTES. 

Tenemos el honor de remitir a ustedes para sus efectos Constitucionales, el expediente con la Minuta 
Proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del Artículo 4 y se adiciona la 
fracción XXIX-P al Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

México, D.F., a 12 de octubre de 2010. 

Dip. Carlos Samuel Moreno Terán 
Secretario 

Dip. Balfre Vargas Cortez 
Secretario”. 

“MINUTA 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN LOS PARRAFOS SEXTO Y SEPTIMO DEL ARTICULO 4 Y SE ADICIONA LA 
FRACCION XXIX-P AL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

Artículo Unico.- Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4. ... 
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… 

… 

… 

… 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos y 
principios. 

… 

… 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O. ... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de niñas, niños, adolescentes, velando 
en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los Tratados Internacionales de la 
materia, de los que México sea parte. 

XXX. …. 

TRANSITORIO 

Unico.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión. México, D.F., a 12 de 
octubre de 2010. 

Dip. Jorge Carlos Ramírez Marín 
Presidente 

Dip. Carlos Samuel Moreno Terán 
Secretario”. 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de 
Estudios Legislativos para su análisis y dictamen. 
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31-03-2011 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios Legislativos, con proyecto 
de decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular, con 84 votos en pro, 1 en contra y 0 abstenciones. 
Se devuelve con modificaciones a la Cámara de Diputados para los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del 
artículo 72 constitucional. 
Diario de los Debates, 29 de marzo de 2011 (primera lectura). 
Discusión y votación, 31 de marzo de 2011. 
 
 
 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS PARRAFOS SEXTO Y SEPTIMO DEL 
ARTICULO 4 Y SE ADICIONA LA FRACCION XXIX-P AL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  
 
(Dictamen de primera lectura) 
 
- Se da cuenta con el dictamen suscrito por las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios 
Legislativos. 

 

 “COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES; 
Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS 

H. ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos del Senado de la República, 
les fue turnada para su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente, la minuta con proyecto 
de Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Estas comisiones dictaminadoras con fundamento en lo dispuesto por los artículos 72 y 135 de laConstitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85, 86, 94 y 103 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos y 162, 176, 177, 178, 182, 192, 193, 194 del Reglamento del Senado de la 
República, habiendo analizado el contenido de la citada minuta, se permiten someter a la consideración de los 
integrantes de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. En sesión ordinaria celebrada en la Cámara de Diputados el día 12 de octubre de 2011, el Pleno aprobó el 
dictamen de la minuta proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° 
y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos.  

2. En sesión ordinaria celebrada en el Senado de la República del día 12 de octubre de 2011, la Mesa 
Directiva turnó la minuta referida a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios 
Legislativos, para su estudio, análisis y dictaminación. 

CONTENIDO DE LA MINUTA 

La minuta en estudio propone reformar los artículos 4° y 73 constitucionales con el objetivo de: 

- Establecer el principio del interés superior de la niñez, el cual deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimientoy evaluación de las políticas públicas de la niñez. 

- Incorporar la obligación de los ascendientes, tutores y custodios para hacer cumplir derechos de los niños y 
sus principios.  



2 
 

- Facultar al Congreso de la Unión a expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, de las 
entidades federativas y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de niños, 
niñas, adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los 
tratados internacionales de los que México sea parte. 

En el dictamen de la Colegisladora se hace referencia a los principales antecedentes en materia de derechos 
de los niños: Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño; Declaración de los Derechos del 
Niño; Declaración Universal de Derechos Humanos; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y demás estatutos e instrumentos emitidos por 
los organismos especializados internacionales que han expuesto interés en procurar el bienestar de las niñas, 
niños y adolescentes, en todos sus aspectos.  

Asimismo, señala los instrumentos internacionales que Méxicoha suscrito en materia de derechos humanos 
relacionados con los derechos de los infantes: 

- Declaración Universal de los Derechos Humanos, del 10 de diciembre de 1948.  

- Convención internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Menores, del 30 de septiembre de 
1921. 

- Protocolo que modifica el Convenio para la Represión para la Trata de Mujeres y Niños, del 30 de 
septiembre de 1921, firmado el 12 de noviembre de 1947. 

- Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a la participación de niños en 
conflictos armados. 

- Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de los niños relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía.  

- Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena y protocolo 
Final, del 21 de marzo de 1950. 

- Convención sobre los Derechos del Niño, del 20 de noviembre de 1989. 

- Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los niños, con 
particular referencia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e 
internacional. 

Lo anterior, implica la obligación para que se le asignen a la infancia todos los recursos posibles que 
garanticen su sano desarrollo. 

Respecto al concepto de “niño” refiere que desde el punto de vista internacional, la Convención sobre los 
Derechos del Niño1 establece en el artículo 1: “Para los efectos de la presente Convención, se entiende por 
niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, 
haya alcanzado antes la mayoría de edad”. 

El Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, define la palabra 
menor: del latín minosnatus, que se refiere al menor de edad o al pupilo, la cual proviene del latín pupus que 
significa niño.  

Y en ese tenor se señala que para efectos del dictamen de la Colegisladora, y como espíritu de la reforma, se 
entenderá como niño a todo menor de 18 años.  

Respecto a compromisos internacionales, se comenta que en 1990 México suscribió la Convención sobre los 
Derechos de los Niños, en la que el Estado mexicano asume la obligación permanente de armonizar su 
derecho interno con tal instrumento internacional.  
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En consideración a que los derechos de niñas, niños y adolescentes de nuestro país aún se encuentran 
limitados, resulta indispensable que todos los órganos de gobierno, realicen los actos tendientes a dar cabal 
respeto y cumplimiento a sus derechos. 

La Declaración de los Derechos del Niño ha sostenido que el menor, requiere de cuidados y asistencias 
especiales, tal como se expresa en el numeral 1 delartículo 3: 

“1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”.  

De este precepto, salta a la vista el principiodel interés superior del niño, entendiéndolo como un conjunto de 
acciones y procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así como las condiciones 
materiales y afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo de bienestar posible.  

El interés superior del niño indica que las sociedades y gobiernos deben de realizar el máximo esfuerzo 
posible para construir condiciones favorables a fin de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. 
También implica que el crecimiento de las sociedades depende en gran medida de la capacidad de desarrollar 
a quienes actualmente se encuentran en esta etapa de la vida.  

Asimismo, en el dictamen de la Cámara de Diputados se menciona que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ha expresado la interpretación de este concepto mediante la siguiente tesis aislada: 

INTERES SUPERIOR DEL NIÑO. SU CONCEPTO2. En términos de los artículos 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por 
México y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los tribunales deben atender primordialmente al 
interés superior del niño, en todas las medidas que tomen concernientes a éstos, concepto interpretado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia aceptó el Estado Mexicano el 16 de 
diciembre de 1998 al ratificar la Convención Interamericana de Derechos Humanos) de la siguiente manera: 
“la expresión ‘interés superior del niño’ ... implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus derechos 
deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en 
todos los órdenes relativos a la vida del niño”. 

En nuestro país se han dado avances trascendentales en materia del interés superior de la niñez, derivado de 
los instrumentos jurídicos internacionales, que nuestro Estado ha suscrito; entre éstos avances tenemos 
diversas reformas constitucionales: 

• La reforma al artículo 123 (publicada en el DOF 31 de diciembre de 1974) en el sentido de quedar prohibidas 
las labores insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo después de las diez de la 
noche, de losmenores de 16 años, y queda prohibida la utilización del trabajo de losmenores de 14 años, y 
que los mayores de esta edad y menores de 16 tendrán como jornada máxima la de seis horas. En cuanto al 
trabajo extraordinario, los menores de 16 años no serán admitidos en esta clase de trabajos. 

• La reforma al artículo 4° (publicada en el DOF el 7 de abril de 2000)que contempla otros derechos como son: 
alimentación, salud, educación, sano esparcimiento para su desarrollo integral, respeto a su dignidad y 
ejercicio pleno de los derechos de los niños. 

• La reforma al artículo 1° (publicada en el DOF el 14 de agosto de 2001) que prohíbe toda discriminación 
motivada por origen étnico o Nacional, el género, la edad, las discapacidades, entre otras. 

• La reforma a las fracciones III y VIIIdel apartado B del artículo 2° (publicada en la misma fecha) en el sentido 
de dar apoyo a la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la 
población infantil, así como la protección a los migrantes de los pueblos indígenas mediante programas 
especiales de educación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes. 

• La reforma al artículo 3° (publicada en el DOF el 12 de noviembre de 2002) concerniente a la educación 
básica obligatoria, preescolar, primaria y secundaria.  
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Ante tales antecedentes, es evidente que el espíritu del Constituyente Permanente ha sido en todo momento 
proteger y velar por los derechos de las niñas y los niños. Y en cumplimiento al convenio internacional se ha 
emitido la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el DOF el 29 
de mayo de 2000, conjuntamente 30 entidades federativas ya cuentan con su cuerpo normativo relacionado 
con los derechos del niño. 

La comisión dictaminadora de la Colegisladora menciona en su dictamen que no obstante la existencia de 
estos ordenamientos y de diversos organismos públicos que protegen los derechos de los niños, es necesaria 
la reforma constitucional, ya que en su mayoría no contemplan sanciones a su inobservancia y adicionalmente 
en atención a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado Mexicano. 

Es por ello que considera que la presente reforma constitucional se coloca como un avance a la regulación de 
los derechos de los niños y su vez estaría cumpliendo con lo preceptuado en los diversos documentos 
jurídicos de carácter externo, a los cuales no podemos sustraernos, máxime que en la Cumbre Mundial en 
Favor de la Infancia, México asumió un compromiso vinculante para brindar un futuro mejor a todos los 
infantes mediante la incorporación de tales principios al derecho interno.  

Asimismo, se dará pausa al reconocimiento de diversos derechos que son inherentes como: el derecho a la 
identidad; a tener un nombre; a la adecuada salud y nutrición; a la educación; a vivir en un medio ambiente 
sano; a vivir libre de todo tipo de violencia, abuso o maltrato; al libre desarrollo de su personalidad; a no ser 
explotado; y a gozar de todas las demás prerrogativas y derechos que esta Constitución les otorga.Con esta 
reforma se logra una armonía legislativa en favor de los derechos de la infancia mexicana.  

Respecto a la reforma del artículo 73 constitucional, la Colegisladora la considera pertinente, siempre y 
cuando se otorgue una concurrencia de materia para que las entidades federativas puedan legislar en el 
ámbito de su competencia, con la participación de los municipios, ello en atención a una correcta distribución 
de facultades.  

CONSIDERACIONES 

Estas comisiones dictaminadoras comparten el espíritu así como los fines y razones que animan la minuta 
que se analiza. 

Es importante señalar que el PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR DEL NIÑO no es nuevo y su aparición en 
el derecho internacional es tributaria del extenso uso que de este principio se ha hecho en los sistemas 
jurídicos nacionales, tanto de cuño anglosajón como de derecho codificado. El análisis comparado de la 
evolución de los derechos de los niños en diferentes sistemas jurídicos revela una característica uniforme: el 
reconocimiento de los derechos de los niños ha sido un proceso gradual desde una primera etapa en que 
fueron personas prácticamente ignoradas por el derecho y solamente se protegían jurídicamente las 
facultades, generalmente muy discrecionales, de los padres. Los intereses de los niños eran un asunto 
privado, que quedaba fuera de la regulación de los asuntos públicos. 

En América Latina la evolución de los derechos de los niños se deja ver en el derecho de familia, para 
presentarse con mucha claridad a partir de la legislación de protección dictada a comienzos de este siglo3. 

El principio del interés superior del niño fue uno de los mecanismos para avanzar en este proceso de 
considerar el interés del niño como un interés que debía ser públicamente, y por consecuencia, jurídicamente 
protegido. Tanto en Asia, Oceanía y África, las leyes promulgadas por el Imperio Británico consideraron este 
principio para la resolución de los conflictos de familia, y en muchos lugares han sido refrendadas por 
legislación posterior. 

Con las leyes de menores, especialmente en América Latina, los niños no fueron suficientemente protegidos 
de la arbitrariedad privada y quedaron expuestos a diversas formas de abuso público, antes desconocidas, 
debido a la indiferencia de los órganos del Estado hacia la infancia4. Sólo con el proceso iniciado con la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CIDN) en el que los intereses de los niños se 
convierten en genuinos derechos, los niños podrán oponer sus derechos como límite y orientación tanto de la 
actuación de los padres, como del Estado. 
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También, la evolución de los instrumentos internacionales de los derechos de los niños revela la permanente 
presencia de la noción de interés superior del niño, ya sea en la Declaración de Ginebra de 1924 que 
establecía el imperativo de darle a los niños lo mejor, o con frases como los “niños primero”, hasta la 
formulación expresa del principio en la Declaración de los Derechos del Niño en 1959 y su posterior 
incorporación, no sólo en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, sino también en la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (arts. 5 y 16). 

Como se puede apreciar, de este breve análisis se desprende que el principio del interés superior ha 
evolucionado conjuntamente con el reconocimiento progresivo de los derechos del niño y que, ahora que la 
construcción jurídica de los derechos del niño ha alcanzado un importante grado de desarrollo, corresponde 
que este principio sea interpretado según este nuevo contexto. 

Cuando los niños eran considerados meros objetos dependientes de sus padres o de la arbitrariedad de la 
autoridad el principio fue importante para resaltar la necesidad de reconocer al niño su calidad de persona; 
ahora que, al menos en el plano normativo, se ha reconocido al niño como un sujeto portador de derechos, el 
principio debe ser un mecanismo eficaz para oponerse a la amenaza y vulneración de los derechos 
reconocidos y promover su protección igualitaria. 

La CIDN contiene “principios” -que a falta de otro nombre, Miguel Cillero Bruñol5 denomina “estructurantes”- 
entre los que destacan: el de no discriminación (art.2), de efectividad (art.4), de autonomía y participación 
(arts.5 y 12) y de protección (art 3). Estos principios -como señala Dworkin- son proposiciones que describen 
derechos: igualdad, protección efectiva, autonomía, libertad de expresión, etc., cuyo cumplimiento es una 
exigencia de la justicia6. Los principios, en el marco de un sistema jurídico basado en el reconocimiento de 
derechos, puede decirse que son derechos que permiten ejercer otros derechos y resolver conflictos entre 
derechos igualmente reconocidos. 

Entendiendo de este modo la idea de “principios”, la teoría supone que ellos se imponen a las autoridades, 
esto es, son obligatorios especialmente para las autoridades públicas y van dirigidos precisamente hacia (o 
contra) ellos. En consecuencia, nada más lejano al sentido de lo que se llama principio del interés superior del 
niño, creer que el interés superior del niño debe meramente “inspirar” las decisiones de las autoridades. No, el 
principio del interés superior del niño lo que dispone es una limitación, una obligación, una prescripción de 
carácter imperativo hacia las autoridades. 

Más aún, si en este contexto analizamos el artículo 3.1 de la Convención comprobamos que su formulación es 
paradigmática en cuanto a situarse como un límite a la discrecionalidad de las autoridades: 

“En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos una consideración primordial a 
la que se atenderá será el interés superior del niño". 

En ese tenor, es posible señalar que de la disposición del artículo 3 de la Convención se desprenden las 
siguientes características:  

- Es una garantía, ya que toda decisión que concierna al niño, debe considerar primordialmente sus derechos. 

- Es de una gran amplitud ya que no sólo obliga al legislador sino también a todas las autoridades e 
instituciones públicas y privadas y a los padres; también es una norma de interpretación y/o de resolución de 
conflictos jurídicos. 

- Es una orientación o directriz política para la formulación de políticas públicas para la infancia, permitiendo 
orientar las actuaciones públicas hacia el desarrollo armónico de los derechos de todas las personas, niños y 
adultos, contribuyendo, sin dudas, al perfeccionamiento de la vida democrática. 

Desde su creación los Estados partes, firmantes de la CIDN, se comprometieron (en el artículo 4) a adoptar 
todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos 
establecidos en la misma.  
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En el entendido de que las leyes constituyen un marco propicio para establecer las prioridades del desarrollo 
de un país y por ende, son el origen de las políticas públicas, el compromiso establecido en la CIND pronto 
sirvió para que diversos organismos, como el Comité de los Derechos del Niño de la ONU (organismo 
encargado de supervisar el cumplimiento de la Convención en los Estados partes) insistieran en la necesidad 
de armonizar las leyes para garantizar su aplicación en el corto y en el largo plazo.  

En México durante los 10 años de vigencia de la CIDN ocurrieron diversas reformas legislativas relacionadas 
con los derechos de la niñez, sobre todo a partir de la segunda mitad de los 90. Estas reformas tocaron 
aspectos como la violencia intrafamiliar, las adopciones, la tipificación de delitos cometidos contra niñas y 
niños, entre las principales. Sin embargo también ocurrieron reformas en el sentido contrario sobre todo en el 
ámbito penal.  

Organizaciones sociales, legisladores, personalidades involucradas en la promoción de los derechos de la 
niñez en México, así como el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, enfatizaron la necesidad de crear 
leyes especializadas tanto en el ámbito federal como estatal, que dieran cuenta de manera integral de los 
derechos de la infancia y crearan las medidas apropiadas para garantizar su cumplimiento. Las reformas 
específicas, si bien necesarias, no superaban la desarticulación y contradicciones de los diversos 
ordenamientos legales referidos a la niñez en los distintos ámbitos.  

Tales contradicciones frente a las difíciles y deprimentes condiciones de vida de millones de niñas y niños en 
México justificaban, incluso, propuestas en torno a reformar la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos a fin de establecer, desde la Carta Magna, los compromisos del Estado frente a los derechos de la 
niñez y orientar así las leyes federales y estatales, dando origen a instrumentos especializados para tal efecto.  

El 7 de abril de 2000 se publicó en el DOFla reforma y adición al artículo 4º de la Constituciónque modifica por 
completo el régimen constitucional sobre los niños y niñas, se precisan cuáles son sus principales 
necesidades: alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral; se establece no 
sólo respecto de los padres sino también cuando corresponda a otros ascendientes o tutores y custodios el 
deber de preservar el derecho a satisfacer tales necesidades; se incorpora el concepto de dignidad de los 
niños y se establece la obligación del Estado de propiciar el respeto a tal dignidad y al ejercicio pleno de los 
derechos de la infancia. Finalmente, se establece que el Estado otorgará facilidades a los particulares para 
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de los niños. 

Como ya se mencionó en el apartado anterior, al mes siguiente, el 29 de mayo de 2000, se publicó la Ley para 
la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Esta es la ley reglamentaria del artículo 4º 
constitucional.  

Por otra parte, la Ley de Asistencia Social de 2 de septiembre de 2004 se refiere especialmente a los niños, 
niñas y adolescentes como sujetos preferentes de la asistencia social, sobre todo cuando se encuentran en 
situación de desnutrición, por deficiencias en su desarrollo físico o mental; por maltrato o abuso; por 
abandono; por ser víctimas de explotación; por vivir en la calle; por ser víctimas de tráfico de personas o de 
cualquier tipo de explotación; por ser víctimas de pornografía o comercio sexual; ser infractores o víctimas de 
delito; hijos con padres que tengan enfermedades terminales o en condiciones de extrema pobreza; por ser 
migrantes y repatriados o ser víctimas de conflictos armados y persecución étnica o religiosa. 

También en los términos de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, de 11 de junio de 2003, 
al definir lo que se consideran conductas discriminatorias, se definen varias que tienen que ver con niñas, 
niños y adolescentes. 

Estas medidas deben ser consideradas como un paso fundamental en materia de protección de los derechos 
de la niñez, principalmente porque introdujeron por primera vez en la historia del país, el concepto de niña, 
niño y de sus derechos, aspectos que resultan fundamentales para un trato diferente hacia esta población.  

Dicha modificación constitucional ha llevado a reflexionar en torno a la necesidad, sentida por años, de contar 
con un marco legal amplio que garantice los derechos de la niñez y las condiciones que son básicas para 
hacerlos valer.  

Es importante señalar que el Comité de los Derechos del Niños de la ONU -organismo encargado de dar 
seguimiento a los acuerdo de la CIDN, ha recomendado al gobierno mexicano que las leyes federales y 
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estatales reflejen los principios y medidas establecidas en el acuerdo internacional; que tales medidas 
fortalezcan el mandato y los recursos humanos y financieros de instancias como la Procuraduría de la 
Defensa de los Derechos del Niño y la Familia, entre otras.  

Por los argumentos expuestos, estas comisiones unidas coinciden con la minuta de mérito, enla necesidad de 
que desde la ley se garanticen los derechos de la niñez, para que en todas las decisiones y actuaciones del 
Estado se vele y cumpla con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Y que esteprincipio guíe el diseño, ejecución, seguimientoy evaluación de las políticas públicas de 
la niñez. 

Asimismo, que se establezca en el texto constitucional la obligaciónde los ascendientes, tutores y custodios 
de preservar y hacer cumplir estos derechos y principios, ya que son éstos quienes tienen la personalidad 
jurídica para ejercer estos derechos y hacer cumplir con los principios. 

Y finalmente, estas comisiones dictaminadoras coinciden en establecer en el artículo 73 constitucional la 
facultad del Congreso para legislar en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; en el entendido de 
que se trata de un tema de prioridad de la Federación y así se podrá contar con un instrumento jurídico 
adecuado. 

Porque si bien el Congreso de la Unión ha emitido una ley en la materia, abrió la puerta a una variedad de 
versiones estatales sobre un mismo derecho, ya que como se menciona en el dictamen de la Colegisladora, 
no obstante la existencia de ordenamientos secundarios en 30 entidades federativas, lo que tenemos es una 
heterogeneidad que atenta en contra de quienes se suponen son los sujetos fundamentales de estas leyes: 
las niñas, niños y adolescentes.  

Es por ello que resulta necesario que los tres órdenes de gobierno, en una relación armónica, de recíproca 
complementación y de idéntica responsabilidad puedan dar mejores resultados. Ya que por tratarse de un 
derecho fundamental, no debe tener modalidades distintas.  

Las facultades concurrentes implican que las entidades federativas, los municipios y la Federación, pueden 
actuar respecto de una misma materia, pero que, en estos casos, corresponde en exclusiva al Congreso de la 
Unión, el determinar la forma y términos de la participación de dichos entes, a través de una Ley General. El 
anterior criterio, se contiene en la siguiente jurisprudencia: 

FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURIDICO MEXICANO. SUS CARACTERISTICAS 
GENERALES.Si bien es cierto que el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que: “Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los 
funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados”, también lo es que el Órgano Reformador de la 
Constitución determinó, en diversos preceptos, la posibilidad de que el Congreso de la Unión fijara un reparto 
de competencias, denominado “facultades concurrentes”, entre la Federación, las entidades federativas y los 
Municipios e, inclusive, el Distrito Federal, en ciertas materias, como son: la educativa (artículos 3o., fracción 
VIII y 73, fracción XXV), la de salubridad (artículos 4o., párrafo tercero y 73, fracción XVI), la de asentamientos 
humanos (artículos 27, párrafo tercero y 73, fracción XXIX-C), la de seguridad pública (artículo 73, fracción 
XXIII), la ambiental (artículo 73, fracción XXIX-G), la de protección civil (artículo 73, fracción XXIX-I) y la 
deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J). Esto es, en el sistema jurídico mexicano las facultades concurrentes 
implican que las entidades federativas, incluso el Distrito Federal, los Municipios y la Federación, puedan 
actuar respecto de una misma materia, pero será el Congreso de la Unión el que determine la forma y los 
términos de la participación de dichos entes a través de una ley general. 

Así, la existencia de una concurrencia entre diferentes niveles de gobierno, permite fijar con claridad el ámbito 
de actuación de las entidades federativas y la Federación, identifica los espacios en donde debe generarse la 
coordinación y proporciona un marco para la identificación de autoridades responsables y, en su caso, para el 
ejercicio de las facultades de atracción. 

En términos generales, con la propuesta de reforma de la minuta en estudio, se fijarán las bases para el 
establecimiento de una política integral en materia de derechos de la niñez que permita una acción efectiva y 
coordinada del Estado mexicano para velar por el interés superior de los mismos, cumpliendo con los tratados 
internacionales de los que México es parte. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios 
Legislativos consideran procedente incorporar en el texto constitucional las reformas constitucionales 
propuestas en la minuta de mérito y someten a la consideración del Pleno de esta Soberanía, con fundamento 
en lo dispuesto por los artículos 72 y 135 de laConstitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85, 86, 
94 y 103 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 162, 176, 177, 178, 
182, 192, 193, 194 del Reglamento del Senado de la República, la aprobación de la:  

MINUTA 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN LOS PARRAFOS SEXTO Y SEPTIMO DEL ARTICULO 4°; SE ADICIONA LA 
FRACCION XXIX-P AL ARTICULO 73, AMBOS DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS 

Artículo Unico. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o.; se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; para quedar como sigue:  

Artículo 4°. ... 

...  

...  

...  

...  

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 
la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos y 
principios.  

... 

... 

Artículo 73. ... 

I. a la XXIX-O .... 

XXIX-P.Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito Federal 
y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de niñas, niños, 
adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los 
tratados internacionales de la materia, de los que México sea parte. 

XXX. ... 
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TRANSITORIO 

Unico. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos 
Mexicanos, a 29de marzo de 2011. 

COMISION DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 

COMISION DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS”. 

El dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, por lo que se pide a la Secretaría 
consultar a la Asamblea, en votación económica, si se omite su lectura.  

- La C. Secretaria Menchaca Castellanos: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la 
lectura del dictamen. Quienes estén por la afirmativa, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Sí se omite la lectura, señor Presidente.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Queda de primera lectura. 

 

1Ratificado por México e1 21 de septiembre de 1990 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 
enero de 1991. 

2Novena época, Registro 172003, Primera Sala, Tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, t. XXVI, julio 2007, tesis: 1a. CXLI/2007, p.265. 

3Cillero, Miguel, Evolución Histórica de la Consideración Jurídica de la infancia y Adolescencia en Chile en 
Pilotti, Francisco (ed.), Infancia en Riesgo Social y Políticas Sociales en Chile , Instituto Interamericano del 
Niño, Montevideo, 1994, págs. 75-138. 

4García Méndez, Emilio, Derecho de la Infancia y la Adolescencia: de la Situación Irregular a la Protección 
Integral, Santa Fe de Bogotá, Forum Pacis, 1997. 

5 Es uno de los especialistas chilenos más reconocidos del mundo en materia de derecho infantil. Profesor de 
Derecho Penal y del Master de Derecho, Infancia y Familia de la Universidad Diego Portales, de Santiago, fue 
asesor del Ministerio de Justicia yresponsable del área jurídica de Unicef en Chile. 

6Dworkin, Ronald, Los Derechos en Serio, Ariel Derecho, Barcelona, 2a. ed., 1989. 

7 Cillero BruñolMiguel. El interés superior del niño en el marco de la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño. 

8 Artículo 4° comentado. Derechos del pueblo mexicano: México a través de sus constituciones. 7ª Edición, 
LX Legislatura, 2006-2009. 
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9Novena época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XV, enero 2002, tesis: P./J. 
142/2001, p.1042. 
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31-03-2011 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios Legislativos, con proyecto 
de decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular, con 84 votos en pro, 1 en contra y 0 abstenciones. 
Se devuelve con modificaciones a la Cámara de Diputados para los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del 
artículo 72 constitucional. 
Diario de los Debates, 29 de marzo de 2011 (primera lectura). 
Discusión y votación, 31 de marzo de 2011. 
 
 
 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS PARRAFOS SEXTO Y SEPTIMO DEL 
ARTICULO 4 Y SE ADICIONA LA FRACCION XXIX-P AL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  
 
(Dictamen de segunda lectura) 
 
- Se le dispensa la segunda lectura y se aprueba el dictamen suscrito por las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales; y de Estudios Legislativos. Intervienen al respecto los CC. Senadores María Serrano 
Serrano; Silvano Aureoles Conejo; Emma Lucía Larios Gaxiola; Pablo Gómez Alvarez, quien presenta 
propuesta de modificación que se aprueba, y Guillermo Enrique Marcos Tamborrel Suárez. Se devuelve con 
modificaciones a la Cámara de Diputados para los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

(La primera lectura se encuentra en el Diario No. 17, de fecha 29 de marzo de 2011) 

El dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, pregunte la Secretaría a la 
Asamblea, en votación económica, si es de omitirse su lectura.  

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la lectura del 
dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Sí se omite la lectura, señor Presidente.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Con fundamento en la disposición reglamentaria, es que se informa a la 
Asamblea que para la discusión en lo general se han inscrito los siguientes Senadores: María Serrano 
Serrano, Ricardo Monreal Avila, Francisco Castellón Fonseca, Emma Lucía Larios Gaxiola y Martha Leticia 
Sosa Govea; y tiene la palabra la primera de las nombradas, María Serrano Serrano.  

- La C. Senadora María Serrano Serrano: Gracias, señor Presidente; señoras legisladoras y señores 
legisladores:  

Desde esta tribuna quiero enviar a la Cámara de Diputados, particularmente a la Comisión de Puntos 
Constitucionales de la Colegisladora, una felicitación porque aprobaron estas iniciativas a favor de los niños, 
niñas y adolescentes de nuestro país, y sobre todo porque ya en este momento la estamos discutiendo aquí 
con nosotros, en esta Cámara.  

La minuta, consecuencia del anterior trámite legislativo y su respectivo dictamen, hoy, como ya lo mencioné, 
se está sometiendo a nuestra consideración.  
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En este dictamen se propone reformar el artículo 4 de la Constitución a efecto de que todas las decisiones y 
actuaciones del Estado, y aquí estamos hablando de los tres Poderes de la Unión así como de los tres niveles 
de gobierno y además la sociedad, en relación a que todas las actuaciones del Estado y de la sociedad se 
ajusten al principio rector que es el interés superior del niño.  

Lo anterior significa, como ya se está manejando en este dictamen, que se crea una garantía fundamental a 
favor de la niñez para que todas las decisiones que les afecten, consideren en primer término sus derechos 
fundamentales.  

Pero también es una garantía de gran amplitud, ya que no solamente obliga al legislador sino también a todas 
las autoridades e instituciones públicas y privadas, y además da una orientación y una directriz para que todas 
las políticas públicas que vayan relacionadas con la niñez tengan en cuenta el interés superior del niño y en 
esto haya un desarrollo armónico sobre los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes.  

En nuestro país se han dado avances trascendentales en materia del interés superior de la niñez derivado de 
los instrumentos jurídicos internacionales que nuestro Estado ha suscrito. 

Sin embargo, hasta ahora, amigas y amigos, se están incluyendo en nuestra Carga Magna estos principios 
fundamentales y estos derechos que hay que privilegiar, sobre todo el interés superior del niño. 

Deseo comentar a ustedes también que varias legisladoras y legisladores de esta Cámara, entre ellos quiero 
mencionar, y ahorita va a intervenir a nuestra amiga Senadora Emma Lucía Larios, pero también la Senadora 
Martha Leticia Sosa junto con su servidora, y el Senador Guillermo Tamborrel y otras más de otras fracciones 
han estado en esta tarea fundamental de que volteemos los ojos a ver a los niños y niñas y obliguemos a que 
el Estado mexicano a través de nuestra Constitución tenga en cuenta este principio rector del interés superior 
del niño, y qué bueno, amigos, estoy pidiendo su voto a favor, pero qué bueno que la Colegisladora, la 
Cámara de Diputados nos manda la minuta, porque aquí estas iniciativas que nosotros presentamos, 
presentamos algunas en abril de 2010 y algunas otras en el 2009 y varios años atrás, y bueno, no había 
pasado nada, tuvimos que esperar que llegara la minuta de Cámara de Diputados para que nosotras las 
Senadoras y los Senadores pudiéramos interesarnos en incluir en la Constitución este principio rector del 
interés superior del niño. 

Se argumentaba de que, bueno, ya estaba puesto en algunas leyes secundarias, sin embargo, no estaba 
puesto, no estaba colocado este principio rector en nuestra Carga Magna, entonces, qué bueno que ahora se 
está haciendo.  

Y, bueno, yo hago votos también, amigas y amigos Senadores, de que esto no quede sólo en la aprobación 
de esta reforma constitucional, que también quiero decir que es de gran calado, porque venir a aprobar, incluir 
el interés superior del niño en nuestra Constitución, para nosotros es de gran calado, porque los niños y niñas 
son para nosotros el futuro de nuestro país y por lo tanto es obligado que estemos protegiendo sus derechos 
fundamentales.  

Pero, yo hago votos porque después de esta reforma constitucional nos aboquemos a establecer aquellas 
leyes secundarias que son necesarias para aterrizar los derechos fundamentales de los niños, y también hago 
votos porque en los estados de la República y en el Distrito Federal también nos interesemos, se interesen 
por armonizar este dictamen que estamos aprobando en este momento sobre incluir en sus constituciones el 
interés superior del niño, pero también crear y aprobar las leyes secundarias necesarias para que esto tenga 
su plena vigencia; son necesarias estas leyes secundarias, y yo agradezco a todos ustedes que impulsemos 
estas leyes secundarias a nivel federal y a nivel local. 

Muchísimas gracias, señor Presidente. 

(Aplausos) 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Gracias, Senadora María Serrano. 

Señoras y señores legisladores, tenemos para la información del Pleno, a Ricardo Monreal, a Francisco 
Castellón, a Emma Larios, a Sosa Govea, a Silvano Aureoles, a Guillermo Tamborrel, a Pablo Gómez y a 
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Rubén Fernando Velázquez López, así es que de tal suerte de darle la palabra a todos, les rogamos, por 
favor, en la medida de lo posible ajustarnos al tiempo concedido. 

Tiene el uso de la tribuna el Senador Silvano Aureoles Conejo. 

- El C. Senador Silvano Aureoles Conejo: Muchas gracias, señor Presidente; compañeras y compañeras: 

Yo saludo la aprobación de este dictamen, porque tiene que ver con uno de los temas más sensibles sin duda 
del país, el tema de la protección de los derechos de la niñez en toda su expresión, en todo aquello que tenga 
que ver con garantizar que los derechos de los niños sean plenamente respetados.  

Buscar, como está planteado en el dictamen, que las leyes sean homologadas en los estados para que no 
haya diferencias en el trato que se le da a la violación de los derechos de los niños, resulta de la mayor 
trascendencia, no hay mayor riqueza, no hay mayor riqueza que tenga un país, un estado, una sociedad que 
sus niñas y sus niños, que tiene que ser el valor más alto, asignarle el valor más alto en todo lo que tiene que 
ver con proteger sus derechos y garantizar su bienestar; ofrecerle y garantizarle a las niñas y los niños todas 
las condiciones para un desarrollo adecuado, para un desarrollo sano que les permita convertirse en el futuro 
en ciudadanas y ciudadanos que ayuden a su comunidad y que aporten lo mejor para el desarrollo de éste. 

Hablar entonces que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 

Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas de la niñez. 

Plantear entonces este tema, llevar este tema de especial relevancia a una reforma constitucional es digno de 
resaltarlo, de aplaudirlo y de apoyar. 

No debemos de escatimar, compañeras y compañeros, ningún esfuerzo para que en este país en cualquier 
ámbito o circunstancia se garantice de manera plena el derecho, los derechos de las niñas y los niños. 

Destaco yo aquí, a propósito de esta reforma que resulta preocupante, muy preocupante, por ejemplo, saber 
que ayer en la sentencia que se le da a este señor Jean Succar Kuri por severos daños, violaciones, 
pornografía infantil, violación que en la sentencia el juez le haya dado 13 años de prisión, que seguramente a 
través de artilugios y dinero, muy pronto el señor estará en libertad. Eso no lo podemos permitir, es una 
ofensa a la sociedad mexicana, que se pone en evidencia que por influencias, por tráfico de influencias, por 
manejo de recursos y por complicidad haya quien evada a la justicia en hechos tan graves y tan lamentables. 

Por eso, compañeras y compañeros, debemos en el Senado, en el Congreso, velar de manera permanente 
porque las reformas y las leyes que hagamos tengan como objetivo principal velar por los derechos de las 
niñas y los niños. Y pedir que de manera inmediata los estados y el propio Congreso, promulgue las leyes 
secundarias para reglamentar esta reforma, porque yo me imagino la ofensa, el coraje, la impotencia para las 
víctimas de hechos como los que se conocieron y que ofendieron a la sociedad mexicana, que hoy el señor 
tenga una sentencia menor y que seguramente muy pronto estará en libertad.  

Las niñas y los niños de este país necesitan, merecen todo el compromiso del Estado mexicano para 
garantizarles el derecho a la vida y a una vida que les permita el desarrollo pleno y el desarrollo sano.  

No debemos, pues, dejar de lado este hecho, este acontecimiento del día de ayer, que justamente se da en el 
marco de la aprobación de esta importante reforma.  

Cualquier cosa que se tenga que hacer, cualquier cosa que estuviera en la agenda, debería de ser cualquier 
cosa que tenga que ver con esta garantía, debe de ser una prioridad del Estado mexicano, y debe de ser una 
prioridad de este Senado, y del Congreso. 

Muchas gracias, compañeras y compañeros; señor Presidente, muchas gracias.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Gracias, Senador Silvano Aureoles. 
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Tiene el uso de la voz la Senadora Emma Lucía Larios Gaxiola. 

- La C. Senadora Emma Lucía Larios Gaxiola: Gracias, señor Presidente; amigas y amigos: 

Como todos aquí sabemos, la infancia es el periodo quizás más esencial y relevante en la formación de las 
personas.  

En la etapa de este periodo los niños y niñas atraviesan un periodo de crecimiento rápido en toda su 
constitución, tanto en la maduración de su cuerpo como del sistema nervioso. Aquí se adquieren las 
capacidades de comunicación, aptitudes intelectuales, y sus rápidos cambios de interés.  

Los niños pequeños crean fuertes vínculos emocionales con sus padres o tutores, de quienes necesitan 
recibir cariño, cuidado, atención, orientación y protección. Que se ofrezcan de manera que respeten su 
individualidad y sus cada vez mayores capacidades.  

En esta importante etapa niños y niñas establecen relaciones con otros pequeños de su misma edad, así 
como con niños un poco mayores. Mediante estas relaciones aprenden a negociar y a coordinar, hasta a 
escuchar, aprender y a resolver conflictos y a respetar acuerdos.  

Los niños pequeños captan activamente las dimensiones físicas, sociales y culturales del mundo en que 
viven, aprendiendo progresivamente de sus actividades y de sus interacciones con otras personas, ya sean 
niños o adultos.  

Es decir, los primeros años son la base de la salud física y mental de la seguridad emocional, de la identidad 
cultural y personal y del desarrollo de sus aptitudes.  

Por todo ello, no me queda la menor duda de que esta propuesta que hoy se somete a consideración de esta 
Honorable Asamblea, representa un gran avance para brindar certeza jurídica para la protección y para velar 
por los derechos de las niñas y de los niños.  

En el ámbito internacional se han realizado importantes esfuerzos, prueba de ello es la Declaración de los 
Derechos del Niño, que sin duda es un enorme avance a favor de todos los derechos y libertades de los niños 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, cultura, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición.  

Desde este instrumento se traza ya la importancia de uno de los conceptos filosóficos torales de la doctrina de 
protección integral a la niñez, el interés superior de la infancia.  

Además de reconocer que la humanidad debe dar al niño lo mejor que tenga. En este escenario se formula el 
principio del interés superior del niño con aquel que se aplica a todas las medidas que afectan a los niños y 
exigen medidas activas, tanto para proteger sus derechos y promover su supervivencia, crecimiento y 
bienestar como para apoyar y asistir a los padres y a otras personas que tengan la responsabilidad cotidiana 
de la realización de los derechos de los niños.  

Las niñas y los niños requieren para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, de mucho amor y 
comprensión. Siempre que sea posible necesitan crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres y, 
en todo caso, merecen crecer en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material, salvo circunstancias 
excepcionales no deberá separarse al niño de corta edad de la madre.  

La sociedad y las autoridades públicas tienen la obligación de cuidar especialmente a los niños sin familia o 
que carezcan de medios adecuados para su subsistencia. Por tal motivo es de vital importancia que los 
contenidos que se empleen en las políticas públicas de los distintos niveles de gobierno, con ese propósito no 
se queden en el mero ámbito declarativo, sino que transiten en un verdadero esfuerzo de los distintos niveles 
de gobierno para que sean realmente efectivas.  

Con estas reformas se otorgará certeza jurídica, y además permitirá establecer disposiciones concurrentes a 
favor de las niñas y niños de México, como es la Ley General para la Protección de los Servicios de Cuidado 



5 
 

Infantil; una ley que garantice que la calidad de la prestación del servicio del cuidado infantil atenderá como 
premisa fundamental el interés superior del niño y, en consecuencia, que cuente con un instrumento 
normativo debidamente armonizado con las disposiciones legales vigentes, a efecto de que permita su 
efectiva aplicación.  

Termino, señor Presidente-. 

Legislar a favor de los niños no es proteger a un sector específico, es legislar a favor de todos los mexicanos, 
porque nuestros niños y niñas son el presente y el futuro de México, por eso reitero desde esta tribuna mi voto 
a favor de esta minuta, y les pido, amigas y amigos, que no vacilemos en ningún momento de seguir 
reformando y aprobando leyes a favor de nuestra infancia. 

Muchas gracias. 

(Aplausos) 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Gracias, Senadora Larios Gaxiola. 

Tiene el uso de la voz el Senador Pablo Gómez Alvarez. También están los Senadores Francisco Javier 
Castellón Fonseca, Guillermo Tamborrel Suárez, Rubén Fernando Velázquez López, así es que esta 
Presidencia exhortará a algunos de ustedes a declinar, pero ya será su decisión.  

Adelante.  

- El C. Senador Pablo Gómez Alvarez: Gracias, señor Presidente; ciudadanas y ciudadanos Senadores: 

El proyecto que se consulta al Senado quizá tenga una trascendencia mayor de lo que a simple vista pudiera 
considerarse; declararía con la aprobación de este proyecto la Constitución, que sobre cualquier otro derecho, 
legítimo, desde luego, válido, atendible, prevalece el derecho de niños y niñas en todo litigio, en todo asunto, 
en toda circunstancia. 

Esto que se pretende declarar aquí, el principio del interés superior de la niñez es algo que puede tener una 
trascendencia enorme en la medida en que es ya principio constitucional de obligatoria aplicación en todo 
momento y circunstancia. No estamos con esto dando derechos a la niñez o a los niños y niñas, sino estamos 
declarando que sus derechos son superiores a los de cualquiera, sea quien sea. Eso es lo que se declara 
aquí, esta es la significación del proyecto. 

Quiero subrayar, ciudadanos legisladores y ciudadanas legisladoras… si me permiten los invitados un 
momentito. Subrayar, y aquí está el Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, que en esta 
comisión ha habido un debate sobre el derecho de alimentación garantizado por el Estado. 

Fíjense bien lo que dice este proyecto: “Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral”. Eso ya está 
en la Constitución y se recoge en el proyecto. 

Pero arriba se está diciendo, se está hablando del principio del interés superior de la niñez garantizando por 
parte del Estado de manera plena sus derechos, y luego dice cuales son sus derechos, entre otros es su 
alimentación. Estamos aquí en la aprobación de un debate que hay actualmente en la Comisión de Puntos 
Constitucionales sobre si el Estado debe o no garantizar el derecho a la alimentación, aquí ya se está 
consagrando en relación con la niñez como garantía que otorga el Estado. 

Nadie supondría que el Estado tiene la obligación de dar de comer a todos los niños y niñas, sino de querer 
garantizar ese derecho a través de mil formas. Asunto entonces discusión al menos parcialmente resuelto en 
este proyecto. Hasta ahí el argumento a favor de su aprobación, pero tenemos un problema, más bien 
tenemos dos problemas. 
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Creo que la Cámara ha cometido dos errores en la redacción del proyecto. Les pido que atendamos la 
redacción porque es probablemente un problema de redacción con consecuencias ulteriores impredecibles, 
dice así: “los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos 
derechos y principios”. Yo les pregunto a ustedes, ¿quiénes son los que tienen como obligación en México 
hacer cumplir la ley? Pues las autoridades, los servidores públicos. 

Dice la Constitución que antes de asumir un cargo o comisión en servicio público el servidor público debe 
protestar, cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes. Cuando nosotros tomamos, rendimos protesta 
dijimos eso o que somos integrantes de un órgano que es autoridad del Estado. Pero yo les pregunto, ¿de 
qué manera o cómo un padre de familia, padre o madre, puede hacer cumplir los derechos de su hijo?, ¿cuál 
es la fuerza legal que tiene para hacer cumplir? 

Yo diría que tiene fuerza moral y fuerza legal para exigir el cumplimiento, porque frente a las autoridades los 
padres suelen representar a los hijos, pero no creo que ningún padre pueda hacer cumplir y poner en la 
Constitución, porque esta es Constitución, no estamos hablando de una ley cualquiera, que los padres tienen 
la obligación de hacer cumplir, nada más quiero que me digan ¿cómo?, ¿cómo?, ¿de qué manera? 

¿De qué manera un padre puede hacer cumplir el derecho de su hijo? ¿Arresta al infractor? Señor Presidente 
contésteme usted, ¿qué haría usted? Mandar arrestar al infractor… 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: En tanto llamarle nada más la atención por el tiempo. 

- El C. Senador Pablo Gómez Alvarez: Les pregunto a ustedes hombres y mujeres integrantes de este 
órgano del Estado, ¿como padres de familia, cómo podrían?, ¿qué fuerza legal tienen para hacer cumplir una 
ley? Cualquier persona. 

Es demasiada carga y es demasiado enredo en el que nos estamos metiendo aquí. Yo propongo que diga 
“que los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios, como obligación de los padres o tutores exigir el cumplimiento de esos derechos de sus 
propios hijos”. 

Luego dice, señor Presidente, ya sé que la campanita sonó, pero es que también hay otro error, dice el texto: 
“que el Congreso tiene facultades para expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los 
estados, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, cantaleta que 
siempre ponemos aunque es innecesaria, en materia de niñas, niños y adolescentes”. 

A ver, ¿existe una materia llamada niños? Hay un error, ¿qué debería decir? “En materia de derechos de 
niñas, niños y adolescentes”. Bueno, yo creo que hay dos errores, este último es eminentemente de 
redacción, se les perdió una palabra en la computadora, cosa que le pasa a cualquiera. El otro no, el otro sí es 
un problema quizá conceptual, porque además he estado viendo la jurisprudencia al respecto, no hay 
jurisprudencia sobre qué quiere decir hacer cumplir. 

Pero siempre que en la jurisprudencia se habla de hacer cumplir se refiere a una autoridad, siempre, siempre. 
Nunca a un ciudadano normal que no es autoridad. Y la Constitución señala la obligación de hacer cumplir las 
leyes sólo para los servidores públicos, nada más, nunca en las obligaciones de los ciudadanos ni, vean la 
Constitución, se le demanda en el texto constitucional al ciudadano, es más, se le prohíbe hacer justicia por 
propia mano. Tiene la obligación de ir ante la autoridad.  

¿Cómo vamos a hacer cumplir?  

¿Cómo vamos a obligar al padre a hacer cumplir los derechos de sus hijos? ¡No! Esto, es evidentemente algo 
erróneo.  

Yo propongo, señores y señoras, lo siento mucho que haya un regreso, y siendo una cosa tan importante, tan 
noble, tan trascendental declarar el principio del interés superior de la niñez.  

Pero requiere quitarle dos errores. Al final tendremos un producto legislativo mejor, no nos ahorremos la 
devolución. No creo yo que la Cámara la vaya a rechazar. Y en el caso de que la rechazara, pues nos 
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allanamos, aunque esté mal, digo, llegado a ese extremo, con tal de poner el interés superior de la niñez y 
defender el interés superior de la niñez en la Constitución, y en todo el orden jurídico nacional.  

Entonces, sí pido que hagamos una devolución con la súplica encarecida a los Diputados para que no 
demoren el trámite y se resuelva con prontitud.  

He dejado en manos de la Secretaría la propuesta de modificación ya formalizada de mi parte.  

Muchas gracias.  

Propuesta de modificación 

“Quien suscribe, Senador Pablo Gómez Alvarez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 200, 
párrafo 1, y 201, párrafo 2, del Reglamento del Senado de la República, someto a la consideración del Pleno 
la siguiente propuesta de modificación al proyecto de Decreto contenido en el Dictamen de las Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios Legislativos, el que contiene proyecto de Decreto 
por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue:  

Artículo Unico. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4°; se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73, ambos de la Constitución Política de losEstados Unidos Mexicanos; para quedar como sigue: 

Artículo 4°. … 

… 

… 

… 

… 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 
la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

… 

… 

Artículo 73. … 

I. a la XXIX-O …. 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito 
Federal y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos de 
niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y 
cumpliendo con los tratados internacionales de la materia, de los que México sea parte. 
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XXX. … 

Transitorio 

Unico. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Senado de la República, a 31 de marzo de 2001. 

Suscribe 

Sen. Pablo Gómez Alvarez”. 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Señoras y señores, tengo, efectivamente, la propuesta de modificación.  

Estamos totalmente concientes de lo que está solicitando el Senador Pablo Gómez.  

Vamos a someter a la consideración del Pleno, en este momento, de tal suerte de orientar el debate para los 
oradores subsecuentes. 

En el artículo 4, el Senador Pablo Gómez, a quien le ruego me ponga atención, nos propone borrar del texto 
del dictamen “hacer cumplir” y sustituirlo por “Exigir el cumplimiento”.  

Y tratándose de la fracción XXIX-P, está usted proponiendo, por una técnica estrictamente de redacción, la 
palabra “En materia de derechos de”, que pudiésemos corregir “De niñas, niños y adolescentes”, que 
pudiésemos corregir, inclusive, con una fe de erratas, pero si está el Congreso deliberando al respecto, le 
podemos pedir su autorización desde este momento, en el entendido de que si solicitamos la autorización de 
esto segundo, puede pasar como fe de erratas; lo primero no, lo primero nos exige la devolución del artículo 
73, pues habría que hacerlo todo.  

Pregunte la Secretaría a la Asamblea, ya expliqué cuáles son los términos, si es de admitirse a discusión la 
propuesta del Senador Pablo Gómez.  

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si la propuesta hecha por 
el Senador Pablo Gómez, a la que ya explícitamente dio lectura el señor Presidente, se pone a discusión. 
Quienes estén porque se admita a discusión, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea no asiente) 

Quienes estén porque no se admita a discusión, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 

No se admite a discusión, señor Presidente. 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: A ver, vamos a repetir la votación para que no quede duda, suplicándole, 
vamos a suplicarle a los Senadores que nos hagan el favor de… 

- El C. Secretario Zoreda Novelo: La súplica es que manifestaran el sentido de su voto. Yo les quiero reiterar 
que conté, numéricamente eran 6 contra 5.  

Pero yo les voy a pedir a los que estén porque se admita a discusión, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 
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Quienes estén porque no se admita a discusión, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea no asiente) 

Sí se admite a discusión, señor Presidente. 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Pregunte si es de aprobarse la corrección que propone el Senador Pablo 
Gómez. 

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si la propuesta 
presentada por el Senador Pablo Gómez es de aprobarse, con la súplica de levantar la mano para manifestar 
el sentido de su voto, lo más arriba que puedan, por favor. Quienes estén por la afirmativa, favor de levantar la 
mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Aprobada, señor Presidente.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Luego entonces, se regresa. 

A ver, miren ustedes, tengo listados varios oradores, entonces vamos a abrir el sistema electrónico para 
votarla de fondo.  

Ya se aprobó la corrección, fueron dos votaciones: primero se admitió a discusión; luego se aprobó la 
corrección, ahora vamos a votarla de fondo, en el entendido de que requerimos votación calificada, el 
dictamen en lo general y en lo particular, con la modificación aprobada por el Senador Pablo Gómez.  

- El C. Senador Pablo Gómez Alvarez: (Desde su escaño)Aprobada por el Senado, y propuesta por el 
Senador Pablo Gómez.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Aprobada por el Senado, y propuesta por el Senador Pablo Gómez.  

Abrase el sistema de votación por 3 minutos.  

“VOTACION REGISTRADA CONFORME AL SISTEMA ELECTRONICO 

AGUILAR CORONADO HUMBERTO PAN Sí 
ALONSO DIAZ CANEJA ANGEL PAN Sí 
ALVAREZ MATA SERGIO PAN Sí 
ARCE RENE PRD Sí 
ARROYO VIEYRA FRANCISCO PRI Sí 
BADIA SAN MARTIN JOSE A. PAN Sí 
BUENO TORIO JUAN PAN Sí 
CALDERON CENTENO SEBASTIAN PAN Sí 
CANTU SEGOVIA ELOY PRI Sí 
CARDENAS JIMENEZ ALBERTO PAN Sí 
CASTELLON FONSECA FCO. JAVIER PRD Sí 
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CASTRO TRENTI FERNANDO J. PRI Sí 
CONTRERAS CASTILLO ARMANDO PRD Sí 
COPPOLA JOFFROY LUIS A. PAN Sí 
CORICHI GARCIA CLAUDIA PRD Sí 
CREEL MIRANDA SANTIAGO PAN Sí 
DELGADO DANTE CONV Sí 
DIAZ DELGADO BLANCA J. PAN Sí 
DUEÑAS LLERENAS J. JESUS PAN Sí 
ESCOBAR Y VEGA ARTURO PVEM Sí 
ESPARZA HERRERA NORMA PRI Sí 
GALINDO NORIEGA RAMON PAN Sí 
GALVAN RIVAS ANDRES PAN Sí 
GARCIA LIZARDI FCO. ALCIBIADES CONV Sí 
GARCIA QUIROZ MA. DEL SOCORRO PRI Sí 
GARIBAY GARCIA JESUS PRD Sí 
GOMEZ ALVAREZ PABLO PRD Sí 
GOMEZ NUCAMENDI ERICEL CONV Sí 
GOMEZ TUEME AMIRA PRI Sí 
GONZALEZ AGUILAR NELLY PAN Sí 
GONZALEZ ALCOCER ALEJANDRO PAN Sí 
GONZALEZ CARRILLO ADRIANA PAN Sí 
GONZALEZ MORFIN JOSE PAN Sí 
GOVEA ARCOS EUGENIO G. CONV Sí 
GREEN MACIAS ROSARIO PRI Sí 
GUADARRAMA MARQUEZ JOSE PRD Sí 
HERNANDEZ GARCIA RAMIRO PRI Sí 
HERNANDEZ RAMOS MINERVA PAN Sí 
HERRERA LEON FRANCISCO PRI Sí 
JASSO VALENCIA LETICIA IND Sí 
JIMENEZ MACIAS CARLOS PRI Sí 
LABASTIDA OCHOA FRANCISCO PRI Sí 
LARIOS GAXIOLA EMMA LUCIA PAN Sí 
LEGORRETA ORDORICA JORGE PVEM Sí 
LOPEZ HERNANDEZ ROSALINDA PRD Sí 
MAZON ALONSO LAZARO PRD Sí 
MEJIA HARO ANTONIO PRD Sí 
MONDRAGON SANTOYO ROSALINDA E. PRI Sí 
MONREAL AVILA RICARDO PT Sí 
MORALES FLORES MELQUIADES PRI Sí 
MUÑOZ GUTIERREZ RAMON PAN Sí 
NAVA BOLAÑOS EDUARDO PAN Sí 
NAVARRETE RUIZ CARLOS PRD Sí 
NUÑEZ JIMENEZ ARTURO PRD Sí 
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OCEJO MORENO JORGE A. PAN Sí 
OCHOA GUZMAN RAFAEL IND Sí 
OROZCO GOMEZ JAVIER PVEM Sí 
ORTUÑO GURZA MA. TERESA  PAN Sí 
OSUNA DAVILA CARLOS PAN Sí 
PACHECO RODRIGUEZ RICARDO PRI Sí 
PEREDO AGUILAR ROSALIA IND Sí 
PEREZ PLAZOLA HECTOR PAN Sí 
POLEVNSKY GURWITZ YEIDCKOL PRD Sí 
RAMIREZ HERMOSILLO MAGALY PRI Sí 
RAMIREZ LOPEZ HELADIO PRI Sí 
RODRIGUEZ Y PACHECO ALFREDO PAN Sí 
RUEDA SANCHEZ ROGELIO PRI Sí 
RUIZ DEL RINCON GABRIELA PAN Sí 
SARO BOARDMAN ERNESTO PAN Sí 
SOSA GOVEA MARTHA L. PAN Sí 
SOTELO GARCIA CARLOS PRD Sí 
TAMBORREL SUAREZ GUILLERMO PAN Sí 
TORRES MERCADO TOMAS PRD Sí 
TORRES ORIGEL RICARDO PAN Sí 
VELAZQUEZ LOPEZ RUBEN PRD Sí 
VILLAESCUSA ROJO MARGARITA PRI Sí 
VILLARREAL GARCIA LUIS A. PAN Sí 
WALTON ABURTO LUIS CONV Sí 
ZAPATA PEROGORDO ALEJANDRO PAN Sí 
ZAVALA PENICHE MARIA BEATRIZ PAN Sí 
ZOREDA NOVELO CLEOMINIO PRI Sí 
GONZALEZ GONZALEZ FELIPE PAN No 

VOTACION REGISTRADA FUERA DEL SISTEMA ELECTRONICO 

BELTRONES RIVERA MANLIO FABIO PRI Sí 
JOAQUIN COLDWELL PEDRO  PRI Sí 
TREJO REYES JOSE ISABEL PAN Sí” 

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Señor Presidente, se emitieron 84 votos por el sí, 1 por el no y cero 
abstenciones. Hay mayoría calificada.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Queda aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de Decreto por 
el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se devuelve con modificaciones a la Cámara de 
Diputados para los efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional.  

- El C. Senador Guillermo Tamborrel Suárez: (Desde su escaño)Pido la palabra, señor Presidente.  

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Senador Guillermo Tamborrel.  
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- El C. Senador Guillermo Tamborrel Suárez: (Desde su escaño)Gracias, señor Presidente. Simplemente 
para dos comentarios, 

El primero, pues sí manifestar mi inconformidad que recién se aprobó que la propuesta fuese sometida a 
discusión, posteriormente no se me dio la oportunidad de discutirla, precisamente, y nos fuimos 
inmediatamente a su votación de aceptarse o rechazarse, ya en sí la propuesta como tal. Primer comentario.  

Y segundo comentario, para que nadie se confunda, por supuesto que estamos todos a favor de plasmar en la 
Constitución lo relativo a que quede muy claro esta obligación de cualquier sociedad de velar por aquellos que 
más lo necesitan, por los que están en vulnerabilidad, como son niñas, niños y adolescentes.  

Que quede muy claro la voluntad de esta Soberanía de que vamos en ese tenor, y que si bien es cierto que 
hay una devolución, es meramente por cuestiones de redacción, compartiendo el fondo del asunto.  

Por su atención, gracias, señor Presidente. 

- El C. Presidente Arroyo Vieyra: Senador Guillermo Tamborrel, el espíritu del artículo 72 de la Constitución 
es muy claro, y yo quisiera reivindicar también el cuidado del Senador Pablo Gómez entratándose de reformas 
constitucionales, que además, si usted me lo permite, personalmente comparto.  

Porque cuando el legislador, el Constituyente Permanente al amparo del artículo 135 toca la Carta Magna, 
usted entenderá que debemos de ser especialmente cuidadosos, más tratándose de esta garantía que tiene 
que ver con nuestra niñez. 

Recogemos su expresión y la plasmamos en el Diario de los Debates. 
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05-04-2011 
Cámara de Diputados. 
MINUTA con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y adiciona la 
fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, devuelta para los 
efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional. 
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
Diario de los Debates, 5 de abril de 2011. 
 
 
 
ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONAL  

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que devuelve para los efectos de la fracción E) del 
artículo 72 constitucional minuta con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y 
séptimo del artículo 4o. y adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen 

ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONAL 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— 
Cámara de Senadores.— México, DF. 

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción E) del artículo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes 
el expediente que contiene proyecto de decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del 
artículo 4o.; y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Atentamente 

México, DF, a 31 de marzo de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 4o. .... 

... 

... 

... 

... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
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principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

... 

... 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O. .... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la federación, los estados, el Distrito Federal y los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados 
internacionales de la materia, de los que México sea parte. 

XXX. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, DF, a 31 de marzo de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresidente;senadora 
Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.» 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Se turna a la Comisión de Puntos 
Constitucionales, para dictamen.  
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28-04-2011 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto que reforma los párrafos 
sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular, con 388 votos en pro, 0 en contra y 2 abstenciones. 
Se turno a las Legislaturas de los Estados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 135 constitucional. 
Diario de los Debates, 28 de abril de 2011. 
Discusión y votación, 28 de abril de 2011. 
 
 
 
ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONALES  

Discusión de dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto que 
reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P, el artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la 
fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: «Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, 
con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y adiciona la fracción XXIX-
P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 numeral 6, 
incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 82, 83, 84, 
85 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta soberanía 
el siguiente dictamen: 

I. Antecedentes legislativos  

1. El 22 de octubre de 2002, la diputada Arcelia Arredondo García, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

2. El 22 de abril de 2004, la diputada Blanca Amelia Gámaz Gutiérrez, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

3. El 21 de septiembre de 2004, el diputado Homero Ríos Murrieta, del Partido Acción Nacional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

4. El 1 de marzo de 2005, el diputado Quintín Vázquez García, del Partido Revolucionario Institucional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el sexto párrafo del artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

5. El 6 de abril de 2006, la diputada Evelia Sandoval Urbán, del Partido Revolucionario Institucional, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 



2 
 

6. El 21 de noviembre de 2006, el diputado Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, del Partido Alternativa 
Socialdemócrata y Campesina, presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los 
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

7. El 12 de abril de 2007, la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Partido de la Revolución Democrática, presentó 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 2o., 3o., 4o., 25, 26 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

8. El 13 de diciembre de 2007, la diputada Patricia Castillo Romero, de Convergencia, presentó iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

9. El 3 de abril de 2008, la diputada Mónica Arriola, de Nueva Alianza, presentó iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

10. El 24 de abril de 2008, diputados de los Grupos Parlamentarios del Partido de la Revolución Democrática, 
del Partido Revolucionario Institucional, del Partido del Trabajo, de Convergencia, de Alternativa y de Nueva 
Alianza, presentaron iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

11. El 30 de abril de 2008, la diputada Irene Aragón Castillo, del Partido de la Revolución Democrática, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

12. El mismo 30 de abril de 2008, la diputada Martha Hilda González Calderón del Partido Revolucionario 
Institucional, presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

13. El 30 de abril de 2009, el diputado Fidel Antuña Batista, del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa 
con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

14. El 22 de julio de 2009, la diputada Claudia Lilia Cruz Santiago, del Partido de la Revolución Democrática, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona a los artículos 3o., 4o. y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

15. El 13 de octubre de 2009, la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revolucionario 
Institucional, presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

16. El 9 de febrero de 2010, la diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Partido Revolucionario Institucional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el párrafo séptimo, se adiciona un párrafo 
octavo y se elimina el párrafo noveno para integrarlo al párrafo séptimo del artículo 4o.; y se reforma y 
adiciona la fracción primera del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

17. El 22 de abril de 2010, la diputada Augusta Valentina Díaz Rivera Hernández, del Partido Acción Nacional, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

18. En reunión de 6 de octubre de 2010, el pleno de la Comisión de Puntos Constitucionales aprobó dictamen 
únicamente respecto de los artículos 4 y 73 constitucionales, en materia de interés superior de la niñez. 

19. En sesión de 12 de octubre de 2010, el pleno de la Cámara de Diputados aprobó el dictamen de la 
Comisión de Puntos Constitucionales, enviándolo al Senado de la República para los efectos constitucionales. 

20. En la misma fecha, la Mesa Directiva del Senado de la República turnó la minuta referida a las Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos. 
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21. En reunión de fecha 23 de marzo de 2011, las comisiones unidas mencionadas, después de realizar un 
análisis al proyecto de decreto enviado por esta Cámara de origen, aprobaron dictamen sin modificaciones, 
enviándolo al pleno de ésta. 

22. En sesión celebrada el 31 de marzo de 2011, la Cámara de Senadores aprobó el proyecto de decreto con 
modificaciones, por el que se reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción 
XXIX-P al artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviándolo a la 
Cámara de Diputados para los efectos del artículo 72, fracción E, de nuestra ley fundamental. 

23. El 5 de abril de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dio cuenta de la minuta en comento, 
turnándola a la Comisión de Puntos Constitucionales para dictamen. 

24. El 26 de abril de 2011, la Comisión de Puntos Constitucionales aprobó dictamen a la minuta, aceptando 
los cambios propuestos por la Cámara revisora. 

II. Contenido de la minuta  

Para un correcto entendimiento, se transcribe el dictamen emitido por el Senado de la República para 
consideración de esta comisión: 

Estas comisiones dictaminadoras comparten el espíritu así como los fines y razones que animan la minuta 
que se analiza. 

Es importante señalar que el Principio del Interés Superior del Niño no es nuevo y su aparición en el derecho 
internacional es tributaria del extenso uso que de este principio se ha hecho en los sistemas jurídicos 
nacionales, tanto de cuño anglosajón como de derecho codificado. El análisis comparado de la evolución de 
los derechos de los niños en diferentes sistemas jurídicos revela una característica uniforme: el 
reconocimiento de los derechos de los niños ha sido un proceso gradual desde una primera etapa en que 
fueron personas prácticamente ignoradas por el derecho y solamente se protegían jurídicamente las 
facultades, generalmente muy discrecionales, de los padres. Los intereses de los niños eran un asunto 
privado, que quedaba fuera de la regulación de los asuntos públicos. 

En América Latina la evolución de los derechos de los niños se deja ver en el derecho de familia, para 
presentarse con mucha claridad a partir de la legislación de protección dictada a comienzos de este siglo. 

El principio del interés superior del niño fue uno de los mecanismos para avanzar en este proceso de 
considerar el interés del niño como un interés que debía ser públicamente, y por consecuencia, jurídicamente 
protegido. Tanto en Asia, Oceanía y África, las leyes promulgadas por el Imperio Británico consideraron este 
principio para la resolución de los conflictos de familia, y en muchos lugares han sido refrendadas por 
legislación posterior. 

Con las leyes de menores, especialmente en América Latina, los niños no fueron suficientemente protegidos 
de la arbitrariedad privada y quedaron expuestos a diversas formas de abuso público, antes desconocidas, 
debido a la indiferencia de los órganos del Estado hacia la infancia. Sólo con el proceso iniciado con la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CIDN) en el que los intereses de los niños se 
convierten en genuinos derechos, los niños podrán oponer sus derechos como límite y orientación tanto de la 
actuación de los padres, como del Estado. 

También, la evolución de los instrumentos internacionales de los derechos de los niños revela la permanente 
presencia de la noción de interés superior del niño, ya sea en la Declaración de Ginebra de 1924 que 
establecía el imperativo de darle a los niños lo mejor, o con frases como los “niños primero”, hasta la 
formulación expresa del principio en la Declaración de los Derechos del Niño en 1959 y su posterior 
incorporación, no sólo en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, sino también en la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (artículos 5 y 16). 

Como se puede apreciar, de este breve análisis se desprende que el principio del interés superior ha 
evolucionado conjuntamente con el reconocimiento progresivo de los derechos del niño y que, ahora que la 
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construcción jurídica de los derechos del niño ha alcanzado un importante grado de desarrollo, corresponde 
que este principio sea interpretado según este nuevo contexto. 

Cuando los niños eran considerados meros objetos dependientes de sus padres o de la arbitrariedad de la 
autoridad el principio fue importante para resaltar la necesidad de reconocer al niño su calidad de persona; 
ahora que, al menos en el plano normativo, se ha reconocido al niño como un sujeto portador de derechos, el 
principio debe ser un mecanismo eficaz para oponerse a la amenaza y vulneración de los derechos 
reconocidos y promover su protección igualitaria. 

La CIDN contiene “principios” -que a falta de otro nombre, Miguel Cillero Bruño denomina “estructurantes” —
entre los que destacan el de no discriminación (artículo 2), de efectividad (artículo 4), de autonomía y 
participación (artículos 5 y 12) y de protección (artículo 3). Estos principios -como señala Dworkin- son 
proposiciones que describen derechos: igualdad, protección efectiva, autonomía, libertad de expresión, 
etcétera, cuyo cumplimiento es una exigencia de la justicia. Los principios, en el marco de un sistema jurídico 
basado en el reconocimiento de derechos, puede decirse que son derechos que permiten ejercer otros 
derechos y resolver conflictos entre derechos igualmente reconocidos. 

Entendiendo de este modo la idea de “principios”, la teoría supone que ellos se imponen a las autoridades, 
esto es, son obligatorios especialmente para las autoridades públicas y van dirigidos precisamente hacia (o 
contra) ellos. En consecuencia, nada más lejano al sentido de lo que se llama principio del interés superior del 
niño, creer que el interés superior del niño debe meramente “inspirar” las decisiones de las autoridades. No, el 
principio del interés superior del niño lo que dispone es una limitación, una obligación, una prescripción de 
carácter imperativo hacia las autoridades. 

Más aún, si en este contexto analizamos el artículo 3.1 de la Convención comprobamos que su formulación es 
paradigmática en cuanto a situarse como un límite a la discrecionalidad de las autoridades: 

“En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos una consideración primordial a 
la que se atenderá será el interés superior del niño.” 

En ese tenor, es posible señalar que de la disposición del artículo 3 de la Convención se desprenden las 
siguientes características: 

• Es una garantía, ya que toda decisión que concierna al niño, debe considerar primordialmente sus derechos. 

• Es de una gran amplitud ya que no sólo obliga al legislador sino también a todas las autoridades e 
instituciones públicas y privadas y a los padres; también es una norma de interpretación y/o de resolución de 
conflictos jurídicos. 

• Es una orientación o directriz política para la formulación de políticas públicas para la infancia, permitiendo 
orientar las actuaciones públicas hacia el desarrollo armónico de los derechos de todas las personas, niños y 
adultos, contribuyendo, sin dudas, al perfeccionamiento de la vida democrática. 

Desde su creación los Estados partes, firmantes de la CIDN, se comprometieron (en el artículo 4) a adoptar 
todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos 
establecidos en la misma. 

En el entendido de que las leyes constituyen un marco propicio para establecer las prioridades del desarrollo 
de un país y por ende, son el origen de las políticas públicas, el compromiso establecido en la CIND pronto 
sirvió para que diversos organismos, como el Comité de los Derechos del Niño de la ONU (organismo 
encargado de supervisar el cumplimiento de la Convención en los Estados partes) insistieran en la necesidad 
de armonizar las leyes para garantizar su aplicación en el corto y en el largo plazo. 

En México durante los 10 años de vigencia de la CIDN ocurrieron diversas reformas legislativas relacionadas 
con los derechos de la niñez, sobre todo a partir de la segunda mitad de los 90. Estas reformas tocaron 
aspectos como la violencia intrafamiliar, las adopciones, la tipificación de delitos cometidos contra niñas y 
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niños, entre las principales. Sin embargo también ocurrieron reformas en el sentido contrario sobre todo en el 
ámbito penal. 

Organizaciones sociales, legisladores, personalidades involucradas en la promoción de los derechos de la 
niñez en México, así como el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, enfatizaron la necesidad de crear 
leyes especializadas tanto en el ámbito federal como estatal, que dieran cuenta de manera integral de los 
derechos de la infancia y crearan las medidas apropiadas para garantizar su cumplimiento. Las reformas 
específicas, si bien necesarias, no superaban la desarticulación y contradicciones de los diversos 
ordenamientos legales referidos a la niñez en los distintos ámbitos. 

Tales contradicciones frente a las difíciles y deprimentes condiciones de vida de millones de niñas y niños en 
México justificaban, incluso, propuestas en torno a reformar la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos a fin de establecer, desde la Carta Magna, los compromisos del Estado frente a los derechos de la 
niñez y orientar así las leyes federales y estatales, dando origen a instrumentos especializados para tal efecto. 

El 7 de abril de 2000 se publicó en el DOF la reforma y adición al artículo 4º de la Constitución que modifica 
por completo el régimen constitucional sobre los niños y niñas, se precisan cuáles son sus principales 
necesidades: alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desa-rrollo integral; se establece 
no sólo respecto de los padres sino también cuando corresponda a otros ascendientes o tutores y custodios el 
deber de preservar el derecho a satisfacer tales necesidades; se incorpora el concepto de dignidad de los 
niños y se establece la obligación del Estado de propiciar el respeto a tal dignidad y al ejercicio pleno de los 
derechos de la infancia. Finalmente, se establece que el Estado otorgará facilidades a los particulares para 
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de los niños. 

Como ya se mencionó en el apartado anterior, al mes siguiente, el 29 de mayo de 2000, se publicó la Ley para 
la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Esta es la ley reglamentaria del artículo 4º 
constitucional. 

Por otra parte, la Ley de Asistencia Social de 2 de septiembre de 2004 se refiere especialmente a los niños, 
niñas y adolescentes como sujetos preferentes de la asistencia social, sobre todo cuando se encuentran en 
situación de desnutrición, por deficiencias en su desarrollo físico o mental; por maltrato o abuso; por 
abandono; por ser víctimas de explotación; por vivir en la calle; por ser víctimas de tráfico de personas o de 
cualquier tipo de explotación; por ser víctimas de pornografía o comercio sexual; ser infractores o víctimas de 
delito; hijos con padres que tengan enfermedades terminales o en condiciones de extrema pobreza; por ser 
migrantes y repatriados o ser víctimas de conflictos armados y persecución étnica o religiosa. 

También en los términos de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación, de 11 de junio de 2003, 
al definir lo que se consideran conductas discriminatorias, se definen varias que tienen que ver con niñas, 
niños y adolescentes. 

Estas medidas deben ser consideradas como un paso fundamental en materia de protección de los derechos 
de la niñez, principalmente porque introdujeron por primera vez en la historia del país, el concepto de niña, 
niño y de sus derechos, aspectos que resultan fundamentales para un trato diferente hacia esta población. 

Dicha modificación constitucional ha llevado a reflexionar en torno a la necesidad, sentida por años, de contar 
con un marco legal amplio que garantice los derechos de la niñez y las condiciones que son básicas para 
hacerlos valer. 

Es importante señalar que el Comité de los Derechos del Niños de la ONU —organismo encargado de dar 
seguimiento a los acuerdo de la CIDN— ha recomendado al gobierno mexicano que las leyes federales y 
estatales reflejen los principios y medidas establecidas en el acuerdo internacional; que tales medidas 
fortalezcan el mandato y los recursos humanos y financieros de instancias como la Procuraduría de la 
Defensa de los Derechos del Niño y la Familia, entre otras. 

Por los argumentos expuestos, estas comisiones unidas coinciden con la minuta de mérito, en la necesidad de 
que desde la ley se garanticen los derechos de la niñez, para que en todas las decisiones y actuaciones del 
Estado se vele y cumpla con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Y que este principio guíe el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas de 
la niñez. 
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Asimismo, que se establezca en el texto constitucional la obligación de los ascendientes, tutores y custodios 
de preservar y hacer cumplir estos derechos y principios, ya que son éstos quienes tienen la personalidad 
jurídica para ejercer estos derechos y hacer cumplir con los principios. 

Y finalmente, estas comisiones dictaminadoras coinciden en establecer en el artículo 73 constitucional la 
facultad del Congreso para legislar en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; en el entendido de 
que se trata de un tema de prioridad de la Federación y así se podrá contar con un instrumento jurídico 
adecuado. 

Porque si bien el Congreso de la Unión ha emitido una ley en la materia, abrió la puerta a una variedad de 
versiones estatales sobre un mismo derecho, ya que como se menciona en el dictamen de la Colegisladora, 
no obstante la existencia de ordenamientos secundarios en 30 entidades federativas, lo que tenemos es una 
heterogeneidad que atenta en contra de quienes se suponen son los sujetos fundamentales de estas leyes: 
las niñas, niños y adolescentes. 

Es por ello que resulta necesario que los tres órdenes de gobierno, en una relación armónica, de recíproca 
complementación y de idéntica responsabilidad puedan dar mejores resultados. Ya que por tratarse de un 
derecho fundamental, no debe tener modalidades distintas. 

Las facultades concurrentes implican que las entidades federativas, los municipios y la Federación, pueden 
actuar respecto de una misma materia, pero que, en estos casos, corresponde en exclusiva al Congreso de la 
Unión, el determinar la forma y términos de la participación de dichos entes, a través de una ley general. El 
anterior criterio, se contiene en la siguiente jurisprudencia: 

Facultades concurrentes en el sistema jurídico mexicano. Sus características generales.Si bien es 
cierto que el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que “las 
facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se 
entienden reservadas a los Estados”, también lo es que el órgano reformador de la Constitución determinó, en 
diversos preceptos, la posibilidad de que el Congreso de la Unión fijara un reparto de competencias, 
denominado “facultades concurrentes”, entre la federación, las entidades federativas y los municipios e, 
inclusive, el Distrito Federal, en ciertas materias, como son la educativa (artículos 3o., fracción VIII y 73, 
fracción XXV), la de salubridad (artículos 4o., párrafo tercero y 73, fracción XVI), la de asentamientos 
humanos (artículos 27, párrafo tercero y 73, fracción XXIX-C), la de seguridad pública (artículo 73, fracción 
XXIII), la ambiental (artículo 73, fracción XXIX-G), la de protección civil (artículo 73, fracción XXIX-I) y la 
deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J). Esto es, en el sistema jurídico mexicano las facultades concurrentes 
implican que las entidades federativas, incluso el Distrito Federal, los municipios y la federación puedan actuar 
respecto de una misma materia, pero será el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos 
de la participación de dichos entes a través de una ley general. 

Así, la existencia de una concurrencia entre diferentes niveles de gobierno, permite fijar con claridad el ámbito 
de actuación de las entidades federativas y la Federación, identifica los espacios en donde debe generarse la 
coordinación y proporciona un marco para la identificación de autoridades responsables y, en su caso, para el 
ejercicio de las facultades de atracción. 

En términos generales, con la propuesta de reforma de la minuta en estudio, se fijarán las bases para el 
establecimiento de una política integral en materia de derechos de la niñez que permita una acción efectiva y 
coordinada del Estado mexicano para velar por el interés superior de los mismos, cumpliendo con los tratados 
internacionales de los que México es parte.” 

III. Consideraciones  

Esta comisión dictaminadora, después de hacer un análisis exhaustivo de la Minuta enviada por el Senado de 
la República, llega a la convicción de emitir dictamen en sentido positivo relativo al Proyecto de Decreto por el 
que se reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, 
ambos, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con objeto de una debida apreciación de las modificaciones propuestas por la Cámara revisora, se vierte el 
siguiente comparativo: 
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Cámara de Diputados  

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4. ............... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y hacer cumplir estos derechos y 
principios. 

...... 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O. ... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de niñas, niños, adolescentes, velando 
en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los Tratados Internacionales de la 
materia, de los que México sea parte. 

XXX. .... 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación 

Cámara de Senadores  

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 4o. .... 

... 

... 

... 

... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 
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Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

... 

... 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O. .... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados 
internacionales de la materia, de los que México sea parte. 

XXX. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

De lo anterior, se advierte que el Senado de la República coincide con el espíritu expresado por ésta Cámara, 
en cuanto a la parte sustantiva de la reforma constitucional propuesta, siendo necesario entrar al estudio de 
los dos cambios realizados, los cuales son los siguientes: 

• Durante la discusión del dictamen, el senador Pablo Gómez Álvarez propuso en el artículo 4o., séptimo 
párrafo, sustituir el término “hacer cumplir”, por el de “exigir el cumplimiento de”. Lo anterior, en función 
de que considera que el único facultado para hacer cumplir las leyes, es el Estado, por lo tanto los padres o 
tutores únicamente pueden exigir el cumplimiento de los derechos de sus propios hijos. 

• Por su parte, el senador Tomás Torres Mercado propone la modificación en el texto de la fracción XXIX-P del 
artículo 73, en el sentido de sustituir el término de “en materia”, por el de “en materia de derechos”. Lo 
anterior, para dar congruencia a la redacción del precepto. 

Visto lo señalado, esta Cámara de Diputados coincide con las apreciaciones expresadas, en cuanto al texto 
propuesto para la fracción XXIX-P del artículo 73, en virtud de que no alteran el contenido, ni mucho menos 
trastocan el espíritu de la reforma constitucional en estudio, sino por el contrario, perfeccionan el proyecto de 
decreto. 

Por lo que respecta a las modificaciones planteadas al artículo 4o., esta Cámara de origen, se pronuncia en 
sentido afirmativo, ya que efectivamente el Estado es el único que debe cumplir las garantías individuales, lo 
anterior cobra sustento mediante la siguiente jurisprudencia: 

Novena Época  

Registro: 199492  

Instancia: Pleno  

Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

V, Enero de 1997  
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Materia(s): Común  

Tesis: P./J. 2/97  

Página: 5  

Genealogía:  

Novena Época, Tomo V, febrero 1, 1997, página 30. 

“ Son derechos públicos subjetivos consignados en favor de todo habitante de la República que dan a 
sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a través de la verdadera garantía de los derechos 
públicos fundamentales del hombre que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
consigna, esto es, la acción constitucional de amparo”.  

La anterior definición, resalta los elementos de las garantías individuales: 

1. Relación jurídica de supra a subordinación entre el gobernado (sujeto activo) y el Estado (sujeto pasivo). 

2. Derecho público subjetivo que emana de dicha relación a favor del gobernado (objeto). 

3. Obligación correlativa a cargo del Estado, consistente en respetar el consabido derecho y en observar o 
cumplir las condiciones de seguridad jurídica del mismo. 

4. Previsión y regulación de la citada relación por la ley fundamental. 

Siendo evidente que el Estado es el único obligado a cumplir la garantía individual y el facultado para ordenar 
su observancia, y los particulares, en este caso los padres, aquellos que exigirán el debido cumplimiento. 

Consecuentemente, con el ánimo de avanzar en el proceso legislativo, se concuerda con los cambios 
propuestos por la colegisladora, en virtud de que auxilia con precisiones de estilo, que perfeccionan el 
proyecto de decreto en estudio. 

Por tanto, esta comisión coincide ampliamente en los términos de la minuta enviada por la Cámara revisora, 
en consecuencia somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o.; se adiciona la fracción 
XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o.; y se adiciona la fracción XXIX-P al 
artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; para quedar como sigue: 

Artículo 4o. ... 

... 

... 

... 

... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
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principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

... 

... 

Artículo 73. ...  

I. a la XXIX-O .... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la federación, los estados, el Distrito Federal y los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados 
internacionales de la materia de los que México sea parte. 

XXX. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2011. 

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados:Juventino Castro y Castro (rúbrica), presidente; 
Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de la Torre 
(rúbrica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Héctor Guevara Ramírez (rúbrica), Gustavo González 
Hernández (rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas, Guillermo Cueva Sada (rúbrica), Jaime Fernando 
Cárdenas Gracia (rúbrica), secretarios; José Luis Jaime Correa (rúbrica), Dina Herrera Soto (rúbrica), Morelos 
Jaime Carlos Canseco Gómez, Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, Víctor Humberto Benítez Treviño, Emilio 
Chuayffet Chemor (rúbrica), Fernando Ferreyra Olivares (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica), 
Rafael Rodríguez González, José Ricardo López Pescador (rúbrica), Felipe Solís Acero, Guadalupe Pérez 
Domínguez (rúbrica), Rolando Rodrigo Zapata Bello (rúbrica), Justino Eugenio Arraiga Rojas (rúbrica), Víctor 
Alejandro Balderas Vaquera (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba.» 
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28-04-2011 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto que reforma los párrafos 
sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular, con 388 votos en pro, 0 en contra y 2 abstenciones. 
Se turno a las Legislaturas de los Estados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 135 constitucional. 
Diario de los Debates, 28 de abril de 2011. 
Discusión y votación, 28 de abril de 2011. 
 
 
 
ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONALES  

Discusión de dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto de decreto que 
reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la fracción XXIX-P, el artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Para fundamentar a nombre de la comisión el diputado Feliciano Rosendo Marín Díaz 
Durante la votación en lo general y particular, fijan su posición desde sus curules los diputados: 
Nazario Norberto Sánchez 
Jaime Fernando Cárdenas Gracia 
Rosi Orozco 
Enoé Margarita Uranga Muñoz 
César Augusto Santiago Ramírez 
María Marcela Torres Peimbert 
Enóe Margarita Uranga Muñoz 
Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y 
séptimo del artículo 4o. y adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos por 388 votos. Pasa a las Legislaturas de los estados, para sus efectos 
constitucionales 

ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONALES 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la 
fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: «Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, 
con proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y adiciona la fracción XXIX-
P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Para fundamentar por la comisión tiene la palabra, por 
5 minutos, el diputado Rosendo Marín Díaz. 

El diputado Feliciano Rosendo Marín Díaz:Gracias, diputado presidente. Esta comisión dictaminadora, 
después de hacer un análisis exhaustivo de la minuta enviada por el Senado de la República, llega a la 
convicción de emitir dictamen en sentido positivo, relativo al proyecto de decreto por el que se reforman los 
párrafos sexto y séptimo del artículo 4o., y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

El Senado de la República coincide con el espíritu expresado por esta Cámara, en cuanto a la parte sustantiva 
de la reforma constitucional propuesta, siendo necesario entrar al estudio de los dos cambios realizados, los 
cuales son los siguientes: 

Durante la discusión el senador Pablo Gómez Álvarez propuso en el artículo 4o., séptimo párrafo, sustituir el 
término, hacer cumplir, por el de, exigir el cumplimiento de, lo anterior en función de que considera que el 
único facultado para hacer cumplir las leyes es el Estado, por tanto, los padres o tutores únicamente pueden 
exigir el cumplimiento de los derechos de sus propios hijos. 
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Por su parte, el senador Tomás Torres Mercado propone la modificación en el texto de la fracción XXIX-P, del 
artículo 73, en el sentido de sustituir el término de, en materia, por el de, en materia de derechos, lo anterior 
para dar congruencia a la redacción del precepto. 

Visto lo señalado, esta Cámara de Diputados coincide con las apreciaciones expresadas en cuanto al texto 
propuesto para la fracción XXIX-P, del artículo 73, en virtud de que no alteran el contenido ni mucho menos 
trastocan el espíritu de la reforma constitucional en estudio sino, por el contrario, perfeccionan el proyecto de 
decreto. 

Por lo que respecta a las modificaciones planteadas al artículo 4o., esta Cámara de origen se pronuncia en 
sentido afirmativo ya que, efectivamente, el Estado es el único que debe cumplir las garantías individuales. 

Lo anterior cobra sustento mediante la siguiente jurisprudencia: son derechos públicos subjetivos consignados 
a favor de todo habitante de la República, que dan a sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a 
través de la verdadera garantía de los derechos públicos fundamentales del hombre que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna, esto es, la acción constitucional de amparo. 

La anterior definición resalta los elementos de las garantías individuales. Primero, relación jurídica de supra a 
subordinación entre el gobernado, sujeto activo, y el Estado, sujeto pasivo. 

Segundo. Derecho público subjetivo que emana de dicha relación a favor del gobernado objeto. 

Tercero. Obligación correlativa a cargo del Estado, consistente en respetar el consabido derecho y en 
observar o cumplir las condiciones de seguridad jurídica del mismo. 

Cuarto. Previsión y regulación de la citada relación por la ley fundamental. 

Siendo evidente que el Estado es el único obligado a cumplir la garantía individual y el facultado para ordenar 
su observancia y los particulares, en este caso los padres, aquellos que exigirán el debido cumplimiento. 

Consecuentemente con el ánimo de avanzar en el proceso legislativo, se concuerda con los cambios 
propuestos por la colegisladora, en virtud de que auxilia con precisiones de estilo que perfeccionan el proyecto 
de decreto en estudio, por tanto, esta comisión coincide ampliamente en los términos de la minuta enviada por 
la Cámara revisora y en consecuencia, somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputados el 
siguiente proyecto de decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o., se adiciona 
la fracción XXIX-P al artículo 73, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es todo, 
presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, diputado Marín, puntual como 
siempre. No habiendo más oradores inscritos y agradeciendo que los señores oradores que van a posicionar 
este tema han aceptado hacerlo durante la votación... 

El diputado Nazario Norberto Sánchez(desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Es a favor o en contra, diputado. 

El diputado Nazario Norberto Sánchez(desde la curul): A favor. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Entonces vamos a hacerlo durante la votación, como 
habíamos acordado. Ábrase el sistema electrónico, hasta por 5 minutos, y dado que no se ha reservado 
artículo alguno, la votación será en lo general y en lo particular, en un solo acto. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldonado:Háganse los avisos a que se refiere el artículo 
144, numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por 5 minutos, 
para proceder a la votación en lo general y en lo particular en un solo acto. 

(Votación) 
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Diputado Nazario Norberto, tiene la palabra desde su 
curul. 

El diputado Nazario Norberto Sánchez(desde la curul): Sí, gracias, diputado presidente. Compañeras 
diputadas y diputados, el presente dictamen referente al interés superior del niño es un principio entendido 
como un conjunto de acciones y procesos tendentes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así 
como las condiciones materiales y afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo de 
bienestar posible.  

Toda persona, desde que nace y hasta que muere, posee el atributo que la doctrina ha denominado: la 
capacidad. 

De esta suerte el sujeto de derecho tiene la capacidad jurídica que puede ser total o parcial, es decir, cuenta 
con la capacidad y con la actitud para ser titular de los derechos para ser sujeto de obligaciones. Y si bien 
puede carecer de la capacidad de ejercicio, no por ello carece de personalidad; por tanto, resulta indiscutible 
que los derechos de los infantes estén tutelados por la ley. 

Asimismo, la ley, la doctrina se han ocupado extensamente de velar porque cualquier persona pueda acudir 
ante los tribunales, a fin de obtener la protección o satisfacción de su derecho con el propósito de evitarle 
cualquier daño o perjuicio a su esfera jurídica. 

Bajo este contexto se hizo menester amparar, tanto en instrumentos jurídicos internacionales, como en las 
leyes internas de los Estados, el interés superior de la infancia, a fin de obligar tanto a los particulares como a 
toda clase de autoridades a respetar y velar por el bienestar de los menores, más allá del sistema jurídico 
positivo imperante en una nación. 

La noción del interés superior del niño o niña significa, por otro lado, que el crecimiento de las sociedades 
depende en gran medida de la capacidad de desarrollar a quienes actualmente se encuentran en esta etapa 
de la vida de la humanidad. 

Desde esta perspectiva, dicha prioridad no es producto de la bondad de la sociedad adulta o de los sistemas 
de gobierno, sino que constituyen un elemento básico para la preservación y mejoramiento de la raza 
humana. 

Es por eso, compañeras diputadas y compañeros diputados, que les pido el voto a favor del presente 
dictamen. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Diputado Cárdenas. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia(desde la curul): Gracias, presidente. Yo también me 
congratulo mucho con este dictamen porque, como ya han dicho aquí los compañeros del Partido de la 
Revolución Democrática que me han antecedido en el uso de la palabra, se trata de salvaguardar, de 
establecer a nivel constitucional el principio que tutela el interés superior de la niñez, que es un principio 
fundamental, norma que servirá de criterio interpretativo, de norma constitucional para todos los jueces, 
familiares y otro tipo de autoridades del país, lo que sin lugar a dudas es muy importante.  

Hay que señalar que desde la LVIII Legislatura compañeras diputadas del Partido Acción Nacional y de otros 
grupos parlamentarios han insistido en esta reforma. Aquí solamente quiero mencionar los nombres de las 
tres compañeras diputadas de la LXI Legislatura que impulsaron la aprobación de esta reforma constitucional, 
a quienes felicito mucho. 

A la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, del PRI; a la diputada Yolanda de la Torre, del PRI; a la 
diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera, del Partido Acción Nacional. A todas ellas muchas felicidades y 
también a los compañeros integrantes de este pleno. 

Creo que es un paso importante para salvaguardar y tutelar adecuadamente los derechos de la niñez en 
nuestro país. Muchas gracias, señor presidente. 



4 
 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, diputado. ¿Diputado Narro, es con 
respecto a este tema? Entonces permítame, si es tan amable. Diputada Rosi Orozco. 

La diputada Rosi Orozco(desde la curul): Señor presidente, gracias, con su permiso. Precisamente por los 
niños y las niñas de nuestra nación, también felicitar en este periodo a las diputadas María Araceli Vázquez 
por las reformas a los artículos 19 y 20 que hoy pueden permitir que los niños, niñas, jóvenes y víctimas de 
trata que puedan guardar su identidad, y a los presuntos responsables también tener prisión preventiva.  

También por el artículo 73 felicitar tanto a la diputada Araceli como a los senadores que aprobaron también 
esta minuta. Y felicitar a nuestras compañeras Caritina Sáenz Vargas y Lorena Corona Valdés. A todos los 
diputados. Quiero agradecer, en especial a mi bancada, todo el apoyo en este tema de la trata de personas y 
a todos los diputados que han sido sensibles en este periodo. 

Por eso las pintoras Juana Cuevas, Curi Breña y, Buricho, están donando a la comisión en la que estamos 16 
diputados, y que todos juntos estamos entregando estas litografías, agradeciendo muchísimo a estas pintoras 
por su corazón y su compromiso porque de verdad unidos podemos hacer una diferencia. 

También comentar que esta mañana se lanzó la alerta ámbar. La alerta ámbar es para que niños y niñas que 
sean secuestrados, que sean robados, de inmediato, todos: sociedad, autoridades, medios, podamos 
intervenir, podamos quitar, todo lo que estemos haciendo, para alertar y recuperar a esos niños y niñas más 
rápido. 

Felicitar a todos por estos esfuerzos. Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Muchas gracias, señora diputada. Diputada Uranga. 

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz(desde la curul): Preocupada por el ambiente en la plenaria, 
presidente. Realmente me inquieta el que nuestros compañeros diputados hombres, de todas las fracciones, 
no han aprendido a debatir con las compañeras mujeres diputadas.  

Yo sé que usted no escatima en esfuerzos para que en el pleno no se haga el desorden que en este momento 
hay. Querría que pudiéramos promover, no sé, algún tipo de taller contra el machismo parlamentario que 
evitara que cada vez que las diputadas hacen un tipo de acción, el diputado Noroña exija que sean hombres 
de PAN los que debatan; los diputados del PRI griten “tubo” o “chachas”; y los diputados de Acción Nacional 
llamen la atención a la delicadeza y a que sean tratadas como damas. 

Es urgente el que se entienda que somos diputadas, como todos ustedes, al igual, y evidentemente el mal del 
machismo y de cómo somos vistas las mujeres en esta Cámara es algo que no ha acabado de entenderse. 
Por ello mi solicitud atenta a que encontremos algún tipo de solución, catálogo o algo que los ayude a que 
aprendan a insultarse de otra manera. 

Hemos visto que hay diputadas capaces de expresarse con improperios y que todos aprendamos a que 
somos iguales y a tratarnos con las mismas reglas, que espero no sean, por cierto, las de la violencia y las de 
los insultos, sino que honremos a este Parlamento con otro tipo de discusiones. 

Pero lo que sí, de verdad, diputado, a su servidora le tienen saturados los oídos son los gritos, de un lado y de 
otro contra las mujeres con adjetivos denostativos y denigrantes que quisiera, de verdad, encontráramos 
cómo parar. Creo que aprovechando que termina el periodo, tal vez habría que aprobar algún tipo de taller 
que fuera de la izquierda a la derecha, a resolver este problema que seriamente existe a la hora de los 
insultos, presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputada. Por supuesto, no es para nada 
desestimable su sugerencia. Yo estoy convencido de que se trata, sobre todo, de ciertos atavismos que 
tenemos los diputados varones en nuestro vocabulario; porque estoy absolutamente seguro que si de algo 
estamos orgullosos en esta Cámara es de las diputadas mujeres. Tenga usted la certeza absoluta de eso. 

El diputado César Augusto Santiago Ramírez (desde la curul): Presidente. 
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La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz (desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Diputado César Augusto Santiago, y después la 
diputada Uranga. 

El diputado César Augusto Santiago Ramírez(desde la curul): Señor presidente, muchas gracias por darme 
la oportunidad de hacer un comentario. Quiero, con el ánimo éste de justicia laboral que ha campeado durante 
toda la mañana, pedir el apoyo de todos para que la Comisión de Energía de esta Cámara, que dirige, preside 
el diputado de Acción Nacional, Felipe de Jesús Cantú, proceda a dictaminar sobre dos asuntos laborales que 
son delicadísimos:  

El primero tiene que ver con el Sindicato Mexicano de Electricistas, que lo tenemos deambulando por todas 
las calles de la ciudad pidiendo clemencia y auxilio del pueblo de México para que no se violenten sus 
derechos laborales. Y me parece que es de elemental congruencia el que si pedimos reformas a la ley laboral, 
vayamos discutiendo y resolviendo los problemas laborales que están lacerando a la comunidad trabajadora y 
a la sociedad en su conjunto. 

El segundo tema es el de la Comisión Federal de Electricidad, donde hemos insistido hasta el cansancio en 
que se establezca la comisión reguladora de las tarifas eléctricas, que es un tema que aparece siempre como 
prioritario, pero que nunca se discute. No hay otra forma más, presidente, que apelar a la congruencia y 
sensatez de los diputados para que estos dos asuntos avancen, y les ruego pues, su comprensión y disculpen 
este exabrupto. Muchas gracias. 

La diputada María Marcela Torres Peimbert(desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputado. Diputada Torres Peimbert. 

La diputada María Marcela Torres Peimbert(desde la curul): Simplemente apoyar la sugerencia de la 
diputada Enóe Uranga. Y decir que en el Partido Acción Nacional es el partido en donde hay mayor porcentaje 
de diputadas mujeres, en este Congreso y en el Senado también, que en este partido no hay Juanitas, y que 
tanto los diputados varones, como las diputadas mujeres estamos completamente a favor del taller que 
propone la diputada y que estaremos seguramente apoyándolo y estaremos presentes en él. Muchas gracias, 
presidente.  

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputada. Diputada Uranga. 

La diputada  

Enoé Margarita Uranga Muñoz 

(desde la curul): Diputado, para reaccionar a su comentario, que sea, además lo hace el espíritu de buscar la 
igualdad, pero justamente es el tema, presidente, difiero de usted.  

Yo no estoy orgullosa de todas nuestras compañeras diputadas, así como no estoy orgullosa de todos 
nuestros compañeros diputados. El derecho de las mujeres a hacer política también nos da derecho a ser 
malas o buenas políticas, y ése es el tema que debe entenderse aquí. La igualdad hace que haya diputadas 
que se suban a decir majaderías a tribuna y la usen de manera denostativa, y hace que haya diputadas que 
seamos muy buenas diputadas y mostremos una alta calidad parlamentaria. 

El tema es... 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Permitan a la diputada continuar su explicación... 

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz (desde la curul): ...el tema es, justamente, el que aprendan a 
relacionarse, digamos, diputados hombres como en el poker, como vean, den. 
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Y en esa situación es importantísimo que se entienda que tan macho es el que pide que haya un hombre para 
que debata con él, como el que pide que a las mujeres se les trate con la delicadeza de una rosa. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Gracias, diputada. Como le he dicho, seguramente 
son deformaciones personales. Para mí, la verdad es que todas las diputadas merecen el orgullo de esta 
Cámara. Muchas gracias. 

Denos el resultado de la votación, diputada. 

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:Ciérrese el sistema de votación electrónico. 

Diputado presidente, se emitieron 388 votos a favor, 2 abstenciones y 0 en contra. 

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Aprobado en lo general y en lo particular el 
proyecto de decreto que reforma los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y adiciona la fracción 
XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por 388 votos. Pasa 
a las legislaturas de los estados.  
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24-08-2011 
Comisión Permanente. 
DECLARATORIA del Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se 
adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Se realiza el cómputo y se da fe de 17 votos aprobatorios de los Congresos de los estados de 
Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Colima, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, 
Hidalgo, Nayarit, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas. 
La Comisión Permanente declara aprobado el Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo 
del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Diario de los Debates, 24 de agosto de 2011. 
Declaratoria, 24 de agosto de 2011. 
 
 
 
LEGISLATURAS 
 
- Las de los Congresos de los Estados de Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Colima, 
Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, Nuevo León, Puebla, Querétaro, 
Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas, comunican su aprobación al proyecto de Decreto por el 
que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4º y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Comisión Permanente DECLARA 
APROBADO EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS PARRAFOS SEXTO Y SEPTIMO DEL 
ARTICULO 4º Y SE ADICIONA LA FRACCION XXIX-P AL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  

 

- El C. Secretario Diputado López Fernández: Se recibieron comunicaciones de diversos Congresos 
Estatales por las que informan su aprobación al proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos sexto 
y séptimo del artículo 4º y se adiciona la fracción XXIX al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

- El C. Presidente Senador Beltrones Rivera: Solicito a la Secretaría realice el escrutinio correspondiente a 
efecto de dar fe de la recepción de la mayoría de los votos que aprueban este Decreto. 

- El C. Secretario Diputado López Fernández: Señor Presidente, informo a la Asamblea que se recibieron 
los votos aprobatorios de los Congresos de los Estados de Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, 
Colima, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, Nuevo León, Puebla, Querétaro, 
Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas, Decreto por el que se reforman los párrafo sexto y séptimo del 
artículo 4º y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

En consecuencia, esta Secretaría da fe de la emisión de 17 votos aprobatorios del proyecto de Decreto de 
referencia. 

Es todo, señor Presidente.  

- El C. Presidente Senador Beltrones Rivera: Le solicito a todos los presentes ponerse de pie para hacer la 
declaratoria de aprobación, a efecto de dar cumplimiento a lo que establece el artículo 135 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

(Todos de pie) 

Y una vez hecho el cómputo del voto aprobatorio de la mayoría de las legislaturas estatales, la Comisión 
Permanente declara:  

“Se aprueba el Decreto por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4° y se adiciona la 
fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.  
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Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

La Presidencia seguirá atenta para recibir las resoluciones que emitan otras legislaturas de los estados sobre 
este asunto.  

Muchas gracias.  
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DECRETO por el que se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO DE LA FACULTAD QUE LE 
CONFIERE EL ARTÍCULO 135 CONSTITUCIONAL Y PREVIA LA APROBACIÓN DE LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y 
DE SENADORES DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE 
LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, 

DECLARA 

SE REFORMAN LOS PÁRRAFOS SEXTO Y SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 4o. Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-P 
AL ARTÍCULO 73, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

Artículo Único. Se reforman los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P 
al artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. ... 

... 

... 

... 

... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior 
de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas 
dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

... 

... 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O .... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, el Distrito Federal 
y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados 
internacionales de la materia, de los que México sea parte. 

XXX. ... 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

México, D.F., a 24 de agosto de 2011.- Sen. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Dip. Claudia 
Ruiz Massieu Salinas, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a diez de octubre de dos mil once.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, José Francisco Blake Mora.- 
Rúbrica. 
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